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Dedicado a los vecinos y vecinas de Pando, 


protagonistas de estas y otras historias... 


UN CANELONES CON HISTORIAS 
POR DESCUBRIR... 


En el año 2016 el Área de investigación del Centro Cultural 
Casa de Artigas (CCCA) publica los resultados de su primer estudio 
bajo el nombre de “Un pago rural de la jurisdicción de Montevideo: 
Sauce 1740-1810”. 

Entre los años 2016 y 2018, la Intendencia de Canelones por 
medio del Área de Investigación del CCCA, desarrolla esta segun- 
da investigación, la cual aporta una mirada multidisciplinaria sobre 
las estructuras económicas, sociales y demográficas desplegadas en el 
partido y villa de Pando en el periodo colonial. 

Los resultados de este proceso de trabajo se plasman en la pre- 
sente publicación, la cual obtiene un sentido especial en este año, al 
festejarse el 230° aniversario de la ciudad de Pando. 

Con esta segunda investigación de carácter multidisciplinar, 
asumida por el Gobierno de Canelones, no solo se afianza la voca- 
ción investigadora del Centro Cultural Casa de Artigas, sino que 
fundamentalmente se consolida una estrategia metodológica que 
aporta significativamente al desarrollo de la identidad local y cul- 
tural del departamento, construyendo y reconstruyendo junto a los 
vecinos, una historia que les es propia. 

En este sentido queremos reconocer y agradecer especialmente 
a Adriana, Alejando, Marisol y Rodrigo, que, desde hace casi cuatro 
años, vienen realizando un trabajo sistemático y responsable, el cual 


ha contribuido significativamente al desarrollo cultural, así como a 
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la promoción y apropiación del patrimonio inmaterial del departa- 
mento. 

También queremos destacar el fundamental apoyo y compro- 
miso de la Dra. Isabel Barreto Messano, que como coordinadora de 
las investigaciones que conforman esta serie, nos permitió fortalecer 
el desarrollo de productos culturales que promueven la reflexión en 
torno a los procesos históricos, demográficos y sociales del departa- 


mento. 


Tec. Ed. Pablo Pérez Queiruga 
Coordinador CCCA 
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MÁS ALLÁ DE LA 
HISTORIA CONOCIDA ... 
DESCUBRIENDO EL PASADO 
DEL PARTIDO Y LA VILLA DE PANDO 
A TRAVÉS DE SUS PROTAGONISTAS 


Este libro constituye el esfuerzo de un excelente grupo de inves- 
tigadores que, con rigurosidad académica, emprendió el desafío de 
“descubrir” el pasado del partido y villa de Pando, haciendo patente 
una historia poco conocida y algo lejana para los actuales vecinos de 
esta localidad. Con una mirada restropectiva y reflexiva, cumpliendo 
con la necesidad social de recuperar y valorar el pasado, se dio inicio 
hace dos años las investigaciones que culminan hoy con esta publi- 
cación en homenaje a los 230 años de Pando. 

Conocer el proceso poblacional y el complejo entramado social 
resultante durante los 80 años de ocupación del partido y villa de 
Pando, es el objetivo que cómo eje transversal, articula las distintas 
líneas investigativas desarrolladas. Organizado en cinco capítulos te- 
máticos, el libro trata de cubrir un amplio panorama de situaciones 
y realidades vividas por los primeros vecinos del lugar, acercando el 
pasado a través de una diversa variedad de problemáticas, realidades, 
prácticas y dinámicas vividas por la población. 

En cada capítulo se encuentran interrogantes precisas que se 
intenta responder a partir de un exhaustivo relevamiento de fuentes 


primarias y archivos diversos de los siglos XVIII y principios del 
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XIX: padrones (algunos de ellos publicados por Apolant), denuncias 
y litigios de vecinos, archivos parroquiales, testamentos, inventarios 
post mortem, entre otros, los cuales fueron analizados en forma ri- 
gurosa. Siguiendo una metodología ya empleada en la publicación 
anterior!, se elaboró una “lista madre” y una “ficha” de cada indivi- 
duo que tuviera que ver con el proceso poblacional de Pando, que 
fuera mencionado en los distintos padrones y/o apareciera en algún 
documento referido a la zona. Esto a su vez se fue retroalimentando 
a partir de los relevamientos, lo que permitió identificar cada fami- 
lia del lugar, sus integrantes y relaciones establecidas, así como los 
distintos eventos que las afectaron durante las primeras décadas de 


trayectoria del poblado. 


- Adriana Dávila Cuevas, desarrolla dos capítulos: 

Capítulo 1.-El pago o partido de Pando durante el período colo- 
nial, donde analiza el proceso de ordenamiento territorial que acom- 
pañó la fundación de la ciudad de Montevideo; desde la limitación 
del espacio urbano a la extensa jurisdicción rural delimitada a su vez 
por accidentes geográficos. Es justamente dentro de esta jurisdicción 
rural que Pedro Millán realizara en 1727 el primer reparto de cha- 
cras entre los vecinos pobladores y en 1730, adjudicara suertes de 
estancias en ambas bandas del arroyo Pando. La ocupación real del 
territorio ocurrirá más tarde, ya que el control del mismo conforma 
“... una realidad construida por las prácticas individuales y colec- 
tivas de los humanos” (Frega, 2007: 19). Si bien la construcción 
de estos espacios está dada por la necesidad de asegurar el dominio 


español, instalándose para ello poblaciones, vecinos e instituciones, 


1.Un pago rural de la jurisdicción de Montevideo: Sauce 1740 — 1810. Coor- 
dinadora: I. Barreto. Imprenta Zonalibro, Montevideo. 2016. 
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se hará sobre un territorio ya ocupado por población indígena pri- 
mero y luego portuguesa. El proceso de control y ordenamiento del 
territorio estuvo asegurado por el reparto de estancias, lo que per- 
mitió configurar un pago rural sobre las costas del arroyo Pando. Si 
bien esto no ofrece dudas, cuando la autora plantea la delimitación 
del pago, el tema es más difuso. Para ello, Dávila realiza un intere- 
sante ejercicio cuyo objetivo es indicar el posible alcance del pago 
de Pando en el período colonial, ubicando en un mapa en forma 
esquemática algunas suertes de estancia entorno al arroyo. A este 
tema de la ubicación territorial, se le agrega la problemática de las 
denominaciones y área de cobertura de la documentación: la zona 
estudiada muchas veces incluía “arroyo Pando”, “pago de Pando”, 
“Sauce y Pando”, “Pando y Cochengo”, y otras que agregan cierta 
imprecisión al momento de pararnos sobre el territorio y dificultan 
la identificación de personas o acontecimientos. Por último, es im- 
portante la discusión que se plantea con respecto a la zona costera, al 
este y oeste de la boca del arroyo, área que se denominara “playa de 
Santa Rosa” o “playa de Pando”, y las funciones que ella misma ten- 
dría. Por un lado, la bibliografía habla de la existencia de esta playa, 
en referencia a los baños de mar.? Por otro, se debe tener en cuenta 
que la inclusión de la zona costera sobre el Río de la Plata, agrega 
una nueva dimensión al territorio, la posibilidad de desarrollar acti- 
vidades productivas diferentes a la vez que lo convierte en un punto 


defensivo y de control. 


2.Elio Zinola indica que «durante los años de 1880 a 1888 se establecían 
campamentos de baños en la playa Santa Rosa, ensenada del Río de la Plata com- 
prendida entre la barra del arroyo Pando y la punta de las Piedras Negras zona que 
hoy ocupa el balneario Atlántida» (Zinola, 1966: 75). 
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Capítulo 3.- Actividades económicas en el partido de Pando. El 
objetivo de este capítulo es repasar los aspectos vinculados a la vida 
económica del partido de Pando en el período colonial. El estudio 
parte de la renovación historiográfica regional de las últimas tres dé- 
cadas, la cual visualizó una dinámica económica de corte más cam- 
pesina y agrícola de lo que se había considerado hasta el momento. 
Esto permitio en la referente a la producción, en darle una mayor 
relevancia a la agricultura que a la producción ganadera, incorpo- 
rando a su vez, el trabajo familiar y esclavo. A su vez, comienza a 
prestarse atención a unidades productivas de pequeño tamaño con 
modalidades diversas de acceso a la tierra (arriendo, agregados u ocu- 
pantes), lo que sumado a la presencia de pequeños propietarios, per- 
mitió hacer una revisión sobre la idea del predomino del latifundio 
(Garavaglia, 1999; Gelman, 1998). Este capítulo se estructura en 
tres apartados: 1.- Caracterización general realizada sobre el análisis 
de inventarios post mortem, a los que agrega información surgida 
de otra documentación complementaria. Es interesante el cambio 
de idea que plantea con respecto a una ganadería destinada más al 
consumo que a la producción de cueros. La importancia de la agri- 
cultura también se hace presente con categorías como “labrador” y 
listas de inventarios donde aparecen arados, rejas de arados, tierra 
arada, “bueyes aradores”, o la referencia frecuente al cultivo de trigo 
a través de diversos informes. 2.- Estudio sobre el trabajo rural, libre 
y esclavo. Esto obliga a “mirar” con atención las listas de vecinos 
empadronados y encontrar en forma subyacente, las familias cam- 
pesinas, los agregados y arrimados en ellas así como la importancia 
del trabajo esclavo. Del análisis de los inventarios post mortem se 
destaca la importancia del trabajo esclavo, constituyendo un rubro 


muy valioso respecto a otros bienes. 3.- La relación entre producción 


14 


ganadera y producción agrícola así como las tensiones surgidas a 
finales del período colonial. Las familias desarrollaron explotaciones 
agropecuarias con modalidades de acceso a la tierra que los defi- 
nieron como propietarios, parientes de propietarios, arrendadores, 
agregados o arrimados. Será sobre cada suerte de estancia que se van 
a desplegar una multiplicidad de unidades productivas independien- 
tes entre sí, que darán forma a la estructura social de la campaña. En 
el entorno del pueblo, la convivencia de chacras con la ganadería de 
la zona originará conflictos, los cuales dividirán a los vecinos. Dávila 
identifica “bandos” de chacareros y ganaderos, donde coexisten re- 
laciones de parentesco y vínculos asociados al arriendo de la tierra y 


otras formas de solidaridad. 


- Capítulo 2.- Proceso poblacional del partido de Pando: números, 
personas y familias, se caracteriza por tener tres autores: Alejandro 
Poloni Porras, Rodrigo Rampoldi González e Isabel Barreto Mes- 
sano, los cuales desde visiones y propuestas diferentes, aportan a la 
comprensión del proceso de poblamiento y desarrollo vivido en la 
zona. Teniendo en cuenta la premisa que estudiar una población his- 
tórica implica un desafío el cual solo un abordaje interdisciplinario, 
con enfoques teóricos metodológicos distintos podría subsanar, para 
poder conocer las estrategias que desarrollan las poblaciones que ga- 
rantizan su permanencia en el tiempo y espacio, así como los com- 
plejos entramados sociales o sus sistemas de parentesco y compa- 
drazgo, entre otros. Conocer el proceso poblacional que se da sobre 
el arroyo Pando y sus inmediaciones implica abordar el grupo social 
en ese microespacio como algo integrado y vinculado a la vez con 
otras zonas, donde los habitantes se caracterizan por una gran movi- 


lidad espacial y una realidad común inmersa en el mundo colonial 
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(Erías, 2013). El poblamiento de la zona de Pando no puede anali- 
zarse en forma aislada, si no que debe enmarcarse dentro del proceso 
que caracteriza a toda la jurisdicción de Montevideo, del que forma 
parte también. A su vez, abordar este tipo de poblaciones implica un 
desafío también desde el tipo de fuentes en las que aparecen consig- 
nadas, principalmente por dos motivos: 1) mucha documentación 
se generó desde y para Montevideo, por lo que resulta difícil encon- 
trar la referida exclusivamente a la zona de estudio; 2) las fuentes 
historico-demográficas disponibles para el período preestadístico (si- 
glos XVIII y XIX en nuestro caso) adolecen de vacíos importantes 
y no cuentan con una adecuada sistematización tanto en la infor- 
mación que poseen como en la posterior conservación documental 
(Barreto, 2009). 

Lo que resalta en este capítulo es justamente la lectura de la 
documentación con un enfoque interdisciplinario, aplicando proce- 
dimientos y análisis propios de la Historia y la Antropología, lo que 
permite rescatar, a veces en forma tangencial, la información que 
aparece sobre la población y sus vecinos. Para lograr cumplir con el 
objetivo planteado, se analiza la situación de la población residente 
en la zona durante las últimas décadas del siglo XVIII y las primeras 
del XIX en lo que refiere a su movimiento natural y a las dinámi- 
cas poblacionales resultantes, por un lado, así como la presencia de 
grupos específicos de pobladores y las redes de relacionamiento esta- 
blecidas por otro. Con respecto a esto último, sobresale la presencia 
de portugueses vinculados y/o afincados en Pando, muchos de ellos 
originarios de Colonia del Sacramento y de larga data ya en la juris- 
dicción de Montevideo, incluso desempeñando cargos de jerarquía 
dentro del gobierno colonial español. Con respecto a este grupo de 


pobladores, a través de los estudios de caso reseñados de la familia 
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Gaytán - Pavón y la “transgresión socialmente aceptada” de Manuel 
Piris, se pueden observar la construcción y permanencia de redes 
de solidaridad, algunas vinculadas con el sistema de parentesco, de 
8 P 
compadrazgo o de vecindad, que le brinda a este grupo de vecinos en 
particular y a sus allegados, un respaldo social, económico y jurídico 


importante. 


- Capítulo 4.- El arroyo y la villa de Pando. Una aproximación 
desde sus propiedades y propietarios, desarrollado por Marisol López 
Madrigal, tiene por objetivo estudiar la propiedad de la tierra du- 
rante el siglo XVIII y principios del XIX desde el análisis de un mi- 
croespacio rural que abarca el arroyo y la villa de Pando, abordando 
algunas de las problemáticas de la historiografía reciente en torno al 
acceso legal de la tierra en el mundo colonial. El capítulo se divide en 
dos grandes apartados: 1.- el acceso a la propiedad legal de la tierra 
desde las primeras salidas fiscales de estancias en 1730 hasta comien- 
zos del siglo XIX. 2.- el estudio de las villas rurales, analizando el 
proceso a través del cual se fue conformando la villa Nuestra Señora 
de la Concepción de Pando. En ambos casos los protagonistas son 
las primeras familias pobladoras propietarias y el eje del trabajo gira 
en torno al análisis de sus relaciones con la propiedad de la tierra, así 
como su permanencia en la zona. 

El problema de la propiedad de la tierra en el período colo- 
nial ha sido objeto de revisión en las últimas décadas; visiones que 
surgen desde el análisis de microespacios rurales y cuestionan las 
ideas tradicionales de un espacio rural en el que solamente convi- 
vía la cría de ganado vacuno, controlada por grandes estancieros 
(Garavaglia y Gelman, 1998; López Madrigal, 2016). Es así que 


a través de los items desarrollados, la autora analiza las modalida- 
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des que se dieron en la zona para acceder legalmente a la tierra, 
como las problemáticas surgidas en torno a las transferencias, su 
fraccionamiento e indivisibilidad. La investigación permitió a su 
vez, realizar el seguimiento individual de algunos casos, contribu- 
yendo así al conocimiento del componente poblacional de estos 
propietarios. Por otra parte, la identificación que se realiza de pe- 
queños y medianos propietarios de estancia, ejemplificado a través 
de estudios puntuales, establece que los derechos de propiedad no 
coincidieron necesariamente con la posesión de tierras y que con- 
vivieron varias y diversas unidades productivas en una misma suer- 
te de estancia. De igual manera, logra establecer que el acceso de la 
tierra se dio por distintas modalidades: donación, remate público, 
dote matrimonial, además de la venta y herencia. Es de resaltar la 
continuidad y permanencia de algunas familias, en algunos casos 
con una larga duración en la zona. 

En lo que refiere a determinar la conformación de la villa Nues- 
tra Señora de la Concepción de Pando, el análisis se centra en las 
primeras familias pobladoras propietarias y las relaciones que se esta- 
blecieron con el tipo de propiedad de la tierra y su permanencia en 
ella. Es así que se plantea preguntas tales cómo accedieron a la tierra, 
cuáles fueron las transferencias de propiedad, qué dificultades atra- 
vesaron y cuál fue su permanencia —o no— en la villa. La autora 
determina que algunos de los primeros propietarios de la villa, luego 
de haber adquirido la tierra (por donación o por compra), volvieron 
a venderla (ellos o sus herederos). Sin embargo, casi un siglo después 
de la llegada de los primeros pobladores destinados a la fundación 
de Pando, se observa la permanencia de algunas de estas familias 
propietarias, que lograron conservar la tierra a través de distintas 


estrategias. 
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- Rodrigo Rampoldi González, realiza el capítulo 5 La cruz, la 
vara y la espada. Despliegue de las estructuras de poder y control sobre el 
partido y la villa de Pando. 1730 — 1810. En este capítulo Rampol- 
di nos presenta el despliegue y construcción institucional en Pando 
(partido y villa) durante el período colonial así como la participación 
de los habitantes, vecinos y propietarios en dicho proceso. En su 
trabajo intenta responder algunas preguntas: cuáles fueron las meto- 
dologías, bajo qué características se desplegaron y cómo participaron 
los habitantes, vecinos y propietarios. Partiendo de la idea de que el 
despliegue de estas instituciones permitió la implementación de un 
poder de corte “despótico” que permeó en las tramas y dinámicas 
sociales, el autor analiza dentro del proceso que caracterizó las refor- 
mas borbónicas, cómo se reorganizó la vida económica, social y mili- 
tar entre la Península y las colonias americanas. Siguiendo el planteo 
de los historiadores Barral y Fradkin (2005), los cuales plantean que 
este proceso se realizó a través de tres tipos instituciones: de carácter 
militar/miliciano, eclesiástico y judicial/policial. 

El punto de partida de su análisis lo constituye las estructuras 
eclesiásticas (organizadas en torno a la capilla); luego aborda la apli- 
cación de las estructuras judiciales (desde el accionar del Cabildo de 
Montevideo hasta el nombramiento de los jueces comisionados); y 
por último, las militares, centrado en el despliegue de guardias, bus- 
cando conocer los componentes sociales y las acciones vinculadas en 
el espacio de estudio. 

El autor considera que la presencia de estas instituciones en el 
partido y la villa de Pando dan cuenta de que el poder político vio 
un espacio en el cual intervenir y hacerse presente, presentándonos 


una población que de alguna u otra forma, con fortalezas y debilida- 
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des propias del momento, es controlada más allá de las instituciones 
establecidas en la ciudad de Montevideo. Esto destaca sin dudas la 
discreta importancia que significó el espacio de Pando durante el 
período colonial. Esta situación trasciende dicho período, consti- 
tuyéndose un espacio de disputa desde 1811 en el cual los propios 
vecinos debieron tomar posturas políticas: algunos apoyando el nue- 
vo orden, teniendo que dejar la zona con el éxodo en 1811 hacia el 
Ayuí; otros siendo leales Consejo de Regencia y las Cortes de Cádiz. 
En este escenario cambiante, la Iglesia sufrió sus embates, lo que se 
observa en la interrupción de los registros parroquiales y en el cese 
de los sacramentos hacia 1812. En lo que respecta al despliegue de 
la justicia, si bien se vivieron situaciones complejas (conflictos entre 
agricultorres y ganaderos), en términos generales, la misma se desa- 
rrolló bajo lo esperable para la época. Es discutible el desarrollo de 
la órbita miliciana y militar, ya que Rampoldi considera que Pando 
sería un espacio de frontera abierta, lo que también constata cuando 
realiza su análisis de la justicia. Esta visión, obliga a considerar el rol 
de la guardia de Pando como significativo en el control de un territo- 
rio fronterizo que excede la idea de una línea divisoria con indígenas 
o portugueses, o como un espacio donde sólo circula el contrabando 


o se desarrollan corambres clandestinas. 


En síntesis, quienes se sumerjan en la lectura de este libro van 
a encontrar una diversidad de enfoques (históricos, demográficos y 
antropológicos), que nos aproximan a un pasado del pago y villa de 
Pando poco reconocido en la actualidad por los vecinos. La elabo- 
ración de esta publicación refleja el compromiso de sus autores en 
darle significado a esta etapa del proceso de poblamiento de la zona 


a través de horas de relevamiento en archivos y búsqueda bibliográ- 
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fica, de discusión y elaboración de borradores que fueron creciendo 


y madurando hasta culminar hoy con esta obra. 


Teniendo como eje que los eventos descriptos (complejos y 
dinámicos) transcurren a ritmos diferentes, donde los distintos ve- 
cinos del pasado, inmersos en ese universo de situaciones y reali- 
dades, interactuaron, vivieron, se perpetuanon o desaparecieron 
como comunidad. Las historias de vida de estas familias fundado- 
ras y los sucesos que aquí se presentan y analizan en forma crítica, 
constituye un reconocimiento y homenaje a los 230 años de la 


fundación de Pando. 


Isabel Barreto Messano 
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CAPÍTULO 1 
EL PAGO O PARTIDO DE PANDO 
DURANTE EL PERÍODO COLONIAL 


Adriana Dávila Cuevas 


1. Montevideo y su campaña 


El territorio comprendido al norte del Río de la Plata fue un 
área habitada por población indígena numerosa y disputada por las 
coronas española y portuguesa.' Durante el período colonial cons- 
tituyó una zona de frontera. Tal como señala Islas, el hecho de que 
el espacio fuera objeto de transacción en diferentes tratados muestra 
hasta qué punto se trataba de una frontera donde se superponían 
reclamos, con procesos de ocupación efectiva del territorio (Islas, 
2005). 

Es importante tener en cuenta que los territorios al oriente del 
río Uruguay no conformaron una unidad política durante el período 
colonial. Los términos que desde Buenos Aires definieron a esta zona 
fueron variables y a menudo se utilizaron para designar un área es- 
pecífica que no coincidía con los límites que posteriormente tuvo la 
Provincia Oriental. Fueron frecuentes las expresiones «la otra banda» 


o la «banda oriental [del Paraná o del Uruguay]» o la «banda norte» 


1. Véase Cabrera, 2015. 
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[del Río de la Plata] que refirieron en general a espacios costeros ex- 
cluyendo las regiones al norte del Río Negro, que pertenecían a los 
pueblos misioneros (Islas, 2005: 8). 

El primer núcleo poblado duradero instalado en la banda norte 
del Río de la Plata fue la Nueva Colonia del Santísimo Sacramen- 
to, fundada por los portugueses en 1680 con el fin de consolidar 
una base de operaciones que les permitiera insertarse en los circuitos 
comerciales del eje potosino. El segundo poblado fue la reducción 
indígena de Santo Domingo de Soriano, de fundación española, que 
fue trasladada a la margen oriental del Uruguay en 1662-1664 a 
la isla del Vizcaíno y en 1718 a su emplazamiento actual (Barreto, 
2011). La disputa por el control del Río de la Plata condujo a la 
fundación de una plaza militar y un puerto. Este es el origen de San 
Felipe y Santiago de Montevideo, fundada entre 1724 y 1726. Du- 
rante el siglo XVIII se combinaron distintas jurisdicciones al oriente 
del río Uruguay. Al norte del Río Negro se extendieron las estancias 
de los pueblos misioneros. La zona sur formaba parte de la campaña 
bonaerense, a excepción del área de influencia de Colonia. La ciudad 
de Montevideo contó a su vez con una jurisdicción rural propia. 

La fundación de la ciudad de Montevideo fue acompañada de 
un proceso de ordenamiento espacial imprescindible para viabili- 
zar su instalación. En primer lugar se delimitó el espacio destinado 
al desarrollo urbano, con sus correspondientes zonas de ejido y de 
cordón. A su vez, a la ciudad se le adjudicó una jurisdicción rural 


delimitada por una serie de accidentes geográficos. 
...el referido termino y jurisdicción que llaman de Jofré [Cu- 


frél, siguiendo la costa del Río de la Plata hasta este puerto 
de Montevideo, y desde él siguiendo la costa de la mar hasta 
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topar con las sierras de Maldonado, a detener de frente este 
territorio; y por mojón de ella el cerro que llaman Pan de 
Azúcar, y de fondo hasta las cabezadas de los ríos San José y 
Santa Lucía que van a rematar a un albardón que sirve de 
camino a los faeneros de corambres, y atraviesa la tierra desde 
la misma sierra y paraje que llaman Cebollatí, y viene a re- 
matar este dicho albardón a los cerros que llaman Guejonmi 
[Ojosmín], y divide las vertientes de los dichos ríos San José 
y Santa Lucía, a esta parte del sur y las que corren hacia la 
parte norte y componen el río Yí, y corren a los campos del 
Río Negro, y con esta seña del dicho albardón que divide las 
vertientes a norte y sur y ha de servir de mojón por la parte del 
fondo, queda deslindado el término y jurisdicción que señalo 
a esta ciudad.? 


Dentro de esta jurisdicción rural Pedro Millán realizó en 1727 
el primer reparto de chacras entre los vecinos pobladores. Tres años 
después, en 1730, comenzó el reparto de estancias en la jurisdic- 
ción, en esta oportunidad se produjeron las adjudicaciones en am- 
bas bandas del arroyo Pando. No obstante, la ocupación efectiva del 
área rural originalmente asignada a la ciudad tardó unas décadas en 
completarse. 

Existió un desfasaje entre los límites jurídicamente definidos 
y los procesos sociales que acompañaron el control efectivo del te- 
rritorio. Tal como señala Ana Frega, «El espacio, entendido como 
territorio político y circuito económico, es una realidad construida 


por las prácticas individuales y colectivas de los humanos» (2007: 


2.«Colección de documentos para servir al estudio de la historia de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay». Revista del Archivo General Administrativo, tomo I, 
Montevideo: El Siglo Ilustrado, 1885, p. 100. Se mantiene la ortografía original. 
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19). Por ello abordamos las dinámicas humanas que acompañaron 
y a la vez posibilitaron el control del territorio jurídicamente asig- 
nado en el acto fundacional de la ciudad. Los repartos de Millán 
implicaron el establecimiento de determinado orden en el proceso 
de ocupación. El acto de ordenar el espacio es un procedimiento 
que dota de significados al entorno geográfico y se asocia al fenó- 
meno mediante el cual se construyen los lugares. La definición de 
lugar implica una correlación semántica entre un campo espacial y 
un sujeto interpretante; está compuesta por operaciones que trans- 
forman el ámbito desfigurado en un objeto inteligible, ordenable, 
manipulable y nominable (Quadros, 2008). El proceso de «lugari- 
zación» remite además a la idea de territorio, que tiene una fuerte 
dimensión política. 

¿Cuáles son las bases para la construcción de estos lugares? El 
fundamento último era asegurar el dominio del soberano español 
sobre estos territorios mediante la instalación de poblaciones y el 
despliegue de las instituciones necesarias. El marco estaba dado por 
la propia normativa que regulaba el ordenamiento territorial, los 
procesos de fundación de ciudades y los repartos graciosos de tierras 
a colonos. 

Las tierras a ocupar no estaban vacías de población ni el espacio 
estaba desprovisto de significados. Entonces, la tarea del «fundador» 
fue la de desplazar a los anteriores ocupantes (población indígena 
primero y portugueses después) sobre la base de la capacidad de ins- 
taurar este nuevo orden. Por ejemplo, desde el ámbito portugués, a 
fines del siglo XVII, el arroyo Pando recibía el nombre de «río de las 
Carretas». Esto se desprende de un informe que el comandante de 
Colonia del Sacramento le envió al rey de Portugal en 1689 (Barrios 


Pintos, 2000). Más tarde la ocupación española llamaría al mismo 
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curso de agua «Pando», asociando su nombre a un fenómeno dife- 
rente. 

El proceso mediante el cual se logró controlar y ordenar el terri- 
torio tomó varias décadas, durante las cuales la jurisdicción de Mon- 
tevideo dejó de ser paulatinamente una zona de frontera abierta. En 
ese lapso el espacio fue denominado, dividido y apropiado por par- 
te de los colonos llegados desde Europa y desde distintas partes de 
América. La apropiación de la tierra y el proceso de denominación 
espacial fueron a menudo simultáneos. Como ejemplo podemos ci- 
tar el de Blas Martínez, que en 1761 solicitaba el «título de merced 
de la chacra que este siempre tubo y poseyó en el arroyo que por an- 
tigua tradición ha sido y es conocido por de su nombre y apellido».* 
En este caso, el nombre del arroyo es utilizado como prueba de la 
permanencia de un vecino en una chacra y busca además fundamen- 
tar su posesión. El ejemplo muestra hasta qué punto se trata de un 
territorio en construcción y que la cuestión de su designación tiene 
implicancias en el tema de los derechos de propiedad. Lo mismo 
ocurre con la estancia otorgada a Sebastián Carrasco «en el arroyo 
en que está situado» (CNAA, 1950: 16), el cual en adelante será co- 
nocido como arroyo Carrasco. A partir del tratado de San Ildefonso 
en 1777 se conformó una comisión para delimitar la frontera entre 
los imperios español y portugués. Los miembros de dichas partidas, 
recorrieron gran parte del territorio dejando interesantes crónicas. 
Uno de ellos fue Diego Alvear, miembro de la partida de demarca- 
ción de límites en 1783, quien había anotado el vado de los arroyos 
«de Cofre, Pabón y Luis Pereira» indicando que eran, «nombres que 
tomaron de los primeros estancieros o pobladores del territorio, se- 


gún la costumbre primitiva de la América» (Alvear, 1837: 9). 


3.AGN, Ex AGA, Libro IV. 
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2. El pago de Pando 


Mediante la operación del reparto de estancias comenzó a con- 
figurarse un pago rural en las costas del arroyo Pando. En el Río de 
la Plata los repartos graciosos de estancias se desarrollaron en torno a 
los ríos y arroyos. Hasta entrado el siglo XIX los terrenos se medían 
en varas con el frente a los cursos de agua y constituían repartos 
geométricos, posibilitando que «todas tuvieran acceso al agua» (Go- 
treau y Garavaglia, 2011: 36). 

En 1730, Pedro de Millán se basó en el conocimiento del terre- 
no y a la vez su acción fue configuradora de ese espacio. Las expresio- 
nes anotadas muestran esta cuestión, cuando se dispone a repartir los 
terrenos en Pando indica: «...pase al arroyo que llaman de Pando y 
poniendo la aguja en una isleta de Ceibos que está entre el bañado y 
los médanos...».* Nótese que la forma que encuentra para referirse al 
arroyo es el nombre que proviene del uso popular «que llaman», pero 
a través de la incorporación de ese nombre al reparto de estancias, el 
propio Millán ejerce la acción nominativa. 

La cita da cuenta de un proceso de mensura regular para ese 
período en el Río de la Plata. Gotreau y Garavaglia han mostrado 
que los diversos accidentes naturales y los caminos sirvieron de 
puntos de «arranque» para las mediciones (Gotreau y Garavaglia, 
2011: 36), en este caso, el «bañado», los «médanos», e «isleta de 
Ceibos» —se refiere a un pequeño bosque—. La medición se sus- 
tenta además en el uso de la «aguja», es decir, de la brújula. Otra de 
las características de las mensuras es la toma de puntos de referen- 
cia o «mojones» a partir de los cuales se hace la medición. En este 
caso, el «mojón» es otro accidente natural, como deja establecido 
Millán: «se encontró con una barranca de tierra colorada y tosca, 


4.«Relación del reparto de estancias practicado por Pedro Millán a los pobla- 
dores de Montevideo», 1728, en CNAA, 1950: 16. 
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y allí se hizo un mojón dándoles a reconocer a los interesados que 
allí estaban, que aquella barranca es el mojón principal que dejo 
señalado en dicho arroyo de Pando» (CNAA, 1950: 16). El mo- 
jón principal es la referencia básica para continuar con la mensura 
aguas arriba. 

El arroyo Pando corre de norte a sur, nace en la Cuchilla Gran- 
de y desemboca en el Río de la Plata. A lo largo de más de 45 km 
de recorrido recibe numerosos afluentes de arroyos y cañadas.? En 
su curso, Orestes Araújo identificó varios pasos, de norte a sur: el 
Sóñera, Blanco, la picada de Sánchez, el paso de la Cruz, la picada 
del Molino, el paso de la Cadena y el paso y la picada de Pando. En 
el último se construyó a fines del siglo XIX el puente de los Treinta 
y Tres (1912). 

El origen del nombre que Millán utiliza ha sido discutido. La 
versión que incluyó Alejandro Apolant indica que el nombre se debe 
al capitán de Dragones Alonso Pando y Patiño (1975: 1339) y sos- 
tiene que este estuvo a cargo de una campaña que expulsó al capitán 
francés Moreau de las costas de Maldonado en 1720. La expedi- 
ción resultó favorable y por lo tanto, a modo de retribución, le fue 
concedida una estancia sobre el arroyo que posteriormente tomó su 
nombre. Según parece, Alonso Pando no permaneció en la zona, ya 
que al tiempo de la fundación de Montevideo fueron repartidas las 
tierras de ambas orillas del arroyo sin la más mínima referencia al 
capitán Pando.! 

En torno a los repartos realizados inicialmente por Millán y a 
las posteriores concesiones se fue configurando un pago o partido 


5.Los afluentes de la banda este (nombrados de sur a norte con el nombre 
actual) son: Tropa Vieja, Pantanosa, Cañada Grande, El Juncal, La Pedrera, El 
Descarnado, Cochengo, De la Horqueta. Los afluentes de la banda oeste De Es- 
cobar, De la Totora, Meneses, EFrasquito, Valdenegro y Vera. 

6.«Relación del reparto de estancias practicado por Pedro Millán a los pobla- 


dores de Montevideo», 1730 (CNAA, 1950: 16). 
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rural. La delimitación del pago es más o menos difusa y abarca el 
conjunto de estancias repartidas en torno al arroyo en ambas márge- 
nes. En el mapa 1 hemos hecho un ejercicio que tiene por objetivo 
indicar el posible alcance del pago de Pando en el período colonial. 
Para ello hemos ubicado de forma esquemática algunas suertes de 
estancia en una y otra banda del arroyo. Estos esquemas no repre- 
sentan ninguna estancia en particular y su ubicación es arbitraria. Su 
utilidad radica en dimensionar el alcance de los fondos de una suerte 
de estancia bajo el supuesto de tres mil varas de frente al arroyo por 


nueve mil varas de fondo (unos 2599 x 7799 m).” 


Mapa 1 
Aproximación al partido de Pando en la jurisdicción de Montevideo 


Leyenda 
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Elaboración propia en QGIS a partir de capas de cursos de aguas de la Dirección 
Nacional de Topografía. Los puntos de las capillas y parroquias fueron marcadas 
a partir de las capa de localidades del Instituto Nacional de Estadística (INE). La 
delimitación de la jurisdicción de Montevideo fue realizada por Pollero y Sagaseta 


(2015). 


7.La conversión de medidas se hace sobre los cálculos realizados por Gotreau 
y Garavaglia, 2011. 
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Mapa 2 
Alcance del partido de Pando 
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Elaboración propia en QGIS a partir de capas de cursos de aguas de la Dirección 
Nacional de Topografía. Los puntos de las capillas y parroquias fueron marcadas a 


partir de las capa de localidades del INE. 
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El entorno del arroyo Pando fue una zona rural de estancias 
hasta que en 1780-1781 se fundó, en la suerte de Francisco Meneses 
ubicada en su curso medio, una capilla y al año siguiente comenzó 
un proyecto de instalación de poblado, que es explicado en detalle 
en el capítulo 5 de este trabajo. Nos interesa destacar aquí que el 
incipiente poblado marca una segunda etapa en el proceso de ocu- 
pación del espacio, dado que posibilita la instalación de vecinos en 
solares organizados en un trazado de estructura urbana. 

En el camino hacia la frontera la segunda compañía de la par- 
tida de demarcación de límites pasó por la población de Pando en 
1783. Diego de Alvear indicó: 


pequeño arroyo que viene del NO, y desagua en el Río de la 
Plata, algo al O de la Isla de Flores. También había en Pando 
su capilla sobre la ribera occidental, donde la proporción de la 
misa y la excelencia del terreno, atraían todos los días nuevos 
habitantes, y se iba formando un principio de pueblo no de 
malas esperanzas (Alvear 1837: 32). 


Otro de los pilotos, Andrés de Oyarvide, anotó «... una ca- 
pilla con algunos ranchos de paja 15 o 20 por las inmediaciones 
pertenecientes a los extranjeros, de que hay regular población 
por esta parte...» (Barrios Pintos, 1981: 47). El pasaje muestra 
las dimensiones que había adquirido apenas tres años después de 
su fundación y se detiene en las características de las viviendas, 
que estaban construidas a partir de los elementos disponibles en 
el entorno (barro, adobe, paja). Pero el dato también muestra el 
nivel socioeconómico de la población afincada, en tanto denota 


la carencia de edificaciones en piedra o casas con azotea. Además, 
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incluye información sobre el origen de la población, en una refe- 
rencia a los «extranjeros». Oyarvide se apunta la gran cantidad de 
portugueses afincados en Pando, lo cual es tratado en el capítulo 2 
del presente trabajo. Tal como se refiere en el capítulo 5, la capilla 
nucleó a los vecinos del pago en torno a las actividades religiosas, 
fenómeno que promovió también la circulación de vecinos a través 
del incipiente núcleo poblado. 

El pago tuvo diversas denominaciones en las fuentes coloniales. 
El cuadro 1 presenta las referencias de la zona en las distintas listas 
de población de la época. Junto al año de la lista se presenta el área 
de cobertura total del documento y la forma bajo la cual aparece 


mencionada el pago estudiado. 


Cuadro 1 
Referencias geográficas y tipo de propiedad en los padrones 
y listas del período 
Año del padrón e | Área comprendida | Definición espacial del 
información en el padrón área de estudio 
1730 Padrón de Varios partidos Arroyo Pando 
Millán 
1757 Estancias y Toda la jurisdicción | Pago de Pando 
chacras 
1769 Toda la jurisdicción. | Arroyo de Pando 
Faltan algunos par- 
tidos 
1772-1774 Toda la jurisdicción | Pagos del arroyo de 
Padrón de Milicias Pando 
1778 Toda la jurisdicción | Sauce y Pando 
1778-1779 Trigo, Toda la jurisdicción | Sauce, Pando y Solís 
menestras caballos y Chico 
mulas 
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1795 Solo esta lista Partido de Nuestra Se- 
ñora de la Concepción 
de Pando 

1795 Solo esta lista Padrón correspondiente 
al partido de Pando y su 
Jurisdicción 

1826 Solo esta lista Pando y Cochengo 

1836 Solo esta lista Pando 

Fuentes: Apolant (1965, 1968, 1966, 1975) y AGN, Ex AGA, Libro 247 


Las referencias geográficas fueron en ocasiones imprecisas y 
cambiantes. En la mayoría de los casos la zona fue identificada como 
«arroyo de Pando» y en otro caso fue mencionado como «pagos del 
arroyo de Pando». El uso del plural sugiere una referencia a cursos 
de agua vecinos; de hecho, hay varias listas censales que contienen 
una agrupación con otros arroyos. La vinculación más frecuente es 
con uno de sus principales afluentes, el arroyo Sauce, pero también 
aparece la referencia conjunta con otro afluente que es el arroyo Co- 
chengo. Algunas listas presentaron juntos a vecinos de Pando y del 
arroyo Solís Chico, un curso de agua próximo al de Pando ubicado 
al este. 

Por último, en 1795 aparecen dos listas separadas, una de las 
cuales refiere al «Partido de Nuestra Señora de la Concepción de 
Pando» y la otra al partido y su jurisdicción. Es probable que la 
primera se refiriera a las personas que vivían en el entorno de la 
capilla y la segunda a los habitantes ubicados a lo largo del curso de 
agua. Esto tiene sentido en la medida en que en 1787 se separaron 
las competencias del juez de la villa y del área rural de Pando, más 
allá de que el cargo estuviera usualmente ocupado por la misma 


persona. 
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Si bien inicialmente los pagos y partidos rurales de la jurisdic- 
ción de Montevideo fueron zonas con delimitación imprecisa, con el 
tiempo estas áreas se consolidaron bajo unidades administrativas que 
respondían al área de acción de los jueces comisionados. La creación 
de los jueces comisionados implicó un ordenamiento espacial al solo 
efecto de su actuación y se superponía con otras pautas de ordena- 
miento espacial como el de las jurisdicciones eclesiásticas. Lo cierto 
es que más allá de que hubo cierto ordenamiento espacial instituido, 
las delimitaciones entre los distintos pagos y partidos continuó sien- 
do un tanto vaga. La identificación de las personas con los pagos y 
sus pautas de circulación dependieron de otras variables que no te- 
nían demasiada relación con el orden establecido por las autoridades 
eclesiásticas o el Cabildo. Este punto fue estudiado en un trabajo 
sobre el pago de Sauce, donde se constató que varias familias que 
aparecían empadronadas en Pando en 1769 unos años después, en 
1772, aparecían como vecinos de Sauce.* 

En 1771 se designaron los primeros jueces comisionados en 
Miguelete, Las Piedras y Colorado, los Canelones —que incluía de 
este lado del Santa Lucía—, Pintado —que englobaba hasta arroyo 
de la Virgen y Santa Lucía Chico—, San José —Carreta Quema- 
da y Chamizo—, Toledo, Pando —junto a Sauce y Solís— y Tala 
—que incluía Santa Lucía arriba—. En 1787 se dividió el partido 
entre Pando y el núcleo urbano que se llamó Nuestra Señora de la 
Concepción de Pando. También en ese año se creó el partido de 
Solís, que se desmembraba del territorio original (Ferrés, 1944). 
En 1791 aparece en la documentación el juez de Sauce, por lo que 
estimamos que se produjo una nueva subdivisión del área asignada 
en 1771, 


8.Al respecto véase Poloni y Barreto, 2016, p. 67. 
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Existieron diferentes formas de referenciar el espacio rural del 
pago de Pando. Esto se puede observar en las distintas «vecindades» 
declaradas por los feligreses o anotadas por el sacerdote. En los bau- 
tismos aparecen por ejemplo vecinos de «Rincón de Pando» o de 
«Rincón»,? que suponemos remite a la misma definición espacial. 
Esta zona aún conserva ese nombre y está comprendida en el curso 
inferior del arroyo Pando en la margen este. También aparece la zona 
de «Pando arriba», que asociamos con el curso superior del arroyo, 
es decir próximo a las nacientes.'” Dentro de los afluentes del arroyo 
Pando aparecen vecinos de Sauce (ya hemos visto que en algunos 
casos fue considerado otro partido) y de un afluente de este llamado 
«arroyo Pantanoso». También aparecen el arroyo de Cochengo, el 
Pedrera, el Mosquitos y La Cañada o Cañada Grande.'' Esto tam- 
bién nos permite observar que buena parte de la toponimia actual 
hunde sus raíces en el período colonial. 

Por último, el partido de Pando también comprendía una zona 
costera que se extendía al este y oeste de la boca del arroyo. Dicha 
área en un sentido amplio se llamó la «playa de Santa Rosa» o «playa 
de Pando». La tradición ha recogido la existencia de esta playa sobre 


todo en lo referente a los baños marítimos.!? En 1780, Manuel Dia- 


9.Capilla Nuestra Señora de la Concepción de Pando, Libro 1 de Bautismos 
de Las Piedras. 

10.Capilla Nuestra Señora de la Concepción de Pando, Libro 1 de Bautis- 
mos de Canelones. 

11.Ídem. 

12.Elio Zinola indica que «durante los años de 1880 a 1888 se establecían 
campamentos de baños en la playa Santa Rosa, ensenada del Río de la Plata com- 
prendida entre la barra del arroyo Pando y la punta de las Piedras Negras zona que 
hoy ocupa el balneario Atlántida» (Zinola, 1966: 75. La página web del Centro 
Comercial de Atlántida también menciona el antecedente de los campamentos de 
baños:http://www.ccifa.com.uy/noticias/45-cronicas-de-atlantida/334-los-cam- 
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go presentó una denuncia ante el Cabildo porque este había com- 
prado en pública subasta las maderas y «útiles» de una saetía llamada 
Misericordia que se había «perdido», en la «playa de Pando». Con 
este nombre parece designarse los terrenos ubicados al este y oeste 
de la boca del arroyo Pando, en tanto los ranchos en los que se bus- 
carían los efectos robados se ubicaban tanto en las «inmediaciones 
de Pando y rincón de Buceo» así como en el «rincón de Pando».'* 
En 1797 el juez comisionado de Pando, Baltasar Aguirre, interrogó 
a varias personas en torno a la desaparición del vecino de ese partido 
Manuel Cabezas. Uno de los interrogados fue Tomás Benítez, vecino 
de la capilla, quien hizo un relato pormenorizado de sus actividades 
en el momento de la desaparición de Cabezas e indicó que se ha- 
bía ido «a pescar a la Playa que llaman de Santa Rosa en el Partido 
de Pando». El declarante precisó que se había mantenido pescando 
desde el martes hasta el sábado de dicha semana «en consorcio» con 
otros vecinos del pago (don Manuel Figueredo, don Javier Figueredo 
Juan Vera y un tal Isidro).'* 

En los pasajes arriba citados queda claro que la playa formaba 
parte del partido. La existencia de la costa en el Río de la Plata intro- 
duce una dimensión paisajística diferente y la posibilidad del desa- 
rrollo de otras actividades como la pesca o la existencia de problemá- 
ticas asociadas a la condición costera como los naufragios. Respecto 
a la situación defensiva la playa también fue un punto importante. 
En 1806 ante la amenaza de la invasión inglesa se estableció un sis- 
tema de señales de humo a lo largo de toda la costa que tenía por ob- 


jetivo avisar sobre un posible ataque. Inicialmente, los puntos de las 


pamentos-de-banos-la-prehistoria-de-atlantida.html, consultada en marzo de 
2017). 

13.AGN, AJ, 1780, Caja 46, Civil 1, Doc. 12. 

14.AGN, AJ, 1797, Caja 126, Civil 1, Doc. 2. 
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señales eran Cerro gdel Toro, Piedras de Afilar y Puntas de Carrasco 
o Buceo. Una vez identificado que el punto del Buceo no permitía 
una visualización satisfactoria, el puesto de fuego fue ubicado en «la 
barra del referido Pando en el Médano más alto en donde me pare- 
ció que con facilidad se podría ver por lo más de la costa» (CNAA, 


1952: 127). 


3. Pando como zona de frontera 


En 1730 —año en que se repartieron las estancias en ambas 
bandas del arroyo de Pando—, se produjo una batida por parte de 
los indios minuanes que implicó la necesidad de realizar un replie- 
gue sobre la ciudad. El episodio muestra en qué medida la juris- 
dicción rural adjudicada a la recién fundada ciudad era un espacio 
que la nueva población debía disputar a los anteriores ocupantes. 
En noviembre de 1730, a raíz un incidente, los minuanes asaltaron 
la zona próxima a la ciudad. La documentación refiere a que varias 
estancias fueron atacadas, entre ellas las del «alcalde provincial», que 
era Bernardo Gaytán y el «alcalde de la Santa Hermandad Juan An- 
tonio Artigas», ambas ubicadas en la zona de Pando. En el incidente 
fueron robados caballos y haciendas y, además, en su batida por la 
campaña, los minuanes dejaron veinte peones muertos. Las autori- 
dades de Montevideo respondieron reforzando la guarnición de la 
plaza y realizando varias salidas que culminaron con un tratado de 
paz celebrado en 1732 (Acosta y Lara, 1961). 

Los vecinos volvieron a asentarse en las estancias de Pando. No 
obstante, en 1751, la «amenaza» indígena no se había solucionado, 


en tanto el capitán Gorriti organizó ese año una campaña de tropa 
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regular y milicias con el objetivo de «castigar los indios minuanes, de 
estas campañas, infieles que ha hostigado con muertes y robos esta 
jurisdicción» (CNAA, 1950: 114). En la disposición se incluía la ne- 
cesidad de que los vecinos «retirasen» sus caballadas de la campaña. 
En el caso de los vecinos de Pando, estos debían concentrarse en la 
estancia de Juan Antonio Artigas. 

Las referencias posteriores también señalan como amenaza a 
los portugueses y a otros actores identificados con el rótulo de «va- 
gamundos». En este marco se establecieron algunas guardias en la 
campaña, entre ellas la guardia de Pando y la de Solís. Si bien no 
sabemos la fecha exacta del establecimiento, hay un documento que 
indica que en 1763 ambas fueron levantadas por orden de Pedro de 


Ceballos. Estas tenían una función específica: 


ocupaban en correr las campañas de esta jurisdicción cuyo 
medio miraba a atajar en lo posible las extorciones y daños 
que intentan hacer como lo avisa la experiencia la nación 
enemiga de Portugal [...] las invasiones de dicha nación, y 
demás personas vagamundas, y malhechores que corren las 


campañas (CNAA, 1950: 139). 


Su levantamiento no implicó que hubieran cesado los peligros, 
dado que el documento muestra que el asunto del retiro de am- 
bas guardias preocupaba a las autoridades del Cabildo en cuanto la 
campaña quedaba desamparada. La medida adoptada en 1763 para 
suplir la ausencia de las guardias fue designar una partida «escoltera» 
compuesta de cincuenta hombres del Cuerpo de Vecinos de Mon- 
tevideo a fin de que esta tuviera la capacidad de «rechazar con algún 


refuerzo cualesquiera partida enemiga» y así «defender el todo de 
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las haciendas de este vecindario» (CNAA, 1950: 140). Los baquea- 
nos habían indicado que la partida debía asentarse en las puntas del 
Casupá y despachar «batidores» a la cuchilla de Marmarajá y otra al 
cerro de Verdún. 

En 1772 ambas guardias fueron restablecidas. Rumbo a la fron- 
tera la segunda partida de delimitación del tratado de San Ildefonso, 
pasó por la guardia de Pando en 1783. Andrés de Oyarvide anotó 


lo siguiente 


Desde Montevideo a la chacarita de los Padres de San 
Francisco, donde hay una reducida capilla, cuentan 2 1/2 le- 
guas al N-E la cual está poco antes de una cañada pantanosa 
que llaman de Manga; de aquí siguiendo el camino la misma 
dirección, se encuentra a las 3 1/2 el arroyo de Pando con 
guardia en su margen occidental, y un tercio de legua antes, 
una capilla con algunos ranchos (Barrios Pintos, 1981: 47). 


Lamentablemente, en el desarrollo de la presente investigación 
no obtuvimos información bibliográfica sobre la ubicación geográ- 
fica de la guardia. No obstante, presentamos una reseña del estado 
de la cuestión y proponemos una hipótesis de trabajo sobre su ubi- 
cación. Zinola, en su Historia de Pando, ha señalado que la guardia 
estuvo emplazada en las proximidades de la actual Escuela Militar 
de Aeronáutica, que se ubicaba al sur de los territorios que ocupaba 
la capilla, y que la guardia se hallaba situada en los campos de Juan 
Antonio Artigas (1966: 33). La afirmación de Zinola no concuerda 
con los datos que brinda Oyarvide, ya que, según su anotación, la 
guardia parece estar ubicada al norte de la capilla a distancia de un 


tercio de legua. En el petitorio elevado por Francisco Meneses a fin 
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de recoger indios guaraníes y adoctrinarlos, también aparece una 


referencia a la ubicación de la guardia de Pando 


y habiendo fundado una capilla con advocación de Nuestra 
Señora de la Concepción, en el camino real que se transita a 
Maldonado, en sus propios terrenos, a este lado del Pando, 
distante del paso de la guardia como un cuarto de legua (Ba- 
rrios Pintos, 1981: 27). 


En esta referencia, la guardia aparece próxima al paso del arro- 
yo. Si identificamos esta referencia con el paso del camino a Maldo- 
nado, podemos presumir que la guardia ocupaba terrenos próximos 
al paso y picada de Pando, mencionado por Orestes Araújo (actual 
puente de la ruta 8 vieja). Además, existe otra documentación que 
indica que la guardia se encontraba en la estancia de Bárbara Barre- 
da, quien consignó este dato en su testamento redactado en 1811." 

En las fuentes cartográficas consultadas no hallamos represen- 
tada la guardia en las costas del arroyo Pando. La perspectiva de que 
la guardia de Pando se situara en el paso del camino a Maldonado 
sobre dicho arroyo se refuerza con la documentación de la propia 
guardia. En 1805, en el marco de la preparación de la defensa de la 
ciudad de Montevideo ante un posible ataque inglés, las guardias 
de Chacaritas, Pando, Mosquitos y Solís Grande fueron reforzadas 
con cuatro hombres más (CNAA, 1952: 42). En diciembre de 1806 
se solicitaron desde la guardia refuerzos de tropa y en el petitorio 
se consignaba que los seis hombres que tenía disponibles no eran 
suficientes para atender el correo y el chasque y que uno ellos es- 


taba destinado a caballerizo: «máxime en la estación [sic] presente 


15.AGN, AJ, Prot., Civil 1.* turno, Año 1811, tomo Il, E. 593. 
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que con el campamento inmediato es esta guardia la que tiene más 
atenciones en la carrera» (Barrios Pintos, 1981). El pasaje refiere a la 
situación del camino en el cual se situaba la guardia y la intensidad 
de la circulación asociada en esa época específica del año. Es proba- 
ble que el petitorio se relacionara además con la mengua que se había 
producido ante el establecimiento de una guardia de señales en la 
boca del arroyo Pando (CNAA, 1952: 127). 

Oyarvide se dirigió hacia la frontera por un camino real que 
fue descripto por él a su paso y que transitaba desde Montevideo a 
la chacarita de los padres, Manga, Toledo, cañada de Pla, capilla de 
Pando, guardia de Pando, paso del arroyo Pando, para luego tomar 
hacia el este para pasar a Solís Chico y de este a Solís Grande (ver 
Mosquitos y cerro de Piedras de Afilar), luego arroyo Sarandí, que 
baja de las sierras de las ánimas y de allí pasar por la falda este del ce- 
rro Pan de Azúcar, arroyo potrero o Pan de Azúcar, arroyo de Sauce 
y laguna del Sauce y de ahí por la falda de los cerros de la Punta de la 
Ballena hasta Maldonado. Señala que ninguno de los cursos de agua 
cruzados poseía «bote o canoa para su pasaje» y que «Todos estos 
arroyos están vestido de arboledas o arbustos silvestres, más o menos 


claros» (Oyarvide, 1865: 49). 
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CAPÍTULO 2 
PROCESO POBLACIONAL 
DEL PARTIDO DE PANDO: 
NÚMEROS, PERSONAS Y FAMILIAS 


Isabel Barreto Messano 


Introducción 


Estudiar una población histórica implica un desafío que un 
abordaje interdisciplinario aunando enfoques teóricos metodológi- 
cos distintos permitiría subsanar. Es justamente ese carácter inter- 
disciplinario el que permite conocer en detalle los procesos vividos 
por las poblaciones. Esto habilita comprender temas tan complejos 
como las estrategias que desarrollan las poblaciones para garantizar 
su permanencia en el tiempo y espacio, principalmente sus entrama- 
dos sociales o sus sistemas de parentesco y compadrazgo, entre otros. 

El proceso poblacional que se dio sobre el arroyo Pando y sus 
inmediaciones implica un estudio realmente complejo y difícil, ya 
que a la hora de abordar el grupo social de este microespacio debe- 
mos considerar que está integrado y vinculado a otras zonas y que 
sus habitantes se caracterizaron por tener una gran movilidad espa- 


cial y una realidad común inmersa en el mundo colonial.' 


1.Por más información sobre la movilidad en la región platense, véase Erías, 
2013. 
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Un elemento que complejiza y enriquece este tipo de estudio 
es la diversidad de grupos étnicos que conformaron un entrama- 
do social heterogéneo, lo que permitió desarrollar por parte de la 
población interacciones, vínculos, relaciones e intercambios de sus 
individuos y bienes, creando una sociedad dinámica y variada, difícil 
de observar en las fuentes en su verdadera dimensión. Emir Reitano 
plantea que «La combinación de mestizaje y movilidad geográfica 
provocó en la sociedad colonial el surgimiento de individuos que no 
podían ser fácilmente identificables a nivel social o étnico» (2010: 
278). 

Entender el proceso de poblamiento de la zona de Pando impli- 
ca pensar en un proceso general que se da en toda la jurisdicción de 
Montevideo, del que forma parte nuestro espacio de estudio. En ese 
sentido, los primeros pobladores de Montevideo y sus descendientes 
fueron también quienes formaron parte de los grupos fundadores de 
los diferentes pagos y partidos que luego se convertirían en poblados 
y villas de la jurisdicción de Montevideo. 

Abordar este tipo de poblaciones implica un desafío también 
desde el tipo de fuentes en las que aparecen consignadas, princi- 
palmente por dos motivos: 1) mucha documentación se generó 
desde y para Montevideo, por lo que resulta difícil encontrar la re- 
ferida exclusivamente a la zona de estudio; 2) las fuentes historico- 
demográficas disponibles para el período preestadístico (siglos 
XVIII y XIX en nuestro caso) adolecen de vacíos importantes y no 
cuentan con una adecuada sistematización tanto en la información 
que poseen como en la posterior conservación documental. Estas 
fuentes suelen presentar además algunas carencias propias de la 
documentación y de las circunstancias en las que la información 


que contiene fue consignada y otras ajenas a la documentación en 
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sí, pero relacionadas directamente con su destino y la posterior 
conservación del reservorio documental. A estas limitantes debe- 
mos sumar que en relación con nuestro actual territorio hay perío- 
dos en los que no existen archivos continuos y seriados debido a 
diversos factores: por pertenecer parte de este a la jurisdicción de 
Buenos Aires, lo que generó que los reservorios documentales se 
conservaran e incluso se perdieran allí y por la dificultad planteada 
en la continuidad de algunos archivos principalmente los parro- 
quiales, debido a los eventos históricos que afectaron las poblacio- 
nes, en especial durante la Revolución Artiguista (1811-1819) y la 
Guerra Grande (1839-1852). 

Por otra parte, la lectura de la documentación con un enfo- 
que interdisciplinario, aplicando procedimientos y análisis propios 
de la Historia y la Antropología, permite rescatar, a veces en forma 
tangencial, la información que aparece sobre las poblaciones o sus 
vecinos. Esto nos lleva a pensar y analizar con cuidado las intencio- 
nes ideológicas detrás de las evidencias documentales o de los juicios 
de valor expresados en ellas, así como las categorías simbólicas o 
sociales que se describen, las que deberemos pasar necesariamente 
por un proceso de descodificación de sentido; la capacidad de captar 
el sentido original que se otorga a una categoría; la intencionalidad 
de expresar la verdad o de ocultarla, según los intereses personales 
o consensuados por un grupo, una élite, una situación histórica o 
política particular, entre otras. 

La mirada que brinda la Antropología (como ciencia social) es 
justamente la que permite captar la visión de todos los sujetos que 
construyen la existencia desde diversos lugares sociales. Al respecto, 


Hobsbawm señala que los investigadores sociales 
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sean cuales sean sus objetivos, están comprometidos en el proceso 
en tanto que contribuyen, conscientemente o no, a la creación, 
desmantelamiento y reestructuración de las imágenes del pasado 
que no solo pertenecen al mundo de la investigación especiali- 
zada sino a la esfera pública del hombre... (2002: 20). 


El presente capítulo considera como objetivo principal cono- 
cer, a través de un abordaje propio de la Biodemografía?, el proceso 
poblacional de la región denominada partido de Pando. Para ello se 
propone analizar la situación de la población residente en la zona 
durante las últimas décadas del siglo XVIII y las primeras del XIX 
en lo que refiere a su movimiento natural? y a las dinámicas pobla- 
cionales resultantes, por un lado, así como la presencia de grupos 
específicos de pobladores y las redes de relacionamiento estableci- 
das por otro. Se pretende, a través de una mirada interdisciplinaria, 
realizar un estudio integral de la población, considerando aspectos 
cuantitativos y cualitativos que contribuyan a explicar el desarrollo y 
la permanencia en torno a la zona de estudio. 

El período de estudio seleccionado (1769-1812) obedece bási- 
camente a la disponibilidad de series continuas de datos poblacio- 


nales, principalmente archivos parroquiales, que conforman la prin- 
P P q q 


2. Biodemografía (o Antropología Demográfica): disciplina de la Antropo- 
logía Biológica cuyo objetivo es el análisis de las poblaciones tanto en contextos 
históricos como actuales, reconstruyéndolas a partir de los enfoques propios de la 
Demografía, Demografía Histórica y la Genética de Poblaciones. Para ello, bus- 
cará conocer los procesos microevolutivos que las afectaron y que condicionan 
su devenir. Sus abordajes son interdisciplinarios y permiten realizar un estudio 
poblacional integral (Barreto, 2011; Fuster, 2005). 

3.Movimiento natural de una población: hace referencia al recuento de los 
acontecimientos de las llamadas estadísticas vitales (nacimientos, defunciones y 
matrimonios) y permite el estudio de la evolución de la población en su dinámica 
natural a través de la contabilización de flujos. 


50 


cipal fuente de información, así como los padrones de población con 


datos completos sobre los vecinos. 


Fuentes y abordajes metodológicos 


La investigación se centra en el análisis de distintas fuentes do- 
cumentales con información historico-demográfica: 1) padrones de 
población realizados en los años 1769, 1778 y 1795; 2) registros 
parroquiales de bautismos y defunciones realizados entre los años 
1788 y 1812. 

La documentación durante el período colonial corresponde al 
denominado período protoestadístico (Cardoso y Pérez Brignoli, 
1999: 105; Arretx et al., 1983: 23; Pollero, 2013), momento en el 
cual se observan avances en la recopilación de datos demográficos 
que se convierten en series más continuas y precisas. Debemos com- 


prender que 


La característica más importante para pasar de un esta- 
do pre o protoestadítico a otro estadístico no es, como común- 
mente se cree, la veracidad o exactitud de los datos, sino más 
bien la manera de tomarlos y la organización técnica de ela- 
boración primaria de ellos, así como la forma de presentarlos 


(Arretx et al., 1983: 23). 


Las fuentes utilizadas corresponden a dicho período. Si bien 
son diversas y obedecen a lógicas y objetivos distintos, su tratamien- 
to conjunto y sistemático permitirá la visión de conjunto de la po- 


blación de estudio. 
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1. Padrones de población 


Si bien existen varios recuentos de pobladores efectuados du- 
rante el período colonial que involucran la zona de estudio‘, no sue- 
len brindar una información acabada y completa sobre la población 
del partido de Pando. Esto obliga a cruzar en forma sistemática los 
datos de los padrones seleccionados con otras fuentes (principal- 
mente archivos parroquiales) para poder completar la información. 

Debemos considerar a este tipo de documentación «una foto- 
grafía instantánea» de un contexto determinado (Cardoso y Pérez 
Brignoli, 1999; Reher 2001), ya que permite visualizar la población 
en un momento concreto, ubicada en el espacio y tiempo en el cual 
se desarrolla. Si bien este tipo de fuente puede aportar información 
concisa y fundamental para el conocimiento de las poblaciones, cada 
una de ellas presenta limitantes, por lo que debemos interpretarlas 
como «fotografías imperfectas» (Pollero, 2013). 

El dato más dispar e incongruente, preocupante para quienes 
estudiamos la dinámica poblacional, es la edad de los individuos. 
Esto se vincula con lo poco importante que es para las poblacio- 
nes históricas, el dato concreto y certero del día del nacimiento. Es 
común que en padrones consecutivos con una diferencia de dos o 
tres años, aparezcan los mismos vecinos con 10 o 15 años de dife- 
rencia en su declaración de edad. Tampoco son muy claras algunas 
categorías que suelen aparecer: «mayor de edad», «menor de 14», 
«menor de 12», adulto, párvulo, entre otras. O fórmulas más con- 
fusas y ambiguas: «como de tantos años», «más o menos», «unos 40 
años», generalmente terminadas en cero o en cinco; sobrestimacio- 


nes hechas tanto por el empadronador como por el declarante. Con 


4.Al respecto, ver Barreto & Poloni, 2016. 
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frecuencia, en padrones consecutivos la información se repite o se 
mantiene sin cambios (edades de los individuos; composición de los 
grupos familiares) incluso en los totales de población, lo que permite 
dudar si realmente se contó la población o se tomaron los datos tal 
como estaban en el padrón anterior. Es común que no toda la po- 
blación aparezca relevada: generalmente aparecen subrepresentados 
los recién nacidos o niños menores de un año, o grupos enteros que 
aparecen mencionados como peones o agregados, sin aportar más 
información. 

Los objetivos de la documentación, implícitos en la realización 
de estos padrones (políticos, administrativos, militares, económi- 
cos y sociales), constituyen una de las limitantes principales, ya que 
pueden generar vacíos —por omisión— en los datos poblacionales, 
produciendo información confusa y relevamientos no seriados (Ba- 
rreto, 2009). Para suplir estas dificultades es necesario considerar un 
número importante de padrones que contribuyan en su conjunto a 
visualizar y explicar el comportamiento demográfico y social de la 
población, ya que cada uno de ellos refleja el contexto particular y 
momento determinado que vivían los vecinos de Pando. Se pretende 
de esta manera, a partir de los datos cuantitativos, conocer algu- 
nas características de la estructura poblacional y su evolución en el 
tiempo. Debemos entender forma tan dispar de presentar los datos 
en función del contexto en que fueron producidos los padrones, te- 
niendo en cuenta, como lo establece Almeida Prado (2008), que los 
criterios disímiles seguidos por los empadronadores obedecen tam- 
bién a objetivos puntuales explicitados desde los centros de poder 
político del momento. ¿Cuál es en verdad la intención detrás de la 
documentación? Y, sobre todo, ¿qué tipo de información el pobla- 


dor está dispuesto a ocultar o enmascarar? (Barreto, 2009). Por otra 
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parte, no se puede perder la perspectiva de que los padrones reflejan 
«espacios sociales» matizados por sutiles diferencias que orientan las 
relaciones cotidianas entre grupos que se veían y se sabían en condi- 
ciones desiguales (Andreazza, 2009). 

Un elemento importante desde el punto de vista antropológico 
es la declaración sobre el color de piel de los individuos, lo que per- 
mite una aproximación a los distintos grupos étnicos y las relaciones 
interétnicas que se suceden en la población. Este dato es complejo 
y presenta también inconvenientes importantes, ya que existen un 
sinfín de variantes (negro, pardo, mulato, mestizo, «chino», entre 
otras) que hacen referencia a grupos diversos que interacrtuaban en 
el mismo lugar y tiempo, pero con relaciones generalmente unidi- 
reccionales, donde un grupo dominante, en este caso «blanco», era 
el que imponía los parámetros de clasificación no solo física sino 
también social. Por otra parte, la ausencia de un término asociado 
al color de la piel o la presencia recurrente del término «blanco» no 
garantiza que esa población no presentara elementos anteriores de 
mestizaje en su composición. 

Por otra parte, hay que considerar el alcance del padrón y has- 
ta dónde algunos grupos pueden estar subrepresentados o apenas 
mencionados. Por ejemplo, peones y agregados, que suelen integrar 
las unidades domésticas pero figuran como categoría anónima (sin 
nombre ni edad). 

Otro nivel de complejidad lo brindan los individuos que apare- 
cen empadronados y las relaciones que tienen entre sí dentro del gru- 
po familiar. Jefes de familia, cónyuges e hijos, agregados, sirvientes, 
esclavos, peones muestran el universo doméstico del poder familiar, 
la cohabitación y la ayuda mutua entre parientes y allegados. Den- 


tro de esta estructura familiar es importante, tal como lo menciona 
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Almeida Prado (2008), la presencia de parejas concubinas, hijos ile- 
gítimos o madres solteras, información esta que generalmente no 
aparece y que permitiría conocer prácticas sociales muy cotidianas. 
Estas realidades que presentan las fuentes nos llevan a ser cui- 
dadosos en su generalización, ya que los datos que contienen deben 
ser analizados en forma crítica en relación con el objetivo del do- 
cumento y al contexto en que este es elaborado, constituyendo por 
tanto un corte transversal en el tiempo (Camou y Pellegrino, 1994; 


Reher, 2000). 


1.1. Padrón de Montevideo y su jurisdicción (1769) 


Este es el primer padrón de población de carácter general que 
se realizó desde la fundación de Montevideo. El recuento estuvo mo- 
tivado por el crecimiento de la población y la necesidad de ampliar 
las tierras de la jurisdicción de Montevideo. El relevamiento incluye, 
además de un plano de la ciudad, los nombres, edades (o grandes 
categorías etarias) de toda persona casada, sus hijos/as, criados/as 
libres, esclavos/as y agregados. 

Dificultad: En lo que refiere a nuestro trabajo, la principal está 
en que, según Alejandro Apolant, el relevamiento estaría incomple- 
to, de modo que algunos pagos de la jurisdicción quedaron sin em- 
padronar o se incluyeron otros parajes (Sauce, por ejemplo). En este 


caso, a pesar de que los datos para el partido de Pando están sobre- 


5.Esta fuente se compone de variados documentos, por un lado seis pa- 
drones parciales que se ubican en el AGN, AGA, Libro 246, fs. 1/10 y 14, que 
corresponden a la ciudad, y, por otro lado, abarca algunas partes de la jurisdicción 
de Montevideo, ya que no está completo, ubicado en AGN, Caja 18, Carpeta 12, 
«Tierras». Se trabajó con la transcripción completa y unificada que publicó Apo- 
lant (1966), y posteriormente también en Apolant, 1975. 
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estimados, se toma el padrón como un inicio de datos sistemáticos 
para nuestra zona de estudio, ya que contempla categorías étnicas, 


etarias y su distribución por sexo. 
1.2. Resumen de población. Censo Carlos IT (1778) 


El Padrón de la Jurisdicción de Montevideo de 1778 se inscri- 
be como parte del Censo de Carlos II o Censo Floridablanca. Se 
trata de una serie de censos instrumentados en forma sistemática y 
aplicados no solo en la península sino en gran parte de los territorios 
de la corona española. Fue un instrumento importante dentro de la 
política instrumentada en el marco de las reformas borbónicas y se 
elaboró sobre la base de cuestionarios enviados a los intendentes o 
alcaldes de las distintas regiones y demarcaciones del reino, quienes 
tenían la tarea de llevarlo a cabo (Pollero, 2013: 147). 

En este caso, tenemos un resumen de población —<que no es 
una lista nominativa— donde se consignan datos generales de la 
población de Montevideo y su jurisdicción. La información incluye 
categorías etnosociales, condición de los vecinos (casados, solteros y 
viudos), sus familias, esclavos, libertos e indios. 

Dificultad: Con respecto al pago de Pando, el padrón incluye 
también a Sauce, lo que sobrestima los datos.Por otra parte, y consi- 
derando que la zona de influencia de Pando involucraba el pago de 
Tala, se sumaron los datos de esta zona en los análisis. Sin embargo, 


la dificultad principal es que no detalla nombres ni edades, lo que 


6. Existen dos versiones, una de las cuales se conserva en Montevideo, en el 
AGN, Ex AGA, Libro 246. La otra está en Buenos Aires, en el AGNA, División 
Colonial, Gobierno 1776-1778, 209, Sala IX 4-3-8. Para el presente trabajo se 
utilizó el relevamiento del equipo de investigación Pueblos y Números. Río de la 
Plata 1760-1860, disponible en su web: http://pueblosynumeros.fcs.edu.uy/ 
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impide hacer un estudio pormenorizado de los grupos familiares 


censados. 


1.3. Padrón del partido de Nuestra Señora de la Concepción 
de Pando (1795); padrón correspondiente al partido de Pando 
y su jurisdicción (1795) 


Podemos considerar estos dos padrones como uno, ya que es- 
tán agrupados juntos y tienen un mismo formato en el cual se 
consigna la misma información, y si observamos los nombres de 
cada padrón vemos que posiblemente uno refiere a la zona de la 
villa de Pando y el otro abarque todo el territorio que comprendía 
el partido de Pando. Ello nos permite hacer un estudio inclusivo 
donde los datos serán presentados como si fuera un solo padrón. El 
documento original no posee la fecha de su confección, pero en la 
caratula —hecha posteriormente— figura la fecha de «1795 apro- 
ximadamente», por lo que adoptamos dicho año como su posible 
año de realización. 

Los datos aparecen organizados presentando la siguiente infor- 
mación: nombres del cabeza de familia y de su cónyuge, estado civil 
de cada individuo mayor, condición socio étnica, cantidad de hijos/ 
as párvulas, hijos/as adultas, peones y agregados por unidad familiar. 

Dificultad: Si bien el padrón brinda datos bastante completos, 
no consigna nombres de hijos menores ni datos sobre agregados y 


peones. 


7.AGN, Ex AGA, Libro 279. 
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2. Registros parroquiales 


A nivel general, este tipo de registro constituye una fuente pri- 
mordial para el análisis de las poblaciones del pasado, ya que toda 
la vida de la población, sin importar condición, clase o color, está 
marcada por el ciclo vital registrado en los libros de bautismos, ma- 
trimonios y defunciones. Surgen a partir de la Contrarreforma como 
mecanismo de control de la Iglesia Católica hacia sus feligreses y en 
ellos se reflejan todos los eventos que hacen a la vida de las poblacio- 
nes. Tal como dice Eliot «... nacer, copular y morir, estos son los hechos 
que habrás de dejar; nacer, copular y morir ...» (en Stone, 1977: 42). 
Marcilio considera que estos archivos tienen un alcance universal, 
que cubren un espacio geográfico y temporal determinado y que es 
su carácter nominativo la principal característica que permite iden- 
tificar y ubicar a cada individuo en su familia. Lo discutible de estos 
archivos es el «carácter serial y cronológico» (2004: 16) que mencio- 
na la autora, ya que no todos los eventos se registran en el preciso 
momento en que ocurren ni tampoco los registros guardan un orden 
cronológico certero (Barreto, 2009). 

En el caso concreto de los archivos parroquiales, se completa- 
ron los datos faltantes a través de la revisión de padrones y de los 
propios libros consultados. Los datos analizados abarcan el período 
1788-1812. 
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2.1. Bautismos 


Contiene 856 inscripciones de párvulos? (se excluye la pobla- 
ción esclava adulta así como registros ilegibles por mala conserva- 
ción del documento), considerando las variables de origen étnico de 
la madre y la condición de legítimo o ilegítimo del nacido (Barreto, 
2009 y 2015). A partir de este archivo se determinaron 344 grupos 
familiares conformados por padres y madres diferentes. 

Dificultades: Los registros de bautismos suelen contener infor- 
mación detallada por momentos: nombre y fecha del nacido, nom- 
bre de sus padres y abuelos —lo que permite la ubicación temporal 
de los linajes—, grupo étnico de sus padres —información que nos 
permite conocer los procesos de mestizaje en la población—, pero 
esto no es frecuente. Existen además algunos datos particulares que 
sí se mencionan: si el niño es hijo natural y la mención a si los padres 
se conocían o si era «hijo de padres desconocidos», si el niño era 
expósito y dónde estaba siendo criado, si era esclavo y quién era el 
amo. Un tema a analizar es el reconocimiento o no de los hijos ilegí- 
timos, ya que los factores que llevan tácitamente a nombrar u ocultar 
la ilegitimidad pueden ser diversos (el escándalo o la deshonra para 
el padre, principalmente), lo que permite pensar que la omisión del 
dato se relaciona con la posición socioeconómica que los padres po- 
drían tener dentro de la población. La ilegitimidad es un elemento 
importante en el análisis de los procesos de mestizaje, ya que consti- 
tuyen un mecanismo apropiado para comprender las condicionantes 
que afectan a una población (económica, política, social, cultural o 


demográfica), por lo que es buen referente de cómo inciden direc- 


8.Párvulo es un término muy común en archivos históricos y refiere a los 
niños que aún no tomaron la comunión, por lo tanto el término engloba desde los 
recién nacidos a niños de 7 — 9 años 
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tamente estas condicionantes sobre las pautas de cruzamiento. Es 
interesante sin embargo el planteo de Pinto Venancio (1998) sobre 
el valor relativo que tiene la ilegitimidad en algunos grupos, donde 


la importancia social del hijo no se mide en función de su filiación. 


2.2. Defunciones 


Implica 507 registros en los cuales se analiza proporción sexual 
y defunciones en relación con grandes categorías etarias y grupos 
étnicos (Barreto, 2011). 

Dificultades: Es el registro que ofrece mayores omisiones. Gene- 
ralmente el dato sobre la edad aparece escasamente y se mencionan 
categorías como párvulo o adulto y se omiten incluso otros datos 
importantes del difunto. Es frecuente encontrar expresiones como 
«di sepultura a cinco hombres adultos hallados muertos en el campo 
de batalla», o «di sepultura la osamenta de [...] muerto hace tres años 
en la campaña», que ofrecen poca información sobre los individuos 
sepultados. La causa de muerte, elemento importante para conocer 
los niveles sanitarios de la población, está generalmente ausente, ex- 
cepto la información que se puede extrapolar a partir de frases como 
«la muerte de los siete días», o de las referencias precisas a muertes 
violentas o epidemias puntuales. Tampoco son muy claros los datos 
con respecto a padres o cónyuges del difunto o a su grupo étnico. 
Un elemento interesante para analizar, y poco abordado, es la dispo- 
sición de los enterramientos; que suelen presentar una gran hetero- 
geneidad y complejidad, asociadas a la disponibilidad económica y 
devoción del difunto y su familia, observándose con frecuencia en la 
documentación la presencia de zonas con mayor concentración así 


como sectores de mayor significancia social. 
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Los componentes poblacionales, tamaño y variación 
temporal: más allá de los números 


Tabla 1 
Datos poblacionales 
Padrón 1769 * 1778 ** 1795 
N.? total 124 469 487 
8 89 273 327 
Q 35 196 160 
Im 254,3 139,3 204,4 
tev - - 4,31% 
b - - 65,7%o 
m - - 25,5%o0 
Fuente: Padrones despoblación Archivas parcquiales 
* datos sobrestimados; **datos subestimados 


1. ¿Crecimiento alto? 


Tasa de crecimiento vegetativo o natural (tcu)?: Los datos estima- 
dos permiten decir que la población tuvo un crecimiento alto hacia 
finales del siglo XVIII, con valores que superan lo esperado para una 


población histórica (4,31%). La ausencia de archivos parroquiales 


9.La tasa de crecimiento vegetativo o natural (zcv) mide la relación entre 
nacidos, difuntos y población total en un año determinado. Valores por encima 
del 4% nos hablan de una tasa alta; entre 1 a 2%, media; baja si es menor a 1%. 
Las poblaciones preindustriales (las poblaciones coloniales lo son) suelen presen- 
tar tasas bajas, entre 0,5 a 1%. Esta tasa no incluye los efectos de la inmigración 
ni la emigración. Debido a los datos que se precisan para estimarla, solo se pudo 
calcular para padrón de 1795. 
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que coincidan con años de los padrones de 1769 y 1778 nos im- 
pide analizar la evolución de dicho crecimiento. Sin embargo, se 
debe considerar que en la tasa uno de los factores que incide son las 


defunciones y estas pueden estar subrepresentadas para el año consi- 


derado del padrón (1795). 
2. Escasas mujeres 


Índice de masculinidad: Los valores calculados del índice para 
los tres momentos censales muestran una población masculiniza- 
da en la cual los hombres superan a las mujeres significativamente 
en una proporción de 2 a 1. Esto se corresponde a una población 
propia en un contexto colonial rural donde siempre es notoria la 
sobrerrepresentación masculina, principalmente en edades medias, 
como consecuencia de la actividad económica que se desarrolla en 
la región. La explotación ganadera, actividad económica en la que 
la mujer no participa, genera lo que Barrán (2004) denomina una 
cultura de lo masculino, conllevando una escasa presencia femeni- 
na. En este contexto, la mujer constituye un elemento escaso y por 
momentos ausente. 

Estudios realizados a partir de distintos padrones indican para 
el siglo XVII en diferentes regiones del Río de la Plata valores tam- 
bién muy altos de masculinidad (Barreto, 2009; Mayo, 2004): para 
1780 en Santo Domingo de Soriano (262,5), El Espinillo (181,25) y 


10.El índice de masculinidad es la razón de hombres/mujeres x 100 en una 
población o sector de la población determinado. Su valor nos indica cuán masculi- 
nizada (por encima de cien) o feminizada (por debajo de cien) está una población. 
Este no es un dato menor, ya que afecta directamente al mercado matrimonial 
y al sistema de parentesco y cruzamientos de los grupos. Se estimó para los tres 
padrones considerados. 
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Las Víboras (154) (Barreto, 2011; Sans et al, 2011); en Montevideo 
155,5 y 140,2 para los años 1769 y 1778 respectivamente (Pollero, 
2015). Jorge Gelman establece para la región de Soriano y Colonia, 
a partir de los padrones del siglo XVIII, una importante presencia 
masculina; se trata «... de varones solteros (peones proletarios) que no 
tienen la posibilidad de convertirse en campesinos, ya que no tienen tie- 
rra propia para explotar con mujer e hijos» (1995: 251). Al parecer este 
sector de hombres estaría compuesto por inmigrantes que llegaron al 
Río de la Plata hacia la segunda mitad del siglo XVIII, representados 
por españoles y portugueses pobres. Farberman (1998) determina 
hacia fines del siglo XVII que habría un número importante de per- 
sonas que venían de otras regiones del interior del virreinato, huyen- 
do de la pobreza y la falta de tierra en sus lugares de origen y atraídos 
hacia el territorio de la Banda Oriental por la expansión agrope- 
cuaria, la oferta de trabajo y la tierra. Moreno (1993) encuentra en 
la población rural de Buenos Aires un índice de masculinidad de 
124,6 para 1774. Al desagregarlo por grupos étnicos, constata una 
tasa mayor en la población de «color» (categoría que incluye negros, 
mulatos e indios) de 203 hombres cada 100 mujeres, mientras en el 
grupo de población blanca el valor disminuye a 114. El autor explica 
el desequilibrio de sexos que encuentra en la población de «color» 
en función de la incorporación de mano de obra para la producción 
agropecuaria y en un subregistro de mujeres del mismo grupo. Ca- 
nedo (1993), al analizar el partido de Los Arroyos (territorio ubica- 
do entre Santa Fe y Buenos Aires) para el siglo XVIII, encuentra en 
padrones sucesivos variaciones en el índice de masculinidad: 147 en 


1726, 102 en 1744, 104 en 1778. 


63 


3. Una sociedad heterogénea 


Figura 1 
Pando: grupos etnosociales identificados en los padrones de población 
Fuente: Padrones de Población: 1769, 1778 y 1795 
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La figura 1, realizada a partir de los datos socioétnicos que pre- 
sentan los padrones considerados, muestra una sociedad pluriétnica, 
dividida en castas asociadas al origen étnico de cada sector en la 
población. Del análisis de cada grupo se constata: 

1. Una variación de los grupos indígenas, que pasan del 30% 
en 1769 a valores muy bajos en 1778, para volver a subir en 1795. 
¿En verdad existe una disminución o se trata de un subregistro? Nos 
inclinamos a pensar esto último. Llamentablemente, el padrón de 
1778 no detalla los grupos familiares para constatar si en verdad 
desaparecen familias indígenas o simplemente no fueron contabili- 
zadas como tales. Estas varían entre 29% y 14,6% (en 1769 y 1795, 
respectivamente). Un tema importante a considerar es el proceso de 
blanqueamiento que algunos grupos familiares hacen, ya que de- 


clarados como indígenas en 1769 para luego pasar a la categoría de 
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«españoles naturales» en 1795. En una sociedad divida en castas por 
momentos inamovibles, donde el color de la piel juega un rol impor- 
tante en la caracterización étnica, los sectores sociales ubicados en 
posiciones intermedias y con una buena situación económica suelen 
elaborar mecanismos de ascenso social, procurando blanquearse ya 
sea a través de matrimonios mixtos o enmascarando los datos en los 
padrones y registros parroquiales (Barreto, 2009). 

2. Los grupos de origen africano, tanto esclavos como libertos, 
muestran cierta estabilidad en todos los padrones, con alguna fluc- 
tuación en el caso de las mujeres pero no significativa. Estos sectores 
de la población son los que tienen menos oportunidad de lograr 
un ascenso social, ya que la condición de clase determinada por el 
estatus jurídico y el color de la piel, sumada a la prohibición de los 
matrimonios mixtos, conforma categorías muy fuertes que impiden 
la movilidad en sentido ascendente (Sans y Barreto, 1997). 

3. El grupo de población «blanca», conformado por «españo- 
les», «españoles naturales», «portugueses» y «europeos» es el que pre- 
senta los valores más altos siempre, fluctuando entre 1769 (supera 
el 50%), y 1778 (supera el 80%). Este es el sector hegemónico que 
tendrá el monopolio económico y político en la zona, logrando, a 
través de una compleja red de parentesco e interacciones sociales, 


consolidar y acrecentar el poder y el patrimonio. 


Esta sociedad heterogénea se observa también cuando se anali- 
zan los grupos familiares identificados en los registros de bautismos 
entre los años 1788 y 1812. De 344 familias con datos comple- 
tos de padre y madre (origen geográfico y étnico de cada uno de 
ellos), se verifica (figura 2) un aporte significativo de madres indí- 


genas (36,2%) respecto de los padres del mismo origen (15,5%). 
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Algo similar ocurre con las madres africanas (esclavas o libertas) que 
superan ampliamente a los padres de su propio grupo (8,5% y 4,6%, 
respectivamente) (esto no significa que sean uniones mixtas, como 
se verá más adelante). Se observa también una presencia de padres 
«blancos» (79,9%) significativamente superior a las madres de su 


propio grupo (acá si se observan uniones mixtas). 


Figura 2 
Pando 1788 - 1812. 


Grupos etnosociales identificados en padres y madres 
Fuente: Archivos Parroquiales, Libros de Bautismos 
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4. Una sociedad con movilidad relativa y diferencial 


Tabla N° 2 
Origen geográfico de padres y madres 
% Padres | % Madres 
Pando y zona de influencia 8,3 20 
Montevideo 16 45,2 
Sur de la Banda Oriental 1,7 5,7 
Norte de la Banda Oriental 0 0 
Buenos Aires 9,1 11 
Otras zonas de Argentina 7,9 1 
Portugal/Brasil 5 5,2 
Misiones/Corrientes/Paraguay 13,3 5,7 
España 26,5 6,2 
Islas Canarias 4,2 0 
África 0 0 
Otros Europa 2 0 
Otros América 5,8 0 
Fuente: Padrones de población; archivos parroquiales 
Elaboración propia en base a 344 familias identificadas con datos 
completos 


Sumada a la heterogeneidad, encontramos una alta movilidad 
en los componentes masculinos. La tabla 2 muestra los resultados de 
categorizar por lugares geográficos la procedencia de padres y madres 
en las familias identificadas. En ella se observa una diferencia sustan- 
cial entre hombres y mujeres: 

1. los hombres presentan orígenes geográficos muy variados, 
donde predominan España (peninsular) y Montevideo, así como la 


región de Corrientes, Misiones y Paraguay (son las que aportan tam- 
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bién el mayor componente indígena misionero). Con valores meno- 
res pero significativos está Buenos Aires y otras provincias del actual 
territorio argentino (principalmente Córdoba, Santa Fe y Santiago 
del Estero). 

2. Las mujeres muestran una procedencia local (20%) o muy 
cercana (Montevideo 45,2%), y en comparación son muy bajos los 
otros orígenes. Es importante la presencia de mujeres porteñas, que 
superan a los hombres del mismo origen (11% y 9,1%, respectiva- 
mente). Lamentablemente, no podemos constatar si estas mujeres 
que muestran una localidad importante, son hijas de españoles u 
otros extranjeros. El archivo de bautismos, que es la base de este 
análisis, contiene poca información con respecto a las procedencias 
de los abuelos/as. 

3. Con respecto a hombres y mujeres de origen portugués, los 
valores son muy semejantes, lo que podría indicar una movilidad 
más homogénea con respecto a los demás grupos. 

A nivel general, estos resultados indican una movilidad dife- 
rencial para hombres y mujeres (excepto en los portugueses), con 
orígenes heterogéneos masculinos frente a una localidad femenina. 
Esto ha sido establecido también para otras regiones: en la zona de 
Santo Domingo de Soriano y Las Víboras, el componente masculino 
muestra un tipo de migración diferente a las mujeres, con proceden- 
cias muy variadas frente a una marcada localidad femenina (65 % 
contra 37 %) durante todo el siglo XVIII. Esta tendencia arrojó va- 
lores significativos, indicando un comportamiento selectivo por par- 
te de los hombres al momento de conformar una familia (Barreto, 
2011). Un comportamiento similar se constata en la zona de Melo 
(1797-1811), donde se observa una gran heterogeneidad masculina 


con contribuciones distintas en virtud de las diferentes procedencias 
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y donde es significativa la presencia femenina local con respecto a 
los hombres del mismo origen. Allí, los hombres provenientes de los 
territorios de Santa Fe, Santiago del Estero, Córdoba y Corrientes, 
así como los provenientes del Paraguay, sobrepasan a las mujeres de 
igual origen en forma muy significativa. Cabe resaltar que el aporte 
femenino, cuando no es local, proviene mayoritariamente de Mon- 
tevideo o del resto de la Banda Oriental (generalmente de Las Pie- 
dras, El Pintado, Pando o Maldonado) (Barreto et al., 2014). 


5. Movimiento natural de la población: la vida y la muerte 
en el pago de Pando 
Figura 3 
Pando 1788 - 1812. 


Movimiento natural de la población 
Fuente: Archivos Parroquiales; Libros de Bautismos y Difuntos 
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La figura 3 indica los valores absolutos en la mortalidad y 
natalidad (bautismos de niños pequeños realizados en cada año 


de registro). A partir de estos datos se estimaron la tasa bruta de 
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natalidad (b)'' y la tasa bruta de mortalidad (m)'? para el año 1795 
(véase tabla 1). 

El movimiento natural de la población muestra oscilaciones 
importantes que necesariamente debemos analizar en función de dos 
aspectos: 1) subregistro de los archivos; 2) eventos puntuales a nivel 
político que afectaron la región. 

Con respecto al primer punto, poco se puede solucionar: sospe- 
chamos que hay un faltante de casos, principalmente en los registros 
de difuntos pero no existe forma de soslayarlo. Muchos vecinos del 
pago de Pando fallecen en Montevideo y son sepultados allí, por lo 
que el dato no es fácil de conseguir. En lo referente a eventos políti- 
cos puntuales, el aumento de la curva de difuntos coincide con tres 
eventos que afectaron el territorio: la invasión portuguesa de 1801, 
las invasiones inglesas de 1806 y la Revolución Artiguista de 1811. 
De todas formas, debemos considerar que en una población pequeña 
como lo es la de la villa y pago de Pando, cualquier evento, por más 
puntual que sea, altera significativamente los valores de mortalidad 
y natalidad. Los picos que se observan en los bautismos responden 
a un aumento de la población, muchas veces como respuesta a una 
mortalidad acentuada en los años anteriores. 

La tasa bruta de natalidad estimada (b = 65,7%o), es un valor 
muy similar al estimado para Santo Domingo de Soriano en 1782 
(b = 62,5%o) (Barreto, 2011). Es muy alto si lo comparamos a lo 
calculado por Pollero (2015) para la población de Montevideo en 


11.La tasa bruta de natalidad (4) mide la relación (nacidos/población to- 
tal) x 1000, en una población en un momento determinado. En este caso para 
estimarla se precisa el número de recién nacidos (bautizados en el caso de una 
población histórica) y la población total (INE, 2015). 

12.La tasa bruta de mortalidad (7n) es la relación (difuntos/población total) 
x 1000, en una población en un momento determinado. Para calcularla se precisa 
el número de difuntos y la población total (INE, 2015). 
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el año 1795 (b = 47,2%o) a partir de datos parroquiales corregidos. 
De todas formas, estos valores concuerdan con lo previsible para 
una población pretransicional, donde los valores de natalidad y 
mortalidad son relativamente altos. Pollero (2015) considera que el 
comportamiento fluctuante que presenta esta variable contribuye a 
corregir las variaciones en los niveles de mortalidad. La autora estima 
que los valores alcanzados por la natalidad durante el siglo XVIII, en 
relación con el efecto de la mortalidad, estarían por debajo del nivel 
de reemplazo y apenas permitirían sostener la población. 

La tasa bruta de mortalidad (m = 25,7%o0) arroja un valor más 
bajo a la estimada para Montevideo en 1795 (m = 33,5%o) (Po- 
llero, 2015). Seguramente muestre un comportamiento propio de 
las poblaciones pretransicionales, con niveles altos de mortalidad 
infantil (la cual no pudo ser calculada ante la falta del dato sobre 
edad a la muerte) y fluctuaciones en algunos períodos. Al respecto, 
Pollero determina para la población de Montevideo eventos cíclicos 
que aumentaron los niveles de mortalidad: «pestes» y «muchas en- 
fermedades» generadas por la sequía y contaminación de pozos de 
agua (1780, 1793); viruela en 1801 debido al tráfico de esclavos; es- 
carlatina, fiebre amarilla y viruela nuevamente entre los años 1803 y 
1805. Posiblemente estas enfermedades hayan afectado a sectores de 
población ubicada fuera de los muros de la ciudad. Los valores más 
altos de mortalidad (años 1806 a 1808 y 1811) se deben a eventos 
de carácter bélico que afectaron la región (Invasiones Inglesas y Re- 
volución Artiguista). En esos años la mortalidad, que afecta siempre 


en forma significativa a los varones, se ve incrementada. 
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6. Nacer en forma diferencial: legitimidad y nacimientos natu- 
rales en el pago de Pando durante la época colonial 


La natalidad, junto con la mortalidad, constituye uno de los 
factores demográficos más importantes a analizar en las poblaciones. 
Sus tasas (altas o bajas) permiten identificar el régimen demográfico 
en el cual se inscribe cada población. Sin embargo, en lo que res- 
pecta a las pautas reproductivas de la población, lo importante, más 
que los valores promedios de los nacimientos, es la incidencia de 
comportamientos diferenciales en sectores sociales o grupos étnicos 
específicos. 

El análisis de las pautas de cruzamiento a través del registro de 
bautismos (que consigna la etnia de padres y madres) permite un 
mayor acercamiento a la realidad subyacente en las uniones que se 


suceden en el pago de Pando (Barreto et al., 2014). 


Tabla 3 . 
Pando 1788-1812: % cruzamientos intra e interétnicos 
madres* 
indígenas | africanas | «blancas» 
padres* indígenas 16,3 1.5 0 
africanos 0 9 0 
«blancos» 12 0 61.2 


Fuente: Archivo Parroquial, Libro de Bautismos 


* madres y padres identificados en 344 familias con datos completos 


La tabla 3 indica los valores determinados para los cruzamientos 


intraétnicos (dentro del mismo grupo) e interétnicos (cruzamientos 
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mixtos) y está elaborada a partir de una base de datos de 344 fami- 
lias distintas que bautizan sus hijos en Pando por lo menos una vez. 

Si se observa el eje de la diagonal (donde se ubican los cruza- 
mientos intraétnicos), los datos indican que cuando ambos padres 
están presentes se mantiene la endogamia grupal; sin embargo existe 
un porcentaje de cruzamientos mixtos (padres «blancos» con madres 
indígenas) que alcanza el 12%. Esto genera dos posibles escenarios: 
1) se trataría de padres categorizados como «blancos» sin serlo real- 
mente: de ser así estaríamos ante un intento de blanqueamiento; 
2) son padres realmente «blancos» pero sin patrimonio económico 
y buscarían como estrategia conformar familias con mujeres indias 
que sí lo tienen. 

Cuando ambos padres están presentes y reconocen al hijo 
que están bautizando, la tendencia es que sean del mismo grupo 
socioétnico. La condición de clase prima sobre cualquier otra va- 
riable y estas parejas de padres (casados o no entre sí) reflejan com- 
portamientos aceptados por la sociedad. Este es un fenómeno que 
ha sido constatado en varias investigaciones. Al respecto, Barreto et 
al (2012), al analizar el comportamiento de la población de Melo 
(1797-1811), determinan una tendencia marcada a los cruzamien- 
tos endogámicos, con valores de 87,3%, 27,1% y 93,5% (ambos 
padres indígenas, africanos o «blancos», respectivamente). A su vez, 
los cruzamientos interétnicos presentan bajos porcentajes: 6,8% de 
hombres indígenas con mujeres africanas; 5,4% de hombres «blan- 
cos» con mujeres indígenas. Además, para Colonia del Sacramento 
durante el período lusitano (1730-1777), se han podido determinar 
valores altos de endogamia étnica cuando ambos padres están pre- 
sentes: 82,2% de ambos padres blancos, indígenas: 1,7%, africanos: 


2,5% y con valores interétnicos muy bajos (Barreto, 2015). 
y y Daj 
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Sin embargo, un elemento clave a analizar es qué sucede cuan- 
do sólo la madre está presente, ya que esta situación obliga a plan- 
tear el tema de la ilegitimidad como fenómeno subyacente en tanto 
constituye un elemento importante en el análisis de los procesos de 
mestizaje, por ser un mecanismo apropiado para comprender las 
condicionantes que afectan a una población (económica, política, 
social, cultural o demográfica) (Barreto, 2009). Con respecto a Pan- 
do, hemos estimado los valores de ilegitimidad a partir de la tasa de 
ilegitimidad promedio de la población y específica por grupo étnico 
materno identificado” (figura 4). 

Con respecto a los valores promedio, 14,2% de las madres que 
bautizan a sus hijos durante el período de estudio son madres «natu- 
rales»: el padre es mencionado como «desconocido o incógnito». Si 
comparamos este valor con los determinados para otras zonas de la 
Banda Oriental, el valor estimado para Pando se ubica en lo esperado 
para la época y el contexto histórico general. Por ejemplo, Colonia 
del Sacramento (1730-1777) presenta valores de 33,3% (significa- 
tivamente altos, ya que un tercio de los nacimientos son de madres 
con padres desconocidos); Santo Domingo de Soriano (1773-1811), 
entre el 10 y 15%; Las Víboras (1771-1800), 13,3%, y Melo (1797- 
1811), 10% (Barreto, 2011, 2015; Barreto , 2012; Sans, 2011). 


13.La tasa de ilegitimidad global y específica por grupo étnico es la propor- 
ción de nacidos de padre desconocido o padre y madre desconocidos sobre el total 
de nacimientos registrados. En este caso se estimó para la población en general y 
para grupos étnicos identificados en las fuentes. Ferreyra (1998) refiere que lo que 
está detrás de esta categoría es la intención explícita de no hacer pública la identi- 
dad del progenitor en aras de la preservación de una «apariencia» de orden social 
y buenas costumbres acordes a la moral católica. 
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Figura 4 
Pando 1788 - 1812. 


Nacimientos naturales en relación al grupo etnosocial materno 
Fuente: Archivos Parroquiales; Libro de Bautismos 
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indígenas africanas “blancas” 


Cuando se analiza la ilegitimidad en relación con el grupo et- 
nosocial materno, se encuentran valores significativamente altos en 
madres africanas (esclavas o libertas), seguidas por las madres «blan- 
cas». Se puede establecer que en todos los sectores de la población 
encontramos madres que tienen «hijos naturales», siendo una carac- 
terística común en la época colonial que las poblaciones de origen 
africano presenten valores muy elevados. Investigaciones anteriores 
determinaron para Colonia del Sacramento (1730-1777) valores de 
93,7%; para Santo Domingo de Soriano (1773-1811) de 56,5%; 
para Las Víboras (1771-1800) de 18%, y para Melo (1797-1811) de 
66,2% (Barreto, 2011, 2015; Barreto et al., 2014; Sans et al., 2011). 
Bentancur (2011) determina una ilegitimidad promedio del 81% 
en madres esclavas en Montevideo entre 1790 y 1799. Lo mismo ha 
sido determinado para otras zonas de América meridional: Ferreyra 
(1998) encuentra en poblaciones esclavas de Córdoba una ilegitimi- 


dad del 75%. A su vez, Libby y Botelho (2004), para Ouro Preto 
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durante el siglo XVIII, de 83% de ilegitimidad en mujeres esclavas. 
Pinto Venancio (1998) encuentra valores de entre 88,6% y 59,5% 
en poblaciones esclavas de Río de Janeiro durante los años 1745 a 
1795. En su trabajo plantea el valor relativo que tiene la ilegitimi- 
dad en algunos grupos, donde la importancia social del hijo no se 
mide en función de su filiación. Considera, tal como establece Las- 
lett (1977), que existen «sub-sociedades com tendencia á bastardia». 
Para estas subsociedades el hijo natural no es un accidente sino una 
práctica social sujeta a regularidades y trasmitida de generación en 
generación (en Pinto Venancio, 1998). 

Cabe preguntarse qué tan desconocidos son los padres desco- 
nocidos, sobre todo teniendo en cuenta una sociedad tan pequeña 
donde todos se conocen. El reconocimiento o no de los hijos ilegíti- 
mos es un tema complejo, ya que los factores que llevan tácitamente 
a nombrar u ocultar la ilegitimidad pueden ser diversos (el escándalo 
o la deshonra para el padre principalmente), lo que permite pensar 
que la omisión del dato se relaciona con la posición socioeconómica 
que los padres podrían tener dentro de la población. Habría que 
considerar los mecanismos de control social y el rol que probable- 
mente la Iglesia haya tenido en ello. Al respecto, Fogelman (2007) 
considera que la Iglesia ha interactuado (coercitivamente la mayoría 
de las veces) con indígenas, negros y pardos, pautando y organizan- 


do las formas familiares y las relaciones entre los sexos. 
7. Morir en el pago de Pando durante la época colonial 
Al igual que la natalidad, la muerte tiene un comportamiento 


selectivo; los componentes que la afectan se relacionan con la cons- 


titución biológica de la población (sexo y edad) y los factores socioe- 
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conómicos y sanitarios que la caracterizan. Constituye a su vez uno 
de los componentes de la dinámica demográfica y sus variaciones 
afectan el ritmo de crecimiento de las poblaciones. Las poblaciones 
pretransicionales'* estaban expuestas a niveles altos de mortalidad, 
particularmente de mortalidad infantil, y estas pérdidas se compen- 
saban con una alta fecundidad, lo que permitía mantener el volumen 
poblacional (Harris y Ross, 1987; Pollero, 2013). Los estudios de la 
mortalidad pretransicional en distintas poblaciones indican que su 
comportamiento no suele ser estable: con frecuencia presentan fluc- 
tuaciones debido a una sobremortalidad puntual. 

En lo referente al pago de Pando, el análisis se centró en con- 
siderar cómo incidió la mortalidad en grupos étnicos identificados 


(figura 5). 


Figura 5 
Pando 1788 - 1812. 


Mortalidad diferencial según grupo étnicosocial identificado 
Fuente: Archivos Parroquiales; Libro de Defunciones 
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14.Poblaciones que aún no entraron en la Transición Demográfica, por lo 
que mantienen valores altos de mortalidad y natalidad. 
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Como primer punto, tenemos una sobrerrepresentación mas- 
culina: 69,7% de las muertes corresponde a hombres (esto afecta 
a todos los grupos socioétnicos identificados). La muerte se carac- 
teriza por afectar siempre en forma diferencial a varones y mujeres. 
En esto debemos considerar tanto aspectos puramente biológicos 
como socioeconómicos que conllevan a que la población masculina 
tenga mayor riesgo a morir. Por otra parte, cuando analizamos los 
grupos socioétnicos, encontramos una incidencia en varones indíge- 
nas (43,3%) respecto a los demás grupos, seguidos por los varones 
de origen africano (34%). Lamentablemente, el archivo no registra 
causas de muerte, pero consideramos como hipótesis explicativa que 
en estos grupos con mayor incidencia de mortalidad se encuentran 
representados los «peones» (conforman el 17,7% de los hombres en 
el padrón de 1795), seguidos por los esclavos (9,2% en el mismo pa- 
drón), quienes constituyen, por sus tareas y sus estilos de vida, secto- 
res más vulnerables. Una característica diferencial es la de las mujeres 
de origen africano (60,7%): al igual que los varones de su propio 
grupo, poseen una mayor susceptibilidad ante la muerte, quizás por 
una deficiencia en los cuidados posparto o por estar expuestas a con- 


traer enfermedades infecciosas. 
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Reflexión final 


En los ítems anteriores hemos desarrollado los aspectos histo- 
rico - demográficos del pago de Pando, que nos permiten visualizar 
la trayectoria y el devenir de su población durante el período 1777- 
1812. 

En síntesis, los resultados del análisis de las pautas de cruza- 
miento permiten establecer que la población del pago de Pando se 
caracteriza por una endogamia geográfica relativamente baja y por 
un aumento continuo de sus efectivos. En lo que respecta a los cru- 
zamientos interétnicos, la preferencia por uniones con las mujeres de 
la localidad es una constante en los primeros períodos, seguramente 
como búsqueda de ascenso social y estabilidad de residencia y patri- 
monial de la población masculina. Las interacciones que se suceden 
tanto hacia dentro como hacia fuera de la población, así como los 
sucesos que la afectaron, incidieron directamente en su destino y en 
su posterior desarrollo. En todos los casos se trató de una población 
muy heterogénea (tanto en sus orígenes étnicos como geográficos), 
con una alta movilidad masculina, así como alta natalidad y morta- 
lidad diferencial. 

Ante este panorama demográfico, ¿cuáles serían las estrategias 
a seguir por los vecinos del pago de Pando que garanticen la conti- 
nuidad y mejor desarrollo? Intentaremos responder en el siguiente 


ítem. 
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LUSITANOS EN EL PAGO DE PANDO: 
PRESENCIA Y CONTINUIDAD 


Alejandro Poloni 
Isabel Barreto Messano 
Rodrigo Rampoldi 


Los estudios clásicos sobre el proceso poblacional de la juris- 
dicción de Montevideo han presentado una visión sesgada sobre los 
vínculos entre portugueses y españoles, centrándose principalmente 
en la eterna disputa por el territorio sobre el Río de la Plata y la Co- 
lonia del Sacramento y perdiendo la perspectiva de los individuos y 
sus familias en el territorio. 

La presencia portuguesa tuvo un importante rol dentro de los 
colectivos sociales instalados en la zona de Pando, lo que nos plan- 
tea el desafío de analizar en particular sus aportes. De esta manera, 
intentamos abordar un tema poco investigado en relación con la 
población colonial de Montevideo y su jurisdicción, por un lado, a 
la vez que brindar una mirada diferente a los estudios poblacionales 
clásicos considerando el papel que jugaron la inmigración y la movi- 
lidad en la conformación de una sociedad compleja y cambiante por 
otro. Esto nos lleva a relativizar los orígenes de los pobladores en los 
centros poblados fundados por España, contemplando su diversidad 


y dinámica social. 


80 


En los estudios desarrollados por Apolant (1975) sí encon- 
tramos a los portugueses en iguales consideraciones y dimensiones 
que los españoles durante el proceso poblacional. No obstante, su 
inclusión no estuvo basada en la particularización de un problema 
concreto, sino que sus aportes van en la línea de presentar, desde la 
genealogía, datos e información de las primeras familias que pobla- 
ron la jurisdicción de Montevideo. Más allá de esto, sus aportes dan 
cuenta de la importancia e incidencia de los portugueses durante 
este proceso, cuestión poco abordada sistemáticamente por la histo- 
riografía hasta el momento”. 

Sin embargo, en la historiografía argentina la realidad presenta 
diferencias. Desde hace décadas han surgido renovadas miradas so- 
bre el período colonial, entre las que interesa resaltar el trabajo de 
Jorge Gelman (1998), quien estudió una zona de la banda norte del 
Río de la Plata que tuvo un rico desarrollo económico y social, tanto 
bajo órdenes de la corona portuguesa como de la española. El autor 
plantea una mirada complementaria entre el desarrollo productivo y 
poblacional de la zona, donde aparecen los portugueses y españoles 
integrados en un espacio que no es pasible de ser comprendido por 
separado. En este sentido, Gelman entendió que el proceso de ocu- 
pación del espacio llevado adelante por los españoles en la zona nor- 
te del Río de la Plata se desarrolló a partir de que primeramente los 
portugueses comenzaran con dicho proceso de ocupación, sumando 
también el interés de explotar las riquezas ganaderas que proporcio- 


naba la región (Gelman, 1998). 


15.No es la intención hacer un relevamiento completo de todas las investi- 
gaciones que se han hecho sobre la temática, pero sí interesa mencionar algunas 
obras a modo de ejemplo y en función de trabajos que han servido de insumo para 
el presente estudio: Assunção, 2004; Barrios Pintos, 2008; Bespali de Consens, 
2008; Reitano, 2010; Tejerina, 2004. 
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Desde 1680 los portugueses se concentraron operacionalmente 
en Colonia del Sacramento, construyendo un eje mercantil hacia 
todo el territorio platense, con una importante incidencia económi- 
ca en todos los centros establecidos por los españoles. Luego de su 
expulsión definitiva y de la entrega a la corona española de Colonia 
del Sacramento, la presencia portuguesa en los centros urbanos espa- 
ñoles continuó siendo significativa durante todo el período colonial. 

Sin embargo, a pesar de la importancia que desde distintos au- 
tores, se señala sobre la presencia portuguesa en el Río de la Plata 
durante los sigls XVIII y principios del XIX, poco se ha estudiado 
en forma particular la insercción social de los mismos. Podríamos 
mencionar como excepción el trabajo de Martese (2013) sobre mi- 
grantes y forasteros en el Pago de Areco (Prov. de Buenos Aires) 
hacia la primera mitad del XVIIL donde a través de padrones de 
población (1724 y 1744) determina que el 5,34% de la población 
extranjera era lusitana. También en el estudio realizado por Fanchín 
(2013), donde analiza las redes sociales construidas por inmigran- 
tes europeos en San Juan de la Frontera (región andina) durante 
el siglo XVIII. En su investigación encuentra entre los portugueses 
registrados, la construcción de una densa red de parentesco como 
de amistad, relacionada con una convivencia en el entorno pero que 
evidencia también, un conocimiento anterior de los sujetos impli- 
cados. Esta red solidaria, se refuerza y retroalimenta a través de lazos 
comerciales con otros inmigrantes europeos. Cabe mencionar la in- 
vestigación realizada por Reitano (2010), donde retoma el tema de 
los portugueses en el Río de la Plata principalmente en Buenos Aires 
antes de 1810. Este autor considera que un estudio social enfocado 
en la presencia portuguesa en el Río de la Plata durante el período 


colonial tardío, constribuye a desvelar aspectos de toda la sociedad. 
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Consideraciones jurídicas 


La denominación de portugués no solo hizo referencia a los 
nacidos en los territorios de dominio de Portugal en la Península 
Ibérica, sino que engloba otros territorios y lugares que se encon- 
traban bajo la corona portuguesa. Los que arribaron a los dominios 
españoles en el Río de la Plata (tanto a Colonia del Sacramento en 
1680 como a la jurisdicción de Montevideo desde 1726), provenían 
de lugares diversos: de los reinos de Portugal en Europa, de las Islas 
Azores o de los dominios de la corona lusitana en América, es decir 
Brasil. Esto generó una gran movilidad de personas hacia el sur que 
arribaban a la jurisdicción de Montevideo (que incluía Pando), des- 
de sitios como Río Grande, San Pablo, Curitiba, Río Pardo y Santa 
Catalina. 

No obstante, los estudios de Apolant dieron cuenta de que mu- 
chos de los portugueses que habitaron en la jurisdicción de Mon- 
tevideo provenían de Colonia del Sacramento. En 1729, el rey de 
Portugal había dispuesto a través de una carta regia que todos aque- 
llos que habían llegado a Brasil sin la licencia correspondiente que 
autorizara su partida, fueran llevados presos y enviados a Colonia a 
servir como soldados. Esto pudo ser una de las causas de la deserción 
de efectivos de las tropas portuguesas hacia territorio español a la 
vez que explicaría las cifras que reflejan una importante presencia 
de portugueses en la recién fundada Montevideo. A modo de ejem- 
plo, en los 35 primeros matrimonios celebrados entre 1726 y 1729 
en Montevideo figuran once portugueses casándose (31,4% de los 


matrimonios) y también dos como testigos y cinco en condición 
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de testigos declarantes en cuatro expedientes de la curia (Apolant, 
1975: 160-161 y 260). 

Por otro lado, la consideración de los portugueses en los reinos 
españoles fue, desde una perspectiva jurídica y política, la de extran- 
jeros. Clasificados en muchas instancias como «forasteros», esto no 
limitó el desarrollo de importantes funciones dentro del sistema de 
gobierno organizado en los territorios hispanocriollos. Los portu- 
gueses que arribaron a la bahía de Montevideo en momentos previos 
a la fundación formal de la ciudad recibieron los beneficios que se 
otorgaban a la calidad de poblador al igual que los españoles, fueran 
europeos o americanos. De esta forma recibieron solar en la ciudad, 
suerte de chacra en el arroyo Miguelete, suerte de estancia sobre las 
costas del arroyo Pando y el título de don antepuesto a su nombre. 
Incluso desarrollaron carreras a lo largo del tiempo dentro del siste- 
ma administrativo y militar. 

Un claro ejemplo de ello es Francisco Meneses y Mata (esposo 
de Teresa Gaytán), quien era originario de Portugal (Europa) aunque 
se desconoce en qué momento ingresó a la jurisdicción de Mon- 
tevideo. Soldado y de oficio albañil, trabajó en las reales obras de 
fortificación hasta llegar al cargo de maestro mayor de albañilería. 
El 7 de agosto de 1762 se presentó ante las autoridades del Cabildo 
de Montevideo para exponer que después de veinte años haber ser- 
vido en obras de fortificación se hallaba «exento de esta ocupación», 
solicitando ser admitido y nombrado como delineador para «fijar 
las pertinencias y confines de los terrenos para chacras, estancias y 
otros cuya situación sea fuera de esta ciudad y del puerta de afuera». 
La resolución del Cabildo le fue favorable y se convirtió así, según 


Apolant, en el primer agrimensor de la jurisdicción de Montevideo 
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(1975: 534). Otra persona que posteriormente desarrolló también 
estas tareas fue Manuel Piris, portugués vinculado a Pando a través 
de la propiedad de la tierra. 

Entre los años 1762 y 1763 se produje un aumento de la ten- 
sión entre España y Portugal, en el marco de las guerras europeas, 
con enfrentamientos que repercutieron en todas las posesiones a lo 
largo del mundo. En este contexto, Pedro de Cevallos (gobernador 
y capitán general del Río de la Plata) sitió y ocupó la ciudad de Co- 
lonia de Sacramento'*. A partir de este evento, Cevallos decretó la 
expulsión de todos los portugueses que se encontraran en tierras pla- 
tenses. Sin embargo, esto no afectó a todos los portugueses, ya que 
se tuvo en cuenta la condición socioeconómica y una declarada fi- 
delidad hacia España para garantizar la permanencia en el territorio. 
Ante esta medida, los propios portugueses y otras personalidades de 
la época solicitaron a las autoridades, que no fueran expulsados los 
siguientes lusitanos: Francisco Meneses, Manuel Piris, Antonio Fi- 
gueredo, Lorenzo José López y Juan José Alburquerque, entre otros, 


todos ellos vinculados a Pando. 


Presencia portuguesa en Pando 


La tabla 4, elaborada a partir de los padrones de población, 
consigna la presencia lusitana en momentos previos a la fundación 
de Pando y durante el desarrollo del poblado hasta 1812 con los 


archivos parroquiales. 


16.Colonia del Sacramento sufrió varios sitios y ocupaciones por parte de 
fuerzas españolas. Al respecto, véase Barreto, 2015. 
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Tabla 4 
% de portugueses jefes de hogar en 
Montevideo y su jurisdicción 


1730 ' 18.2 
1757* 41.7 
1772-1773* 25 
1788 - 1812* 3 


Fuentes: Padrón del primer reparto de estancias 
i Padrón de Estancias y Chacras"; Padrón de 
Aldecoa y APOLANT, Juan Alejandro (1975) 


ii; Archivos Parroquiales * 


Desde 1730, cuando se efectuó el primer reparto de estancias 
dentro de la jurisdicción de Montevideo, se observa la presencia por- 
tuguesa como adjudicataria de tierras en la zona de Pando (18,2%). 
Entre los nombres de este reparto tenemos: Sebastián Ribero, Fran- 
cisco Acosta, Antonio Figueredo y Manuel González de Almeida. 

Hacia 1757, los jefes de hogar lusitanos conformaban el 41,7% 
(una cifra muy significativa), y se constata una continuidad de los 
agraciados en 1730, como Manuel González de Almeida y Antonio 
Figueredo, pero también aparecen otros nuevos: Lorenzo José López, 
Francisco Meneses y Mata y Manuel Piris, nuevos portugueses que 
se vinculan a Pando a partir de la segunda mitad del siglo XVIII. 

Hacia los primeros años de la década del setenta del siglo 
XVIII, el porcentaje de portugueses disminuye (25%) sin dejar de 
ser importante, ya que se contabilizan también sus hijos. En este 
caso aparecen mujeres jefas de hogar, viudas de portugueses: María 
del Rosario Fuentes y Rita Pérez Bravo (ambas canarias), viudas de 


Manuel González de Almeida (portugués) y de Antonio Figueredo 
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(portugués), respectivamente. De esta forma, los hogares que fueron 
encabezados por portugueses y sus familias (esposas e hijos) pasaron 
a ser la amplia mayoría también para este último momento. Esto 
permite visualizar una amplia red de parentesco que les da a estos 
portugueses continuidad temporal y económica en la región. 

En años posteriores los lusitanos permanecieron en la zona, 
aunque ya sin participación activa en procesos de poblamiento des- 
de una perspectiva legal. Por ejemplo, los estudios desarrollados por 
Marisol López (véase el capítulo 4 del presente trabajo) han deter- 
minado que, durante el proceso de fundación de la villa de Pando, 
los portugueses ni fueron agraciados con solares ni compraron los 
que Francisco Meneses había puesto a disposición para la funda- 
ción, como tampoco lo fueron con las chacras que se delimitaron 
para el sustento de estos pobladores. No obstante, distintas fuen- 
tes dan cuenta de la permanencia de lusitanos en la zona a través 
de varias circunstancias y vínculos. En este sentido, la presencia de 
portugueses en Pando no pasó desapercibida para Andrés de Oyarvi- 
de, quien en su viaje por la campaña montevideana registró algunas 
observaciones al pasar por Pando a fines del siglo XVIII. Entre ellas, 
resalta la mención sobre la presencia de «extranjeros» que constituía 
una «regular población» (Barrios Pintos, 2008: 107). La alusión a 
los extranjeros puede ser entendida como una referencia hacia los 
numerosos habitantes portugueses que para esos momentos eviden- 
temente no constituían un gran núcleo de propietarios pero sí de 
habitantes. Otro ejemplo nos puede aportar más detalles: algunos de 
estos datos dan cuenta de que los portugueses pudieron ser alojados 
en las propiedades de sus coterráneos (o descendientes) como agre- 
gados o quizás con un vínculo laboral por medio del trabajo o de la 


solidaridad recíproca. Tal es el caso de Lorenzo de la Rocha, natural 
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de Curitiba, hallado en un expediente judicial como testigo del ase- 
sinato de Antonio Figueredo Pérez. Lorenzo vivía en casa del finado 
Figueredo y su familia. Es así que la fuerte presencia de portugueses 
puede haber significado un gran atractivo para otros lusitanos que 
arribaron a la campaña montevideana. 

Poder identificar esta población portuguesa, mucha de ella mi- 
grante, joven, sin conformación de hogar propia ni familia consti- 
tuida, resulta una tarea por demás compleja. Bajo estas cualidades (y 
para el caso de Pando) estos individuos no figuran hacia finales del 
siglo XVIII ni en padrones ni en listas nominativas. No obstante, su 
presencia es consistente. Un ejemplo de ello aparece en los registros 
parroquiales, en los cuales, al identificar grupos familiares completos 
(344), se determina que el 5% de los padres y el 5,2% de las madres, 
son de origen portugués (período 1788-1812). 


HISTORIAS DE FAMILIAS, REDES DE PARENTESCO 
Y TRANSGRESIONES ACEPTADAS EN PANDO 


Para poder reconstruir algunas de las historias de familia en las 
que están presentes lusitanos, hemos tomado la información que 
aporta Apolant como punto de partida, desde una mirada genealó- 
gica a la hora de repasar la sucesión de generaciones que nos interesa 
exponer. Esto también nos permite observar cómo se desarrollaron 
las redes de parentesco y compadrazgo, que permiten establecer vín- 
culos que exceden lo estrictamente biológico y permean todos los 
sectores sociales con los que se relacionan. 

Reitano (2010), considera que los portugueses que llegaron al 


Río de la Plata eran principalmente de dos clases: 1.- con nivel so- 
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cioeconómico importante, militares de prestigio, que buscaban in- 
corporarse a los sectores más privilegiados del Montevideo colonial a 
través de alianzas matrimoniales”. Es así que establecieron vínculos 
familiares que les permitieron obtener no solo riquezas, sino tam- 
bién prestigio social. En el caso de los lusitanos vinculados a la zona 
de Pando, no se trataría de vinculaciones con las familias más ricas 
de Montevideo colonial, pero sí con familias muy bien relacionadas 
y de prestigio. 2.- portugueses que llegan escapando de la pobreza. 
Estos pasaron en su mayoría a incorporarse a los sectores subalternos 
y se sustentaron por medio de su fuerza de trabajo, asentados o «con- 
chabados» en las propiedades de otros. 

Debemos considerar que a algunos portugueses que buscaron 
romper el vínculo con su corona, posiblemente la nueva ciudad de 
Montevideo les haya brindado la posibilidad de comenzar de nuevo, 
ya que la integración y la conformación de la sociedad estaba en sus 
inicios. Esto debe haber sido una ventaja para muchos de ellos: el 
hecho de que se les otorgara por parte de la corona española la cate- 
goría de pobladores es un ejemplo de ello. 

Los estudios de caso que se presentan a continuación inten- 
ta mostrar cómo los portugueses establecieron redes de parentesco 
complejas como estrategia de integración a la sociedad hispano crio- 
lla que se estaba conformando en la zona. Es así que los veremos con- 
trayendo matrimonio con mujeres porteñas o canarias, pero también 
con otras mujeres lusitanas. Este modelo de vinculación a través de 


los matrimonios, se trasmitirá a la descendencia, reforzando lazos 


17.La categoría de poblador representa parte de la política poblacional de 
la corona española a través de la cual fomentaba el establecimiento de familias. Se 
les otorgaba propiedades y comúnmente eran agraciados con un solar, una chacra 
y una estancia en los lugares donde pasaban radicar con su familia, por lo que 
quedaban ubicados en un lugar de privilegio en el nuevo poblado. 
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de parentesco endogámicos. A la vez, podremos observar como el 
parentesco trasciende las relaciones establecidas, construyendo redes 


complejas de solidaridad. 


La familia Gaytán: un caso de integración 


La familia encabezada por Bernardo Gaytán y María Pavón se 
presenta como un ejemplo de integración social portuguesa. Un ma- 
trimonio y su descendencia que encontramos vinculados a Pando, 
donde las mujeres de la familia, a través de alianzas matrimoniales, 
facilitaron la inclusión de los portugueses a la sociedad. 

Bernardo Gaytán era natural de Buenos Aires. Llegó a Montevi- 
deo junto a su familia en diciembre 1726 con 43 años y se le conce- 
dió el título de poblador, lo que le significó ser agraciado con varias 
propiedades. Para 1730 había ocupado diferentes cargos, integrando 
la milicia como parte de la compañía de caballos corazas españoles y 
además había sido el primer alcalde provincial una vez creado el Ca- 
bildo, para ocupar posteriormente otros cargos (Apolant, 1975: 92 
y 184). Llegó casado en segundas nupcias con María Pavón, ya que 
era viudo de María Enriquez y Lara, con quien tuvo tres hijos: Juan 
Andrés, Águeda e Isabel. También María Pavón era viuda en Buenos 
Aires de Marcos de Melo, de cuyo matrimonio habían nacido Josefa 
y Teresa, entre otros hijos, pero solo ellas arribaron a Montevideo 
con 18 y 15 años respectivamente. Del matrimonio de Gaytán y 
Pavón nacieron tres mujeres: Ana, Bernarda y Francisca (Apolant, 
1975: 187). 

Junto con su padre Bernardo llega a Montevideo Isabel Gaytán 


Enriquez, natural de Buenos Aires, mencionada en el Padrón Millán 
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(1726) con doce años. Contrajo matrimonio con Francisco Acos- 
ta (ella tendría catorce años), originario de Moris de los reinos de 
Portugal y fueron testigos del casamiento Juan Antonio Artigas e 
Ignacia Carrasco. Acosta llegó al Río de la Plata como soldado luso 
a Colonia de Sacramento, donde luego desertó. Obtuvo la categoría 
de poblador, lo que le significó la adjudicación de diferentes pro- 
piedades entre las que aparece una suerte de estancia sobre el arro- 
yo Pando. También formó parte del cuerpo miliciano de caballos 
corazas españolas. Francisco no permaneció por mucho tiempo en 
Montevideo, ya que tener problemas con la Justicia le significó un 
embargo de sus bienes (en 1731 fue acusado junto a un esclavo de su 
propiedad de herir a un hombre en plena calle). Luego, en 1733, fue 
preso tras haber herido con un cuchillo a su esposa Isabel, quien dijo 
que ya había sufrido heridas ocasionadas por su marido en otro mo- 
mento. Ante lo sucedido, el portugués Acosta decidió fugarse de la 
cárcel y abandonar Montevideo para volver a Colonia, donde, según 
Apolant, siguió viviendo sin problemas y falleció a los pocos años 
(1975: 161, 190 y 197). Al respecto, en un relevamiento hecho en 


los Libros de Obitos de Colonia del Sacramento, encontramos que: 


El día 20 de noviembre de 1736, fallece Francisco Acosta o 
de Costa. Bautizado en Porto, hijo de Francisco da Costa. Casado 
en Montevideo con Isabel Antonia (Gaytán). Fue amortajado con 
el hábito de San Francisco y acompañado por las hermandades de 
las Almas y del Espíritu Santo y nueve sacerdotes. Sepultado por 
mí en esta parroquia (Colonia del Sacramento). Vicario: Manuel 
Pimentel Rodovalho”*. 


18.Colonia del Sacramento, tomo Il: 65, Libro 2.2 de Óbitos, folio 20, 
20/11/1736. 
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No queda claro en qué momento Isabel decide irse para Colo- 
nia de Sacramento, pero lo que sí nos da una pauta es que luego de 
nacer su segundo hijo (Tomás Damasio nació en 1730), José Anto- 
nio en 1733, la abandonó su marido. Ella seguramente haya decidi- 
do volver con él aunque le haya implicado irse a vivir a la Colonia 
portuguesa. Una vez que quedó viuda, en 1736, no demoró mucho 
en casarse de nuevo, ya que al año siguiente lo hizo por segunda vez, 
en la misma ciudad portuguesa, con Luis Francisco de Olivera, por- 
tugués oriundo de las Islas Azores. 

Águeda Gaytán Enriquez, natural de Buenos Aires, figura en el 
Padrón Millán de 1726 con 18 años, junto a su padre Bernardo y su 
familia. Al igual que su hermana Isabel, se casó con un portugués, 
en este caso con Sebastián Ribero, un lusitano natural de la villa de 
Canabeses en el reino de Portugal. El casamiento se realizó en 1728 
y sus testigos fueron Pedro Cuello y Josefa de Melo. De dicha unión 
nacieron dos varones, Juan José y Sebastián Victoriano. Debido a su 
carácter de poblador, a Ribero se le concedió una estancia sobre las 
márgenes del arroyo Pando, además de que pasó a formar parte de 
los sectores privilegiados de la sociedad montevideana. Ribero no 
integró la milicia de vecinos que se conformara en 1730, lo que, se- 
gún Apolant, se debió a que se estaba desempeñando como soldado 
activo. Sí integró el Cabildo, donde ocupó el cargo de alférez real en 
1742 y 1743, hecho que fue resistido por personalidades de la época 
como Domingo Santos de Uruste, quien se opuso, aunque sin éxito, 
a que un portugués asumiera un cargo en el máximo órgano político 
de la corona española en Montevideo. Sin embargo, Ribero tuvo un 
desafortunado final en 1745, ya que fue asesinado por un esclavo 
suyo en la estancia de Pando (véase capítulo 5). Esta muerte inespe- 


rada llevó a que no dejara testamento ni nombrara albacea o tutor 
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para sus hijos, por lo que se designó a la madre como tutora y cria- 
dora de estos y responsable de los bienes que les correspondían de la 
herencia. Pero, a partir de la realización del inventario, no se proce- 
dió a continuar los pasos de liquidación y reparto de dichos bienes, 
que quedaron bajo el poder de la viuda Águeda Gaytán, quien a su 
vez contrajo sus segundas nupcias en 1749 con Juan José Albur- 
querque, también de origen portugués. Todo ello generó malestar 
en sus hijos, y en particular en el mayor, Juan José, quien manifestó 
su descontento. Alegó que por un lado Alburquerque les daba «mal 
tratamiento que conmigo ha hecho de darme de palos» y que además 
había vendido a Juan de Achucarro un negro esclavo llamado Juan, 
que era parte de la herencia de su finado padre. También solicitó que 
fuera nombrado Andrés Gordillo, para el momento alguacil mayor 
y defensor general de menores, como tutor y criador de los hijos 
menores”. En consecuencia, Gordillo le quitó la tutela a la madre y 
pasó él a ser el representante legal de los menores y prohibió también 
la venta del esclavo. 

Las acusaciones entre Gordillo y Gaytán fueron en aumento y 
el defensor de menores determinó que Águeda no había incluido en 
el inventario una serie de bienes de su difunto marido y no los había 
registrado por haberlos vendido. Al ser consultada por qué motivo 
poseía en propiedad bienes que no habían sido inventariados, ella 
respondió que no había sido culpa suya, sino que la responsabilidad 
era de quien se había encargado de realizar dicho inventario. A tales 
efectos, Gordillo solicitó que se realizara un nuevo inventario para 
lograr de esa forma tener información correcta y completa de los bie- 


nes del matrimonio Ribero-Gaytán. Cada parte debía nombrar a los 


19. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1746, Caja 
2, Doc. 52. 
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encargados de hacer la tasación. Lo que interesa aquí es mencionar a 
dos portugueses que aparecen elegidos por la viuda: Antonio Figue- 
redo, maestro carpintero, y Manuel Piris, maestro albañil. Por otra 
parte, Águeda defendió sus acciones y dio cuenta de los bienes que 
fueron vendidos para realizar la manutención de sus hijos menores 
y los gastos con motivo de «funeral, misas, y lutos, y asimismo los 
recibos que manifiesta haber pagado»?”. Gordillo planteó que al no 
haberse liquidado los bienes y no saber bien lo que debía correspon- 
der a cada uno, era confusa la parte de los bienes que correspondía 
a los menores, de modo que quedaban bajo la responsabilidad de la 
madre, quien tenía la tutela. Esta debió perderla al contraer segundas 
nupcias, acusada a su vez de que había sido un matrimonio con una 
«persona extranjera de secreto» (Apolant, 1975), por lo que debía 
pagar con su parte lo que se había gastado de la herencia que corres- 
pondía a los hijos menores, ya había sido gastada en otras cosas y no 
en su manutención. Por otro lado, el defensor de menores solicitó 
que se hiciera la tasación de los gastos de manutención, pero una vez 
establecido el monto, la viuda Águeda hizo un descargo a los respon- 


sables de determinar los gastos, ya que 


... en grave prejuicio mio como lo evidencia la misma cuenta 
que desde luego representa porque a mas de ser muy limitada no ex- 
plicado en ella el vestuario anual que debe considerarse a dhos. Me- 
nores por ser tan preciso como los mismos alimentos en que se conoce 
el prejuicio mio pues debían tener presente lo que en este particular 
se observa en la ciudad de Buenos Aires capital de esta provincia en 
semejantes casos porque siendo esta ciudad arreglada su excepción 


en todo y por todo a dha. capital sus reemplazares y practica deben 


20. Ídem. 
94 


en esta correr en igual paridad en casos y causas de esta naturaleza 
señalar a cada un menor para su manutención real y medio por día 
que en portan 68 ps. 5 reales al año en cuia atención vms, sean de 
servir justicia mediante despreciar la cuenta formada por los dhos 
Dn. Pedro Montesdeoca y Dn, Francisco Xavier Ximenez...” 


A pesar de los planteos de Águeda, se procedió según lo esti- 
pulado por el defensor de menores concluyendo con la tasación y 
partición de los bienes, parte de cuales fueron rematados en la plaza 
pública y el dinero repartido entre los herederos”. 

Águeda Gaytán fue abandonada por su segundo esposo, ya que 
este fue acusado de asesinato y huyó de Montevideo. Ella no aparece 
vinculada a Pando, sino que la encontramos viviendo en una chacra 
de su media hermana Josefa de Melo en el arroyo Colorado, donde 
falleció en 1790 (Apolant, 1975: 743). 

Juan Andrés Gaytán, hijo varón del primer matrimonio de 
Bernardo, también natural de Buenos Aires, se casó en esa ciudad 
con Juana Barragan. Arribaron a la nueva ciudad en la banda norte 
del Río de la Plata en 1728, él con 25 años y ella con veinte años. 
Llegaron sin hijos y fue en Montevideo donde nacieron sus cinco 
hijos: Teresa, Xavier, Magdalena, Juana, María Josefa y Sebastiana. 
De todos ellos solo nos interesa rescatar a Teresa Gaytán, quien fue la 
descendiente de Bernardo (su abuelo) que siguió vinculada a nuestra 
zona de estudio y que se casó con un portugués igual que sus tías 
(Apolant, 1975: 101 y 539). 

Teresa Gaytán Barragan nació en Montevideo el 12 de octubre 


de 1728, aunque, según Apolant, la fecha de nacimiento no coincide 


21. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1746, Caja 
2, Doc. 52. 
22. Ídem. 
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con el registro de sus padres en el Padrón Millán, quienes figuran 
sin hijos para diciembre de 1728. Teresa se casó en 1741, con trece 
años de edad, con Francisco Meneses y Mata y fueron testigos de su 
casamiento Águeda Gaytán (su tía) y su esposo Sebastián Ribero. 
Francisco Meneses y Mata nació en Feysad en los reinos de Portugal 
y era hijo de Juan de Mata y Constancia de Meneses, naturales de 
la misma zona. Como dijimos antes, no queda claro cuándo arribó 
Meneses a Montevideo ni tampoco en qué momento dejó el cargo 
de soldado para dedicarse a su oficio de maestro mayor de albañil. 
No obstante, y a partir de un documento de 1762 que menciona 
Apolant, podemos suponer que para el momento de 1741 en el que 
se casó Meneses, pasó a ocupar dicho cargo de las reales obras de 
fortificación de la ciudad, que desempeñó durante veinte años. Lue- 
go, el mismo año de 1762, pasó a ser el encargado de establecer los 
límites de las chacras, estancias y otros terrenos fuera de la ciudad 
amurallada (Apolant, 1975: 534). 

Meneses fue testigo de varios casamientos: en 1748 del de Eloy 
González con María Magdalena Gaytán (hermana de Teresa); en 
1749, del de Lorenzo Barvosa con María de Roxas; en 1749, del 
de Lorenzo José López con Josefa de Melo (media tía de Teresa); en 
1755, del de Agustín Peres con María Josefa Gaytán (hermana de 
Teresa); en 1755, del de José Rufo Caseres con Sebastiana Gaytán 
(hermana de Teresa), y en 1762, del de Tomás Barragan con Juana 
Michaela Mancuello. Como podemos ver, de los seis casamientos en 
cuatro de ellos aparece algún familiar de su esposa Teresa Gaytán, 
lo que nos muestra por un lado los lazos de parentesco simbólicos 
que se van estableciendo y su incorporación a la red de parentesco 
que conformó la familia Gaytán por otro (Apolant, 1975: 534). Sin 


embargo, el matrimonio Meneses-Gaytán fue conflictivo, ya que en 
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1747 el cura José Nicolás Barrales ordenó a Manuel Piris que hos- 
pedara en su casa a Teresa Gaytán, a quien no se le permitió hablar 
en público con su esposo, que debía además pagar una multa de 
cincuenta pesos. 

Más allá de dichos acontecimientos el matrimonio siguió junto 
hasta que ella quedó viuda. De dicha unión nacieron cinco hijos, 
pero solo sobrevivió uno llamado Francisco. Al enfermarse, Meneses 
dictó su testamento en 1768 y falleció al poco tiempo. Nombraba 
como albacea testamentario en primer lugar a su concuñado Eloy 
González y en segundo lugar a su esposa Teresa. En cuanto a su 
herencia, establecía que su único y universal heredero era su hijo 
Francisco, a quien dejaba bajo la tutela y crianza con poder sobre sus 
bienes al mencionado albacea. Por otro lado, también encomendó al 
albacea que debía hacerse cargo de un niño huérfano llamado José 
Antonio, al cual Meneses había criado en su casa, estableciendo «que 
se le de escuela y alimentos de mis vienes por el tiempo que fuere 
bastante siendo mi hanelo el que sea religioso» pero como veremos 
a continuación, dicho criado no cumplió con el anhelo (Apolant, 
1975: 534)”. 

Teresa pasó tres años en estado de viudez. Justo al año siguiente 
de la muerte de Meneses se levantó un padrón de población y de 
ganados de gran parte de la jurisdicción de Montevideo, lo que nos 
aporta una interesante y compleja descripción de Teresa Gaytán para 
el año 1769. Figuró con varias entradas, una en la ciudad intramuros 
con una casa de su propiedad, pero habitada por cinco esclavos de su 
propiedad y además apareció viviendo una familia de un matrimo- 


nio con dos hijas y otra persona más. En cambio, Teresa vivía dentro 


23.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1768, Caja 
19, Doc. 1. 
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de la ciudad amurallada, junto a su hijo Francisco, mayor de catorce, 
a José Antonio, el criado huérfano, y a una esclava de diez años, en 
casa de su hermana Juana, quien también se había quedado viuda y 
tenía a cargo un huérfano llamado Juan Antonio de nueve años. Por 
último, encontramos a Teresa como titular de una estancia en Pando 
con “200 bacas, 50 cabajos y 20 bueyes “(Apolant, 1967: 41-113). 


En forma gráfica y empleando un sofware específico de genea- 
logía (GenoPro, Morin, 2007), se representa (figura 6), el sistema de 
parentesco desarrollado por los portugueses en la zona de estudio a 
partir de la descendencia femenina del matrimonio Gaytán — Pavón 
(indicado con flechas). En la misma gráfica, con una línea doble y 


otra punteada, se señala el caso que de discute a continuación. 


“Transgreciones aceptadas”: la dudosa condición 
de bígamo de Manuel Pires 


El matrimonio siempre fue considerado como un sacramento 
que estable un vínculo indosoluble y monógamo entre los contra- 
yentes. La bigamia (entendida como una vinculación matrimonial al 
mismo tiempo con distintos cónyuges) era considerada una ofrenda 
sacramental y un pecado, y desde el campo jurídico * ... un delito 
de la infamia ¡iuris y la infamia facti, según el Derecho Romano”? 
(López Beltrán, 2016:15). A pesar de las sanciones, los edictos con- 


ciliares lo señalan como un mal social endémico en las sociedades 


24.Infamia Turis: es aquella infamia provocado obrando en forma dolosa, 
instrumentando engaños y mentiras de forma fraudulenta contra otro. Infamia 
Facti: es aquella infamia provocada por actos contrarios a la moral, al orden pú- 
blico y las buenas costumbres. 
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coloniales. Para la Iglesia Católica, los bígamos debían recibir casti- 
gos ejemplerizantes; fueron muchas veces perseguidos tratando de 
custodiar el dogma y la práctica correcta de la doctrina cristiana. 
Constituye por lo tanto, un delito que los demás fieles debían de- 
nunciar bajo pena de ser excomulgados. 

Como fenómeno frecuente, debemos buscar su explicación en 
la alta movilidad masculina que caracterizó la sociedad colonial, ya 
que es muy baja la proporción de mujeres infractoras con respecto a 
los hombres. Bentancur (2011), considera que este fenómeno pudo 
resultar muy funcional en el caso de hombres migrantes peninsu- 
lares, que al llegar a tierras americanas se encontraban con una so- 
ciedad menos vigilante, donde *... las deficiencias administrativas, 
la corrupción y la facilidad de desplazamiento...” facilitaba la trans- 
gresión (2011:433). Por otra parte, el hecho de contraer nupcias 
engañando (no siempre) al cónyuge, su familia y el entorno social, 
facilitaba la integración con la sociedad que lo recibía. 

La bigamia no solo era sancionada moral y socialmente, si no 
que era penalizada por los Tribunales del Santo Oficio, que castiga- 
ban al infractor y los falsos testigos. Los ejemplos en Hispanoamé- 
rica abundan, incluso las sanciones impuestas a los infractores y 
las consecuencias jurídicas, sociales y económicas que este hecho 
generaba ”. 

Los espacios abiertos y entornos rurales, donde el peso de las 
instituciones (religiosas y judiciales) era más laxo, constituían el pai- 
saje ideal para que este tipo de transgresión se diera con mayor fre- 


cuencia. Bentancur (2011) describe varios casos, muchos de ellos 


25.Sin agotar lo escrito al respecto, ver: Bentancur (2011), Castañeda Del- 
gado & Hernández Aparicio (1985), Figueras Vallés (2003), Gacto Fernández 
(1987), Torres Aguilar (1997), 
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en Canelones, vinculados a la Parroquia de Las Piedras, durante el 
período tardo colonial. 

Cabe preguntarse cómo estos hechos ocurrían? Dónde estaba la 
falla de información? Al respecto, Bentancur menciona que el pro- 
cedimiento empleado por la Iglesia Católica para comprobar el esta- 
do civil de los contrayentes, se daba práticamente por el testimonio 
de conocidos o amigos que comparecían a testificar; muchas veces 
ante la falta de documentación que demostrara el fallecimiento del 
cónyuge anterior, se recurría al testimonio de “dos testigos de vista” 
(2011:446). En todos los casos reseñados por este autor, se observan 
errores en la toma de declaraciones, actitudes cómplices y engaños 
de los testigos. 

El caso “de supuesta bigamia”? que se relaciona con el partido 
y villa de Pando, involucra a Manuel Piriz”. Personaje muy cono- 
cido, el cual tenía ya un historial de violencia hacia su esposa Fran- 
cisca Garín”. Natural de Braga en Portugal, se casó en la parroquia 
de Montevideo el 16 de diciembre de 1743 con Francisca Xaviera 
Garín (natural de Buenos Aires)”. Matrimonio muy vinculado a 
los partidos de Pando y Sauce, donde habían recibido tierras, él era 
maestro albañil. En 1761 se le abrió una causa judicial por haber 
agredido a su mujer con dos palazos*. Como pena por este hecho se 


le condenó al destierro fuera de los muros de la ciudad. Al parecer 


26.No hemos podido encontrar si hubo denuncias por parte de alguna de 
las cónyuges del infractor, por lo tanto el hecho sólo pudo se constatado a través 
de documentos parroquiales. 

27.Piriz, Pires o Piris, siempre se trata del mismo apellido con grafías dis- 
tintas 

28.Ver Barreto & Poloni, 2016. 

29.GFU, p. 593 

30.Ver Barreto & Poloni, 2016. 
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fue expulsado de la jurisdicción de Montevideo en 1763, pero duda 
si la orden se cumplió realmente. 

En 1764 encontramos a Manuel Piris contrayendo matrimonio 
en Colonia del Sacramento. Los registros de la mencionada parro- 


quia consignan que: 


El veinte de junio de 1764, Manuel Pires, natural de la feli- 
gresía de San Miguel, arzobispado de Braga, hijo legítimo de Mi- 
guel Pires y de María Ana Martins; con Josefa Mónica de la Asun- 
ción, natural de la feligresía Candelaria de Rio de Janeiro, hija 
legítima de Miguel Juan y de María de la Trinidade, ya fallecidos. 
Testigos: Pedro Santos de Almeida y Manuel José. Vicario Juan de 
Almeida Cardozo. (CdelS, Tomo 11:12, Matrimonios Folio 6)*'. 


Es el mismo Manuel Piriz o Piris? Seguramente lo sea. Además 
de coincidir la procedencia, un indicio lo constituye la presencia de 
Pedro Santos de Almeida como testigo. Pedro de Almeida o Pedro 
Santos de Almeida, era natural de las Islas Canarias, donde nació 
aproximadamente en 1729. Era poblador llegado en el segundo con- 
tingente de canarios arribado a las costas de Montevideo en 1729, 
donde arriba ya casado con Manuela Pérez Viña, y tres de sus hijas”. 
Se desempeño también como maestro albañil y posiblemente tuviera 
una estancia sobre el arroyo Pando hacia 1758, la cual pasara luego a 
su hijo Antonio Santos de Almeida. Fallece ya viudo en 1774. 

Cabe preguntarnos si la vida por momentos al margen de la 
ley que tuviera Manuel Piris antes y luego de casarse con Francisca 


Xaviera, lo hiciera factible de cometer bigamia. El refugiarse en Co- 


31.Ver Da Mota Buys de Barrios, Dalmiro. 2012. 
32.[GFU, pp. 119-120, 351 
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lonia del Sacramento, donde además estaba la familia de su madre 
(Martins), el amparo de encontrarse en territorio todavía lusitano, 
sumado al testimonio creible de los testigos, dieron el marco propi- 
cio. No existe documentación que nos hable de juicio contra Ma- 
nuel por esto, quizás se halla perdido con la documentación cuando 
es entregada Colonia del Sacramento. Lo que si se sabe es que regresa 
en algún momento con su esposa Francisca Xaviera, testando poco 
antes de fallecer en 1768. 

Estos hechos nos lleva a cuestionarnos hasta dónde el entorno 
espacial, las distancias que separaban a Pando del centro hegemónico 
administrativo o la laxitud en las costumbres al amparo de una au- 
toridad eclesiástica y judicial poco efectivas, propicia estos compor- 
tamientos. Lo que sí es claro (tal como se observa en la mencionada 
figura 6), que las redes establecidas trascienden los lazos de parentes- 
co, y permean toda la vida social de esta población, permitiendo en 


forma disimulada, las transgresiones de algunos individuos. 
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Figura 6 
SISTEMA DE PARENTESCO 
DESARROLLADO POR LOS 
PORTUGUESES EN LA ZONA DE PANDO 


Fuentes: Archivos Parroquiales de Pando y Colonia del Sacramento 
y Padrones de Población Elaboración propia aplicando sofware GenoPro, 
versión Beta 2014 (Morín, 2007) 


Referencias: 


Flechas: Familia Gaytán — Pavón, origen de la red de parentesco descripta 
Línea doble punteada: caso de bigamia de Manuel Piris 

Recuadros en gris oscuro: portugueses 

Recuadros en gris claro: indígenas 


Recuadros en blanco: canarios 
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CAPÍTULO 3 
ACTIVIDADES ECONÓMICAS 
EN EL PARTIDO DE PANDO 


Adriana Dávila Cuevas 


Introducción y antecedentes 


El presente capítulo repasa distintos aspectos de la vida eco- 
nómica del partido de Pando en el período colonial. El estudio se 
apoya en los trabajos que conforman la renovación historiográfica 
regional de las últimas tres décadas. Esta comenzó por el estudio 
de la campaña de Buenos Aires, donde se visualizó una dinámica 
económica más campesina y más agrícola de lo que la historiografía 
había considerado hasta el momento. Desde el punto de vista de la 
producción, se señaló la importancia de la agricultura y se desta- 
có que esta se complementó con la producción ganadera. Desde el 
punto de vista demográfico señaló la presencia de trabajo familiar 
al tiempo que apuntó la importancia que adquiría el uso de mano 
de obra esclava para las unidades productivas que requerían mano 
de obra extrafamiliar. Respecto de las propiedades, se observaron 
unidades de pequeño tamaño con modalidades diversas de acceso 
a la tierra (arriendo, agregados u ocupantes). También se constató 
la presencia de pequeños propietarios, lo que en alguna medida lle- 


vó a la revisión de la idea del predominio latifundista (Garavaglia, 
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1999; Gelman, 1998). Existen estudios para Río Grande del Sur 
que parten de metodologías similares (estudios de inventarios post 
mortem, estudios de la percepción del diezmo) y llegan a resultados 
idénticos (Osorio, 2007). Esto mostró que la campaña bonaerense, 
la montevideana y la de Río Grande del Sur conformaban espacios 
económicos integrados y de similar estructura. Por último, a nivel de 
la campaña de Montevideo, existen trabajos que arriban a conclu- 
siones similares (Moraes, 2012). En este mismo sentido se inscribe 
nuestro aporte para la caracterización económica del pago de Sauce, 
el cual pertenece a la misma serie editorial que el presente trabajo 
(Dávila, 2016), 

El estudio sobre las actividades económicas en la zona de Pando 
parte del supuesto de que aquellas características señaladas para el 
pago de Sauce son generalizables al de Pando en tanto ambas zonas 
fueron próximas —cuando no idénticas— para los contemporáneos. 
No obstante, el desafío de caracterizar el área de Pando implica una 
ampliación del horizonte, ya que se abarca una zona más amplia, 
más densamente poblada y con otras particularidades. 

El capítulo se divide en tres apartados. El primero es una carac- 
terización general en parte realizada sobre resultados disponibles del 
análisis de inventarios post mortem, a los que se agrega información 
surgida de otra documentación. El segundo apartado presenta un 
estudio sobre el trabajo rural tanto libre como esclavo. Por último, 
en el tercero, se estudia la relación entre producción ganadera y pro- 
ducción agrícola así como las tensiones surgidas a finales del período 


colonial. 
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Las fuentes 


El trabajo se basa en el análisis de fuentes primarias, en ge- 
neral documentación judicial y de gobierno. El estudio incorpora 
expedientes de testamentarias y especialmente de inventarios post 
mortem, que se realizaban con el fin de proceder a la partición de 
los bienes tras la muerte de su titular. Se trata de listas detalladas de 
bienes con su correspondiente tasación que se confeccionaban con 
fines económicos y por ello la información que poseen es confiable. 
La fuente es muy interesante porque constituye una fotografía ins- 
tantánea de la propiedad de un individuo. Su problema principal es 
que solo representa a aquellos cuya fortuna justificaba la realización 
de un reparto judicial. 

Otras fuentes utilizadas fueron expedientes de embargos, listas 
confeccionadas con el objetivo de cobrar impuestos o de fiscalizar 
la circulación de bienes. Al contrario de las anteriores, estas fuentes 
pueden contener falencias derivadas de las estrategias evasivas que 
desarrollaron los involucrados. Por otra parte, es muy variada la do- 
cumentación que puede dar cuenta de las actividades económicas. 
En este sentido, muchos documentos judiciales por causas crimi- 
nales o civiles, en el transcurso de su desarrollo abren ventanas que 
nos permiten observar los aspectos que nos interesan. Por último el 
capítulo incorpora fuentes importantes para la historia demográfica. 
Son utilizadas sobre todo para caracterizar las formas que asumió el 
trabajo rural. Se utilizan listas de población —llamados padrones—, 
que son fundamentales para estudiar la estructura demográfica de las 
unidades productivas y las categorías ocupacionales asociadas a estas. 


También se incorpora el análisis de registros parroquiales.' 


1.Para una crítica de estas fuentes véase el capítulo 2 de este trabajo. 
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1. Ganadería 


Los estudios de los inventarios post mortem muestran el desa- 
rrollo de la ganadería de rodeo. Esto se demuestra por la presencia 
de ganado de edades diversas, «ganado de año», «ganado mayor», 
«terneros», y también «vacas» (vacas de cría)».? En este sentido, 
cabe descartar la idea de que la ganadería estaba destinada exclusi- 
vamente a la producción de cueros. Más bien se debe pensar en la 
cría para carne con el aprovechamiento de subproductos como el 
sebo, la grasa y el cuero. Como ha señalado Moraes, el alto costo en 
términos de trabajo y capital que insumía la cría de estos animales, 
representados en la categoría de «ganado mayor», implicaba que el 
rodeo de la campaña montevideana se destinase para el abasto de 
carne de la ciudad (2011). El fundador de Pando, Francisco Me- 
neses visualizaba esta inserción en los mercados internos cuando 
justificaba la proyección de las familias instaladas. En marzo de 
1789 elevó una solicitud al gobernador a fin de que se destinasen 


a la nueva población de Pando los soldados casados a quienes se 


2.La síntesis se realiza a partir del estudio de siete inventarios post mortem de 
la zona de Sauce y Pando: Domingo Vera, Jaime Soler, Josefa Sierra, Juan Antonio 
Ortiz, María Álvarez Herrera, María Sierra y Pedro Dámaso Márquez. Para un 
detalle de su análisis véanse los datos incluidos en el cuadro I. Fuentes: AGN, AJ, 
Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno. Año 1756, Caja 4, Doc. 2. AGN, AJ, 
Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1757-59, Caja 5, Doc 22. AGN, 
AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1774, Leg. 26. AGN, AJ, 
Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1757, Caja 5, Doc. 14. AGN, 
AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1795, Caja 121, Doc. 54. 
AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1799, Caja 135, Doc. 
55. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1799, Caja 133, 
Doc. 5. A estos se suman las testamentarias de Manuel González de Almeida y 
Juan Antonio Artigas y el testamento de Luis Portillo, disponibles en una referen- 
cia bibliográfica: la testamentaria de María Rodríguez Camejo. Para más detalles 
del análisis de inventarios véase Dávila, 2016. 
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les otorgaba el retiro. En la nota presentaba un argumento sobre 
la utilidad de la población «y siendo su buen deseo el que dicha 
población tome cuerpo para que así contribuya al abasto de la pla- 
za de Montevideo».* El pasaje muestra que una vía importante de 
comercialización de la producción de la campaña era justamente 
el abasto de las ciudades. En 1809, Vicente Gómez, dueño de un 
matadero ubicado en Montevideo, solicitó la moratoria a sus acree- 
dores ya que su negocio había sido saqueado en el marco de las 
invasiones inglesas. Sus deudas eran en su mayoría por «ganados 
que he extraído» o «recibo verbal de ganados». También aparecían 
deudas «de novillos», es decir adeudaba a quienes le habían pro- 
porcionado el ganado para el matadero. En su establecimiento se 
mataba para el abasto de la ciudad, al tiempo que extraía sebo y 
cueros. Las notificaciones de la moratoria debieron repartirse en 
los partidos de Sauce, Casupá, Pando y Tala, en tanto los provee- 
dores del matadero eran de estos partidos (CNAA, 1950: 557). 
Otros elementos clave para caracterizar esta ganadería se aso- 
cian a construcciones y herramientas presentes en los inventarios: 
por ejemplo, la presencia de corrales, en su mayoría construidos con 
palos, y también la presencia de «marcas de herrar» en todas las es- 
tancias de la zona. Los corrales estaban en general destinados a la rea- 
lización de trabajos específicos como los «encierros» o la yerra, pero 
no eran la infraestructura que impedía de forma cotidiana la disper- 
sión del ganado. Para ello se utilizaban zonas propicias del campo 
por los accidentes naturales, que solían llamarse «rodeos» (Garava- 
glia, 1999). La documentación está plagada de situaciones en las que 
los dueños de ganado procuran evitar el «entrevero» y la dispersión 


de sus animales, como lo indicaba el vecino de Pando González de 


3.AGN, EGH, Caja 31, Exp. 26. 
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Almeida 1761 en su testamento sobre las ovejas de su yerno «aunque 
se perdieron en avenidas del arroyo y misturas con otras».! 

Uno de los recursos valiosos para mantener el ganado sujeto 
era la posesión de «rinconadas», es decir de cursos de agua que fun- 
cionaran como barrera para su desplazamiento. En 1772, Ramón 
Ximeno comenzó un litigio con su vecino por un «rincón» en el que 


mantenía su «rodeo» y declaró que este 


perjudicándome para este efecto sobre el establecimiento que úl- 
timamente han hecho, porque viene a ser como el rincón preciso 
de mi estancia, que careciendo de él es inútil recoger con inmensa 
dificultad y costos el ganado disperso; porque a pesar de cualquier 
diligencia o cuidado que se ponga en su custodia se volverá a salir 


y desparramar? 


Justamente, en este terreno codiciado, sus vecinos Antonio Fi- 
gueredo primero y luego sus herederos representados por Lorenzo 
Figueredo habían edificado «ranchos y corrales». Es probable que 
el «rincón» disputado fuera aquel formado por el «arroyo Piedras» y 
el arroyo Pando, mencionados en el expediente. Este conflicto fue 
dirimido a partir de la mensura de los terrenos, para la cual se otorgó 
comisión a Martín José Artigas, quien organizó su ejecución por 
parte de un piloto y de varios vecinos que oficiaron de testigos. 

En otros casos, el propio ganado fue el objeto de los litigios. Así 
ocurrió en el pleito seguido por dos vecinos de Pando en 1777, en 


el que Domingo Vera le colocó una demanda a Francisco Sierra por 


4.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1761, Caja 
10, Doc. 9. 

5.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1772, Caja 
24, Doc. 26. 
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un episodio de supuesto robo de ganado. Vera relató que, habiéndo- 
se dirigido a «matar un toro que se me había quedado descarriado 
en el rodeo de mis ganados», acompañado de «un niño mi hijo de 
edad de seis años poco más o menos», encontró a su vecino sacando 
ganado que consideraba de su propiedad. En ese episodio Francisco 
Sierra junto a dos peones «arreaba y forzadamente conducía de hacia 
mi rodeo para el suyo una manga o punta de trescientas cabezas de 
ganado vacuno». Ambos vecinos alegaron derechos sobre el ganado 
arreado, y la discusión derivo en una pelea. Vera acusó a Sierra de 
haberlo recibido «con malas e indecentes palabras» y además con «las 
bolas armadas con las cuales me embistió y [...] me dio con ellas en 
la cabeza».” 

Muchos de los asuntos tratados en este capítulo se resumen en 
este pasaje: por un lado Vera haciendo un trabajo acompañado de 
su hijo, lo cual muestra que se hallaba asentado con su familia y que 
se disponía a educar a sus hijos en el ejercicio de las tareas rurales, y, 
por otro, Sierra, valiéndose de mano de obra asalariada con sus dos 
peones. En ambos casos se muestra claramente que se trataba de una 
ganadería de rodeo que requería de trabajo permanente para evitar 
su dispersión. 

El documento muestra además los elementos de la cultura ma- 
terial asociados a los trabajos de rurales: Vera acudió a matar al toro 
llevando «una chuza chica atada a la falda de los lomillos», mientras 
que Sierra contaba con herramientas adoptadas de la cultura indí- 
gena (boleadoras), que utilizó para herir a su vecino. La presencia 
del expediente muestra que Domingo Vera recurrió al arbitrio de 


la justicia no solo para denunciar el robo sino también la agresión. 


6.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1771, Caja 
22, Doc. 27. 


123 


El proceso judicial no incluye la resolución del conflicto. Domingo 
Vera poseía una chacra en Toledo y además una estancia «entre los 
arroyos el Sauce Solo y el Pando». Falleció intestado y en 1774 se 
abrió el expediente sucesorio. La tasación mostró que su estancia de 
Pando estaba poblada con ochocientas cabezas de ganado vacuno y 
que poseía rancho y corrales.” 

A nivel de la ganadería, el estudio de los inventarios post mor- 
tem aporta datos significativos sobre su diversificación. La presencia 
de «lecheras» o «tamberas» fue constatada en varias estancias de la 
zona.* Su valor era relativamente alto: por ejemplo, en la estancia 
de Manuel González de Almeida fueron tasadas vacas lecheras cuyo 
valor era cuatro veces mayor que el de los toros de la misma estancia. 
Algunos establecimientos se dedicaron a la producción de quesos, 
como la estancia de María Rodríguez Camejo en Sauce. El conteni- 
do del inventario de esa testamentaria es conocido a partir del tra- 
bajo de Juan Alberto Gadea, puesto que el documento original fue 
sustraído del Archivo General de la Nación (AGN). El citado autor 
da cuenta de la tasación de una construcción con forma de sótano 
adecuada para la maduración de los quesos que allí se elaboraban. 
Esta hipótesis se veía enriquecida con el resto de los objetos valuados 
por los tasadores, un banco de hacer queso y un zarzo que colga- 
ba del techo, conteniendo 27 quesos de todos los tamaños (Gadea, 
1972: 244). 

Junto al ganado vacuno apareció con frecuencia el ovino, del 


que algunas de estas estancias acumularon varios miles de cabezas. 


7.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1774, Caja 
30, Doc. 26 

8.Las estancias de Jaime Soler, Josefa Sierra y María Sierra. Véase Dávila, 
2016: 117. También la de María Rodríguez Camejo y Felipe Pascual Aznar y la ya 
mencionada de Manuel González de Almeida. 
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El estudio de Juan Carlos Garavaglia arroja que la cría de ovinos es- 
tuvo presente en la campaña de Buenos Aires, pero que, en términos 
de valor, estos representaron el 6% del rodeo ( 1999: 133). Carlos 
Mayo ha señalado que en la estancia colonial, el ganado ovino tuvo 
una gran difusión dado que «...no solo el pellón era aprovechado, 
sino también la carne y la lana» (1995: 38). 

En 1815, Dámaso Antonio Larrañaga recorrió la campaña 
oriental en su viaje de Montevideo a Paysandú. Próximo a San José 
fue alojado por una familia que poseía un telar que servía para hacer 
pellones azules a partir de intercalar felpa azul en la lana blanca. El 
telar estaba dentro del rancho y era operado por mujeres, quienes 
tardaban unos quince días en tejer un pellón de «seis cuartas de lar- 
go y la mitad de ancho» (Larrañaga, 2016: 32). Su testimonio nos 
permite observar el aprovechamiento de la lana y el desarrollo de 
manufacturas a nivel rural. Además, muestra el trabajo femenino, a 


menudo poco visible en las fuentes. 


2. Agricultura 


La agricultura también estuvo presente en las estancias de la 
zona y, como hemos dicho, su importancia fue destacada por la his- 
toriografía de las últimas décadas, la cual demostró que era comple- 
mentaria con la ganadería. La importancia de los diezmos, la pre- 
sencia de la categoría «labrador» y las listas de los inventarios post 
mortem muestran dicha presencia a nivel regional. 

El repaso por los inventarios en nuestra zona de estudio arroja 


la presencia de arados, rejas de arados o tierra arada.? También apa- 


9.Inventarios mencionados. 
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recen bueyes, que en algunos casos están discriminados. Por ejemplo 
en la tasación de la estancia de Manuel González de Almeida apare- 
cían «bueyes» y «bueyes aradores» y esta indicaba que estos últimos 
eran más costosos que los bueyes destinados al transporte.'% 

Respecto al cultivo, el trigo aparece mencionado con mayor 
frecuencia como «trigo en sacos». Las modalidades que adquirió la 
agricultura triguera fueron punto de atención de los informes elabo- 
rados por funcionarios reales y viajeros. La técnica de cultivo especí- 
fico del trigo consistía en sembrar en los meses de mayo (temprano) 
o junio/julio a partir del campo limpio, con la técnica de «chorro», 
que consistía en dejar caer las semillas en los surcos o «melgas»'! y 
luego pasar el arado y una rastra «liviana» a fin de enterrar las se- 
millas (Garavaglia, 1999: 184). En 1730 ya aparecen vecinos que 
se ausentan de Montevideo para dedicarse a recoger sus cosechas, 
como Juan Antonio Martínez, quien declaró a fines de febrero de 
ese año sobre un episodio ocurrido aproximadamente cuatro meses 
antes. La temporada coincide con el tiempo de la cosecha y por eso 
«se fue a su estancia con su mujer y familia», y lo mismo había hecho 
Antonio Figueredo, quien se ausentó de Montevideo para «coger su 
cosecha».?? 

Si bien la siembra era una tarea importante, la mayor cantidad 
de mano de obra era demandada en el momento de la cosecha, que 
se realizaba en diciembre. Así, muchos vecinos suelen aparecer excu- 
sados de sus obligaciones en la ciudad, a causa de sus ocupaciones en 


la misma. Además de trabajo asalariado, se recurría a la colaboración 


10.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1761, Caja 
10, Doc. 9. 

11.Se refiere a la disposición de la tierra tras el paso del arado. 

12.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Años 1730-1741, 
Caja 1, Doc. 5. 
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de los vecinos en una modalidad de actividad recíproca. La instancia 
de la trilla era también un espacio privilegiado para la celebración y 
la sociabilidad. Roberto Bouton informa sobre el funcionamiento de 


la trilla a base de fuerza animal: 


Día de trabajo y jolgorio [...] El dueño del trigal invita a los 
vecinos y amigos para determinado día a fin de cortar el trigo, con 
el que se hacen las gavillas y luego una parva. De trecho en trecho 
mientras cortan y atan el trigo [...] se hacen pequeñas parvas con 
cierto número de atados o gavillas, colocando los atados con las es- 
pigas para arriba; luego en carretones son llevadas todas las gavillas 
a la era, colocada en un lugar alto y que está formada por un corral 
de palos o postes enterrados [....] la trilla se efectúa con yeguas: 
8 0 10 por vez [...] con horquillas de fabricación casera [...] se 
desparraman las gavillas por el suelo haciéndolas pisotear con las 
yeguas (2014: 256). 


La escasez o abundancia de trigo preocupó a las autoridades del 
cabildo. Éste llevó adelante algunos censos que buscaban determi- 
nar el volumen de la siembra y de alguna manera proyectar la dispo- 
nibilidad de trigo en el mercado. Esta información no era solo útil 
para pensar en el abastecimiento de pan, sino que también era vital 
para el «remate» del diezmo, impuesto del 10% recaudado sobre la 
producción de granos, ganadera y hortícola. La percepción podía 
realizarse directamente por la Real Hacienda o por privados, para lo 
que se realizaba anualmente un remate público. 

Moraes ha demostrado que el diezmo de granos (frente al de 
cuatropea y al de huertos) fue el que movilizó mayores cantidades 
de capital (2011). Por ejemplo, en 1761 el Cabildo de Montevideo 


127 


elaboró una lista «Razón del total de las existencias de trigo, caballos 
y mulas de la campaña de la jurisdicción de Montevideo, de acuerdo 
con las relaciones enviadas por los Comisionados con expresión de 
las fanegas que se reservan para la cosecha y manutención. Montevi- 
deo 1761» (CNAA, 1950: 215 y ss.). Nuestra área de estudio figura 
en el padrón como «Pando, Sauce y Solís» y contiene el nombre de 
los vecinos, la cantidad total de trigo, la cantidad de trigo destinada 
a la próxima cosecha y aquellas otras cantidades destinadas a la ma- 
nutención. En él también se incluía información sobre plantación de 
menestras (legumbres) y sobre la cantidad de caballos y mulas. 

En los únicos pagos donde no hubo plantación de trigo en 
1761 fue en el de «Mereles» y en «Arroyo de la Virgen, Santa Lucía 
Chico, Pintado y De la Cruz». Las zonas con mayor promedio de 
fanegas por productor fueron «Santa Lucía, Carreta Quemada, Cha- 
mizo y San José», con una media de 66 fanegas por productor." Es 
de destacar que el 100% de los vecinos censados de esos pagos había 
cosechado trigo. En cambio, en nuestra área de estudio —«Pando, 
Solís y Sauce»—, el promedio fue de 35 fanegas y solo el 39% de los 
vecinos censados había cosechado trigo. 

Para 1780 se dispone otra lista de trigo de los pagos de Tala, 
Solís y Pando. Esto nos permite constatar que tres de los vecinos de 
Pando que aparecían en la lista de 1761 continuaban con su produc- 
ción de trigo casi veinte años después. Estos eran Domingo Valdene- 
gro, Santiago Chirivao y Antonio Figueredo.'* Hacia 1810 se cons- 
tata la existencia de dos tahonas pertenecientes a Ignacio Blanco y a 


Feliciano Porta, quienes figuran en años anteriores como pulperos. 


13.Una fanega de trigo equivale a 141 litros. 
14.AGN, AGA, Caja 105, Carpeta 11, Doc. 9. 
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Según la documentación fiscal, Porta abrió una pulpería en el 
«Camino a Pando» en diciembre de 1801 —y en los años subsi- 
guientes su pulpería continúa apareciendo en el registro—, mientras 
que Ignacio Blanco figura como pulpero de «Pando arriba» o «Pun- 
tas de Pando». El negocio de la tahona —molino que funcionaba 
por un sistema de noria— parece estar vinculado a las actividades 


comerciales. Su maquinaria se componía, según Garavaglia, de: 


...Un castillejo que sostenía los ejes de los cilindros o muelas 
(que podía ser de madera y a veces, de piedra). Posee además una 
linterna —rueda de engranaje formada por dos discos paralelos 
que permiten el movimiento de las otras muelas, las movibles; estas, 
llamadas piedras voladoras... una larga pértiga (almijarra) que 
sale de la linterna —o del eje de una rueda dentada horizontal de 
madera— es atada a los arreos de los caballos tahoneros o de las 


mulas de moliendas (1999: 196-197). 


Los caballos podían ser propios del dueño de la tahona o al- 
quilados a quienes se especializaban en brindar estas tropillas. La 
molienda arrojaba hasta cuatro tipos de harina final: la harina flor 
—destinada al pan blanco—, la cabezuela —destinada al pan co- 
mún—, la semita —que, mezclada con la primera, era base del pan 
negro— y el afrecho —destinado al alimento de los animales— (Ga- 


ravaglia, 1999). 
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3. Trabajo rural 


La historiografía regional ha destacado la importancia de las 
unidades productivas del tipo campesino cuyas familias no siempre 
fueron propietarias de las tierras que explotaban, sino que en cambio 
desplegaron múltiples formas de acceder a un espacio para establecer 
una producción propia. 

En el presente apartado se utiliza la información brindada por 
los padrones de 1769 y 1772" a los cuales se suma la información 
que brindan dos listas de población a las que se les adjudica la fecha 
de 1795. Los títulos de ambas listas son «Padrón perteneciente al 
partido de la Concepción de Pando en que especifica los matrimo- 
nios, hijos párvulos, adultos, hijos, esclavos, esclavas, peones, agre- 
gados y sus clases», seguido por otro que indica «Padrón correspon- 
diente a el Partido de Pando y su Jurisdicción en que especifica los 
matrimonios, hijos párvulos, adultos, hijas, esclavos, esclavas, peo- 
nes, agregados, viudos, viudas, solteros y sus clases». Suponemos que 
el primer padrón corresponde al área próxima a la capilla, mientras 
que el segundo refiere al partido entendido como los campos próxi- 
mos a todo el curso de agua. Se trata de una lista donde aparece el 
nombre y la clase de los titulares de cada unidad censal y, asociados 
a ellos, el número de hijos e hijas, de esclavos y esclavas y de peones 
y agregados. En total figuran 450 personas en ambas listas, divididas 
en 96 unidades censales. 

La primera pregunta que surge es: ¿es una lista de vecinos o es 
una lista de propietarios? La distinción es sustancial para la configu- 


ración de la sociedad colonial, dado que los términos no son equiva- 


15.Para el padrón de 1769, véase Apolant, 1975. Para el Padrón de 1772, 
véase Apolant, 1965. 
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lentes, en tanto se demostró que en una misma propiedad convivían 
varias unidades productivas. 

Dentro del padrón, en un único caso se advierte que se está 
anotando el nombre del dueño de la propiedad, lo cual nos induce a 
pensar que en el resto de los casos se anotó el nombre del vecino más 
allá de la relación jurídica que tuviera con la tierra. Sobre el tema de 
la propiedad, el número de vecinos ya introduce la idea de que no 
todos eran propietarios al menos de suertes de estancias. Algunos de 
ellos pudieron ocupar parcelas más pequeñas en calidad de propie- 
tarios, mientras que otros pudieron ser arrendatarios u ocupantes de 
hecho. Un ejemplo puede ser el de Juan de Mesa, quien aparece en 
la lista y arrendaba tierras de otro vecino.'* Otro ejemplo es el José 
Marcos Quintana, quien también aparece en la lista y poseía una 
pequeña chacra además de una pulpería.” 

El ser censado en determinado pago encerraba relaciones varia- 
bles con el espacio como lo muestra el ejemplo Luis Portillo, vecino 
que aparece en el padrón de 1795. Si repasamos su historia de vida, 
observamos que había sido censado en Pando antes de ser propieta- 
rio, cuando era soltero y «desollador» de oficio y «solía parar» en una 
estancia de su abuelo materno. El oficio y el detalle de «suele parar» 
dan la idea de que en esa época alternaba en el trabajo entre faenas 
de corambre y las actividades de la estancia en Pando. ¿Tenía allí su 
propio rodeo o su propia siembra? ¿Ejercía funciones de desollador 
también en las estancias de Pando? Casi veinte años después vuelve 
a aparecer, en el padrón de 1795, casado, con siete hijos y un peón. 
En 1796 declaró en su testamento poseer una «sobra de estancia» 
situada en Piedra Sola entre el Pando y el Solís Chico. '* 


16.AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43. 

17.AGN, EGH, C62, Exp. 67. 

18.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Prot., Año 1796, 
Fs. 698v-700v, p. 509, tomo 48. 
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3.1. Familias campesinas 


El 42% de las unidades censales del padrón de 1795 eran fa- 
milias que no empleaban ningún tipo de mano de obra. Este sería 
el perfil de familias campesinas mencionadas por la historiografía, 
cuyas tareas rurales requirieron con frecuencia la mano de obra soli- 
daria de los vecinos, como se dijo, en régimen de reciprocidad. 

A nivel social, estos sectores fueron en ocasiones bastante su- 
mergidos y muchas veces complementaron la labor en su unidad 
productiva con el trabajo asalariado. Garavaglia los ha definido 
como «Familias y grupos domésticos que cuentan casi exclusivamente 
con su propia fuerza de trabajo, asentados en tierras que pocas veces le 
pertenecen, dedicados a la producción agraria y a la producción animal 
en diversos grados de intensidad» (1999: 333). Esta categoría fue refe- 
rida por Jorge Gelman como «campesinos autosuficientes» en el sen- 
tido de que su actividad no requería incorporación de trabajo extra. 
Gelman también menciona la categoría de «campesino-peón», en re- 
lación con las familias cuya producción no alcanzaba para sobrevivir 
y debían por lo tanto conchabarse para otros. Para el autor, ambos 
grupos fueron los más abundantes en la campaña oriental (1998). 

Lo esperable era que los hijos participaran en las tareas rurales 
junto a sus padres, como muestra el caso de Domingo Vera antes 
tratado, quien enseñó desde edad temprana a su hijo, y así tam- 
bién lo manifestaba un vecino de Sauce llamado Domingo Albertos, 
quien en un pleito con su hijo Felipe reclamaba: «en nada me tiene 
ayudado para el cuidado de la hacienda de campo antes bien como 
es notorio ha andado de estancia en estancia, viniendo solo a la mía 


cuando se lo permitía su antojo y no su obligación».'” 


19.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1757, Caja 
5, Doc. 14. 
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El segundo escalón lo constituyen las familias que emplearon 
mano de obra asalariada. En el padrón de 1795, el 25% de las uni- 
dades censales aparecen con peones. Sin embargo, el promedio fue 
bastante bajo (1,8) teniendo en cuenta todas las unidades censales 
con peones. Esto indica que aun con incorporación de mano de obra 
asalariada, estas explotaciones eran de modesta dimensión y podían 
ser consideradas dentro de una estructura campesina. En la catego- 
rización de Gelman este grupo estaría integrado por los «pequeños 
estancieros-chacareros», los cuales también pertenecen a la categoría 
de campesinos, dado que el núcleo principal de la fuerza de trabajo 
es la familia (1998: 250). 

El padrón de milicias levantado en 1772, conocido como Pa- 
drón Aldecoa, incluyó el nombre de los peones, su nacionalidad, 
su edad y su estado civil. Si bien en el caso de Pando no aparecen 
en gran número, se destaca que todos ellos eran solteros, jóvenes 
y provenientes de otras regiones como Córdoba o Paraguay. Otros 
fueron identificados como «indios» o «mulatos». En un caso, en la 
estancia de Lorenzo López, aparece como peón «el hijo de un veci- 
no» (Apolant, 1965). Esta situación podría ser la de los campesinos 
que necesitaban emplearse en otros establecimientos para completar 
sus ingresos. 

La cuestión de los peones abre importantes interrogantes que se 
asocian a las otras maneras de subsistencia reseñadas en este capítu- 
lo: ¿permanecían de forma estable en los establecimientos? ¿Eran el 
perfil de asalariado que posee su propia producción y se emplea de 
forma zafral? ¿Alternaban diferentes formas de conchabo”” tanto en 


otras actividades rurales como urbanas? 


20.Conchabo era la expresión para referirse al trabajo asalariado. 
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3.2. Los agregados, arrimados y «en las mismas tierras» 


Retomando las cifras del censo de 1795, el 9,6% de las unida- 
des muestra la presencia de agregados. Esta categoría, ampliamente 
extendida en la documentación colonial, es compleja. Garavaglia ha 
señalado que se trata de personas que mantenían relaciones de de- 
pendencia con el jefe de familia, pero cuya relación no era a través 
del conchabo. Mantenían además una relación estrecha con el gru- 
po doméstico, en algunos casos estaban unidos a éste por lazos de 
amistad o de parentesco lejano. Se les permitía trabajar y vivir en 
las tierras del dueño y mantenían con él y su familia una relación de 
reciprocidad (Garavaglia, 1999: 57-58). Hacia la década del noventa 
del siglo XVIII, diversas disposiciones tendieron a prohibir la figura 
del agregado. Según Raúl Fradkin, la categoría agregado comenzó 
a ser asimilada a la de vago, sinónimo a su vez de delincuente. Este 
fenómeno se asoció a un embate contra los sectores más pobres del 
campesinado, con el fin de encausarlos definitivamente en el mer- 
cado de trabajo rural como mano de obra asalariada, debido a que 
la condición de agregado les proporcionaba una producción propia 
que les implicaba mayor independencia de este. También se asoció 
a las necesidades de la leva de civiles para participar en las guerras 
intestinas que dominaron el siglo XIX (Barral, 2007). 

Para analizar los detalles sobre las personas, debemos recurrir 
al padrón de Aldecoa, dado que el de 1795 no posee el nombre de 
los agregados. En la zona de Pando aparecen, «arrimados», «agrega- 
dos», «en las mismas tierras» «reside» y «suele parar». En la categoría 
de agregado y arrimado (serán considerados términos equivalentes), 
encontramos familias asentadas en el pago de Pando. Muchos de los 


agregados poseían lazos familiares con los dueños de las estancias, 
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como María del Rosario Fuentes (o Barroso), quien tenía arrimados 
en su estancia a su hija María González y a su yerno Domingo Vieira 
o Manuel González de Almeida (hijo de María del Rosario), quien 
tenía arrimado en su estancia a la familia de su hermano Bernardo 
González. Por su parte, Pedro Almeida tenía arrimada a la familia de 
su hijo Manuel y Luis de Lima a su yerno, viudo, junto a sus nietos. 
Según el padrón de Aldecoa, Gregorio Piris estuvo «arrimado» a su 
hermano Felipe, así como Pablo Acosta (santafecino, de oficio deso- 
llador), quien a su vez vivía en tierras de Lorenzo José López. 

También aparece otro grupo conformado por aquellos que vi- 
vían en tierras de otros. Estos no eran estrictamente arrimados, sino 
que parecen tener mayor autonomía respecto al dueño de la tierra. 
Quizá pudiera pensarse algún tipo de acuerdo de arriendo, no nece- 
sariamente monetario. Es el caso de Juana Cardozo (india minuana, 
viuda), quien vivía en las tierras de Pedro Almeida junto a su familia 
compuesta por seis hijos menores. La explotación de Juana parece 
ser independiente de la del dueño de la estancia, dado que ella mis- 
ma poseía un arrimado llamado Pedro Juan Gómez (correntino de 
oficio desollador). Otro caso de personas que viven «en tierras de» es 
el de Pablo Alfonso y Roque González: ambos aparecen como veci- 
nos de Pando viviendo en tierras de Roque Sierra, quien a su vez fue 
censado en el pago de Sauce. 

En algunos casos la posibilidad de ocupar la misma tierra se 
asoció con la existencia de lazos familiares. En su estancia, Luis de 
Lima albergó en calidad de ocupantes de «las mismas tierras» a varias 
familias completas: la amplia familia de Miguel de la Cruz, que in- 
cluía además de su esposa a sus cuatro hijos adultos, a su nuera, sus 
dos yernos y sus ocho nietos: Pablo de la Cruz (con su esposa y cua- 


tro hijos), Andrés de la Cruz (soltero) y su hija casada con Santiago 
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de la Encina (definido como indio con un hijo), y la de María de la 
Cruz, casada con Bartolomé Quiroga (definido como indio con tres 
hijos). Por último, la estancia albergaba además a un hombre soltero 
llamado Antonio Marenco. 

Además, aparece la referencia de «suele parar en esta estancia», 
que alude a la estacionalidad del empleo y a la necesidad de la circu- 
lación para el desarrollo de diferentes tareas. Ya habíamos menciona- 
do el caso de Luis Portillo, cuyo oficio de desollador nos daba pistas 
sobre su ocupación estacional. En el padrón de Aldecoa también 
figuran los hermanos Pedro y Nicolás Gadea, que solían parar en la 
estancia de Juan Antonio Artigas y estaban dedicados a «hacer faenas 
de cueros por cuenta de Francisca Alzaybar». En el mismo Padrón, 
pero en el pago de Sauce, también figura el ya mencionado Felipe 
Albertos, «que vive separado de su padre dedicado a las faenas de 
cueros».?' 

La faena de corambre fue una ocupación que se combinó con 
otros trabajos realizados en las estancias de la jurisdicción. Fue una 
tarea que se movió en el límite de la legalidad y sus ejecutores fueron 
en ocasiones acusados por las autoridades de «vagos» «malhechores» 
«gauderios» y perseguidos por la justicia colonial. Un ejemplo de la 
movilidad y la multiplicidad de ocupaciones que se podían asumir 
se puede ver en el siguiente caso, que trata de un circuito de tráfico 
de caballos con destino a la frontera con Portugal y que tuvo como 
uno de sus escenarios el pago de Pando. En 1798 el juez del partido 
El Cordobés abrió una causa por una tropilla de caballos conducidos 
hacia Río Pardo. El expediente se inició con la incautación de los 
caballos y el arresto de sus conductores, en los montes de las costas 


del Yi. De los testimonios se desprende que Tomas Segovia (indio, 


21.Padrón de Aldecoa, en Apolant, 1965. 
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correntino, de oficio peón de campo) junto con Francisco Pastor 
(asturiano, de oficio labrador) y Antonio Rodríguez (natural de Río 
Grande, de oficio peón domador) se habían «encontrado» en Pando 
y que posteriormente «se acompañaron para la siega». Luego, des- 
de el rancho de un indio en el paso Barrancas del río Santa Lucía, 
habían partido conduciendo los caballos hacia Río Pardo. Cuando 
Antonio Rodríguez fue interrogado sobre la procedencia de los ca- 
ballos indicó «que Tomás había sacado de Pando como ocho o nueve 
caballos».? 

Figuran una serie de oficios declarados: peón de campo, que 
corresponde a la categoría ocupacional menos calificada y peón do- 
mador, que indica cierto grado de calificación en una tarea muy de- 
mandada en la campaña. En su estudio sobre las categorías ocupa- 
cionales, Moraes y Thul han señalado: «Literalmente formado a gol- 
pes en una experticia que combina un cierto conjunto de destrezas 
singulares, el de domador es un oficio cuya calificación se reconoce 
en la paga» (2015: 14). Los establecimientos dedicados a la cría de 
caballos —como las estancias del rey— tuvieron peones domadores 
de forma permanente. En cambio, es probable que otras estancias 
contrataran eventualmente sus servicios. 

Francisco Pastor declaró ser de oficio labrador. Puede ser que 
encarne el ejemplo de muchos labradores que mantenían sus planta- 
ciones en campos de terceros. Más allá de sus oficios, los tres sujetos 
del expediente judicial formaron una «compañía», es decir, actuaron 
en sociedad para emplearse en la siega. La falta de brazos y las gran- 
des necesidades de mano de obra de ese momento específico del año 
explican que incluso el labrador se hallara conchabado en explota- 


ciones vecinas. 


22.AGN, EGH, Caja 37, Exp. 59. 
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En este caso judicial también está presente el tráfico de caballos, 
que podemos caracterizar de contrabando terrestre y que se funda- 
mentaba en los múltiples contactos que poseía Segovia en varias zo- 
nas de la campaña —¿por su oficio de domador? —. Se trató de una 
operación comercial en la que también estuvieron implicados otros 
vecinos de Pando. 

Respecto a la movilidad, el episodio nos muestra una circula- 
ción quizá más reducida asociada a las tareas de la siega y una mucho 


más amplia y compleja que era el camino hacia la frontera. 
3.3. El trabajo esclavo 


La esclavitud fue una institución importante en la América 
colonial. Tuvo como víctima principal a la población africana, que 
fue conducida de manera forzada desde África a diferentes zonas de 
América. El Río de la Plata fue escenario de introducción esclavista 
legal e ilegal durante el período colonial. Se estima que entre 1777 y 
1812 fueron desembarcadas de forma legal unas setenta mil personas 
con destino a diferentes puntos del virreinato, a las que deben su- 
marse las introducidas de forma ilegal tanto por vía portuaria como 
terrestre (Di Meglio, 2012). Desde el punto de vista demográfico, la 
población africana y afrodescendiente fue importante en la ciudad 
de Montevideo. Algunas estimaciones indican que constituía el 30% 
del total de habitantes de esa ciudad para 1791 (Coll, 2010). Los 
testimonios de época definen a Montevideo como una ciudad «don- 
de es menos el número de blancos que de negros» (Coll, 2010: 24). 

Desde el punto de vista jurídico, los esclavos eran «humanos 
propiedad de otros humanos, jurídicamente considerados como co- 


sas con supervivencias crecientes de personas» (Bentancur, 2006). 
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La legislación que reguló la esclavitud en el mundo colonial giró en 
torno a la consideración del esclavo como una mercancía. No obs- 
tante, su realidad no estuvo exenta de ciertos grados de ambigúedad: 
el esclavo poseía un conjunto de derechos básicos como persona, 
que penaba ciertos grados de abusos, les concedía días libres para el 
descanso o para el trabajo para sí mismos y les reconocía el derecho 
a la propiedad y a los sacramentos. Existieron varias normas que 
apuntaron a regular el trato que debían recibir y la proporción de 
castigos que podían aplicar sus amos. La legislación apuntó a atender 
la educación en la fe católica, a establecer mínimos sobre la canti- 
dad y calidad de los alimentos y la ropa que el amo estaba obligado 
a proporcionar. Paulatinamente, los castigos admitidos tendieron a 
disminuir, aunque siempre se permitió el desarrollo de castigos físi- 
cos que incluían la prisión, el grillete, la cadena y maza o los azotes 
(Perri, 2009). 

En el partido de Pando, así como en el resto de la campaña 
montevideana, muchos establecimientos recurrieron a uso de mano 
de obra esclava. Según el padrón de 1795, el 7,6% de las unidades 
censales contaba con trabajo esclavo y otro porcentaje igual combinó 
el trabajo esclavo con otras formas de trabajo extrafamiliar. Si bien el 
promedio de esclavos fue 2,8 por unidad, hubo en estas zonas algu- 
nas estancias en las que la tenencia de esclavos fue mucho mayor que 
la del promedio, como por ejemplo, la familia de Felipe Piris y Luisa 
López, quienes aparecen registrados junto a sus seis hijos, cinco es- 
clavos hombres, una esclava mujer, ocho peones y tres agregados”. 
Se trata de un caso por fuera de las pautas de la producción campe- 
sina y se ajusta con el perfil que Gelman caracterizó como «grandes 


estancieros de residencia local», quienes poseían tierras moderadas 


23.AGN, Ex AGA, Libro 279. 
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donde el trabajo se organizaba sobre la base de peones y esclavos y a 
menudo también se cultivaban cereales y cuyo propietario podía ser 
semiausentista, ya que en general ocupaba cargos en la administra- 
ción colonial (1998: 249). 

El examen de inventarios post mortem indica que, los esclavos 
constituyeron el rubro muy valioso respecto a otros bienes como la 
tierra o las construcciones. Esto se muestra en el caso de la estancia 
de Josefa Sierra, vecina del arroyo Sauce. En el gráfico 1 se muestra la 
composición de los bienes que había en su estancia, según la tasación 


que realizaron los peritos. 


Gráfico 1. 
Composición en términos de valor de la estancia de Josefa Sierra. 
Porcentajes sobre el valor total de la estancia 


3% Herramientas y 
utensilios 


9%/Tierra 
/ 9%Construcciones 
— 20%Esclavos 
E 59%Ganado 


Fuentes: AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Año 1795, Caja 121, Doc. 54 


En la tabla 1 aparecen los valores de los esclavos tazados. Hay 
varias categorías que incluyen adultos hombres y mujeres, así como 
niños de diferentes edades. Las diferencias de precios estaban dadas 
no solo por la edad, sino por el estado de salud de cada individuo y 


por las capacidades asociadas al ejercicio de ciertos oficios. 


140 


Tabla 1. 
Precios de los esclavos según tasación de la estancia 
de Josefa Sierra. Sauce, 1795 


Categoría Tasación en pesos 
Negra 300 
Negro 280 
Mulatita 200 
Negrita chica 150 
Negrita más chiquita 80 


Fuente: AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.“ 
turno, Año 1795, Caja 121, Doc. 54. 
Nota: Las expresiones son textuales de la fuente. 


La historiografía regional ha planteado de forma extensa la im- 
portancia de la mano de obra esclava en la estancia colonial, pero la 
discusión de las últimas décadas se dividió entre las posturas que la 
presentaron como complementaria de la asalariada y las que seña- 
laron su carácter sustitutivo. Esto implicó analizar el tipo de tareas 
realizadas y las modalidades de inversión de los establecimientos. 
Para Carlos Mayo, el trabajo esclavo sustituía al libre en todo tipo de 
tareas y representó mayores ventajas para los estancieros. En el largo 
plazo era menos costoso que el pago de salarios y a su vez era más 
constante (1995). 

El dueño de la estancia debía realizar una inversión inicial en 
el esclavo y luego proporcionarle manutención durante toda la vida, 
que incluía alimentos (sobre la base de una dieta rica en proteínas, 
generalizada en el Río de la Plata), tabaco, vestimenta, cuidados de 


salud (en relación con la inversión) y los gastos de los sacramentos 
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recibidos, incluidos funerales y entierro. También debía proporcio- 
narle habitación, la cual variaba bastante de tamaño y condiciones. 

Los esclavos realizaron todo tipo de tareas rurales; en general 
fueron comprados en edad adolescente para luego ser incorporados 
como peones, y en edades avanzadas solían estar a cargo de tareas de 
responsabilidad como las de capataces. En su ancianidad quedaban 
encargados de huertos y de majadas de ovejas. En el transcurso de sus 
vidas adquirían oficios rurales específicos como la doma o la faena. 

La lealtad era generalmente premiada con obsequios, de los 
cuales el más generalizado fue la ropa. Las faltas eran castigadas con 
una serie de castigos físicos. La insubordinación también estuvo pre- 
sente y fue en alguna medida posibilitada por el porte de herramien- 
tas de trabajo que eventualmente se convertían en armas como los 
cuchillos o facones (Mayo, 1995). 


Estrategias de resistencia 


La población esclava desarrolló estrategias de resistencia con 
el fin de obtener la libertad. Muchos la gestionaron por la vía le- 
gal, convirtiéndose en «agentes de su propia libertad» a partir de su 
experiencia jurídica (Perri, 2009: 51). La legislación en la América 
española preveía algunas modalidades de liberación. Una de las vías 
más extendidas fue la manumisión, que implicaba el otorgamiento 
de la libertad por parte del amo. La aplicación de esta opción fue 
estudiada en profundidad por Arturo Bentancur, quien mostró su 
alcance en el Montevideo colonial. Este mecanismo no estuvo exen- 
to de ambigúedades que requerían el inicio de verdaderas batallas 
para hacer valer la libertad obtenida (2006: 23 y ss.). También se 


aplicó el derecho de coartación, que habilitaba al esclavo a comprar 
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su propia libertad. Esto abrió ciertos espacios para que las personas 
esclavizadas mejoraran su situación, pero ante esta posibilidad tam- 
bién se abría una lucha contra los amos que por ejemplo pretendían 
cobrar precios excesivos a sus esclavos. 

Si bien en la legislación estaban previstos ciertos mecanismos 
para lograr la libertad, muchos de los esclavos estaban muy lejos de 
lograrla. Podía entonces recurrir a la solicitud de cambio de amo 
—no siempre fácilmente alcanzable— (Bentancur, 2006: 193) o 
bien, en algunos casos extremos, recurrir a la violencia contra sus 
amos en la búsqueda de una especie de «justicia por mano propia» 
(2006: 195). Por último, existía la opción de la fuga. Si bien en 
Montevideo colonial solo hubo un antecedente de fuga masiva en 
1803, se dieron algunos casos de fugas individuales o en pequeños 
grupos. Nuestro espacio de estudio fue el escenario de una de estas 
fugas. En las líneas siguientes detallaremos el expediente que mues- 
tra distintas facetas de la esclavitud en el Río de la Plata. 

El incidente de fuga involucró a dos esclavos de Manuel Gómez 
«Platero». Suponemos que se trata de Manuel Gómez Camello (de 
oficio platero), que figuraba en el Padrón de 1769 con dos esclavos 
en intramuros y posteriormente adquirió a los herederos de Jaime 
Soler una estancia próxima al arroyo Sauce. La fuga también involu- 
cró a un esclavo de Francisco García de Zúñiga. 

Todo comenzó cuando Pedro López, alias Perico —esclavo de 
García de Zúñiga—, escapó de la estancia de su amo para «dar un 
paseo» por el pueblo. Aunque su intención inicial no era fugarse, la 
«falta» cometida a raíz del paseo lo colocó en una situación de viola- 
ción a las normas, por lo que esa desobediencia original desencadenó 
las que siguieron. En su camino, Pedro pasó por la estancia de Gó- 


mez y halló a un esclavo llamado Juan, «que tenía un grillete en el pie, 
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quien le preguntó [...] que andaba haciendo y respondiéndole que 
se había andado paseando, y que pudiera que su amo lo castigase, y 
que casi pensaba huirse para Río Grande, y entonces le dijo el dicho 
Juan que el también iba, y quedando acordes [...] lo pusieron en eje- 
cución al otro día». Cuando Juan fue interrogado acerca de los mo- 
tivos de su fuga declaró haberse ido «porque lo castigaban, y ponían 
prisiones». Los castigos físicos fueron aplicados con frecuencia y en 
general eran los motivos que esgrimieron los esclavos para justificar 
diferentes actos de rebeldía. Bentancur señala que los castigos fueron 
«cosa natural y aceptada [...] los infringieron fundamentalmente los 
amos, pero también sus vecinos, el Estado, los funcionarios reales, 
los ejércitos y no pocas veces otros integrantes de la legión sometida» 
(2006: 184). 

En el caso que estamos tratando también se sumó a la huida 
Juana (otra esclava de Gómez Camello). Al parecer la idea original 
era que Juana se fugara junto a su presunto prometido, otro esclavo 
de García de Zúñiga llamado Bentura. Lo cierto es que García de 
Zúñiga estaba dispuesto a comprar a la esclava Juana a fin de que se 
casase con Bentura. Esto se enmarcaba en las disposiciones que pre- 
veían el cumplimento de los sacramentos para los esclavos y además 
implicaba la promoción de las familias legítimas. La ley establecía 
la posibilidad de que esclavos de diferentes amos contrayeran ma- 
trimonio. En esta situación, el dueño del marido debía comprar a 
la esclava (Bentancur, 2006). En nuestro caso, lo acordado inicial- 
mente era lo que correspondía a la ley, pero posteriormente Gómez 
se arrepintió de la venta: lo que para Gómez Camello y García de 


Zúñiga significó la cancelación de un negocio, para Bentura y Juana 


24.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1787, Caja 
81, Doc. 73. 
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implicó la imposibilidad de concretar su matrimonio. Desde enton- 
ces Bentura planeaba huir con Juana y fue con este plan que ella salió 
de la estancia de Gómez Camello. La complicación surgió cuando 
Bentura, se arrepintió de huir. Entonces Juana pidió a Pedro y a Juan 
(los dos esclavos que planeaban fugarse) la llevasen con ellos, estos 
«queriéndola dejar [...] porque no les sirviese de embarazo en su 
fuga, empezó la negra a llorar de tal manera que compadecidos de 
ella y en ver el castigo que había de tener la llevaron consigo. ..».” 
En este testimonio se ve claramente el drama humano y nuevamente 
aparece la amenaza del castigo por las faltas como motor de la huida. 

La historia nos permite repasar varias dimensiones del significa- 
do de la esclavitud. Por un lado, las dificultades del mantenimiento 
de lazos familiares y de afectos y, por otro, las opciones manejadas, 
la duda, y el temor, no solo al castigo sino al periplo que se iniciaba 
con la decisión de la fuga. La fuente logra captar incluso los aspectos 
humanos y emocionales implicados en el camino de la huida. 

La fuga implicó emprender el camino hacia Río Grande. 
Tanto Pedro como Juan declararon ser peones domadores, lo cual 
implica nuevamente asociar el trabajo esclavo con las tareas de 
campo. Además de las destrezas rurales, Pedro parecía conocer per- 
fectamente el camino hacia Río Grande —¿quizá producto de ac- 
tividades anteriores? —. A la altura de la estancia de Felipe Piris en 
Solís se produjo un encuentro con un vecino de la zona, llamado 
Andrés Franco. En el incidente, el fugitivo Pedro apuñaló a Fran- 
co, quien alcanzó a llegar con vida a la estancia de Piris para contar 
que los culpables de su herida eran tres esclavos «que iban huidos». 
Este fue el comienzo del fin: en San Carlos fueron acorralados y 


resistieron. Juan y Juana fueron capturados, el primero herido de 


25.Ídem. 
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bala, pero Pedro logró fugarse. Días después, en las inmediaciones 
del fuerte de San Miguel, la tropa de dicho fuerte logró por fin 
capturar a Pedro. Recluidos los tres en el presidio, las autoridades 
les tomaron declaración y realizaron varios careos para determinar 
las responsabilidades. Sobre los tres pesaba un cúmulo de faltas: la 
huida, el asesinato de Franco, el robo de caballos y animales y la 
resistencia a la captura. Si bien el fallo no figura en el expediente, es 
de imaginar que las consecuencias para los tres fueron graves, pero 
la historia no es solo el cúmulo de faltas cometidas por estos tres 
esclavos, es más bien un episodio de resistencia y de búsqueda de la 
libertad en una situación límite. El último párrafo del expediente 
muestra hasta qué punto se podía luchar por la ansiada libertad: 
«Nota: en la noche próxima pasada entre la una y dos de la madru- 


gada se prófugo el negro Reo Pedro». 


4. Producción y redes sociales a través 
de los conflictos 


En la solicitud ya citada de Francisco Meneses se exponía cuál 
sería el destino de la producción agropecuaria de Pando: el abaste- 
cimiento de la ciudad de Montevideo. En la nota se indicaba «se ha 
verificado el haberlos apropiado los terrenos de sus habitaciones y 
capacidad para sus labranzas».” La modificación espacial que im- 
plicó la instalación de un centro poblado en el pago rural también 
supuso un cambio en el destino productivo de este espacio, en el 


marco de la introducción de terrenos de labranza próximos al núcleo 


26.Ídem. 
27.AGN, EGH, Caja 31, Exp. 26. 
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poblado. Este trajo aparejado diferentes conflictos entre quienes te- 
nían ganado y las chacras destinadas a frutales y hortalizas. 

Como ya hemos visto, en todo el partido estuvo generalizada la 
complementariedad entre labranza y ganadería. No obstante, en el 
entorno del incipiente núcleo poblado parece haberse concentrado 
mayor número de sembradíos, tanto de agricultura triguera como 
de huertas. Esta concentración convivió de forma conflictiva con la 
ganadería de la zona y provocó dificultades de convivencia entre ve- 
cinos. En ocasiones, el problema tomó el cariz de lucha entre vecinos 
«pobres» y vecinos «pudientes», pero no necesariamente fue la regla: 
en otros casos fueron problemas entre vecinos igualmente pobres, 
cuyas actividades —en el contexto de la periferia del pueblo— fue- 
ron incompatibles. 

Los dueños de los sembradíos fueron en general quienes inicia- 
ron los conflictos y se llamaron a sí mismos «labradores», mientras 
que el rótulo de «estanciero» o «hacendado», como se verá, fue uti- 
lizado para ganaderos con cierto poder, dueños de tierras y ganados. 
Garavaglia ya había llamado la atención sobre el uso de esos térmi- 
nos, que si bien en un principio fueron utilizados para designar a 
aquellos dedicados a la agricultura y a la ganadería, podían además 
denotar otras cuestiones. Por ejemplo, la categoría hacendado/estan- 
ciero fue utilizada en general para un promedio de edad mayor al de 
los labradores y en las primeras categorías aparecían más títulos de 
«don» que en la segunda. No obstante, el autor señala que la línea 
entre ambas categorías fue muy débil y es frecuente encontrar el paso 
de una a la otra a lo largo de la vida de una persona (Garavaglia, 
1999: 87). Lo mismo ocurría entre la categoría de peón y la de labra- 
dor (recuérdese el caso ya mencionado de Francisco Pastor, que era a 


la vez labrador, peón de siega y traficante de caballos). 
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Luego de la fundación del poblado aparece un conflicto cuya 
importancia posterior fue significativa. En 1793, el virrey Nicolás 
Arredondo visitó Pando y fue informado sobre los daños que pro- 
vocaba en las «sementeras» el ganado de Juan de Mesa, el cual había 
sido presentado mediante un memorial. Esto generó que el virrey, 
a través del gobernador de Montevideo Antonio Olaguer y Feliú, 


decidiera obligar a Mesa a quitar sus ganados 


a una legua por lo menos de distancia de las sementeras, y 
población de Pando, sin que en ella deje más porción que la que 
otros pobladores acostumbran a tener en las inmediaciones de sus 
ranchos y estas guardándolas con pastor o de modo que no puedan 


causar perjuicio en los sembrados.” 


De aquí en adelante, los diferentes reclamos girarían en torno a 
hacer cumplir lo dispuesto por el virrey. 

A partir del conjunto de pleitos disponibles y sobre la base de 
otra documentación, hemos mapeado el esquema de relaciones que 
sustentan esta serie de reclamos cruzados durante una década apro- 
ximadamente. El gráfico 2 incluye todas las personas mencionadas 
en los reclamos, quienes aparecen representadas por puntos acom- 
pañados de sus nombres. Las aristas representan los vínculos que 
hemos podido constatar entre los actores que aparecen en los plei- 
tos. Encontramos tres tipos de vínculos: el primero viene dado por 
la naturaleza del problema. Así vemos personas que mantuvieron 
un litigio por escrito con otras. El segundo son las relaciones de 
parentesco, donde predominan las relaciones suegro-yerno. El ter- 


cer tipo consiste en contratos de arriendo. Hemos identificado con 


28.AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43. 
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gris claro aquellas personas que fueron «demandadas» por los daños 
que hacían sus ganados. Con negro identificamos el bando de los 
«demandantes», es decir, los que se identificaron como labradores y 
reclamaron por daños sufridos. Una de las primeras cuestiones que el 
gráfico 2 permite constatar es que tanto demandados como deman- 
dantes mantuvieron lazos entre sí. Se dibujan dos «bandos» en cuyo 


interior hay relaciones de parentesco, de negocios y de reciprocidad. 


Gráfico 2. 
Conflictos por daños producidos por el ganado 


en las plantaciones próximas a Pando (1793-1806) 
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Fuentes: Elaboración propia en Gephi a partir de los siguientes expedientes: 


AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43; AGN, EGH, Caja 79, Exp. 102; AGN, EGH, 
Caja 82, Exp. 57, y AGN, AJ 1803, Caja 151, Civil de 1.:* turno, Doc. 72 
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Empecemos entonces por el caso de los demandados, entre los 
cuales el más reiterado fue el de Juan de Mesa. Su conflicto fue tra- 
tado en forma particular por el mismo virrey Nicolás de Arredondo. 
Pero ¿qué ocurrió con dicha resolución? En 1799 un grupo de ve- 
cinos reiteró el reclamo porque de Mesa no había cumplido con lo 
dispuesto por las autoridades, quienes reafirmaron lo dispuesto por 
el virrey y volvieron a intimar a de Mesa para que retirase su ganado. 
En esta oportunidad intervino otra figura significativa que fue Felipe 
Piris, el dueño de la estancia donde de Mesa tenía su ganado. De esta 
manera, el propio Piris declaró que permitía que de Mesa y tres ve- 
cinos más (José Meneses, José Garrido y Benito Piris) mantuvieran 
rodeo en sus tierras, pero ante la situación de reclamo de los vecinos, 
Piris intimó a sus arrendatarios a retirar el ganado y «mantener las 
zanjas». 

De los expedientes se desprende que para las autoridades existía 
una distinción entre el ganado «chacarero» y el de cría. El primero 
era aquel que era necesario mantener junto a los «ranchos», los bue- 
yes de labranza y de tiro, los caballos para el transporte y algunas va- 
cas lecheras. Si bien este ganado estaba permitido debía estar sujeto 
durante el día a la vigilancia del pastor y durante la noche debía ser 
encerrado en los corrales. Sus dueños debían mantener acondiciona- 
das las «zanjas» construidas a fin de que el ganado no saliese de sus 
predios. 

Esta salvedad va a ser aprovechada por los demandados, quienes 
en general se excusaron indicando que el ganado que poseían cerca 
de sus ranchos eran «lecheras». Así lo hizo Juan de Mesa, quien ante 
la supuesta persuasión de su propio arrendador pidió la extensión 
del plazo para retirar sus «ganados tamberos» «compuesto el mayor 


número de lecheras y únicos bienes y arbitrios en que afianzo mi 
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subsistencia». Este protestó por el tiempo que el dueño del campo 
le daba para el desalojo del ganado, diciendo que era muy corto 
«para salir de una casa de alquiler y su desembarazo en tanto que se 
busca otra donde acomodarse, sería suficiente mas para la extracción 
de ganados aquerenciados allí; y preparación o construcción de co- 
rales...» y pidió dos meses «en atención a que soy de los primeros 
pobladores de dicho pueblo».” En paralelo, Juan Conde querelló 
por el mismo asunto con otro vecino de Pando. El acusado fue en 
esa oportunidad Francisco Cesin, quien resultó ser el yerno de Juan 
de Mesa, casado con su hija Plácida. Como se señala en el capítulo 
5, Cesin ocupó el cargo de juez comisionado en 1783, 1784 y 1796. 

La historia de los reclamos no culminó allí, dado que en 1803 
vemos que vuelven a repetirse, esta vez sobre Josefa Barrales, viuda 
de Mesa. Ahora bien, es interesante constatar que dicha viuda esgri- 
mió un argumento similar al de su marido: «solo me quedaron unas 
pocas bacas lecheras, para subvenir a los precisos e indispensables 
alimentos de once individuos, incluido el mío».*” Aparentemente, 
esta familia persistió en el mantenimiento de su ganado en terreno 
próximo al pueblo. Si nos quedamos con estos expedientes, parecería 
que Piris intentó regular el accionar de sus arrendatarios y evitar el 
daño que su ganado les producía a los labradores. En un expedien- 
te de 1805 el propio Felipe Piris fue acusado de lo mismo que sus 
arrendatarios, aunque los términos de las acusaciones son de un tono 
más grave. En este sentido nos preguntamos en qué medida la per- 
sistencia de la familia Mesa en el centro del conflicto no se debió en 


parte a la protección que les propinaba el propio Felipe Piris. 


29.AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43. 
30.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1803, Caja 
151, Doc. 72. 


151 


En 1806, Juan Ramírez declaró: «he sembrado tres fanegas 
de trigo para el gasto de mi familia, a pesar de haberlo cercado no 
puedo librarlo del ganado de Piris». En ese mismo expediente se 
agregaba el escrito Juan Conde, quien indicaba que Piris «mantie- 
ne en el pueblo majada de ovejas, crías de burros y un rodeo de 
ganado» y «que todos estos animales infestan las sementeras de es- 
tas inmediaciones». Luego agregaba que los ganados de Felipe Piris 
no eran los únicos que mantenían dicha conducta «pues ha llegado 
el caso que los han echado de adentro de la iglesia encontrado los 
terneros dentro del Presbiterio mascando los manteles de la mesa 
del comulgatorio».** 

Por un lado, se comprueba que todos los acusados mantuvieron 
entre sí estrechos vínculos y, por otro, parecen estar bajo la protec- 
ción de Felipe Piris, quien en el mismo expediente era acusado de 
actuar con cierta impunidad por considerarse «el más pudiente del 
partido», motivo por el cual «no pueden conseguir los sembradores 
verse libres».*? En referencia a Felipe Piris la cuestión adquiría el tono 
de un enfrentamiento entre pobres y poderosos: Piris era además el 
único que se definía a sí mismo como «vecino hacendado». En sín- 
tesis, el conjunto de los demandados está formado por el grupo de 
arrendatarios de una de las estancias de Felipe Piris, que, según se 
muestra en el capítulo 4, se encontraba pegada al pueblo. La familia 
de los Mesa (uno de los arrendatarios de Piris) fue demandada en 
varias oportunidades, siendo objeto de quejas su esposa y su yerno. 
La relación entre Felipe Piris y los Mesa también se constata en otro 
documento. En el caso del asesinato de Manuel Cabezas, el principal 


sospechoso fue Santiago de Mesa (hijo de Juan), señalado por todos 


31.AGN, EGH, Año 1805, Caja 79, Exp. 102. 
32.Ídem. 
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los testigos. Las declaratorias de Piris tuvieron un rol fundamental 
en la defensa de la inocencia de Mesa.?? 

Ahora bien, ¿quiénes eran los demandantes? No conocemos 
exactamente quiénes firmaron el petitorio del año 1793, pero sabe- 
mos que, en julio de 1799, algunos vecinos de Pando reiteraron el 
pedido. A lo largo de ese expediente aparecen varios de los acusados, 
como Juan de Mesa y Francisco Cesin. Los firmantes declararon es- 
tar inmediatos «a echar el trigo en la tierra, y levantar los cercos y 
zanjas propios para su resguardo» y se vieron ante la situación de 
los riesgos que corrían dichos cercos. El tema es que la hacienda de 
las estancias vecinas se iba sistemáticamente sobre «las simientes y 
huertos» destrozando los cercos. La batería de argumentos que es- 
grimieron giraba en torno al «bien común» en contraposición a los 


derechos que poseían «los estancieros»,** 


que el bien común de un pueblo, cuyo aumento solo dimana, 
el que sus vecinos tengan como parece sostener y cubrir su desnudez 
es ley mucho más poderosa, que la que pueda favorecer al estanciero 
para no contener sus haciendas, ni menos para no pagar los daños 


que se nos originan. * 


Algunos de los que elevaron el petitorio ya han sido mencio- 
nados en el presente trabajo, otros figuran en varios litigios por el 
mismo asunto y de otros contamos con documentación extra para 
caracterizarlos. Comenzaremos por José Marcos Quintana, men- 
cionado en el presente trabajo porque aparece en padrón de 1795, 


viviendo junto a su familia y con un esclavo. Poseía modesta propie- 


33.Tratado en el capítulo 4 del presente trabajo. 
34.AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43. 
35. Ídem. 
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dad, que él mismo denominaba «chacra», de ocho cuadras de frente 
por cuatro cuadras de fondo.’ También figura en varias listas de 
pulperos de la zona. Además de firmar el petitorio ya citado de 1799 
junto a otros vecinos, en 1806 elevó una queja al gobernador por el 
gran daño que le causaban las personas que transitaban por su cha- 
cra para «hacer leña» en una «isla» del arroyo.” En su escrito declaró 
que debió abandonar las tareas de labranza debido a la destrucción 
de sus cercos por parte de los animales que transitaban y solicitó 
que se prohibiera el pasaje de animales por su terreno. José Marcos 
Quintana estaba casado con María Curz Bayarri, quien era hija de 
Vicente Bayarri, otro de los firmantes del petitorio. Vicente Bayarri 
también aparece como vecino en el padrón de 1795 viviendo úni- 
camente junto a su familia, sin esclavos ni peones. Además de este 
petitorio, Bayarri protagonizó en 1803 un litigio personal contra 
Josefa Barrales (viuda de Juan de Mesa), por el daño que el ganado 
causaba en sus sembrados. La Justicia falló originalmente en contra 
de Barrales. Ante esta situación, ella envió un escrito donde esgrimió 
los mismos argumentos que su marido años antes, en el sentido de 
alegar que se trataba de vacas lecheras, que por lo demás eran el 
único sustento de sus hijos: «si mis vacas lecheras me faltan, ellos y 
yo pereceremos [...] y vendremos a esta ciudad a andar de Puerta en 
Puerta [como] mendigos y pordioseros».* Ante semejante amenaza, 
y en el entendido de que se trataba de vacas lecheras, la Justicia se 
retractó, permitiéndole a Barrales mantener su ganado. 

Fue entonces cuando entró en escena el propio juez comisio- 


nado de Pando y realizó una enérgica defensa de Bayarri al tiempo 


36.AGN, EGH, Caja 82, Exp. 57. 

37. Ídem 

38.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1803, Caja 
151, Doc. 72. 
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que atacó duramente a Josefa Barrales. En primer lugar, el juez 
dejó en claro que el cerco era adecuado a la capacidad que poseía 
Bayarri para trabajar, porque se trataba de un hombre ya anciano. 
En segundo lugar, indicó que dicho Bayarri «es un pobre, pues no 
tiene otro arbitrio del cual mantenerse».* Luego sostuvo que era 
preciso mantener el celo durante el día y el encierro durante la 
noche, dado que los animales «sumamente chacareros» son capaces 
de eludir cercos y zanjas. Una vez determinada la condición social 
de Bayarri, el juez desacreditó los argumentos de Josefa Barrales. 
En este sentido, acusó a Barrales de no tener el cuidado suficiente 


y de poseer además: 


...Un rodeo de ganado que tiene dicha señora de trescientas 
y mas cabezas de ganado, distante unas leguas de esta población y 
ocho o diez manadas de yeguas y todas se hallan en los campos de 
Don Felipe Pires, establecidas las cuales les están vedadas... por los 
daños y perjuicios que se experimentaban y se ha experimentado, 
ahora con mayor de soledad y abandono pues yo mismo con mis hi- 
jos, he rehecombenido, vengan a espantar los animales de encimas 


de las zanjas y cercos. 


Se comprueba así que diez años después del primer litigio, y 
contra todas las disposiciones, los Mesa mantenían el ganado en la 
estancia de Felipe Piris. Por último, el juez comisionado de Pando 
acusaba abiertamente a Barrales de mentirosa y ponía en duda la 


moral de sus hijos: 


39.Ídem. 
40.Ídem. 
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También dice dicha señora tiene diez hijos que mantener y ella 
once, y no se le experimenta tener más de dos hijos, y dos esclavos, y 
mejor fuera que la expresada señora los pusiera a trabajar, como se 
experimenta estar, entretenidos, en el juego y la embriaguez, en la 


misma pulpería. Y siendo capa de muchos holgazanes...* 


Ahora bien, ¿quién era el juez que en 1803 atacó tan duramente 
a Josefa Barrales? Se trata de Antonio Vales y es justamente este otro 
de los firmantes del petitorio de 1799. La intervención de Vales, 
lejos de ser imparcial respondía a cuestiones que él mismo había 
vivido: en 1799 no solo había firmado la petición (junto a Quintana 
y Bayarri), sino que había puesto su propia queja contra Francisco 


Cesin por el mismo motivo y cuyo expediente señalaba: 


Dicho Vales jura a Dios y una Cruz ser imposible conservar 
su alimento, y el único socorro de su familia, si la superior justifi- 
cación de Vuestra Señoría no contiene con la Vara de su justicia, 
la osadía de unos hombres que solo anhelan que el sudor del pobre 
sea infructuoso: pues en los días 16, 17, 18, 19 y 20 le han hecho 
dichos animales estar a caballo toda la noche y no obstante esta 
vigilancia [...] los daños son irremediables.% 


En los términos utilizados por Vales se puede observar nueva- 
mente el matiz social del enfrentamiento, ya que insinúa que sus 
contendientes eran o bien poderosos o bien estaban amparados por 
estos. Los detalles que brinda el expediente pretenden mostrar el 


extremo de la situación de vulnerabilidad de los labradores: por un 


41. Ídem. 
42.AGN, EGH, Caja 51, Exp. 43. 
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lado, la vigilia del dueño de las plantaciones y, por otro, las noches 
referidas, del 16 al 20 de junio, corresponden a las noches más largas 
del año y coinciden con la llegada del invierno, lo cual agrega una 
cuota extra al sacrificio. 

En ambos «bandos» se ven familias tipificadas como campesinas, 
algunas dedicadas a la labranza y otras a la ganadería. Por parte de 
los labradores hay un tono social en los reclamos: se autoidentifican 
con los sectores más vulnerables y acusan a los dueños de ganado 
constituir los sectores más poderosos. La única figura que escapa a 
la estructura campesina parece ser Felipe Piris. Esto se hace explícito 
tanto de parte de sus acusadores como en el modo en que él mismo 
se define como «vecino hacendado». Queda la hipótesis planteada 
de si sus arrendatarios actuaron bajo su protección y de ahí la im- 
punidad con la que se condujeron. Dicha impunidad a la vez fue 
la que indignó a los labradores quienes recurrieron a la justicia, en 
general de forma exitosa. El capítulo muestra que tras un conflicto 
económico se urde una trama social bastante densa, donde se su- 
perpone el parentesco con otro tipo de solidaridades, como la que 
unió a Bayarri con Vales o a los Mesa con Piris. También muestra 
hasta qué punto la instalación de un poblado trajo consigo formas 
de producción diferentes a la desarrollada en las estancias, no porque 
la agricultura no se diera también en estas, sino porque la división en 
pequeñas parcelas generó más concentración de productores agríco- 


las y la paulatina formación de una «zona de chacras» en el entorno 


del poblado. 
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5. Consideraciones finales 


La ganadería y la agricultura se complementaron en las uni- 
dades productivas de Pando. En general predominaron las del tipo 
campesino, donde primó la utilización de la mano de obra familiar. 
Aquellas estancias que necesitaron de mano de obra extrafamiliar 
recurrieron a la incorporación de trabajo esclavo y en menor medida 
de peones. 

Las familias desarrollaron explotaciones agropecuarias con mo- 
dalidades de acceso a la tierra que los definieron como propietarios, 
parientes de propietarios, arrendadores, agregados o arrimados. En 
muchos casos, poseer un rodeo o una pequeña parcela sembrada se 
complementó con el conchabo en faenas de corambre o en otras es- 
tancias. Sobre cada una de las suertes de estancia vemos desplegarse 
una multiplicidad de unidades productivas independientes entre sí, 
que fueron configurando la estructura social de la campaña. 

El pago de Pando fue un área de estancias en el seno de la cual 
se instaló una incipiente población urbana con su correspondiente 
cinturón de chacras. En el entorno del pueblo la convivencia de las 
chacras con la ganadería de la zona, dio lugar a varios conflictos, que 
dividieron a los vecinos. Los «bandos» de chacareros y ganaderos se 
explican por relaciones de parentesco, pero también por vínculos 
asociados al arriendo de la tierra y otras formas de solidaridad que 
sería interesante continuar indagando. Si bien no hay una distinción 
social clara entre los miembros de ambos «bandos», aparece la figura 
de Felipe Piris, quien fue un vecino con bastante capacidad de in- 
fluencia. Piris operó como «protector» del bando de los ganaderos y 


estos tuvieron con él fuertes relaciones de dependencia. 
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CAPÍTULO 4 
EL ARROYO Y LA VILLA DE PANDO. 
UNA APROXIMACIÓN DESDE SUS PRO- 
PIEDADES Y PROPIETARIOS 


Marisol López Madrigal 


Este capítulo es un aporte al estudio de la propiedad de la tierra 
durante el siglo XVIII y principios del XIX desde el análisis de un 
microespacio rural que abarca el arroyo y la villa de Pando, donde 
se abordan algunas de las problemáticas de la historiografía reciente 
en torno al acceso legal de la tierra en el mundo colonial. Para ello 
hemos dividido el capítulo en dos grandes apartados. En primer lu- 
gar, se analiza el acceso a la propiedad legal de la tierra desde las pri- 
meras salidas fiscales de estancias en 1730 hasta comienzos del siglo 
XIX. Es un estudio de las estancias y los propietarios que se fueron 
instalando en torno al arroyo Pando. Un segundo ítem considera el 
estudio de las villas rurales, analizando el proceso a través del cual 
se fue conformando la villa Nuestra Señora de la Concepción de 
Pando. En ambos casos los protagonistas son las primeras familias 
pobladoras propietarias y el eje del trabajo gira en torno al análisis de 
sus relaciones con la propiedad de la tierra, así como su permanencia 
en la zona. 

Cuando se intenta abordar aspectos vinculados a la propiedad 


y los distintos mecanismos de acceso a la tierra, es fundamental con- 
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siderar como antecedentes los estudios regionales que analizan as- 
pectos económicos y sociales a nivel macro, como las investigaciones 
orientadas al estudio del problema de la tenencia de la tierra en el 
siglo XVIII,’ pero también se deben considerar aquellas referencias 
al marco jurídico de la tenencia de la tierra en el derecho indiano, así 
como su readaptación a la región del Río de la Plata (Ots Capdequi, 
1941; Urquijo, 1968). 

El problema de la propiedad de la tierra en el período colo- 
nial ha sido objeto de revisión en las investigaciones historiográficas 
producidas a partir de la década del ochenta, principalmente desde 
la otra orilla del Río de la Plata (López Madrigal, 2016). La histo- 
riografía argentina puso en valor aspectos no contemplados hasta 
entonces. Desde el análisis de microespacios rurales, cuestionó las 
ideas tradicionales de un espacio rural en el que solamente convivía 
la cría de ganado vacuno, controlada por grandes estancieros, con 
la presencia de algunos gauchos y esclavos que trabajaban la gana- 
dería (Garavaglia y Gelman, 1998). No existían familias, pequeños 
propietarios o pobladores en el medio rural. El abandono de esta 
visión se complementa con otra discusión en torno al concepto de 
latifundio. 

Las nuevas perspectivas de investigación identifican la existen- 
cia de propiedades de grandes dimensiones que conviven con otras 
de mediano y pequeño tamaño pobladas de familias. El estudio de 
estas familias sacó a la luz la diversidad de convivencias de formas y 
estrategias en torno a la propiedad y el acceso a la tierra. No obstan- 
te, si bien se ha venido avanzando en los estudios locales acerca de 


los sistemas de tenencia de la tierra, las transferencias de propiedad y 


1. Por ejemplo, las obras de Lucía Sala, Julio Rodríguez y Nelson de la Torre 
(1967a y 1967b), Campal (1967), Azcuy Ameghino (1995) y Millot y Bertino 
(1991). 
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el proceso de ocupación territorial han sido temas menos abordados 
en relación con aquellos estudios enfocados en el análisis de la agri- 
cultura, en un contexto de producción pecuaria y con los estudios 
poblacionales (Banzato, 2001). Mariana Canedo ha demostrado 
que muchas de las grandes propiedades surgieron con posteridad 
al traspaso de la tierra realenga a particulares. La autora vinculó la 
existencia del gran estanciero a la renovación de las elites locales y 
al crecimiento de los mercados, cuestionando este fenómeno como 
producto del otorgamiento de las mercedes, como se creía hasta en- 
tonces (Canedo, 2000). 

Algunas investigaciones en sintonía con los parámetros expues- 
tos han sido clave para nuestro trabajo. Destacamos el estudio sobre 
el partido de los Arroyos desde el siglo XVIII hasta mediados del XIX 
realizado por Canedo (2000), donde se analiza la evolución de la 
propiedad de la tierra en una región de vieja colonización al interior 
del río Salado, zona caracterizada como receptora de inmigrantes. Su 
aporte es interesante no solo por las nuevas consideraciones y avan- 
ces que introduce en torno al problema de la tierra —por ejemplo, 
al destacar la conexión entre el proceso colonizador, el acceso y la 
transferencia de la propiedad de la tierra—, sino por su metodología, 
que se aboca a un estudio minucioso parcela por parcela, partiendo 
del uso intensivo de documentación que se le presenta dispersa. Este 
tipo de metodología le permitió identificar los ritmos, las transferen- 
cias de la propiedad y algunos perfiles de propietarios pobres y otros 
con un destacado poder económico y político. 

Por otra parte, debemos mencionar dos producciones funda- 
mentales para el conocimiento de las familias propietarias. La obra 
de Juan Alejandro Apolant (1975) ha sido clave en sus aportes y 


datos sobre los primeros propietarios, estableciendo incluso algunas 
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hipótesis sobre la continuidad del patrimonio rural de los prime- 
ros pobladores. Para comprender las relaciones sociales y familiares 
de los individuos que habitaron la jurisdicción de Montevideo en 
el siglo XVIII ha sido fundamental el trabajo de Arturo Bentancur 
(2011). El análisis de la institución familiar y sus relaciones de pa- 
rentesco es un elemento relevante en este tipo de trabajo, debido 
a que a través de estos lazos algunos propietarios promovieron así 
como vincularon sus patrimonios inmuebles, o ejercieron el poder 


social, político y económico. 


Fuentes. Usos y dificultades 


El estudio del acceso y la propiedad de la tierra en el período co- 
lonial requiere en primer lugar un trabajo minucioso de recopilación 
documental de distintas fuentes. La reconstrucción de la historia de 
las propiedades exige obtener previamente determinado cuerpo de 
datos. Es por eso que hemos recurrido a un amplio abanico de fuen- 
tes, algunas de mayor utilidad y otras complementarias. 

Consultamos el Acta sobre el primer reparto de estancias en el Li- 
bro 2 del AGN, Ex AGA (en CNAA, 1950: 17). Varios documentos 
que conforman los padrones de los primeros pobladores montevi- 
deanos se perdieron en viajes de ida y vuelta a la ciudad de Buenos 
Aires. A través del análisis de Apolant sabemos que el denominado 
Libro 1 debía contener la documentación asociada a la jurisdicción, 
solares, chacras y estancias y el Libro 2 a los pobladores. Esto no fue 
así. Casi al final del Libro 2 se halla una copia de por lo menos una 
de dos actas sobre el primer reparto de estancias, que registra 22 


suertes de estancia (Apolant, 1975: 40). Sin embargo, por un infor- 
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me del 16 de mayo de 1731 del capitán Pedro Millán al gobernador 
de Buenos Aires Bruno Mauricio Zabala, se conoce que, en realidad, 
el total de los repartos de tierras en el arroyo Pando fueron 38 unida- 
des de estancia ubicadas de una y otra banda del arroyo. Este vacío 
documental dificulta el reconocimiento de algunas mercedes otor- 
gadas en los primeros años, y el trabajo con los Libros 2 y 334 del 
AGN, Ex AGA, que refiere a copias de originales, cuenta con varios 
errores, por lo que consideramos para su análisis las correcciones de 
Apolant (1975). 

Los primeros repartos se iniciaron a finales de enero de 1730 
(Apolant, 1975: 54). Se denomina suerte de estancia a los terrenos 
que comprenden media legua de frente por una y media de fondo,? 
lo que equivalía aproximadamente a 1886,5 ha (1975: 32). En el 
informe de Millán que mencionábamos antes se expresa: «...con- 
cluidos [los repartos de chacra que tuvieron lugar a fines de enero de 
1730] se pasó al repartimiento de las estancias para ganados sobre la 
costa del mar y en el paraje que llaman el arroyo de Pando, en que se 
comprenden 38 suertes...» (Apolant, 1975: 38). 

La principal dificultad que presenta el trabajo con esta fuente 
consiste en que no es representativa de la totalidad de los repartos 
de fines de enero de 1730. Ese vacío documental de las dieciséis 
suertes de estancia nos sugiere algunas dudas, como por ejemplo si 
aquellas cinco suertes de estancia que hemos registrado en el arroyo 
de Pando, y cuya salida fiscal no pudimos establecer,? formaron parte 
de estas dieciséis o si en realidad fueron mercedes individuales otor- 


gadas posteriormente. 


2. Tres mil varas de frente por nueve mil de fondo. La vara castellana mide 
83,59 cm. 

3. Entendemos por salida fiscal cuando un bien estatal pasa a dominio de 
un particular. 
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Por otra parte, para acceder a los registros de tierras otorgadas 
por la corona luego de 1730, consultamos el Libro IV de Tomas de 
Razón de las concesiones hechas de tierras en esta ciudad de Montevideo 
y su jurisdicción para solares, chacras y estancias. Año 1733-1807.1 Es 
una copia simple del libro original, de la que no consta ni cuándo 
ni quién la hizo (Apolant, 1975: 62). Registra liberalizaciones indi- 
viduales por parte de las autoridades montevideanas en manos de 
privados y ubica las propiedades de chacras y estancias tomando los 
arroyos y ríos como referencia.? Bajo el subtítulo de Arroyo Pando 
se registraron no solo las tierras otorgadas sobre este curso de agua, 
sino también las concedidas en el arroyo Sauce, lo que da cuenta 
de la integración de ambos espacios (López Madrigal, 2016). Para 
facilitar el acceso a los documentos de compraventa consultamos la 
obra Colección de documentos para la Historia Económica y financiera 
del Uruguay (tomo I: Tierras) de Juan Pivel Devoto. No obstante, 
en varias ocasiones, debido a la omisión en dicha recopilación de 
información (falta de fechas, medidas, precio de la tierra, etc.), nos 
remitimos al documento original (López Madrigal, 2016). 

Más allá de los documentos mencionados que refieren especí- 
ficamente a la propiedad de la tierra, consideramos de gran impor- 
tancia los padrones de época que consignan al arroyo Pando. Cada 
padrón contiene datos acordes a la naturaleza con la que fue creado. 
Por ejemplo, el Padrón de Estancias y Chacras de 1757* surge como 


una lista nominativa de todas las personas notificadas por el alcalde 


4. AGN, Ex AGA, Libro IV, Tierras. 

5. El documento fue organizado en función del tipo de propiedad, consig- 
nando en primer lugar tierras de solar, luego de chacras y finalmente estancias. 
Aporta datos respecto a la fecha en que se recibe la tierra, el nombre del propie- 
tario, el tipo de propiedad, su ubicación y linderos, quién la concedió y fecha de 
anotación. 

6. Se trabajó con la transcripción de Juan Alejandro Apolant (1968). 
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provincial del Bando de Pedro de Cevallos del 10 de diciembre de 
1756. La mayoría de las estancias allí registradas son concesiones 
posteriores a los repartos de 1730, de las cuales solo se registran tres: 
la de Juan Antonio Artigas, la de Manuel González de Almeida y la 
de Lorenzo José López. 

Como dificultades destacamos que no es una lista completa de 
todas las propiedades y tampoco nos dice si quienes aparecen como 
jefes de familia son en realidad los propietarios, sino que aporta el 
dato de quiénes habitaban las estancias en ese momento. Un cla- 
ro ejemplo es el de Francisco Meneses, quien figura al frente de la 
propiedad cuando en realidad sabemos que hasta 1760 no obtuvo 
tierras en Pando. Meneses estaba en ese entonces al frente de la es- 
tancia de su suegra, la viuda Juana Barragán, a quien además, las au- 
toridades no le confirmaron sus derechos legales sobre la tierra hasta 
1759. Este hecho demuestra que las ocupaciones y adjudicaciones 
de tierras por parte del Cabildo y del gobierno montevideano, en 
realidad databan de muchos años antes. Las dificultades implicaron 
el ejercicio de contrastar esta fuente con otras para indagar las rela- 
ciones entre el grupo familiar del empadronado y la propiedad en la 
que fueron censados (López Madrigal, 2016). 

El Padrón de la Jurisdicción de Montevideo de 1769 es el primer 
padrón de carácter general, aunque está incompleto.” Desde el pun- 
to de vista del estudio de la tierra, la mayor dificultad consistió en 
que más de un núcleo familiar perfectamente podía estar viviendo 
en la misma tierra que un pariente u otra persona ajena al núcleo 
parental.* Por lo tanto, en primer lugar, el número de entradas no 


es representativo de las unidades de propiedad y, en segundo lugar, 


7. Se trabajó con la transcripción de Juan Alejandro Apolant (1966). 
8. Por un análisis de este padrón, véase Barreto y Poloni (2016: 51-105). 
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este hecho tiene que ver con una realidad que ha demostrado la his- 
toriografía posterior a 1980 respecto a que las unidades productivas 
no tienen por qué coincidir con las unidades de propiedad.? Por 
ejemplo, los hermanos Manuel y Bernardo González figuran con en- 
tradas independientes: Bernardo González aparece viviendo con su 
esposa Juana Morales y cuatro hijos. Tiene además cien vacas, ocho 
caballos y doce bueyes. En otra entrada figura su hermano Manuel 
González, casado con Ana María de Torres, y cuatro hijos menores. 
Figura además con una esclava, un agregado, doscientas vacas, ocho 
caballos y 24 bueyes. Para 1769, el propietario legal de esta estancia 
era su padre Manuel González de Almeida, quien, debido a su avan- 
zada edad, se hallaba viviendo en Montevideo en compañía de uno 
de sus yernos. Al figurar al frente de la estancia, sus hijos Manuel y 
Bernardo aunaban dos unidades productivas que en realidad perte- 
necía a su anciano padre. 

El padrón encargado al teniente Antonio Aldecoa (1772-1773) 
con el objetivo de consignar el conjunto de hombres aptos para in- 
tegrar las milicias de cada partido revela el tipo de propiedad, el 
nombre del titular e incorpora la categoría agregados. En la época co- 
lonial, el grupo doméstico involucraba a los miembros naturales de 
la familia, a los dependientes y a otros parientes o compañeros. Las 
causas de la presencia del agregado son múltiples. Entre ellas, Ben- 
tancur menciona el vínculo laboral, el origen, la protección al desva- 
lido familiar y el goce de servicios domésticos gratuitos o benévolos 
(2011). En el ámbito rural su presencia se vincula con la necesidad 
de disponer de mano de obra en las estancias, lo que resulta en algu- 


nos casos una estrategia para acceder a la tierra a cambio de alguna 


9. La obra de Jorge Gelman (1998) ha abordado la historia agraria planteada 
desde esta perspectiva, tal como desarrollamos en los antecedentes de este trabajo. 
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prestación laboral (Fradkin, 2009). Una de las características de los 
agregados es que residen en la estancia.'” Uno de ellos se consolidó 
en Pando como propietario. Este hecho es de destacar, debido a que 
en esta sociedad de antiguo régimen los españoles tenían privilegios 
sobre los pobladores originarios. Nos referimos al caso del indio san- 
tiagueño Bartolomé Quiroga, único caso en el que registramos un 
propietario de estancia de origen indígena. Bartolomé vivió junto 
a varios matrimonios y familias de indios en las tierras de Luis de 
Lima." Al fallecer este y su yerno Pedro Valdenegro (arrimado a 
la estancia de su suegro),'? los albaceas vendieron la propiedad a 
Bartolomé en 250 pesos.” Lo interesante es que su familia perma- 
neció como propietaria en Pando por lo menos hasta 1840.'* Un 
dato importante de mencionar respecto al padrón Aldecoa, es que 
si bien incluye la categoría de los arrimados, debido a la naturaleza 
castrense del padrón omitió a las mujeres propietarias, a excepción 
de las viudas. 

Otra de las fuentes consultadas fueron los documentos judiciales, 
entre los que indagamos aquellos que versan sobre las problemáti- 
cas en torno a la tierra en que se vieron insertos los propietarios de 
Pando. 

Merecen un lugar importante los testamentos, en tanto son la 
herramienta idónea para conocer el patrimonio rural del testado y 
las transferencias efectuadas entre propietarios. Nos permiten re- 


construir la historia de la propiedad. No obstante, si bien la lectura 


10. Por un análisis económico sobre esta categoría, véase el capítulo 2 de 
este libro. 

11. Padrón Aldecoa, en Apolant (1975). 

12. Ídem. 

13. AGN, Prot, Juzg, 1.“ turno, Año 1786, Il, Fs. 383/84. 


14. Dirección General de Topografía. Plano de mensura n. ° 21592, 
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metodológica aplicada a los testamentos fue indagar el patrimonio 
rural del testado y el destino que le legaron, como plantea el historia- 
dor José Pedro Barrán «testar no pertenecía por entero a la esfera de 
las conductas económicas pues era también una obligación religiosa» 
(1998: 31). Testar era parte del deber religioso de los cristianos, una 
necesidad para la salvación del alma, que además del descargo de su 
consciencia exigía la distribución de los bienes, aunque también es 
cierto que ordenar el pago de las deudas, restituir lo ajeno y detallar 
el estado patrimonial era igualmente una forma de «aliviar la cons- 
ciencia» (Barrán, 1998: 31). 

A partir de las Leyes de Toro de 1505 se estableció el sistema 
jurídico de los herederos forzosos, las legítimas y las mejorías. Los 
herederos forzosos eran los hijos y descendientes de los padres. En 
el caso de los hijos que no tenían descendencia, lo eran sus padres 
(Barrán, 1998). El quinto de los bienes era la parte de la herencia 
que se podía disponer libremente si se tenían herederos forzosos (hi- 
jos, nietos, padres) (1998) y se destinaba generalmente a asegurar el 
porvenir de los más desfavorecidos. El derecho indiano mantuvo el 
mismo sistema jurídico sucesorio. 

El trabajo con testamentos nos permite reconstruir el patrimo- 
nio rural y la genealogía de la propiedad (en algunos casos más que 
en otros). Identificamos además los aportes muebles e inmuebles de 
uno y otro cónyuge a la sociedad matrimonial y una dimensión más 
social que permitió relacionar estas familias propietarias entre sí a 
partir de sus declaraciones de tutoría, curadurías y albaceazgos. 

Otro documento utilizado fueron los libros parroquiales, que 
constituyen una fuente primordial en el análisis de las poblaciones 
del pasado, ya que toda la vida de la población, sin importar la con- 


dición, clase social u origen étnico-racial, está marcada por el ciclo 
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vital registrado en los libros de bautismo, matrimonio y defunción 
(Barreto, 2009). Sirvieron para reconstruir e indagar los parentescos 
entre las familias propietarias que permanecieron en la zona de Pan- 
do y, en algunos casos, comparar algunas menciones de los lugares 
de los cuales se decían vecinos, con la ubicación de su propiedad, 
apoyados en otra fuente: los planos de mensura. Si bien estos últi- 
mos corresponden a un período posterior (el más temprano es de 
1836),'? fue útil considerarlos para determinar la permanencia de 
algunas familias propietarias en la zona de estudio. 

A partir de la documentación relevada planteamos el problema 
principal: ubicar las propiedades en el período en el que existían 
en el arroyo de Pando desde su salida fiscal. Esto permitió elaborar 
una lista base de los propietarios encontrados así como establecer, 
a partir de los repartos colectivos o individuales, la evolución de la 
tenencia legal de la tierra desde 1730 hasta comienzos del siglo XIX. 
Sistematizar la información acerca de las formas de transmisión y 
conservación del patrimonio rural durante el período colonial en 
la zona del arroyo de Pando, nos permitió realizar un seguimiento 


individual de los propietarios. 


Marco espacial y temporal 


Las instituciones políticas y religiosas jugaron un rol trascen- 
dente en la política colonial asociada a la tenencia legal de la tierra. 
El proceso de apropiación es un aspecto importante a tener en 
cuenta para comprender las estructuras sociales, políticas y econó- 


micas de la zona al oriente del río Uruguay. Este proceso se aceleró 


15. Dirección General de Topografía. Plano de mensura n. ° 23764. 
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con la fundación de Montevideo, iniciada el 24 de diciembre de 
1726, cuando Pedro Millán delimitó la zona jurisdiccional y en se- 
guida procedió a repartir los terrenos de solares en la planta urbana 
de la ciudad. El 12 de marzo de 1727 realizó el primer reparto de 
suertes de chacra sobre el arroyo Miguelete. Un poco más alejado 
de la zona de chacras, organizó el primer reparto de suertes de es- 
tancia hacia fines de enero y comienzos de febrero de 1730, sobre 
el curso de dos arroyos tributarios del Río de la Plata: el Carrasco 
y el Pando. 

El lado más corto de la estancia —es decir, el de seis mil varas— 
se orientaba hacia el frente del arroyo y permitía así que un número 
mayor de estancias accedieran al agua. Debemos recordar que debi- 
do a los niveles tecnológicos de la época, ubicarse en las cercanías de 
los cursos de agua era de vital importancia para el asentamiento de 
la población, debido a que el agua era un recurso fundamental para 
la supervivencia y el desarrollo de las actividades económicas en las 
estancias. En 1787 un vecino de Pando llamado José Millán, en un 
pasaje de un expediente iniciado frente a un largo litigio contra un 


vecino suyo por el acceso al agua, dice al respecto que 


una de las principales ventajas de un terreno de chacra o estancia 
es la aguada para abasto de la población, animales de labor y cría 
de plantío de árboles, riego de las plantas y que por esto se procura 
que el terreno tenga su frente y si es posible en algún costado algún 


río o arroyo.'* 


La presencia de aguadas era fundamental para las tareas cotidia- 


nas del poblador rural. 


16. AGN, AJ, Civil 1.* turno, Año 1787, Doc. 35. 
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El arroyo Pando recorre una longitud superior a los 47 km, 
ubica sus nacientes cerca de la Cuchilla Grande y su desembocadura 
en el Río de la Plata.'” A través de su curso de agua caben aproxima- 
damente unas dieciocho suertes de estancias ubicadas de una y otra 
banda del arroyo, en total unas 36 unidades de propiedad. Algunas 
estancias de esta banda del arroyo Pando se encontraban atravesadas 
por el arroyo del Sauce Solo, además de que existió una afinidad ma- 
yor en relación con el proceso de conformación social entre ambos 
partidos (Barreto y Poloni, 2016). Por su parte, la zona de estancias 
ubicada del otro lado del arroyo Pando confluía en algunos casos en 
sus fondos con las que situaban los frentes al arroyo Solís Chico.'* 

Al respecto, el caso del vecino Luis Antonio Gutiérrez es repre- 
sentativo. Gutiérrez le compró en 1788 a su suegro Rudecindo Saens 
la mitad de un rincón, compuesto de dos estancias, en el arroyo 
Pando. El documento de compraventa da cuenta de la cercanía que 
podían llegar a tener los fondos de las estancias, situadas una sobre 
el arroyo Pando y la otra sobre el Solís Chico. Saens era dueño de 
cuatro estancias entre los arroyos de Pando y Solís Chico «con los 
dos frentes al arroyo de Pando y los otros dos al de dho solís chico vi- 
niendo a terminar sus fondos en el centro sobre una loma que hai de 
piedra nombrada del Toro para Solis»'?. Los fondos de las estancias 
confluían en la Piedra del Toro, situada sobre la margen izquierda 
del arroyo homónimo, denominación que posiblemente tomase uno 


de los afluentes del actual arroyo de la Tropa Vieja a aquella altura.” 


17. Por un análisis espacial del arroyo Pando, véase el capítulo 1 del presente 
libro. 

18. La estancia que perteneció a la Junta de las Temporalidades tenía su 
frente al arroyo Solís Chico y sus fondos a la estancia de los Figueredo. AGN, AJ, 
Prot. Esc. P, Tomo II, Año 1805, E 961v. 

19. AGN, AJ, Prot. Civil 1.* turno, Tomo I, Año 1788, Fs. 551 a 554. 

20. Dirección General de Topografía. Plano de mensura n. ° 23791. 
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Por el norte, los terrenos lindaban con el camino real a Maldonado 
«que lo dibide con terrenos al otro lado del camino por la parte de 
Pando de los herederos del difunto Pedro Valdenegro y los Figuere- 
do. Y por la parte del Solís linda así mismo con la estancia de Don 
Juan Francisco García de Zúñiga que compró a las temporalidades 
de los jesuitas expatriados»,”' terrenos que en 1805 también compra- 
rá Gutiérrez.” Suponemos que la «Hacienda de Dn Luis Gutiérrez» 
mencionada en la carta náutica levantada por orden del rey de Cas- 
tilla en 1789 hace referencia a estas tierras.” 

La delimitación espacial que elegimos responde a la zona que 
ocuparon los primeros repartos en el arroyo Pando. Desde la pers- 
pectiva de los colonizadores españoles, el espacio era considerado 
un punto estratégico por su cercanía con la ciudad de Montevideo 
como eje referencial del puerto comercial y la plaza militar. Su orien- 
tación geográfica norte-sur le otorgaba además carácter de frontera 
social. Las autoridades habrían reparado en la importancia estratégi- 
ca del arroyo para considerar el espacio, ubicado entre el puerto y la 
frontera, el indicado para efectuar los primeros repartos. Este primer 
reparto colectivo y los individuales posteriores (1749-1753) sobre el 
arroyo Pando respondían a una política poblacional, buscando esta- 
blecer una ocupación efectiva del territorio a través del otorgamiento 
de tierras. 

Desde la perspectiva de los habitantes, era una zona de inter- 
cambio, interacción y enfrentamientos entre los diversos compo- 
nentes poblacionales que hacían uso de un mismo espacio. En este 
sentido, cabe destacar que los repartos no sucedieron en una zona 


vacía sino de interacción, comercio y enfrentamiento entre la pobla- 


21. AGN, AJ, Civil 1." turno, Año 1788, Tomo 33, F. 522. 
22. AGN, AJ, Prot. Esc. P., Tomo II, Año 1805, E 961 v. 
23. Carta náutica publicada en Dávila Cuevas (2016: 41). 
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ción indígena, blanca y africana. En varias ocasiones las autoridades 
hispanocriollas y los primeros colonos —algunos de ellos miembros 
del Cabildo— se enfrentaron a levantamientos indígenas, a lo que se 
suma la disputa entre las coronas de Portugal y España. 

En este marco, la política poblacional, preocupada por el con- 
trol y la defensa del territorio, iba acompañada por la instalación 
de guardias al norte del Rio de la Plata. Sobre la margen occidental 
del arroyo Pando se encontraba una de ellas. Hasta el momen- 
to se ha afirmado que dicha guardia estaba ubicada en la estancia 
que perteneció a Juan Antonio Artigas. Sin embargo, en un pasaje 
del testamento de la vecina de Pando Bárbara Barreda, del 26 de 
noviembre de 1811, se declara «una chacra de quinientas varas de 
frente, y menciona que allí tiene ocupada parte [dicha] Guardia del 
Rey, en Pando».? Sus padres, Mateo Barreda y Josefa de Melo, am- 
bos de oriundos de Buenos Aires, habían sido agraciados con esta 
suerte de estancia (ubicada al norte del rincón sobre el que años 
después Francisco Meneses y su madre Teresa Gaytán, fundaron la 
villa de Nuestra Señora de la Concepción de Pando) en el reparto 
de 1730. La ubicación de la guardia sobre las tierras de Josefa de 
Melo no contradice los datos que aporta Andrés de Oyarvide en su 
memoria geográfica de 1784, cuando establece que se encontraba 
en la margen occidental del arroyo «un tercio de legua al norte de la 
capilla de Pando» (ubicada en tierras de Francisco Meneses) (Barrios 
Pintos, 2008a: 44). 


Delimitar nuestro espacio en el arroyo nos permite ubicar el 


espacio que sus contemporáneos identificaron como Pando, desde 


24. Según la Memoria Geográfica de Andrés de Oyarvide del 10 de enero de 
1784, citado en Barrios Pintos (2008c: 101). 
25. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1811, Tomo II, E 593. 
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1730 hasta mediados del siglo XIX, y los problemas en los que se 
vieron involucrados sus propietarios, insertos en un microespacio 
complejo. Finalmente, debemos destacar que el entramado social se 
vio alterado con la fundación de la villa Nuestra Señora de la Con- 


cepción de Pando, lo que suponemos se inició a fines de 1781. 


Primeros repartos de tierra en el arroyo Pando 


La primera etapa de apropiación legal de la tierra consistió en 
traspasar las tierras realengas, es decir, consideradas del rey, a manos 
de particulares. Por un informe del 16 de mayo de 1731 dirigido 
por el capitán Pedro Millán al gobernador de Buenos Aires Bruno 
Zabala, se tiene conocimiento de la cantidad de suertes de estancia 
repartidas en el arroyo Pando hacia finales de 1730, que totalizan 38, 
ubicadas en ambos lados del arroyo (Apolant, 1975: 40). 

La administración de la tierra realenga requirió la presencia de 
actores e instituciones capaces de aplicar los procedimientos. Fueron 
otorgadas a través del procedimiento de merced, que permitió que 
su posesión pudiera ser transferida a particulares. La autoridad com- 
petente para repartir estas tierras era el gobernador, con anuencia del 
Cabildo, para que este le informara si era realenga y si el agraciado 
era merecedor. No obstante, en la resolución de los conflictos tam- 
bién se vieron involucrados los jueces comisionados y los vecinos 
referentes del pago rural —estos, sobre todo, influían en el reco- 
nocimiento de los terrenos y llevaban adelante las mensuras de las 
propiedades, a falta de agrimensor—. 

El arroyo Pando fue una zona de estancias. Muy cercana a ella, 


sobre la desembocadura se hallaban terrenos para chacra en el arroyo 
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Carrasco. Otros arroyos cercanos, como el de Las Piedras o el arro- 
yo Colorado, pertenecieron igualmente a terrenos para chacras. La 
distinción entre ambos deriva de su ubicación geográfica, del tama- 
ño y del tipo de explotación económica: mientras las estancias eran 
destinadas a la actividad ganadera, las chacras se destinaban a la agri- 
cultura. Sin embargo, más allá de esta distinción jurídica, como ha 
venido demostrando la historiografía, en la práctica se ha constatado 
la presencia de ambas actividades en ambos tipos de propiedades. 

A partir de estos repartos la tierra pasó por vez primera a manos 
de particulares. En aquel entonces el valor de la tierra era menor al 
valor del ganado, fenómeno que se invertirá a medida que el acceso 
a la tierra se vea limitado. A su vez, esta tendencia se verá potencia- 
da cuando se consolide un mercado de tierras (Banzato, 2002). En 
este sentido, el precio de una suerte de estancia rondaba entre los 
doscientos a cuatrocientos pesos, precio similar al de un esclavo de 
estancia (López Madrigal, 2016). No debemos pensar que la corona 
buscaba especular con la venta de tierras, sino más bien promover la 
producción agrícola y ganadera para asentar la permanencia de las 
poblaciones y consolidarse como autoridad. No obstante, en algu- 
nos casos parece ser que para estos primeros propietarios vender o 
alquilar un terreno era una forma de ingreso de dinero, sobre todo 
para la manutención de las viudas o de ausentes de marido, como 
dejan ver varios pasajes en los documentos: un ejemplo de ello es el 
testamento de la vecina y propietaria de Pando Josefa de Melo, quien 
manifestó: «en la última ausencia forzosa que mi actual marido hizo 
a la ciudad de Mendoza, vendí seis varas de sitio de frente al Este y 
veinte y cuatro de fondo al oeste, para subenir a mi subsistencia y 


conservanza».? 


26.AGN, AJ, Civil 1." turno, Prot. Año 1784, Tomo I, E 20. 
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Por otra parte, debemos tener presente que la apropiación pri- 
vada de la tierra complejizó, e incluso tensó, el proceso de instala- 
ción y poblamiento. Si bien el marco judicial estableció que al recibir 
tierras el agraciado debía levantar rancho, residir en ellas y trabajar 
por un período determinado, las autoridades españolas no contaron 
con la posibilidad de obligarlos al cumplimiento de una ocupación 
efectiva. En consideración de ello los derechos de propiedad no coin- 
cidieron necesariamente con la posesión de tierras, que en algunos 
casos se registra antes o después. Incluso, muchos de los primeros 
propietarios vivieron en su casa habitación ubicada en el casco de la 
ciudad montevideana, que en la mayoría de los casos habían recibido 
en merced o heredado. 

No solo aquellos que venían en calidad de pobladores —como 
fue el caso de los repartos de 1730— podían recibir tierras, sino que 
todo aquel que quisiera establecerse podía hacerlo: cualquier veci- 
no que lo deseara podía afincarse en algún sitio, siempre que fuera, 
como establecía la fórmula, sin perjuicio de tercero y por el tiempo 
que fuera su voluntad. 

Los motivos de solicitud y justificaciones de los peticionarios 
registrados son variados. En algunos casos se mencionan los servicios 
militares prestados a la corona o la necesidad de tierras para estable- 
cer ganados, como en el caso del vecino Antonio Figueredo. Por otra 
parte, algunas mujeres viudas, como la ya mencionada Juana Barra- 
gán, solicitaban tierras por su condición y por las dificultades que 
encontraban para mantenerse. Ser poblador o hijo de poblador tam- 
bién era un argumento recurrente. Así fue como Francisco Estevan 
Medina consiguió su estancia en Pando. En abril de 1748 solicitó al 
Cabildo de Montevideo como hijo de poblador de la ciudad tierras 


que le fueran dadas en merced. Alegó que S. M. había acostumbrado 
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darles beneficios a los pobladores de la ciudad, a sus hijos y demás 
descendientes y que él no había tenido esa suerte. En 1759 no solo 
recibió la estancia en Pando, sino que además obtuvo para sus hijos 
tres propiedades ubicadas en el arroyo del Tala (Apolant, 1975: 725). 

Si bien las leyes no establecían límites respecto a la cantidad 
de tierras que se podía tener, en la zona de Pando, al igual que en 
la mayoría de los pagos pertenecientes a la jurisdicción de Montevi- 
deo, se perfilaron pequeños y medianos propietarios. Por su parte, el 
Cabildo de Montevideo prefería repartir la tierra en pequeñas par- 
celas o en suertes de estancia antes que la acumulación de grandes 
extensiones en manos de un solo propietario. Este hecho tiene que 
ver además con que las grandes extensiones se concedían general- 
mente a través del sistema de denuncia sobre tierras que habían sido 
ocupadas de hecho y luego eran denunciadas para ser adquiridas por 
una moderada composición. En la jurisdicción de Montevideo este 
mecanismo no había sido común y en el caso del arroyo Pando no 
encontramos tierras obtenidas a través de la denuncia. Las que se 
registran pertenecen al período independiente, es decir, fueron efec- 
tuadas un centenar de años después de hechos los primeros repartos. 
Por otra parte, podemos ver que el reclamo de estos vecinos saca a 
luz el conflicto latente de una cuestión no menor que es la lucha de 
las tierras para el bien común al vecindario y el interés de unos pocos 
por apropiárselas (Pivel Devoto, 1964). 

En síntesis, los repartos de 1730 deben ser interpretados como 
un instrumento de la corona válido para asentar la población, sus- 
tentar la expansión y aumentar el territorio colonizado. A partir de 
entonces las tierras en el arroyo Pando ya no fueron adjudicadas de 
oficio, sino individualmente a personas interesadas. En varios ca- 


sos observamos que los solicitantes buscaban terrenos realengos que 
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lindasen con los de sus parientes. Por otra parte, los únicos repartos 
colectivos registrados se hicieron hacia finales del siglo XVII para 
promover la fundación de nuevas poblaciones con los habitantes 
destinados a la costa patagónica: los de la villa de San Juan Bautista, 
San José de Mayo, Nuestra Señora de la Concepción de Pando y 
Canelones. 

El cuadro 1 ilustra el total de las salidas fiscales que hemos regis- 
trado para la zona del arroyo Pando y que suman 36 salidas fiscales 


entre 1730 y 1759. 


Cuadro 1. 
Salidas fiscales (1730-1759) 
Fecha Cantidad 
1730 20 
1749 1 
1752 5 
1753 3 
1758 1 
1759 1 
s/d 5 
Total 36 
Fuentes: CNAA, 1950: 17; AGN, Ex AGA, 
Libro IV, Tierras. 


Entre fines de enero y comienzos de febrero de 1730 fueron 
repartidas 38 unidades de estancia de las cuales, a través de diver- 
sa documentación, se registran veinte en el arroyo Pando. A pesar 
de habérselas sido concedidas gratuitamente, la mitad de sus pro- 
pietarios hicieron abandono de los terrenos. Algunas de las causas 


se asocian al robo de caballadas y ganado vacuno y en otros casos, 
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como el del matrimonio santafecino de Miguel Jaimes y su esposa 
Tomasa Nuñez de Añasco, se retiraron a Colonia del Sacramento 
(Apolant, 1975: 193). Constatamos que la mayoría de las familias 
que abandonaban su estancia en el arroyo Pando eran naturales de la 
región.” De ellas, solamente los vecinos de Buenos Aires José Gon- 
zález de Melo y su esposa Francisca Xaviera Carrasco se preocupa- 
ron en devolver la estancia abandonada al Cabildo de Montevideo, 
finalizando el trámite en 1763 (Apolant, 1975: 1612). Por su parte 
en las estancias de Juan Antonio Artigas, Bernardo Gaytán y José 
Mitre —las cuales no fueron abandonadas— también se registraron 
ataques a la propiedad por parte de los indios minuanes en fechas 
bastante tempranas (Apolant, 1975: 184). Debido a la situación de 
frontera abierta, seguramente no resultó fácil para estos primeros 
propietarios establecerse en sus estancias por la inseguridad, la ame- 
naza y el saqueo de personas y animales. 

A partir de 1749 se registra el primer reparto individual en el 
arroyo Pando, otorgado al vecino de Montevideo Roque Sierra.” El 
1.2 de octubre de ese mismo año, el portugués Antonio Figueredo, 
integrante de la Compañía de caballos de corazas españolas formada 
por Zabala, solicitó al Cabildo de Montevideo una estancia de la 
otra banda del arroyo Pando, ya que la suya —una de las aban- 
donadas en el reparto de Millán— se hallaba muy expuesta a los 
peligros. Figueredo fue el único vecino propietario que abandonó 
la propiedad concedida en 1730, pero se estableció y solicitó otra 


individualmente. 


27. De quienes abandonaron tres eran naturales de Asunción del Paraguay, 
dos de Santa Fe y otros dos de Buenos Aires. Los dos restantes eran uno de Portu- 
gal y otro de las Islas Canarias. No sabemos qué pasó con estas propiedades. 


28. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1785, E 39v. 
181 


Como mencionábamos antes, algunas personas ocupaban el 
espacio antes de adquirir derechos de propiedad. En el caso de Fi- 
gueredo, primero solicitó la tierra para mantener sus ganados y su 
propiedad recién se confirmó el 15 de abril de 1752. Ese mismo día, 
a su sobrino político Ramón Ximeno, natural de Aragón (Zarago- 
za), también le fue confirmada una estancia lindera a la de su tío.” 


Figueredo recibió la tierra 


con la condición que lo ha de poblar dentro del termino de la ley y 
se atiende sin perjuicio de terceros que mejor derecho tenga [...] sin 
que por ningun pretexto pueda vender el citado terreno a menos de 
estar ya poblado y echo el rancho de arboladas como su magestad 


previene en la ley. 


Veinte años después, Ximeno solicitaba a las autoridades que 
Lorenzo Figueredo —hijo de Antonio— «mude su establecimiento 
de estancia al terreno qe le corresponde, desalojando el que actual- 
mente posee por ser mio»*. Según Ximeno, desde el momento en 
que Antonio Figueredo levantó rancho y corrales hubo problemas y 
consideraba que la posesión no había sido justa porque cuestionaba 
el principio de posesión sin perjuicios de terceros al edificar sobre sus 
terrenos.” El alcalde ordinario de primer voto, Bruno Muñoz, nom- 
bró en comisión a Martín José Artigas para que mensure las tierras, 
en presencia de los hermanos Figueredo y los vecinos inmediatos, 


Pedro Valdenegro y Luis de Lima. 


29. AGN, Ex AGA, Libro IV. Tierras, E 41. 

30. AGN, AJ, Año 1772, Caja 24, Civil 1.* turno, Doc. 26. 
31. Ídem. 

32. Ídem. 
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La presencia de vecinos era importante, ante la ausencia de es- 
cribanos, fiscales y abogados, ya que posibilitaba cierta garantía y 
transparencia en el proceso de mensura (Fradkin, 2009). El modo 
de proceder intentaba probar si efectivamente el rancho estaba ubi- 
cado sobre las tierras de Figueredo, lo que resultó ser cierto. Ximeno, 
no conforme aún, se quejó de la forma en que se inició la mensura 
«quedando libre la media legua de frente de mi estancia, viendose 
perjudicado por la situacion de los ranchos [...] a causa de estar en 
la costa del arroyo estorvando las aguadas comunes a los ganados».** 
Más allá de la ubicación legítima o no del rancho de Figueredo, vuel- 
ve a aparecer otra de las problemáticas frecuentes del mundo rural 
colonial, es decir, el uso de los recursos comunales como el del agua 
para el pastoreo de los ganados. 

Otras tres estancias fueron concedidas en 1752. Miguel Fer- 
nández Medina, natural de las Islas Canarias, recibió el 3 de octubre 
de 1752 una suerte de estancia que lindaba con la de su hermano 
Francisco Estevan Medina —a quien le fue concedida en 1753—. 
Las tierras de este lindaban con las de su suegro Manuel González 
Almeida. Los otros agraciados fueron Luis Enrique Maciel natural 
de Buenos Aires, y Jaime Chiribao natural de Cataluña. Además 
recibieron tierras en 1753 Luis de Lima, natural de las islas Canarias, 
y Manuel Piris, de origen portugués. El 10 de setiembre de 1758 
le fue concedida una estancia a Pedro de Almeida, que estuvo al 
cuidado de su hijo Antonio Santos de Almeida. El último reparto 
otorgado en el arroyo Pando del que tenemos registro, se realizó el 
9 de julio de 1759. La agraciada fue la portuguesa Juana Barragán, 


abuela materna de Francisco Meneses.” A partir de 1760 los repar- 


33. Ídem. 
34. AGN, Ex AGA, Libro IV. Tierras, Fs. 40-42. 
35. AGN, Ex AGA, Libro IV. Tierras, E. 42. 
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tos individuales en la jurisdicción de Montevideo se efectuaron a un 


ritmo más lento debido al constante enfrentamiento con los indíge- 


nas (Sala et al., 19674a). 


Primeros propietarios en el arroyo Pando 


El núcleo poblacional inicial de estos propietarios fue variado 
en sus orígenes, aunque solo compartían algunos caracteres comu- 
nes: todos eran casados, con familia constituida y pertenecían a la 
población blanca.** El estudio de caso nos permite identificar en 
estas propiedades un total de 182 personas que entre 1730 y 1810 
fueron propietarias. A partir de los datos completos construimos el 
gráfico 1, donde consignamos una aproximación a la estructura po- 
blacional correspondiente a los primeros propietarios en el arroyo de 
Pando entre dichos años. 


Origen de los primeros propietarios en el arroyo Pando 


1730 - 1818 
Fuente: AGN - Ex AGA; AGN - AJ Protocolo Civil 1°; AGN Libro IV Tierras. 


10 
D o O BS 
0 


Resto de Montevideo España 
Pando Argentina (no Buenos Aires) Otros 


36. Conformada por la de origen española o portuguesa y sus descendientes. 
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Con respecto a los datos se observa que: 

- 36,81% es natural de la ciudad de Montevideo. Al igual que 
en el estudio hecho sobre el partido de Sauce, consideramos 
que en una época de temprana ocupación de la jurisdicción 
de Montevideo por parte del componente poblacional blan- 
co, existe un alto porcentaje de nacimientos en la ciudad, 
debido a que la ocupación del espacio más allá de ella es un 
proceso lento. La ciudad fue en sus comienzos el lugar donde 
se radicó la mayoría de la población, fruto del movimiento 
inmigratorio (López Madrigal, 2016). 

- 15,38% representa la población natural de Canarias. Algu- 
nos de ellos, identificados como población masculina, arri- 
baron a la ciudad en condición de pobladores, mientras que 
otros lo hicieron en calidad de soldados. 

- 14,29% es original de España y todos ellos integraron la pri- 
mera generación de propietarios agraciados. 

- 10,99% representa a los naturales de Buenos Aires, en su 
mayoría mujeres. 

- 6,59% son originarios de otras regiones del actual territorio 
argentino, principalmente Santa Fe y Santiago del Estero. 

- 4,95% representa el resto de Montevideo. 

- 4,40%, y con muy poca diferencia con el resto de la campaña 
de Montevideo, es el porcentaje de los naturales de Pando. 
Mientras fueron pasando los años y la población aumentaba, 
las personas comenzaron a expandirse y asentarse en las zonas 
rurales. Ni los nacidos en Pando ni en la campaña de Mon- 
tevideo pertenecieron a la primera generación de agraciados. 
Todos ellos fueron hijos, nietos o bisnietos de propietarios y, 
en el caso de los naturales de Pando, recibieron el terreno a 


través de herencia. 
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- 3,30% representa los naturales de Portugal, quienes, al igual 
que los pobladores de España, integraron la primera genera- 
ción de propietarios agraciados. Con valores similares encon- 
tramos a los originarios de otras regiones (Italia, Paraguay, 
Perú). 


El proceso de acceso legal a la tierra se desarrolló en un contex- 
to de crecimiento demográfico, acompañado por un aumento en la 
permanencia de algunas familias en las zonas. 

La primera generación de propietarios que enviudaron estuvo 
principalmente integrada por mujeres que en su mayoría se volvie- 
ron a casar, mientras algunos de sus hijos comenzaron a vincularse 
a través del matrimonio con otros propietarios, acrecentando el pa- 
trimonio rural de sus familias. En este sentido, una característica a 
destacar entre los primeros propietarios son los vínculos de paren- 
tesco que establecieron entre ellos. La familia del portugués Manuel 
González de Almeida es un caso interesante: se vinculó por paren- 
tesco con cinco miembros de familias propietarias: con los Vera, con 
dos familiares de los Medina, con los Sierra y con los Chiribao. En 
el caso de Bernardo Gaytán, natural de Buenos Aires y uno de los 
primeros agraciados en 1730, tres de sus hijos contrajeron matri- 
monio con individuos que fueron propietarios de tierras en Pando: 
Sebastián Rivero, Juana Barragán, Francisco Acosta. Este hecho res- 
ponda quizás a una estrategia de conservación patrimonial, aunque 
también es posible que hayan resultado de la restricción sociodemo- 


gráfica propia de los primeros años. 
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Otras modalidades de acceso 
a la tierra en el arroyo Pando 


Luego de estos primeros repartos, el proceso de ocupación del 
espacio se fue incrementando a medida que aumentaron los movi- 
mientos de tierra intervivos.” Hacia fines del período colonial el 
acceso a la tenencia legal de la tierra era muy diverso y estaba in- 
fluenciado por el aumento demográfico de la zona en relación con 
los primeros años. Se registran diversas modalidades de acceso a pro- 
piedad reguladas por el derecho indiano y el sistema de herencia, 
efectuado entre particulares a partir de las liberalizaciones de tierras 
ya mencionadas. El acceso puede ser voluntario, a título gratuito 
u oneroso (López Madrigal, 2016). Entre las distintas modalidades 
hemos registrado un caso de donación, dos remates públicos, una 
aportación de tierras como dote matrimonial, además de varias ven- 


tas y herencias que analizamos más adelante. 


Aporte de tierras por dote matrimonial: 


el caso de la viuda Josefa de Melo 


Entendemos por dote matrimonial al conjunto de bienes y apor- 
taciones económicas de la familia que, donados por el padre de la 
novia, esta aporta al matrimonio. La titular de dicho patrimonio 
pasa a ser la mujer, aunque el usufructo y la gestión corresponda a 
su marido (Caal Vargas, 2015). También puede ser aportada por la 
mujer al marido por razón de casamiento, como fue el caso de Josefa 


de Melo. Algunos historiadores la interpretan como un modo de 


37. Tomamos el concepto de Carlos María Birocco, entendiendo por movi- 
mientos intervivos, «toda transferencia de la propiedad del suelo que se produjo 
en vida del propietario» (2000: 8). 
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donación hecha con intenciones de mantener y ayudar con ella al 
matrimonio, llevando implícito el seguro material. Por otra parte, el 
monto de la dote es considerado como un indicador de los negocios 
en la familia de la novia (Caal Vargas, 2015). 

Josefa de Melo era natural de Buenos Aires y había llegado a 
Montevideo integrada a la familia de Bernardo Gaytán, con 18 años 
en ese entonces. Contrajo sus primeras nupcias con Juan Mateo Ba- 
rreda el 6 de marzo de 1728 y se casó nuevamente con Lorenzo José 
López el 1. ° de noviembre de 1749. En determinado momento, 
en alusión a la buena administración de su segundo marido, hace 
referencia a los beneficios logrados por este en la administración de 
dichos bienes, al mencionar la existencia del «incremento de los bie- 
nes de ella y de sus hijos por el cuidado y buena administracion que 
había corrido y estuvo a su cargo desde el punto que nos casamos 
hasta que llegó el caso de procederse a la partición».?* 

La viuda Josefa de Melo optó por utilizar la dote como meca- 
nismo de apropiación de capitales familiares incorporados a su nue- 
vo matrimonio con Lorenzo José López, quien a partir de entonces 
pasó a administrarlos. Por su parte, él parece no haber aportado nada 
al matrimonio, aunque Josefa destaca que «siempre estuvo al cuida- 
do suyo, de sus hijos y buena administración de sus bienes».” 

Lorenzo José López era natural de Portugal y había sido soldado 
del lado portugués en los conflictos por Colonia del Sacramento. 
Pudo haber llegado a América en esos momentos y luego, como 
tantos soldados portugueses, haberse establecido en tierras españolas 


(Apolant, 1975: 748). 


38. AGN, AJ, Prot. Civil 1.* turno, Tomo 1784. 
39. Ídem. 
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En 1751 los bienes de José Lorenzo López fueron tasados en 
1590 pesos, de los cuales el terreno de estancia representaba tan solo 
doscientos y la casa y el sitio de la ciudad el bien de mayor valor, co- 
rrespondiente a quinientos pesos. No obstante, la estancia, incorpo- 
rada como dote a los bienes patrimoniales del matrimonio, pasaría a 
los herederos de dicho matrimonio, aunque ellos no tuvieron hijos, 
al menos legítimos. Josefa decidió repartir el terreno que quedase 
después de sacados cuatro terrenos de chacra entre sus herederos — 
los hijos de su primer matrimonio con Barreda—. El fraccionamien- 


to y la unificación de esta propiedad serán analizados más adelante. 


Donación de tierras y ganado a una tal Anastasia 
a cambio de que ceda el perdón 


El único caso que se registra de donación, más allá de las efec- 
tuadas por Francisco Meneses en el proceso fundacional de la villa 
de Pando,* ocurre en la estancia de Manuel González de Almeida, 
portugués, y su esposa María del Rosario Barroso, canaria. Enten- 
demos por donación un tipo de enajenación que se considera como 
el traspaso gratuito que hacemos de una cosa que nos pertenece, a 
favor de otro que la acepta. Puede ser entre vivos, lo que lleva a la 
renuncia actual e irrevocable sobre el dominio de la cosa, por lo cual 
cualquier reclamo en vida sobre la cosa, por parte del donante, no 
tiene respaldo jurídico. La historiadora Mariana Canedo la interpre- 


ta como una especie de «preherencia» (Canedo, 2000). 


40. Ver más adelante apartado “Primeros propietarios en la villa Nuestra 
Señora de la Concepción de Pando”. Ver página 204. 
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Los propietarios habían obtenido una suerte de estancia en el 
arroyo Pando, en el reparto de 1730, en cuyo terreno se encontraba 
una Calera, por lo que se la conoció desde entonces como la estancia 
de la Calera. En su testamento de 1761, Manuel González de Almei- 
da declaró dicha propiedad de mil varas de frente por nueve mil de 
fondo y además varios bienes materiales: 130 fanegas de cal —que 
había entregado a las reales obras de la ciudad por el valor de catorce 
reales cada una, que se le debían abonar—, dos solares, un rancho, 
un horno de cocer pan, un horno de cal y un mineral de tierra para 
cal. Además, había declarado cincuenta fanegas de cal, ganado va- 
cuno, ovejas —algunas de ellas introducidas por su yerno Francisco 
Estevan Medina— y caballos mansos.* 

Como mencionamos, en el censo de 1769, dos de sus hijos, 
Manuel y Bernardo González, figuran con entradas independientes, 
viviendo ambos en la estancia de su padre. Bernardo vivía con su 
esposa Juana Morales y ambos eran naturales de Montevideo. Tenían 
para ese entonces cuatro hijos, y poseían cien vacas, ocho caballos y 
doce bueyes.** Unos años antes, Bernardo González había cumplido 
funciones en Santa Tecla, donde figura como cabo con un sueldo de 
dieciséis pesos (CNAA: 1950: 320). 

El 22 de noviembre de 1780 se presentaron en Montevideo 
ante el alcalde de primer voto Domingo Guerrero, Manuel Gon- 
zález, a nombre de su madre María del Rosario Barroso, y, por otra 
parte, Fernando Parada, a nombre de una tal Anastasia. Manuel alu- 
día que tiempo atrás su hermano Bernardo había quitado la vida al 
esposo de Anastasia, un tal Bernardo alias El Guayreño. Manifes- 


taba que su madre, en compensación para que pasara con quietud y 


41. AGN, AJ, Juzg. 1, Paq. 1761, Doc. 9. 
42. Padrón de 1769. 
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comodidad había contraído concederle «tres cuadras de terreno en 


8 en que se halla poblada su madre, y «sesenta 


la propia estancia» 
y dos reses vacunas»*, bajo la condición de que no iniciaran juicio 
contra su hijo.* En representación de Anastasia, el referido Fernan- 
do Parada, por dicho documento, «otorgaba que por la mencionada 
su parte queda libre y enteramente perdonado el referido Bernardo 
González». Al parecer, algún tiempo atrás la familia del difunto 
había iniciado demanda contra Bernardo. 

Si bien no pudimos obtener más datos de la mencionada Anas- 
tasia ni de las condiciones en que se dio dicha muerte, es interesante 
analizar el motivo por el cual se produce la donación. La historio- 
grafía ha identificado las donaciones con el mantenimiento de la 
unidad de la propiedad o la asunción de alguno de los hijos para 
organizar la producción agraria, un lugar generalmente identificado 
con la presencia de los hijos varones (Canedo, 2000: 119). En este 
caso, por el contrario, la tierra se fraccionó y la familia recurrió al 
sistema de donación —de tierras y ganado— para saldar una deuda 
que implicaba a cambio el perdón por haber ocasionado la muerte 
a un individuo, por lo que aparentemente, dicho acuerdo, resultaba 
un mecanismo legítimo para enfrentar un conflicto judicial desa- 
rrollado bajo determinadas condiciones, que desconocemos. Si bien 
la violencia estaba presente en la vida cotidiana colonial y muchos 
de los conflictos configuraban delitos, el hecho de que el alcalde de 
primer voto Domingo Guerrero otorgase el visto bueno al acuerdo, 


es decir, la aceptación de la resolución ante la justicia, da cuenta de 


43. AGN, AJ, Prot. Civil 1.* turno, Año 1780, E. 266. 
44. Ídem. 
45. Ídem 
46. Ídem. 
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que la muerte fue seguramente consecuencia de un enfrentamiento 
mayor y no de un asesinato planificado.” 

El acto del perdón no se produjo directamente entre los involu- 
crados, sino a través de los intermediarios que firmaron el contrato. 
Fue la madre de Bernardo quien solicitó que perdonasen a su hijo 
para dar término al conflicto, entregando a cambio parte de sus bie- 
nes. Por la otra parte aparece Fernando Parada en representación de 
Anastasia, entre quienes no pudimos establecer el vínculo. La vícti- 
ma principal de esta situación parece haber sido Anastasia, quien, 
gravemente afectada por su estado de viudez, debía sobrevivir en el 
mismo predio de quien le había quitado la vida a su esposo, más la 
compensación de algunas vacas que dicha María del Barroso le había 


donado. 


Remate público de una estancia: la presencia 
de la Compañía de Jesús en Pando 


Uno de los casos a analizar se relaciona con una de las propie- 
dades que la orden jesuítica tuvo en la jurisdicción de Montevideo. 
La propiedad se había adquirido a través de la compra al teniente de 
Infantería José Gómez y su esposa Juana Rospilosi, quienes la habían 
obtenido en una fecha que desconocemos por merced. El 18 de di- 
ciembre de 1749 el matrimonio la vendió al padre Cosme Agullo, 
como apoderado y procurador de la residencia de la Compañía de 


Jesús.“ Según Ferrés, la estancia de Pando no había sido comprada 


47. Por un análisis sobre el despliegue de la estructura judicial en Pando, 
véase el capítulo 5 de este libro. 

48. La venta de la estancia en Pando, se realizó junto con la venta de «un 
sitio de cincuenta varas en cuadro dos casas cosinas patios y otras servidumbre 
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para su explotación económica sino para asegurar la adquisición de 
la esquina de las calles Rincón e Ituzaingó, donde establecieron la 
residencia, ampliándola debido al aumento del número de niños a 
ser instruidos. El teniente Gómez, deseoso de salir de Montevideo, 
habría vendido todos sus bienes,* lo que explicaría por qué en reali- 
dad la estancia no era tan ostentosa como lo había declarado su ca- 
pataz en 1767.* Entre otros bienes, se registraron trescientas cabezas 
de ganado vacuno, 2700 yeguas y doscientos potros (Ferrés, 1975). 

La Compañía de Jesús se había establecido en Montevideo en 
1745, solicitando al Cabildo de Montevideo que se le concedieran 
tierras en merced para estancias con calera y chacra, las que fueron 
concedidas a cambio de que establecieran una escuela. Debían cum- 
plir con sus deberes sociales y religiosos: la enseñanza y la prédica 
(Barrán, 1998). La estancia se ubicaba con su frente al arroyo Solís 
Chico, aunque siempre se la conoció como la estancia de Pando — 
pero en algunas ocasiones puede aparecer como la estancia de San 
Ignacio—. Tenía sus fondos al oeste a la estancia de los Figueredo y 


lindaba al sur con el camino real a Maldonado.”' 


[...] una chacra que uvieron de Joseph Escobar». La estancia se vendió con los 
«ganados vacunos, cavallares y ovejanos y los hierros de errar». La venta se hizo por 
el valor de 8900 pesos, que el matrimonio recibió antes del otorgamiento (AGN, 
AJ, Prot., Esc. P, Tomo 1739-1749, E 579). 

49. ídem, p. 283. 

50. En julio de 1767 se había formado inventario de los bienes de la estan- 
cia, a partir de los datos que había suministrado un «capataz negro muy bozal que 
había dado cuentas por dos mil vacas, quinientas crías, cien novillos, veinte toros, 
ocho bueyes, ochenta caballos, treinta yeguas mansas, veinte potros con marca, 
4500 yeguas de rodeo, dos mil potros, veinte mulas herradas, veinte sin herrar, 36 
borricos, 52 burras, dos pastores caballares, cinco mil ovejas y carneros y alguna 
cosa más». Unos meses más tarde se comprobó que en realidad la estancia estaba 
casi desierta (Ferrés, 1975: 278). 

51. AGN, AJ, Prot. Esc. P., Tomo IL, Año 1805, E 961v. 
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Bajo el reinado de Carlos HI la Compañía fue expulsada de sus 
dominios al decretarse la Pragmática Sanción del 3 de abril de 1767. 
En 1769 se crearon las Juntas de las Temporalidades para el seguro 
depósito y administración de los bienes y caudales que habían per- 
tenecido a la orden (Ferrés, 1975). Los bienes fueron valuados, con- 
fiscados y vendidos a particulares. Al parecer, los vecinos más ricos 
veían a la Compañía como su competidora y ahora querían repar- 
tirse el «botín». La modalidad para acceder a la propiedad de los te- 
rrenos y bienes confiscados era el remate público, una forma creada 
para obtener beneficios fiscales inmediatos sobre terrenos realengos. 

Los bienes a rematar se componían principalmente de ganado, 
esclavos y tierras de pastoreo. Entre sus bienes la Compañía poseía 
la estancia de La Calera —la más grande, también llamada De los 
Desamparados, ubicada en las cercanías de Las Víboras— otra en 
Pando, dos en el primer Canelón y Chamizo, además de un molino 
de agua y atahona, varios sitios sin poblar y casas de alquiler donde 
se establecía la residencia. En cuanto a los esclavos, estos sumaban 
72, de los cuales diez eran esclavas de la estancia de Pando (Barrán, 
1998: 100). Con el producto de sus estancias, entre otros proyectos, 
los jesuitas sostenían su residencia. 

El terreno de la suerte de estancia fue tasado en 150 pesos por 
los vecinos de Pando Luis Enrique Maciel y Lorenzo Calleros, que 
en conjunto habían tasado las dos estancias que se ubicaban en los 
arroyos Primer y Segundo Canelón.” La estancia de Pando fue saca- 
da a pregones para su remate, a partir de lo cual se generaron algunos 
inconvenientes esperados en relación con las propuestas de algunos 
postores, que al parecer no ofrecían demasiado. Finalmente, luego 


de un ida y vuelta en la oferta, Francisco García de Zúñiga volvió a 


52. AGN, Ex AGA, Libro 227, Real Cédula, 1769 a 1771, Es. 88-89. 
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presentar una propuesta a la Junta Municipal de las Temporalidades 
de Montevideo, con determinadas condiciones para adquirir la es- 
tancia de La Calera, las dos del Chamizo —ubicadas en la horqueta 
que forman los ríos de Santa Lucía Grande y Chamizo— y la de 
Pando. Ofrecía por la primera 6387 pesos y cuatro reales, veinte mil 
pesos por el ganado, 433 pesos por razón de ranchos, corrales, caba- 
llos, ovejas, bueyes y demás aperos y utensilios. Por la de Chamizo, 
setecientos pesos y «Asi mismo por la suerte de Estancia llamada de 
Pando Ganados maiores, y menores q.e le pertenescan Yeguas, Caba- 
llos, Aperos y mas q.e les correspondan ofresco Mil y quinientos p.os 
[pesos]».** Las dificultades para el pago fueron muchas, de modo 
que pasaron veinte años sin que cancelara la deuda. 

Francisco García de Zúñiga vendió la estancia en 1805 al ve- 
cino de Pando Luis Antonio Gutiérrez, propietario de los terrenos 
linderos al sur, quien consiguió apropiarse de los terrenos de uno y 
otro lado del camino Maldonado. La había adquirido a tan solo seis- 
cientos pesos." A partir de esta compra, Gutiérrez veía acrecentadas 
sus estancias en Pando y en Solís Chico. 

Podemos observar que el remate público de estos bienes solo 
podía concretarse cuando aparecía algún comprador interesado que 
perteneciera a un determinado grupo social privilegiado que lo habi- 
litase para acceder a los derechos de propiedad de las tierras y demás 
bienes. En el caso de los bienes ubicados en la jurisdicción de Mon- 
tevideo, esta figura fue la de Juan Francisco García de Zúñiga. Este 
hecho ponía en evidencia el juego de poderes sobre el control de un 
enorme capital productivo de los bienes confiscados, que a través del 


remate público pasaban a particulares. 


53. AGN, Ex AGA, Caja 41, Carpeta 12, Doc. 17, Fs. 5-6. 
54. AGN, Prot. Civil 1." turno, Año 1805, Tomo II, E 961v. 
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Hemos encontrado otro caso en el que se registra un ven- 
ta sacada a remate público sobre una porción de estancia en La 
Concepción de Pando, que anteriormente había sido fraccionada. 
Se remataron al vecino de Montevideo Fernando Rodríguez 1250 
varas de frente por nueve mil de fondo ante el alcalde de segun- 
do voto y juez de menores Miguel de Otermín, el 6 de agosto de 
1794, por 253 pesos.” 

La naturaleza de esta venta es bien distinta a la anterior, dado 
que se realizaba para asegurar la parte por herencia que le correspon- 
día a los hijos menores del matrimonio de Domingo Valdenegro y 
su difunta esposa Rosalía Castellano. El padre de los menores, quien 
figura por lo menos desde diez años atrás como vecino de Pando, 
conservó la otra mitad del terreno, que correspondía al mismo ta- 
maño que la rematada (Apolant, 1975: 1726). Valdenegro aparece 
involucrado en varias oportunidades en casos judiciales de carácter 
violento en el pago de Pando.* El juez comisionado de Pando Pedro 
Montero, en informe al alcalde de primer voto, luego de tasar los 
bienes de su difunta esposa Rosalía Castellano, manifestó respecto 
a la conducta de Valdenegro que «notoriamente es hombre ebrio, 
camorrero y disipador de sus bienes»”, por lo cual no debe asom- 
brarnos la decisión del defensor de menores de proceder a la venta 
de la propiedad «a fin de verificar la venta del haver de los menores 
consecuente a la mala versación del viudo Don Domingo Valde- 
negro y ponerse a réditos pupilares»*, De este modo, a través del 


remate público, el defensor de menores se aseguraba el buen destino 


55. AGN, Prot. Civil. 1.* turno, Año 1794, Tomo II, E 576. 

56. Por un estudio de Domingo Valdenegro y su pasaje frente a la justicia 
véase el capítulo 5. 

57. AGN, AJ, Juzgado 1.“ turno, Caja 102. Doc. 86. E 12. 

58. AGN, AJ, Juzgado 1.“ turno, Caja 102. Doc. 86. Fs. 50-50v. 
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de la herencia legítima que les correspondía a los hijos menores de 
Valdenegro. 

Como era costumbre, al efectuarse la venta pública en un pago 
rural, se libraba orden al juez comisionado de dicho partido para que 
diera noticia a los vecinos de que se iba a realizar la venta en el juzga- 
do de la ciudad. Dicha tarea correspondió al juez comisionado de ese 
entonces, Don Francisco Cesín. A la tercera almoneda la estancia fue 
vendida a Fernando Rodríguez, natural de Santa Cruz de Tenerife 
(Islas Canarias), quien se había casado con María Castellano, tía de 
Rosalía Castellano. Dicha venta, al igual que otras que registramos 
en Pando, se efectuó entre personas que de alguna manera, mante- 


? LA ? 
nían algún vínculo de parentesco. 


Estrategias de conservación y usos del patrimonio rural 


Desde un enfoque local, la historiografía ha incursionado en el 
estudio de las estrategias implementadas en el mundo colonial fren- 
te a la dispersión que ocasionaba la herencia, para lograr conservar 
el patrimonio rural indiviso, e incluso acrecentarlo. Algunas de las 
estancias analizadas en Pando se hallaron parceladas hacia fines del 
período colonial, mientras que otras, por el contrario, permanecie- 
ron indivisas. Este fenómeno podría haber sido resultado de la venta 
efectuada por el propietario de la estancia en fracciones o de los in- 
cidentes hereditarios que implicaba el derecho indiano al establecer 
un criterio de partición igualitaria de los bienes mortuorios. Más allá 
de estos hechos, Canedo identifica ciertos mecanismos que tienden 
a la recomposición de las estancias fragmentadas, identificados con 
la compra de parcelas por parte de uno de los herederos, el mante- 


nimiento del usufructo compartido o la práctica del reemplazo del 
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terreno adjudicado por su valor en moneda u otros bienes (Canedo, 
2000; en Banzato, 2002). 

Analizaremos a continuación algunos casos que ejemplifican 
las estrategias desarrolladas por las familias propietarias. Debemos 
tener en cuenta algunas características comunes: en todos los ca- 
sos los compradores fueron varones y un tercio de las transacciones 
se realizaron entre personas vinculadas a través del parentesco. Sin 
embargo, donde existen algunas particularidades es en las restan- 
tes transacciones: una de las tierras perteneció a los jesuitas, por lo 
que la compra es ajena a la red de parentesco y otras tierras fueron 
compradas por Bartolomé Quiroga y Pablo Alfonso, quienes estaban 
arrimados y las terminaron comprando en el espacio donde ya re- 
sidían. En algunas oportunidades los movimientos de compraventa 
podían responder a la existencia de algún tipo de contrato laboral 
previamente establecido. 

En el caso de la estancia que perteneció a Juan Antonio Arti- 
gas, «con rinconada situada sobre el Paso de Pando» (CNAA, 1950: 
153), parece ser que las compras también se asocian a la explota- 
ción económica. La administración estuvo a cargo de su hijo José 
Antonio, quien al menos desde sus 26 años vivía allí con tres hijos. 
Según el Padrón Aldecoa, Pedro y Nicolás Gadea solían parar en la 
estancia al tiempo que se dedicaban a faenar cueros por cuenta de 
doña Francisca Alzáibar.*? Unos años después, más específicamente 
el 2 de noviembre de 1782, se realizó la partición y adjudicación de 
los bienes heredados por los nueve hijos de Juan Antonio Artigas. La 
propiedad recién fue comprada el 8 de julio de 1790 por el vecino 
de Montevideo Gabriel de Saens.% Posteriormente, tres individuos, 


Juan de Arce, Bernardo Lacumbre y Francisco Bueno, arrendaron 


59. Padrón Aldecoa. 
60. AGN, AJ. Prot. Juzg. 1.“ turno, Año 1790, Es. 305v-307. 
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en trescientos pesos de plata y oro anual, por seis años, un rincón 
de terreno en las costas del arroyo Pando, del referido Gabriel de 
Saens.** Lacumbre, natural de Bayona (España) había arribado a 
Montevideo alrededor de 1770 (Apolant, 1975: 1786) y aparece en 
varias oportunidades como un destacado vecino «de este comercio». 
Al analizar los litigios por cobro de pesos en los que se vio involu- 
crado, podemos establecer que se dedicaba al negocio de cueros, 
así como al “obraje de salazones de carnes a distancia de una legua 
de esta plaza”%. Bernardo tenía además en la ciudad de Montevideo 
una fábrica de velas de sebo en compañía de su hermano Martín 
Lacumbre (Apolant, 1975: 1786). 

Uno de los puntos del contrato era que los arrendatarios practi- 
caran «... las primeras diligencias que se concideren necesarias para 
expulsar de dho Rincon a algunos intrusos». Además, los arrenda- 
tarios debían permitir al Señor Vizcaíno,% que se hallaba establecido 
en dicho rincón, subsistir en las tierras hasta recoger las sementeras 
que tenía hechas sin exigirle cantidad alguna, ya que a quien debe sa- 
tisfacer el arrendamiento, era a Saens. De alguna manera, la unidad 
de propiedad registra no solo dos tipos de actividades económicas 
diferentes conviviendo, sino además dos tipos de contrato de arren- 
damiento, uno pagado en pesos y el del Vizcaíno pagado en fanegas 
de trigo. A su vez se visualiza en este caso, además del derecho de 
propiedad de Saens, el derecho a utilizar la tierra para el pastoreo que 
gozaba el mencionado Vizcaíno. 

Ahora bien, los casos en los que nos interesa indagar son aque- 


llos que, a través de la compra entre parientes, lograron recomponer 


61. AGN, AJ. Prot. Juzg 1. * turno, Año 1805, Tomo II, Es. 974-976. 
62. AGN, AJ. Civil.1. “ turno, Caja 163. Año 1808. Doc. 30. 
63. AGN, AJ. Civil 1. * turno. Caja 149. Año. 1803. Doc. 17. 
64. AGN, AJ. Prot. Juzg 1. * turno, Año 1805, Tomo II, Es. 974-976. 


65. En el documento original el nombre es ilegible. 
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el patrimonio rural familiar, por lo cual nos abocaremos a analizar 
los derechos de transferencia que establecieron estos propietarios, 
posiblemente con la intención de acrecentar su patrimonio rural 
para finalmente transmitirlo a sus sucesores por herencia. 

Caso 1. De acuerdo al derecho castellano, todos los bienes 
acumulados por un individuo en su vida debían ser repartidos equi- 
tativamente entre sus descendientes, con variaciones en las condi- 
ciones de acuerdo a si se trataba de bienes gananciales o no. Como 
desarrollamos antes, en el caso de la viuda Josefa de Melo, la dote 
introducida previamente a su matrimonio con Lorenzo López que- 
daba exenta de partición y volvía a ella. Desde este punto de vista, 
la voluntad testamentaria de Josefa consistió en repartir la tierra en 
cuatro chacras de doscientas varas de frente por tres cuartas leguas 
de fondo entre cuatro mujeres allegadas a ella. La primera, a su bis- 
nieta Felipa Mentasti, hija de Domingo Mentasti e Isabel Sambra- 
no —esta última, criada por su abuela materna Josefa de Melo y su 
segundo marido Lorenzo López— (Apolant, 1975: 922); la segunda 
chacra se la asignó a su nieta María Piris, hija de Felipe Piris y Luisa 
López; la tercera, a su ahijada Melchora, y la cuarta a Pascuala Rodrí- 
guez, hija de Agueda Aguirre —alias La Cordobesa—. Para el año de 
1784 esta estancia se registra entre las propiedades más fragmentadas 
del arroyo Pando. Sin embargo, no pasó demasiado tiempo antes de 
que la tierra volviera a unificarse, dado que, poco a poco, su yerno 
Felipe Piris fue adquiriendo, a través de la compra, distintas parcelas. 
En otras palabras, la dispersión patrimonial que se produjo a través 
de las descendencias femeninas fue modificada a partir de las com- 
praventas efectuadas por Piris. 

El cuadro 2 es un ejemplo de la historia genealógica de la pro- 
piedad de Josefa de Melo que nos permite visualizar el proceso de 


fragmentación y posterior reunificación. 
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Cuadro 2. 
Fraccionamiento y unificación de la suerte de estancia perteneciente a Josefa de Melo 
(1730-1811) 


N° Propietario Adquiere | Vende a Valor Dimensión 
Josefa de Melo Dote No - 1 suerte de estancia 
(3000 varas de frente x 9000 de 
fondo) 
1 [José de los Santos Barreda | Hereda  |Felipe Piris __|$100,00 |520 varas de frente x 9000 de fondo 
2  |Bárbara Barreda Hereda [s/d s/d 500 varas de frente x 9000 de fondo 
3 |Felipa Josefa Mentasti Hereda |José de la $200,00 |200 varas de frente x tres cuartas leguas 
Vega (4500 varas) de fondo 
José de la Vega Compra |Felipe Piris |$40,00 |200 varas de frente x tres cuartas leguas 
(4500 varas) de fondo 
4 |Mateo Barreda Hereda |Felipe Piris [s/d 530 varas de frente x tres cuartas leguas 
(4500 varas) de fondo 
Fermín Piris Hereda | No - 530 varas de frente x tres cuartas leguas 
(4500 varas) de fondo 
5  |Pascuala Rodríguez Hereda  |Felipe Piris [|$30,00 |200 varas de frente x tres cuartas leguas 
(4500 varas) de fondo 
6 [Melchora (?) Hereda S/d - 200 varas de frente x tres cuartas leguas 
(4500 varas) de fondo 
7 |María Piris Hereda |- - 200 varas de frente x tres cuartas leguas 


(4500 varas) de fondo 


Fuentes: AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1796, Tomo II, F. 878; Año 1797, Tomo I, E 115; Año 1784 E 115; Año 
1797, Tomo II, F. 569; Tomo II, E 558v; Año 1781, Fs. 187-185; Año 1796, Tomo I, Fs. 147-54v. 


A través de su testamento, en 1781 Josefa de Melo manifiesta 
que «una de las fincas que aporte a este mi segundo matrimonio se 
divida y haga de ella chacras por no ser parage apropiado ni suficien- 
te para estancia y se reparta entre mis herederos el terreno que que- 
dase despues de sacadas quatro suertes de chacra»% entre las cuatro 
mujeres allegadas ya mencionadas. Agregaba en su declaración, ade- 
más, que aquel paraje no era apropiado ni suficiente para estancia. 

Reconstruyendo la historia de la propiedad, hemos registrado 
que, de sus hijos herederos, el 3 de marzo de 1797 José de los Santos 
Barreda decidió venderle a su cuñado Felipe Piris la parte que le co- 
rrespondía.” En el testamento privado de su hermano Mateo Barre- 
da pudimos constatar que, de la tierra heredada, también le vendió 
a su cuñado 4500 varas sobre su fondo, además de mencionar que el 
único heredero fue su sobrino Fermín Piris, hijo de Felipe Piris y de 
Luisa López. En el caso de las otras herederas, el 4 de noviembre 
de 1797, los padres de Felipa Mentasti vendieron a José de la Vega 
la porción de tierra que Josefa de Melo le había dejado en herencia a 
su bisnieta, en cien pesos.” Unos meses después, el 7 de octubre de 
1797, José de la Vega se la vendió a Felipe Piris en cuarenta pesos.” 
Por su parte, la viuda Pascuala Rodríguez, le había vendido el 19 de 
diciembre de 1796 el terreno que había heredado en treinta pesos.”' 

Felipe Piris vivió y se vinculó al partido de Pando. Nació el 16 
de setiembre de 1754. Cuando tenía siete años, su padre, Manuel 


Piris —portugués—, golpeó y apuñaló a su madre Francisca Xaviera 


66. AGN, AJ, Juzgado 1.* turno, Año. 1781, Doc. 89. 

67. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1797, Tomo L E 115. 
68. AGN, AJ, Prot. Esc. P Año 1796, Tomo 1, Fs. 147/ 54v. 

69. AGN, AJ, Prot. Civil 1.* turno, Año 1797, Tomo II, E. 558v. 
70. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1797, Tomo IL, E 569. 
71. AGN, AJ, Prot. Civil 1.* turno, Año 1796, Tomo IL E 878. 
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Garín (Barreto y Poloni, 2016). A sus 22 años contrajo matrimonio 
con Luisa López (Apolant, 1975: 595). Fue uno de los vecinos de 
Pando que elevó el veinte de febrero de 1784 al obispo de Buenos 
Aires la solicitud para la creación de un nuevo templo.” En 1795 
se hallaba viviendo en Pando con dos hijos párvulos y cuatro hijas, 
además de tener cinco esclavos, una esclava y ocho peones. Tres in- 
dividuos más aparecen agregados a su estancia.” 

Es de destacar el caso de Josefa de Melo, quien en su testamento 
intenta proteger a estas cuatro mujeres vinculadas a ella por paren- 
tesco o afinidad. No obstante, más allá de su voluntad, su yerno, 
Felipe Piris, terminará comprando o heredando la propiedad y de 
este modo unificándola, a la vez que logrará acrecentar el patrimonio 
rural y su incidencia política y económica en el partido y la villa de 
Pando. 

Lo cierto es que la figura de Piris aparece en varios expedientes, 
inserta social y políticamente en el micromundo de las elites locales 
de Pando, donde la compraventa de las parcelas, muy posiblemente, 
fuese un mecanismo más para reafirmar la explotación económica 
que desarrollaba, asociada al trabajo con una numerosa mano de 
obra esclava y asalariada, además de ser propietario de otras tierras en 
Pando, lo que también da cuenta de su destacado patrimonio rural. 

Caso 2. Cuando se trata de unificar la propiedad, una de las es- 
trategias que se implementa es la compra o el intercambio por otros 
bienes con alguno de los herederos de las parcelas correspondientes 
a sus hermanos. Este comportamiento se manifiesta en el vecino de 
Pando Antonio Santos de Almeida. Sus padres, Pedro de Almeida y 


Manuela Pérez Viñas, habían sido pobladores del segundo contin- 


72. BN, ME, CBC, Es. 52-54. 
73. Padrón de 1795. 
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gente canario arribado a las costas de Montevideo en 1729. Natural 
de Montevideo, nació en torno al año 1734 y contrajo matrimonio 
el 21 de abril de 1760 con Nicolasa Mendoza, también natural de 
Montevideo (Apolant, 1975: 1218-1219). Al menos desde 1772 o 
1773 estuvo al frente de la administración de la estancia que su pa- 
dre recibió por reparto individual en 1758. Unos años después, en 
1776, con sus padres ya fallecidos, compró a sus hermanas la parte 
de la estancia en el arroyo Pando que les correspondía por herencia. 
Esta contaba en ese entonces con rancho, corral, 250 cabezas de 
ganado vacuno, 251 cabezas de ganado pequeño, doce lecheras, 25 
vacas, 25 crías, una manada de yeguas mansas, seis caballos y tres 
yuntas de bueyes (Apolant, 1975: 1218-1219). La venta la realizó 
Pedro Barranechea, albacea del finado Pedro Almeida, a nombre de 
los herederos José Antonio Pulchaver —hijo de Rosa Almeida, her- 
mana de Antonio, ya difunta—, Manuela Portillo, con licencia de su 
marido, y sus hermanos —hijos de María Almeida—. Vendieron en 
setecientos pesos la suerte de estancia que se ubicaba de la otra banda 
del arroyo Pando, lindando entre la del portugués Manuel González 
de Almeida y Ramón Ximeno. Varios años después, el 22 de enero 
de 1793, Antonio Santos de Almeida acrecentará su estancia, com- 
prando la suerte que perteneció a Ramón Ximeno y su esposa Ana 
Valdenegro, que, como mencionábamos, era lindera a la suya. El 
vendedor fue el yerno de Ximeno, Andrés Yáñez, efectuando dicha 
transacción en 440 pesos.” 

Este tipo de comportamiento identificado en la figura de Al- 
meida implicó la compra en dinero, aunque en otros casos se rea- 
lizaba a través del intercambio por otros bienes. Para el estudio del 


partido de los Tres Arroyos (campaña de Buenos Aires) realizado por 


74. AGN, Prot. Civil 1." turno, Año 1793, Tomo Il, E 25v. 
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Canedo, este comportamiento ha sido interpretado como una inten- 
ción que busca generar una concentración de la propiedad heredada 
(2000). Estos procesos de reconstrucción de la unidad de estancia 
a través de la compra de parcelas a los miembros de la familia se 
producen la mayoría de los casos a través de una figura masculina, 
incorporada a la familia por medio del matrimonio (Canedo, 2000). 
De esta forma, el matrimonio, y luego la compra a los cuñados y 
familiares herederos, resulta ser uno de los mecanismos implemen- 
tados (Banzato, s/d). En este sentido, la práctica testamentaria nos 
permite visualizar en el caso de Antonio Santos de Almeida algunas 
de las estrategias familiares identificadas como un intento por evitar 
el fraccionamiento de la propiedad. 

El peso de la costumbre generalizó la posibilidad de la transmi- 
sión patrimonial concentrada en alguno de los descendientes, como 
en el caso de la estancia que perteneció a Manuel González de Al- 
meida, en la cual, por conveniencia propia del albacea, la viuda y 
los herederos, amparándose en la ley, solicitaron en primer lugar el 
término de tiempo necesario para acordar sobre los medios más fa- 
vorables para iniciar la partición y, en dicho caso, posteriormente las 
autoridades dieron por entendido haberse convenido verbalmente la 
partición.” 

Fxistirán sin lugar a dudas otros tantos ejemplos que se des- 
prenden del cuerpo documental; lo cierto es que más allá del desti- 
no establecido por la partición igualitaria de los bienes como con- 
secuencia del sistema de herencia, hemos registrado casos que nos 
permiten determinar distintas prácticas, para que no siempre esta 


tendencia termine en el fraccionamiento del patrimonio rural. 


75. AGN, AJ, Caja 10, Año 1761, Doc. 9. 
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PRIMEROS PROPIETARIOS EN LA VILLA 
NUESTRA SEÑORA DE LA CONCEPCIÓN 
DE PANDO 


Los antecedentes que involucran aspectos del proceso fundacio- 
nal de la villa de Pando no son numerosos. Desde la historia local, 
Elio Zinola (1966) elaboró una historia de Pando sacando a la luz 
documentación de interés, como la escritura de donación que Fran- 
cisco Meneses y su madre Teresa Gaytán realizaron el 30 de marzo 
de 1788 sobre una porción de tierras a favor de la capilla de Pando, 
o la primera escritura de donación de tierras para solar que Meneses 
otorgó al indio Domingo Recoba el 2 de mayo de 1789. Se destacan 
en su obra la búsqueda y la recopilación documental, aunque carece 
de una problematización que aporte al estado de la cuestión. Por 
otra parte, y concretamente, poco dice acerca de Bernardo Gaytán, 
primer dueño de la estancia donde se construirá la villa. Finalmente, 
quedó fuera de su análisis el componente poblacional y el problema 
de la tenencia de la tierra en el proceso fundacional de la villa (Zi- 
nola, 1966). 

La obra de Aníbal Barrios Pintos (2008b) ha abordado, entre 
otras historias, la de los pueblos formados durante el período hispá- 
nico. Aporta datos más concretos en lo que refiere al tema, ya que 
incorpora otras fuentes: padrones de población y censos de ganado. 
Remitiéndose a la obra de Juan Alejandro Apolant ([1975] 1999) da 
cuenta de la composición familiar y de datos filiatorios de las doce 
familias de origen peninsular destinadas a poblar la zona en 1781. 

No existen antecedentes de estudios locales que aborden el pro- 


blema de la tierra en el proceso fundacional de la villa de Nuestra 
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Señora de la Concepción de Pando. Los estudios específicos sobre 
los derechos de la tierra para pueblos y villas resultan igualmente 
escasos (Canedo, 2015). 

La propia complejidad del tema implica un análisis de aspectos 
diversos. Algunas producciones historiográficas recientes acerca de 
la conformación de las villas en el período colonial incluyen temas 
vinculados a políticas de frontera, dinámicas poblacionales en zo- 
nas de escasos poblados, formas de acceso a la propiedad, así como 
el comportamiento de los productores rurales. Otros estudios son 
más específicos, como el de Mariana Canedo (2016b), que aporta 
al tema reconstruyendo los intentos infructuosos realizados por dos 
virreyes en el Río de la Plata: el marqués de Avilés y el marqués de 
Sobremonte para el caso de la campaña de Buenos Aires. La autora 
incorpora en su análisis el estudio de las relaciones de poder entre las 
autoridades locales y virreinales, así como los intereses económicos 
presentes. Otro estudio de particular interés es el desarrollado por 
María Fernanda Barcos (2012), quien centra su análisis en el estudio 
de la construcción del cuerpo normativo referente a las tierras de 
ejidos en el territorio que comprende la actual provincia de Buenos 
Aires (1782-1870). 

El texto que se presenta a continuación es un aporte a la dis- 
cusión histórica sobre el proceso fundacional de la villa Nuestra Se- 
ñora de la Concepción de Pando, teniendo en cuenta las nuevas 
producciones historiográficas, donde el estudio de casos concretos 
permite relevar algunas particularidades. El eje central es el estudio 
de la tierra a través de las primeras familias. Para ello hemos incor- 
porado, además de los documentos judiciales, padrones de época, 
libros parroquiales de la capilla de Pando y planos de mensura de un 


período posterior, pero que nos permite establecer la permanencia 
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de algunas familias. La documentación se halla fragmentada y su 
análisis resulta limitado en cuanto a movimientos de tierra registra- 


dos y a sus límites. 


La formación de la villa Nuestra Señora de la Concep- 
ción de Pando. Un emprendimiento de carácter privado 


Durante el siglo XVIII la presencia de pueblos de españoles y de 
villas aumentó de forma significativa en Hispanoamérica (Canedo, 
2016b). Luego de la fundación de Montevideo y de la llegada de 
las primeras familias pobladoras desde Buenos Aires y Canarias, el 
crecimiento demográfico de la región se acompasó con la actividad 
comercial de la reciente ciudad. A partir de 1770 la jurisdicción de 
Montevideo tuvo la necesidad de descongestionar el núcleo urbano. 
En la reunión del 31 de agosto de 1769, el Cabildo acordó solicitar 
al rey que extendiera la jurisdicción unas veinte leguas cuadradas. El 
pedido se fundamentaba en la necesidad de trabajo para las nuevas 
familias y en el aumento del ganado vacuno, sementeras, cultivos y 
arboladas (Apolant, 1966). Hacia 1811 encontramos en la jurisdic- 
ción de Montevideo los siguientes pueblos y villas: San Juan Bautis- 
ta, Nuestra Señora de Guadalupe, San José, San Isidro de las Piedras, 
Concepción de Minas y San Fernando de la Florida (Caetano y Ri- 
beiro, 2015). 

La fundación de la villa Nuestra Señora de la Concepción de 
Pando (1781) no fue producto de un proyecto elaborado por la mo- 
narquía hispánica, como sucedió con otras fundaciones como por 


ejemplo la villa de San Juan Bautista, proceso impulsado por la polí- 
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tica poblacional del virrey Juan José Vértiz. Si bien es cierto que ha- 
cia fines del siglo XVIII y principios del siglo XIX varias autoridades 
coloniales, entre las que destacamos la participación de virreyes, tu- 
vieron un accionar más directo como promotores de villas y pueblos 
(Canedo, 2015), la iniciativa promovida por el alférez de Milicias de 
caballería Francisco Meneses y su madre Teresa Gaytán fue un em- 
prendimiento de carácter privado.” Esta iniciativa desplazó el lugar 
protagónico de las autoridades reales en la política poblacional, oca- 
sionando algunos inconvenientes propios de un impulso particular. 

Aprovechando la estadía del virrey Juan José Vértiz, con resi- 
dencia en Montevideo durante el transcurso de la guerra de España 
con Inglaterra, Francisco Meneses le envió un memorial en el que 
solicitaba la traslación de doce o dieciséis familias españolas desti- 
nadas a la costa patagónica. Considerando que eran muy pobres, 
voluntariamente «les apropiaría los terrenos que ocupasen sus habi- 
taciones», pudiendo mantenerse con las labores de campo.” Funda- 
mentaba su pedido en las ventajas que dicho emplazamiento tendría 


para el abasto de la ciudad. 


El rincón de estancia que les ofrecía había sido una de las suer- 
tes de estancia repartidas en 1730, otorgada a Bernardo Gaytán, na- 
tural de Buenos Aires, avecindado con su familia desde 1726, luego 


de que el Cabildo de Buenos Aires le concediera permiso para poblar 


(Apolant, 1975: 184). 


76. En la jurisdicción del Cabildo de Buenos Aires la conformación de pue- 
blos responde a dos realidades: a partir de propietarios que asignan terrenos u 
ocupantes rurales que impulsan la formación de asentamientos en tierras realengas 
(Canedo, 2016b: 94). 

77. AGN, Esc. Gob. Hac. Año 1792, Exp. 27, citado en Barrios Pintos 
(2008: 105). 


209 


Integró el primer Cabildo de Montevideo inaugurado el 1. ° de 
enero de 1730, designado como alcalde provisional (Apolant, 1975: 
184). El 14 de octubre de 1741 su nieta Teresa Gaytán contrajo 
matrimonio en la parroquia de Montevideo con Francisco Meneses 
Mata, natural de Feysad, en los reinos de Portugal. Su oficio era al- 
bañil y figuraba en la partida de casamiento como maestro mayor de 
albañilería en las reales obras (Apolant, 1975: 534). El 15 de octubre 
de 1760 Meneses se comprometió a construirle a Bernardo Gaytán 
una casa de nueve varas de largo con paredes de ladrillo y techo de 
teja en un terreno suyo, a cambio de la estancia en Pando.”* Se ubica- 
ba con su frente al arroyo y sus fondos al oeste y lindaba por la parte 
sur con tierras de Juan Antonio Artigas y por el norte con terrenos 
de Josefa de Melo, que había sido esposa de Lorenzo José López.”? 

Al igual que varios pueblos de la campaña de Buenos Aires, la 
villa se creó al amparo de una capilla que Francisco Meneses y su 
madre Teresa Gaytán habían mandado construir el 1.2 de noviembre 
de 1780. Se ubicaba «en el camino real que se transita a Maldonado 
[...] distante del paso de la Guardia como un cuarto de legua».*% 

Eran comunes en aquella época los informes sobre el mal es- 
tado de edificios como las iglesias, la catedral, el Cabildo e incluso 
las murallas y los fuertes, debido a las deficiencias de los materiales 
utilizados o a las obras y proyectos que simplemente no cumplían 
con las normas de construcción (Gutiérrez y Marchena, 2015). La 
capilla de Pando no escapó a esta realidad. Ya para 1782 Francisco 


Meneses elevaba una demanda a las autoridades denunciando a los 


78. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1760, E 59v. 

79. AGN, AJ, Prot. Civil 1." turno, Año 1776, E 218. 

80. AGNA, División Colonia, Sección Gobierno, Justicia, Leg. 12, Exp. 
278, citado por Barrios Pintos (2008: 106). 
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albañiles que construyeron la capilla. Luego, como mencionába- 
mos más arriba, el 20 de febrero de 1784, los vecinos de Pando, 
representados por Martín José Artigas, José Antonio Artigas, Felipe 
Piris, Domingo Valdenegro, Baltasar Aguirre y Pedro Montero, soli- 
citaron al obispo de Buenos Aires, Malvar y Pinto, que les concedie- 
ra potestades para erigir un nuevo templo.*” 

Dicha capilla dependía de la jurisdicción eclesiástica de la pa- 
rroquia de Las Piedras y auxiliaba a la parroquia de Guadalupe lle- 
vando el registro de dos libros parroquiales, uno perteneciente a la 
jurisdicción de Juan Miguel Laguna, cura de la villa Nuestra Señora 
de Guadalupe de Canelones, y otro perteneciente a la jurisdicción de 
Domingo Castilla, cura de Las Piedras. 

Si bien es cierto que el poblamiento de la zona en torno al 
arroyo de Pando precede a la erección de la capilla, la aparición del 
centro poblado complejizó dicho proceso poblacional y sobre todo 
el tema asociado a la tenencia legal de la tierra. El núcleo pobla- 
cional se asentó en los alrededores de la capilla, en un espacio rural 
que desde hacía varios años contaba con la presencia de autorida- 
des locales, familias vinculadas a la elite montevideana con fuerte 
influencia en Pando y pobladores ya establecidos con dinámicas 
propias, algunos con una antigúedad de medio siglo. Los nuevos 
vecinos se relacionaron con distintos grados de incidencia, perma- 
nencia y vulnerabilidad. 

El 2 de octubre de 1781 el virrey Vértiz autorizó el pedido de 
Francisco Meneses para el envío de algunas familias.** Al puerto de 


Montevideo arribaron entre diciembre de 1778 y octubre de 1784, 


81. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1. * turno, Año 1782, Caja 
54, Doc. 7. 

82. BN, ME, CBC, Fs. 52 a 54. 

83. AGN, Esc. Gob. Hac., Caja 13, Año 1792, Doc. 27. 
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trece embarcaciones con 1921 pobladores destinados a poblar las 
«Provincias del Río de la Plata». Se trataba de labradores originarios 
en su mayoría de Galicia a quienes se les dio como destino integrar 
el núcleo fundador de San Juan Bautista, San José, Minas o de repo- 
blar San Carlos, Colonia del Sacramento, Maldonado y Canelones 
(Apolant, 1999: 146). 

El 31 de octubre de 1781 pasaron a ocupar Pando doce de esas 
familias, cuyas “cabezas” eran las de: Vicente Estevan Bayarrí, José 
Garrido, Antonio Vales, Manuel Rodríguez, Matías Meneses, Roque 
de Castro, Agustín Abad, Juan Amor, Andrés Quián, José Vásquez, 
Julián Rodríguez y Juan Gil (Barrios Pintos, 2008b: 104).**% Sola- 
mente se quedaron en Pando cinco de las familias. En un informe 
elevado al virrey el 15 de marzo de 1789, Francisco Meneses solici- 
taba que se considerara a la villa de Pando como uno de los destinos 
habilitados para el envío de soldados casados ya retirados, y a unos 
meses de la llegada de los pobladores había solicitado permiso para 
«congregar y adoctrinar» en torno a la capilla a indios guaraníes ca- 
sados que se hallaban dispersos en la jurisdicción sin tierras ni subsis- 
tencias, quienes además «crian sus hijos sin doctrina alguna». Barrios 
Pintos interpreta la actitud de Meneses como una oportunidad para 


obtener a partir del trabajo de los indios mano de obra barata.** Esta 


84. Según un documento en el que se establece una «relación de familias» 
sin fecha, las cuatro primeras familias mencionadas fueron de Montevideo a Pan- 
do a principios de octubre de 1781 «socorridos por esta caja hasta fin de septiem- 
bre del mismo año y a las que se les dio un medio real diario para cada persona 
desde el día primero de octubre hasta fin de septiembre de 1782 que se cumple 
un año en virtud del Auto de Junta Superior de 6 del antecedente mes de octubre 
de este año con mas doce pesos para cada familia de auxilio y costo de ranchos a 
saber» (AGN, AGA, Carpeta 134, Leg. 5). 

85. AGN, Ex AGA, Año 1789, Exp. 26. 

86. AGNA, División Colonia, Sección Gobierno, Justicia. Leg. 12, Exp. 
278, citado por Barrios Pintos (2008c: 106). 
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solicitud fue considerada inoportuna por parte de las autoridades y 


no prosperó. 


Cuando se analiza el proceso fundacional de la villa de Nuestra 
Señora de la Concepción de Pando, un primer problema que surge 
es conocer realmente cuántos pobladores en verdad se asientan. Esto 
obliga a trabajar con un universo de vecinos a veces reducido, del que 
se excluyen los que por distintas razones abandonaron el proyecto. 

A los tres años de poblar Pando, de las doce familias solamen- 
te cinco se radicaron en sus ranchos y tierras amojonadas: Vicente 
Estevan Bayarri, Josefa Ribote —viuda de Matías Meneses—, José 
Garrido, Manuel Rodríguez y Antonio Vales.*” 

Según testimonio de Josefa Ribote en un memorial dirigido al 
intendente general, Francisco Meneses pretendía cobrarles un real 
y medio anual «por señorío de rancho y por razón de tierra, la ter- 
cera parte de toda la siembra»,% cuando en realidad Meneses, en su 
informe al gobernador le había prometido, que al ser las familias 
de las más pobres, «voluntariamente les apropiaria los terrenos, que 
ocupasen sus habitaciones».*? Se puede interpretar que nada dice res- 
pecto al costo de señorío de ranchos por parte de Meneses, aunque 
cobrárselo no le correspondía de ninguna manera, ya que los pobla- 
dores debían ser tributarios del rey y de nadie más. Por otra parte, la 
contestación del virrey Vértiz a Meneses dice claramente que dichas 
familias le fueron concedidas «con el fin que expresa de no ser gra- 


bosa al Real Eraro por el reparto de tierras y alojamiento que propo- 


87. AGN, AGA, Carpeta 134, Leg. 57. 

88. AGN, División Colonia, Sección Gobierno, Justicia, 1784, Leg. 15, 
citado por Barrios Pintos (2008b). 

89. AGN, EGH, Caja 13, Año 1792, Doc. 27. 
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ne»,” por lo cual tampoco le correspondería al gobierno abonar los 
ranchos, a pesar de lo cual terminaría costeándolos. 

Teresa Gabín, otra de las pobladoras destinada a los terrenos 
de Francisco Meneses, solicitó permiso —junto a dos de sus yernos 
José Vásquez y Julián Rodríguez— el 13 de diciembre de 1782 para 
regresar a Montevideo, ya que Meneses no había cumplido con lo 
ofrecido. La suplicante se halló «sin más ropa que la que tiene pues- 
ta y sin socorro alguno por el Real erario se ve en el día reducida a 
mendigar por puertas pues su crecida edad [sic] no le permite traba- 
jar ni los dichos sus yernos la pueden vestir respecto de carecer del 
citado socorro». Finalmente, la familia se retiró a vivir en un terreno 
arrendado de chacras en Miguelete (Apolant, 1999: 320). Al desam- 
paro de las autoridades, los poseedores se vieron vulnerados ante las 
actitudes de Francisco Meneses, quien posiblemente veía en el pro- 
yecto de fundación de Pando no solo un posible negocio, sino una 
oportunidad de acceso a ciertos lugares de cierto prestigio en tanto 
sujeto con capacidad política. 

Por otra parte, a las familias que se quedaron no se les otorga- 
ron útiles, «por haberse entendido que pasavan a Pando por conve- 
niencia propia como a Guadalupe de que hasta ahora tampoco han 
reclamado».” Sin embargo, a los pobladores de San Juan Bautista 
sí se les había hecho entrega de algunos elementos de gran utilidad, 
sin lugar a dudas: «una yunta de bueyes, un caballo, un arado, 
una azada, una pala, un azadón o pico y tantas fanegas de granos 
quantas quadras presentaron labradas para la siembra». La falta 
de elementos de labranza así como de asistencia por parte de la co- 


rona, contribuyó a que estas familias pobladoras se fueran. Nadie 


90. Ídem. 
91. AGN, AGA, Caja 134, Carpeta 2, Doc. 57. 
92. Ídem. 


214 


se preocupó de que se cumplieran los compromisos y las promesas 
hechas por Meneses. 

El geógrafo Andrés de Oyarvide, quien había arribado al Río 
de la Plata en la expedición de Cevallos, registró el 10 de enero de 
1784 una Memoria Geográfica en la que menciona que a un tercio 
de legua antes de la Guardia de Pando se encontraba «una capilla 
con algunos ranchos de paja, hasta 15 a 20 por las inmediaciones, 
pertenecientes a los extranjeros, que hay regular población por esta 
parte» (Barrios Pintos, 2008c: 107). 

El 21 de abril de aquel año, Francisco de Sostoa, en informe al 
intendente general sobre la situación de los pobladores de Pando, 


sostenía que 


. este [Meneses] ofrece cederles enteramente en propiedad 
a cada uno de dichos cinco, los solares de 25 varas de frente y 50 
de fondo que ya tienen en posesion en las cuadras trazadas para la 
plaza, y las tierras que ya tienen labradas anteriormente, amojo- 
nándoselas en propiedad, otorgando para ello el instrumento que 
vs tenga para conveniente pero no se puede extender más por no 


permitirle el terreno de su pertenencia.” 


El 22 de octubre de 1784, a pedido de Josefa Ribote y en nom- 
bre de los demás pobladores, fueron satisfechos por la Real Hacienda 
doce pesos para cada familia por vía de auxilio y costo de ranchos.” 
Se habían nombrado para la tasación de dichos solares a [Felipe] 
Piris y Baltasar Aguirre, y, como piloto tercero en discordia, a Mar- 


tín José Artigas.” Los terrenos de solar y chacra fueron tasados y 


93. Ídem. 
94, AGN, AGA, Carpeta 134, Leg. 125. 
95. AGN, AGA, Caja 134, Leg. 112. 
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amojonados, pero el costo por haber edificado los ranchos no les 
garantizaba a los pobladores los derechos sobre la propiedad. Las 
tierras fueron mantenidas en usufructo. La situación de poblador 
provisorio con la que arribaron a Pando pudo haber incidido en la 
tardía legitimación de las chacras y solares por parte de Meneses. La 
incertidumbre respecto a que en cualquier momento deberían irse 
a los nuevos establecimientos designados por el virrey quizá haya 
sido una estrategia para el retraso en las confirmaciones. Aunque en 
realidad los pobladores nunca fueron reclamados, recién el 30 de 
enero de 1801 se los notificó de un oficio de Avilés que les permitía, 
si querían, irse a la fundación de Batoví, al norte del territorio, pro- 
puesta que rechazaron alegando su avanzada edad y achaques (Apo- 
lant, 1999: 177). 

Hasta entonces solo se conoce un documento de donación de 
solar, publicado en la obra de Zinola, que hace referencia a la dona- 
ción de un solar al indio Domingo Recoba, efectuado el 2 de mayo 
de 1789 y firmado en la Concepción de Pando por Francisco Me- 
neses. Ha sido considerado por Zinola el primer poblador de Pando 
(1966). Figuran como testigos en dicho documento el cura Juan 
Estanislao de la Mata, Antonio Rosado y Manuel Cabezas. El 30 de 
marzo de 1788 Francisco Meneses, con poder de su madre, había 
entregado en donación a la capilla ocho cuadras de frente por ocho 
de fondo de terreno para el «aumento y establecimiento de los que 
quisiesen ir a establecerse del pueblo, y con cargo de repartir los so- 
lares a los que así acudiesen, el señor Cura o Capellán que al presente 
es Don Juan Estanislao de la Mata» para que «disponga del reparto 
del insinuado terreno para edificios a los que quisiesen ir a poblar 
con la proporción y equidad que de acuerdo con el referido Mayor- 


domo y preferencia de los donantes tuviesen por justo y convenien- 
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te». No obstante, al final del documento no se registran las firmas 
de los solicitantes, y dice «No acudieron a firmar», lo que invalida 
dicho documento. Por otra parte, en ningún momento encontramos 
al cura Estanislao de la Mata repartiendo solares o chacras. Las opor- 
tunidades en las que se donaron tierras en 1781 fueron de parte de 
Francisco Meneses y con la aprobación de Pedro Montero, alcalde 
de Pando. No sabemos a qué hace referencia el título de alcalde de 
Pando, porque en realidad no había Cabildo, pero quizás Montero 
haya sido en dicho año juez comisionado, aunque esto último no lo 
hemos podido confirmar.” 

La extensión de los terrenos donados habría sido de ocho cua- 
dras de frente por ocho de fondo, es decir, 64 cuadras, en el mis- 
mo paraje en que se hallaba edificada la capilla. La fecha de este 
documento coincide con los primeros intentos de los vecinos de 
Pando de erigir la capilla en curato”. Se encontraba emplazada 
bajo la jurisdicción perteneciente al curato de Las Piedras y carecía 
tanto de autonomía administrativa como política y económica. Las 
discrepancias con el cura de Las Piedras desde el momento en que 
los vecinos de Pando solicitaron crearla resultan evidentes y son 
un aspecto elemental a tener en cuenta. Domingo de Castilla, cura 
vicario de la parroquia de Las Piedras, fue siempre muy celoso de 
su parroquia, de modo que consideraba la iniciativa de erección 
de una capilla en Pando un antojo de los vecinos, «sin anuencia ni 


parecer del párroco en cuyo territorio intentaban erigirla».? Fue el 


96. En el capítulo 5 Rodrigo Rampoldi presenta una lista de los jueces co- 
misionados de Pando entre 1771 y 1813. Dicha lista no menciona ningún juez 
comisionado para 1781. 

97. Por un análisis detallado de la estructura eclesiástica en Pando ver capí- 
tulo 5. 

98. BN, ME, CBC, E 58. 
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18 de marzo de 1788 cuando Martín José Artigas, Pedro Montero 
y Luis Antonio Gutiérrez —este último en representación de los 
diputados ausentes Felipe Piris y José Antonio Artigas— se diri- 
gieron al fraile Manuel Ramírez Azamor solicitando, entre otros 
aspectos, licencia para que el vecindario pudiera librarse de costear 
anualmente al capellán. Quizás en determinado momento hayan 
considerado la posibilidad de donar las tierras a la iglesia como 
forma de facilitar la erección de un curato y obtener tierras que 
fueran independientes de la jurisdicción de Las Piedras.” El fra- 
caso de la erección de curato pudo haber llevado a que los vecinos 
de Pando se arrepintieran y rechazaran la opción de donarle las 
tierras, ya que implicaría que fueran administradas bajo la depen- 
dencia de alguno de sus funcionarios eclesiásticos, pero esta es tan 
solo una hipótesis. Lo cierto es que en los documentos el cura de 
la capilla de Pando aparece como testigo en los solares repartidos 
por Francisco Meneses pero nunca como otorgante. Sin embargo, 
un segundo capellán, José Suarez, quien ofició previamente a la lle- 
gada de Juan Estanislao de la Mata,'% aparece vendiendo en 1781 
un solar a Miguel de Anca. El terreno se situaba con su frente a la 
plaza rumbo al noroeste, su fondo al sureste y lindaba al este con 
José Quintana y al oeste con Valentín Martínez.'” Quizá el pres- 


bítero Suárez haya vendido o donado algunos terrenos más, por 


99. El 20 de febrero de 1784 los vecinos de Pando representados por los 
hermanos Martín José y José Antonio Artigas, Felipe Piris, Domingo Valdenegro, 
Baltasar Aguirre y Pedro Montero solicitaron al obispo de Buenos Aires que les 
conceda licencia para erigir un nuevo templo. En dicha solicitud manifiestan tener 
«...8 cuadras para que todo individuo que se pueble pueda enajenar los solares y todo 
lo demas conduzca al mejor regimen de la capilla y poblacion...» (BN, ME, CBC, 
Fs. 52 a 54). 

100. Ídem. 

101. AGN, Esc. Gob. y Hacienda, Caja 185, Exp. 11. 
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ejemplo, aquellos cuyo origen aún no pudimos establecer pero que 
conocemos como tales por ser vecinos linderos. 

Lo cierto es que existieron repartos previos al de Domingo Re- 
coba en 1789. Barrios Pintos (1940) menciona que Leonardo Da- 
neri publica un certificado otorgado por el alférez de Milicias de 
Caballería Francisco de Meneses al poblador destinado a Pando, José 
Garrido, donde le confirma la propiedad de un solar. Fue firmado en 
la Concepción de Pando el 13 de agosto de 1791 por Francisco Me- 
neses, figuran como testigos Félix José de Mena y Antonio Rosado 
y está autorizado con el «visto bueno» de Pedro Montero, alcalde de 
Pando en aquel año.'” 

A partir del relevamiento de diversa documentación identifi- 
camos otras familias pobladoras destinadas a la fundación de Pan- 
do, establecidas y poseedoras de tierra de solar y chacras. También 
a algunos vecinos de Pando que no fueron integrantes del Operati- 
vo Patagonia como propietarios. Muchos de ellos se vincularon por 
parentesco o por desarrollar alguna actividad económica o política 
en la zona. En todos los casos obtuvieron las tierras a partir del des- 
membramiento de la suerte de estancia perteneciente a Francisco 
Meneses, ya fuera a través de donación, compra, herencia o dote. 
Este hecho, como se verá, ocasionó y agudizó algunas problemáticas 


en torno a la tierra que ya existían en el universo rural colonial. 


102. El autor cita el suplemento dominical de El Día, del 21 de abril de 
1940. El documento pertenece al archivo de Antonio Loza (Barrios Pintos, 


2008b: 119). 
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Primeros propietarios de la villa de Nuestra Señora 


de la Concepción de Pando 


Interesada en concretar la ocupación definitiva de los territorios 
americanos, la política colonial española promovió la fundación de 
«pueblos de españoles».'% A través de repartos de tierras realengas 
(consideradas del Rey), se liberalizaron en la jurisdicción de Monte- 
video terrenos para solar y chacra en manos de particulares. El uso 
y la función de la tierra estuvo desde un principio fundamentada 
jurídicamente en el derecho indiano; más allá de las tierras realen- 
gas, existían las colectivas de uso común para el poblado. Las dis- 
posiciones que lo integraron nunca pretendieron ser completas ni 
abarcadoras de varias regiones, sino que resolvían aspectos concretos, 
denotando un pronunciado «causismo» (Barcos, 2012) y volviendo 
cada estudio micro una realidad particular en sí misma. 

Al fundarse un pueblo eran deslindados y amojonados los solares 
para la vivienda, las tierras para ejido (aquellas destinadas al crecimien- 
to futuro de la ciudad), las tierras para la pastura del ganado vecinal 
y la siembra (Baracchini y Altezor, 2010). Más allá de esto, muchas 
veces las ordenanzas no se cumplieron o se adecuaron a la costumbre 
del lugar. En el caso de Pando, el emplazamiento para tierras de solares 
y chacras se estableció de manera desordenada en un rincón de la es- 
tancia de Francisco Meneses, alrededor de la capilla. La confirmación 
de los solares se hizo a pedido de los particulares y no por iniciativa del 
donatario Meneses ni tampoco por mandato oficial como ocurrió en 
otros pueblos de la jurisdicción de Montevideo. La autoridad presente 


en los repartos de solares y chacras fue el alcalde de Pando, pero ¿qué 


103. «Asentamientos multiétnicos que tuvieron procesos de conformación 
variados y no lograron constituir autogobierno» (Canedo, 2016: 94). 
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autoridad tenía Meneses para repartir terrenos de solares y chacras 
como si fuesen mercedes reales? ¿Y cuál había sido la competencia del 
alcalde Pedro Montero para intervenir y dar el visto bueno en dichos 
repartimientos? Estas fueron algunas de las preguntas que en 1838 
se incluyeron en el cuestionario del expediente iniciado por Melchor 
Meneses para justificar la compra de unos terrenos que había hecho 
a Manuel Rodríguez y su esposa Agustina González (también vecinos 
pobladores destinados allí) y los que sus padres habían recibido en 
donación por Francisco Meneses. '% 

Es interesante considerar que, en el caso de Montevideo, la su- 
perficie mínima otorgada para la construcción del solar, tal como 
establecían las leyes de Indias, era de cincuenta varas cuadradas, aun- 
que en realidad la mayoría de las veces quedaba reducida a la mitad 
debido al aumento de la población y se eliminaba buena parte de los 
corrales (Gutiérrez y Marchena, 2015: 183). Los solares otorgados 
en la nueva villa se encontraban dentro de estos parámetros, dado 
que correspondían a 25 varas de frente por cincuenta de fondo.'” Se 
ubicaron en los alrededores de la plaza, con su frente cercado. Supo- 
nemos que una de sus calles reales era destinada a la capilla, tal como 
se muestra en un boceto de 1787.'% Además no hemos encontrado 
ningún solar que linde con la capilla. 

A partir del relevamiento de diversa documentación, identifica- 
mos a los siguientes vecinos pobladores con terrenos para solar en la 
villa de Pando. Registramos nueve solares: a algunos se las confirma- 
ron y en otros casos hasta el momento no obtuvimos más datos de 


los que exponemos. 


104. AGN, Esc. Gob. y Hacienda, Caja 185, Exp. 11. 

105. Una vara castellana: 3 pies o 83,59 cm (Apolant, 1999: 31). 

106. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1787, Caja 
79, Doc. 35, Es. 4v y 5. 
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Cuadro 3. 

Primeros terrenos de solar (25 varas de frente por 50 varas de fondo) concedidos en la villa Nuestra 

Señora de la Concepción de Pando 

Propietario | Origen Esposa Fecha Modalidad | Linderos 

(origen) 
Matías |Villa Muriel |Josefa Ribote*. 1781 Donación de |Su frente a la Plaza rumbo 
Meneses* | Obispado (Villa Muriel E Meneses jal Oeste, sus fondos al Leste 
de Palencia [Obispado de Pa- lindando por el Sureste con 

1 (parroquia de | lencia; Parroquia Manuel Rodríguez y por el 

Santa María | de Santa María de Noroeste con Manuel Cabezas. 
de Olazar) Olazar) 

2 [Manuel |Buenos Aires |Ana María Gonzá- |- - Linda con el sitio de Matías 
Cabezas lez (Buenos Aires) Meneses. 

3 [Teresa Montevideo [Francisco Meneses |- - Linda con el sitio de Domingo 
Gaytán (Padre) Recoba 

4  |Manuel |Parroquia de | Agustina Gon- 1781 Donación de | Linda con el sitio de Matías 
Rodrí- Santa Eulalia |zález* (Villa E. Meneses Meneses. 
guez* Manzanares de los 

Infantes; Obispa- 
do de Astorga) 

5 |Presbí- |- - - - Su frente a la plaza rumbo al 
tero José noroeste, su fondo al sureste. 
Suárez Lindando su costado al Leste 

con José Quintana y al Oeste 
con Valentín Martínez. 


ETG 


Miguel |- Josefa Ribote*. 1781 Compra al |Su frente a la plaza rumbo al 

de Anca (Villa Muriel Presbítero noreste, su fondo al sureste. 
obisp. Palencia; José Suárez |Lindando su costado al este 
Parroquia de Santa con José Quintana y al oeste 
María de Olazar) con Valentín Martínez. 

José - María de la Cruz |- - Linda al oeste con el sitio de 

Marcos Bayarri* (Santan- Miguel de Anca. 

Quintana der) 

Valentín |Santa Fe Josefa Sierra - - Linda al este con Miguel de 

Martínez (Montevideo) Anca y al oeste con José Ga- 

rrido. 

Domingo | Santiago del | María Yaguarí 1789 Donación de | Linda con el sitio de Teresa 

Recoba  |Estero (Misiones) E. Meneses Gaytán. 

José Ga- |Santa Eulalia | Cayetana Castro* |1781 Donación de |Su frente a la plaza rumbo al 

rrido de Lians; ju- | (San Martín de E Meneses | noroeste. Al sudeste linda por 


risdicción de 
Miraflores 


Prado; obispo de 
Lugo en Galicia) 


el costado del este con Valentín 
Martínez y por el del oeste con 


calle real. 


Referencia: * Vinieron en el Operativo Patagonia. 
Fuentes: AGN, Esc. Gob. Hacienda, Caja 185, Exp. 11; Barrios Pintos, 2008b: 119; Zinola, 1966: 25-26; Apolant, 1999. 


Quienes fueron testigos en las confirmaciones de terrenos do- 
nados para los vecinos de Pando, también están reiteradas veces en 
los libros de bautismos y entierros de Pando como testigos en dichos 
sacramentos: Antonio Rosado y Félix José de Mena. En el caso de la 
ceremonia bautismal, la presencia de testigos era obligatoria, además 
de otorgar con su firma validez al documento de acuerdo a las leyes 
eclesiásticas (Pozzaglio y Svriz Wucherer, 2015: 244). 

Las chacras otorgadas a los vecinos del pueblo de Pando osci- 
laban entre las cuatrocientas varas de frente por quinientas varas de 
fondo. Eran dimensiones muy pequeñas en relación con las uni- 
dades de suertes de chacra estipuladas por el derecho indiano, que 
correspondían a cuatrocientas varas de frente por seis mil varas de 
fondo. 

En el plano 1, que pertenece al expediente del litigio por límites 
entre las tierras de Montero y Millán, se observa el lugar donde se 
encontraba emplazado el pueblo. Por el oeste lindaba con las tierras 
de Pedro Montero y José Millán, quienes habían adquirido la tierra 
a través de la compra efectuada el 11 de noviembre de 1776 a Fran- 


cisco Meneses. 
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Plano 1 
Ubicación del pueblo de Pando. 
Linda al sur con la estancia de Martin José Artigas, 


al norte con terrenos de Felipe Piris, al oeste con terrenos 


de Pedro Montero y José Millán, al este con el arroyo Pando. 


Fuente: AGN, EGH, Caja 71, Leg. 1804, Exp. 103. 
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Las tierras ubicadas al norte del pueblo pertenecieron a Felipe 
Piris. Había adquirido tierras en Pando, comprando parcelas a los 
herederos de Josefa de Melo —esposa del padre de Luisa López, Lo- 
renzo José López—, desde 1797. Dicha estancia lindaba con la de 
Francisco Meneses, quien le había hecho una promesa de ventas de 
tierras a Felipe Piris que no había cumplido. Como plantea Gladis 
Perri, en la sociedad rural la palabra empeñada era de vital impor- 
tancia en la forma en la que se relacionaban los individuos y faltar 
a ella era motivo suficiente para recurrir a la justicia (Perri, 2009). 
Felipe Piris se quejó ante las autoridades porque Meneses no había 
cumplido la promesa de venta de tierras «inmediatos a la capilla de 
Pando»'” que había contraído oralmente, además de otra deuda, 
escrita por 235 pesos. El 20 de octubre de 1795 Martín José Artigas 
y Fernando José Rodríguez procedieron a tasar los terrenos en 342 
pesos con 6 reales. Felipe Piris se quejó porque tasaron solamente 
una porción inmediata a la capilla, cuando en realidad la promesa de 
venta era por todos los terrenos. 

Respecto a la tasación, la consideraba sin efecto por haber ido 


108 además de 


en contra de las «reglas de la verdadera agrimensura», 
haberles asignado a la vara castellana dos reales y medio «cuando en 
las suertes de estancia no suele tasarse a más de dos reales». Final- 
mente, Francisco Meneses no pagó su deuda, por lo cual el alcalde 
ordinario de segundo voto determinó el embargo de sus bienes, li- 
brando orden para que procediera al juez comisionado del partido 
de Pando Francisco Cesín. Se le embargaron sus pocos bienes, que 


eran 


107. AGN- AJ. Civil 1°. Caja 121. Año 1795, Doc. 57. E 10. 
108. Ídem, E 11v. 
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dos ranchos inútiles, un terrenillo lindero con la chacra de 
Don Feliz de tres cuadras de frente y cinco de fondo poco más o 
menos, y un sitio o solar en la Capilla o población de 20 varas de 
frente y 50 de fondo, no allándose como se halla más muebles ni 


mayores ni otra cosa que se reconosca del antedicho Meneses.” 


Inmediatamente se mencionan los pregones por la subasta de 
dichos bienes, pero nada se dice acerca del destino de ellos. 

Felipe Piris aparece con un caudal mayor que Francisco Meneses 
y los demás vecinos de Pando. Figura en el censo efectuado ese año 
con ocho peones, cinco esclavos y tres agregados, donde se destaca 
por ser el que más esclavos y peones tiene.''” Haber adquirido estas 
tierras y colocar seguramente allí el ganado, en un emplazamiento 
lindero al poblado tal como se muestra en el plano 1 (1804),''! sin 
lugar a dudas acrecentó los roces con los vecinos de la villa dedicados 
al trabajo de labranza. 

Finalmente, por el sur, el pueblo lindaba con la estancia de Don 
Juan Antonio Artigas. A través de este dato pudimos establecer que 
el emplazamiento del pueblo se ubicaba en el rincón suroeste de la 
estancia. 

El cuadro 4 es representativo de los movimientos de chacras 
registrados en el arroyo Pando. Desde 1776 podemos encontrar a 
Francisco Meneses en varias oportunidades vendiendo terrenos de 
chacra de dimensiones no superiores a terrenos de cuatrocientas 
varas de frente por setecientas de fondo, consideradas pequeñas en 
relación con las suertes de chacras repartidas por el Cabildo de Mon- 
tevideo en 1730. 


109.Ídem, E 27v. 
110.Padrón de 1795. 
111. AGN, EGH, Caja 71, Leg. 1804, Exp. 103 
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Cuadro 4. 
Primeros propietarios de chacra en la villa Nuestra Señora de la Concepción de Pando 
N° [Propietario |Origen Esposa (ori- |Fecha |Modalidad |Linderos 
gen) 
1 Matías Me- Villa Muriel |Josefa Ribote*. |1781 |Donación de |Su frente al arroyo Meneses y 
neses* Obispado Villa Muriel E Meneses  |sus fondos al este. Linda por el 
de Palencia Obispado costado al noroeste con Vicen- 
(parroquia de | de Palencia te Bayarri y por el sureste con 
Santa María de | (parroquia de Manuel Rodríguez (400 varas 
Olazar) Santa María de de frente x 500 de fondo) 
Olazar) 
2 Manuel Ro- |Parroquiade |Agustina Gon- |1781 |Donación de |Su frente al arroyo Meneses y 
dríguez* Santa Eulalia |zález* (Villa E Meneses |sus fondos al este. Linda por 
Manzanares el costado del noroeste con 
de los Infan- tierras del difunto Matías Me- 
tes; obispo de neses y por el sureste con tierra 
Astroga) (400 varas de frente x 500 de 
fondo) 
Melchor La Coruña Juana Vales 1821 |Compra a Su frente al arroyo Meneses, 
Meneses* (Pando) los herederos [sus fondos por el este con 
de Manuel  |Don José Otero, por el noreste 
Rodríguez con Matías Meneses y por el 


en 150 pesos 
en material 


ladrillo 


sureste con el finado Juan R. 
de Mesa. 


677 


Vicente Este- | Ferrol (Gali- Josefa Sermillo* |1781 [Donación de |Linda con tierras de Matías 
van Bayarrí* |cia) (Santa María de E Meneses | Meneses 
Aurero, Santan- 
der) 
Francisco Montevideo  |Mariana Correa Linda con tierras de Matías 
Meneses (s/d) Meneses y Félix (300 x 500 
varas) 
José Garrido |Santa Eula- Cayetana Cas- |1793 |Compraa Linda al oeste con el sitio de 
lia de Lians;  |tro* (San Mar- Francisco Miguel de Anca. 
jurisdicción de |tín de Prado; Meneses en 
Miraflores obispo de Lugo 100 pesos 
en Galicia) 
Antonio Santa María  |María López - Donación de |En 1876 sus tierras lindan 
Vales* de Ocaravallo |(Cedrón, obis- E Meneses con José María Segovia y Luis 
(obispado pado de Lugo Pargas de Segovia 
de Lugo en en Galicia) 
Galicia) 
José Marcos |- María de la 1788 |Compraen [Costas del arroyo Pando. 
Quintana Cruz Bayarri* 82 pesos a F | Linda por el este con tierras de 
(Santander) Meneses Don Luis Antonio Gutiérrez 


(700 varas x 400 varas) 


OET 


8 José Millán |- - 1776 [Compra - 
junto a Pedro 
Montero 
una parte de 
tierras a E 
Meneses 
José Antonio | Paraguay - 1798 |Compra a 4 x 9 cuadras por el sur y 
Castro José Millán |8 cuadras y 30 varas por el 
en 300 pesos | norte. 
9 Pedro Mon- |España (puerto | Tomasa Villalba | 1776  |Compra jun- |- 
tero de Santa Ma- to a José Mi- 
ría) llán una parte 
de tierras a E 
Meneses 
10 [José Laureiro | Lugo Juana María 1793 [|CompraaF  |Hace rincón en el partido de 
Vales* Meneses en | Pando. Se halla fuera de los 
(Santa María de 150 pesos mojones de las chacras. Su 
Gallegos; obis- frente al norte y sus fondos 
po de Lugo) al sur. Al este con tierras de 


Felipe Piris, José Garrido, José 
Quintana, Ignacio Muares; 
por el oeste con las chacras 

de los vecinos pobladores de 
Pando y Juan de Mesa 


11 |Juan Conde 


España Cádiz 


Bartola Vales 
(Pando) 


Por el sur linda con Don 
Antonio Vales camino a las 
chacras por medio y por el sur 
camino real de Maldonado y 
Santa Teresa (600 x 200 varas 
y media). 


José Laureiro 


Lugo 


Juana María 
Vales* 

(Santa María de 
Gallegos; obis- 
po de Lugo) 


1809 


Compra a 
Juan Conde 
en 125 pesos 


Paraje de Pando. Limitaba por 
el frente con el comprador por 
el sur con Don Antonio Vales 
camino a las chacras por me- 
dio y por el sur Camino real 
de Maldonado y Santa Teresa 
(600 x 200 varas y media). 


Apolant, 1999. 


Referencia: * Vinieron en el Operativo Patagonia. 
Fuentes: AGN, Esc. Gob. Hac., Caja 185, Exp. 11; AGN, Prot., Civil 1." turno, Año 1793, Tomo I, F. 67V; Año 1788, 
E 162; Año 1776, F. 218; Año 1798, Tomo II, E 734; Año 1793, F. 70, Año 1809, Tomo I, E. 345; Libros Parroquiales; 
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Hemos registrado once unidades de chacras que involucran a 
catorce propietarios. Una primera conclusión que se desprende del 
cuadro es que Francisco Meneses solamente donó tierras a los po- 
bladores del Operativo Patagonia y que en los demás casos vendió la 
tierra. En este sentido, podemos considerar que Francisco Meneses 
apoyó de alguna manera el proceso fundacional a la vez que desarro- 
lló un incipiente negocio a través de la venta de parcelas. 

Algunos de los propietarios —o sus herederos—, luego de haber 
adquirido la tierra —ya sea por donación o compra—, volvieron a 
venderla. Registramos algunos de los pobladores destinados a Pando 
que recibieron tierras en donación. A partir de los datos consignados 
pudimos establecer algunos vínculos de parentesco entre los propie- 
tarios. Observando el cuadro, se destacan entre ellos las tres hijas de 
Antonio Vales, que se casan con vecinos propietarios. Juana Vales lo 
hace con Melchor Meneses, también hijo de pobladores destinados 
a fundar Pando. “Todos fueron vecinos de Pando. En algunos casos la 
descripción alude a “vecino de la capilla de Pando”, con excepción 
de José Laureiro, quien figura como “vecino de la feligresía de Las 
Piedras". 

El carácter de vecino no se adquiría por el hecho de obtener 
tierras, sino que, como plantea Fradkin al analizar las relaciones de 
vecindad, se va conformando a través de una serie de valores sociales 
firmemente arraigados como la amistad, la confianza y el valor de la 
palabra (2009: 138). Varios de los propietarios del incipiente pobla- 


do fueron desarrollando distintos lazos de parentesco y reciprocidad 


112. AP-PP, Libro 1, Bautismos de la capilla de Pando correspondiente a la 
feligresía de Las Piedras; Libro 1, Bautismos de la capilla de Pando correspondien- 
te a la feligresía de Guadalupe. 
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que se manifestaron en el conflicto que produjo el ganado próximo 
a sus chacras.!!* 

Algunos vecinos propietarios fallecieron en Pando, como Vi- 
cente Estevan Bayarrí, quien falleció el 15 de enero de 1806 de 
muerte natural a sus 106 años, o José Garrido, quien murió a sus 
45 años el 8 de enero de 1807.1"? En otros casos, sus hijos nacieron 
en Pando, como los de Pedro Montero. A su vez, se vincularon al 
pueblo, donde algunos de ellos fueron jueces comisionados, como 
Antonio Vales, Pedro Montero, Melchor Meneses. Además de las 
relaciones de parentesco y vecindad se registran varios casos en los 


que se vincularon a través de las relaciones de compadrazgo. 


El emplazamiento y sus dificultades 


El modelo de ciudad mediterránea replicado en Montevideo se 
compuso por solares de pueblo, contiguos a los que se hallaban terre- 
nos del ejido, es decir, una franja de territorio destinada al recreo de 
los habitantes y la salida de los ganados, sin edificaciones ni cultivos, 
y reservada para futuros crecimientos de la ciudad. Confinadas al eji- 
do se encuentran las tierras de dehesas, es decir, de uso comunitario, 
destinadas al pastoreo de los ganados para el abasto de la población 
(Carmona y Gómez, 2002). Más allá de las dehesas se disponían las 


tierras de propios, pertenecientes al Cabildo, a través del cual se ex- 


113.Por un análisis de la producción y las redes sociales a través de este tipo 
de conflicto, en el que se vieron involucrados varios de los vecinos propietarios de 
la villa de Pando, véase el capítulo 3. 

114.AP-PP, Libro de Entierros de la Capilla de Pando correspondiente a la 
feligresía de Las Piedras, E. 19v. 

115.AP-PP, Libro de Entierros de la Capilla de Pando correspondiente a la 
feligresía de Las Piedras, FE 20v 
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traían sus rentas al arrendarlas a los vecinos que las explotaran. Lue- 
go de los propios se demarcaba el predio rural, denominado suerte, 
para ser explotado por los pobladores (Carmona y Gómez, 2002). 

En un contexto de débil afirmación de los derechos de propie- 
dad, de alguna manera estas familias campesinas accedieron a la tie- 
rra, en muchos casos a través de la compra, aunque la inexistencia de 
terrenos para el emplazamiento fundacional de un pueblo comple- 
jizó y dificultó los problemas del universo rural colonial, como los 
litigios de límites, pleitos en torno al uso de los recursos naturales, 
dificultades para confirmar los títulos o cuestiones en torno al traba- 
jo en las estancias y chacras. Además, es de destacar que a mediados 
del siglo XVIII comenzaron a surgir algunos planteos, propios de 
la ilustración española, en tanto las tierras inmediatas a la ciudad 
debían ser destinadas exclusivamente a la agricultura; no se permitía 
en ellos estancia alguna ni la cría de ganado mayor que el que los 
labradores necesitaran para sus trabajos (Barcos, 2012). 

En el proceso fundacional de la villa de Pando, las necesidades 
materiales y de emplazamiento para tierras de solares y chacras se 
fueron estableciendo de manera desordenada alrededor de la capilla. 
No tenemos registro ninguno de alguna disposición que haya regu- 
lado la organización del emplazamiento, más allá de la existencia 
previa de una capilla y una plaza (que no sería más que una manzana 
vacía) oficiando como centro del casco urbano a partir del cual se or- 
ganizaron los solares. El crecimiento poblacional en algún momento 
no podría proseguir por la falta de terrenos para el ejido. 

Esto se confirma por lo que comunicó Francisco de Sostoa en 
su informe del 21 de abril de 1784, ya mencionado, al intendente 
general: si bien Meneses concedería «enteramente en propiedad» los 


solares, estos no se podían extender más «por no permitirle el terreno 
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de su pertenencia».''* El mismo problema se planteaba con las tierras 
que usufructuaban los pobladores para la labranza, ya que no podían 
extenderse mucho más de lo permitido por el terreno de una suerte 


de estancia fraccionada. 


Los terrenos de chacras adquiridos por los propietarios en el 
Rincón de Pando se ubicaban frente al pueblo, en las cercanías de 
la hacienda de Don Juan Francisco Rega de Mesa y su esposa María 
Josefa Barrales.''” La agricultura de subsistencia resultaba una acti- 
vidad muy importante en la vida de los vecinos de Pando, aunque 
el emplazamiento y ordenamiento de las chacras incrementaba las 
dificultades propias a las que se enfrentaba un campesino rural. En 
1802 varios vecinos propietarios denunciaron los daños que la ha- 
cienda de Mesa ocasionaba en sus sementeras. Un año después, su 
viuda se quejó al gobernador de Montevideo porque una de sus vacas 
«entró el día sabado por la noche al huerto de un convecino mio» y, 
como consecuencia, el juez comisionado de aquel partido, Antonio 
Vales le había puesto una multa de diez pesos, mandándole «retirase 
las vacas suyas en paraje distante de la población».'** El litigio ha- 
bía sido en los terrenos destinados para chacra que pertenecieron al 
anciano Vicente Estevan Bayarrí. La práctica de la agricultura para 
la manutención de las familias vecinas del pueblo se vio dificulta- 
da reiteradas veces ante la presencia de animales no necesariamente 
destinados a la labranza que se arrimaban a comerse las sementeras. 
El 26 de octubre de 1793 el virrey Nicolás Arredondo «deseoso de 
proporcionar a los Pobladores, y vecinos de él [Pueblo de Pando] los 


alivios posibles...» había librado orden al juez comisionado para que 


116.AGN, AGA, Carpeta 134, Leg. 57. 
117.AGN, Prot. Civil 1.* turno, Año 1793, Tomo I, E 70. 
118.AGN, AJ, Civil 1.* turno, Montevideo, Año 1803, Doc. 72. 
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Mesa retirase sus ganados por lo menos a una legua del poblado. 
El problema, por lo visto, no había sido resuelto y si bien a unos 
años de fundarse el pueblo se amojonaron los terrenos para chacras 
no se establecieron tierras destinadas al pastoreo de los animales, por 
lo cual en varias instancias las autoridades locales debieron actuar 
frente a este tipo de conflictos. 

El establecimiento de un espacio organizado acorde a las leyes 
de Indias no resultó ser una prioridad de las autoridades locales. 
Quizá este hecho se vincule a que el incipiente núcleo urbano no 
surgió asociado a privilegios políticos autónomos del Cabildo de 
Montevideo y a que las preocupaciones de los nuevos pobladores 
de la villa no fueron necesariamente siempre compartidas por las 
autoridades locales. Este elemento se relaciona con lo que venimos 
considerando, ya que Meneses, junto a otros individuos con cierto 
grado de poder local, fue promotor y encargado de la organización 
de la nueva fundación, lo que no fue un mandato y práctica de la 
jerarquía real llevada adelante por sus funcionarios. 

Como se dijo, la fundación de la villa de Nuestra Señora de 
la Concepción de Pando no resulta ser el mejor de los ejemplos en 
relación con el cumplimiento de las ordenanzas sobre la fundación 
de pueblos de españoles. Lo extraño es que dicho proyecto se desa- 
rrolló en los momentos en que Juan José de Vértiz ejercía su cargo 
de virrey, uno de los más ilustres promotores de varias fundaciones 
de pueblos en las que se preocupaba por los más mínimos detalles. 
Cuando en 1792 la pobladora Andrea Gómez —viuda de José Vás- 
quez— solicitó que se le socorriera como a los demás pobladores, 
acusó a Meneses de haber engañado a todos «en la pretensión que in- 


trodujo ante el exelentísimo señor Don Juan José de Vértiz, debido a 


119.AGN, Esc. Gob. Hac. Caja 79, Doc. 102. 
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que cada poblador procuró acomodarse en terrenos de venta». Ella 
junto a su familia tuvieron que abandonar el pueblo inmediatamen- 
te de su llegada, desamparados por el corto terreno para poder tra- 
bajar además de carecer de las herramientas de labranzas. La familia 
debió tomar tierras en arriendo, «tirando con muchos trabajos para 
subsistir».'?* El 6 de febrero de 1793 el fiscal resolvió que al haberse 
ofrecido Meneses para poblar Pando sin gravamen del erario, la viu- 
da debía hacer justicia contra él por haber sido con quien estableció 
el contrato, aunque no hubiera cumplido con lo prometido. El fiscal 
remitiría la instancia al gobernador de Montevideo para que admi- 
nistre justicia a la suplicante. 

Otra de las dificultades encontradas gira en torno al reconoci- 
miento de los derechos de propiedad por parte de los herederos de 
los primeros donatarios. Manuel Rodríguez, vecino labrador de la 
ciudad de Zamora, natural de la parroquia de Santa Eulalia, des- 
tinado a la fundación de Pando, recibió un terreno de chacra en 
1781, que poseía hasta que le fue confirmado en 1791 por Francisco 
Meneses. En 1838 Melchor Meneses, hijo de uno de los primeros 
matrimonios que recibieron tierras en donación, solicitó al Juzgado 
Letrado de lo Civil probar las posesiones de dos suertes de chacra 
en Pando, lo que tuvo que hacer a través de la comparecencia de 
testigos, debido a la ausencia de documentos en el archivo que alu- 
dieran a las donaciones que había heho Meneses en 1781. Su padre, 
Matías Meneses, vino con 33 años junto con su esposa Josefa Ribote 
de 28 años. Era «labrador, de mediana estatura, trigueño de cara, 
no cerrado de barba, pelo, barba y cejas castaño oscuro y ojos casta- 


ño claro, tuerto del ojo izquierdo» (Apolant, 1999: 329). Meneses 


120.AGN, Esc. Gob. Hac. Caja 13, Año 1792, Doc. 27. 
121. Ídem. 
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falleció el 27 de abril de 1783 en Pando, en donde su viuda y sus 
hijos permanecieron. Ella se volvió a casar con Miguel del Anca, 
quien figura como padrastro de Melchor Meneses.'?? Melchor había 
llegado a Pando con siete años y al menos en dos oportunidades 
(1799 y 1802) ejerció el cargo de juez comisionado de la villa de 
Pando.'* En 1838 declaró ante el juez que los terrenos de chacra 
habían sido obtenidos por gracia real poniéndolos en posesión de los 
donados con el visto bueno del alcalde de Pando, Pedro Montero. 
Manifestó además que no habían sido interrumpidos por persona 
alguna hasta ese momento, en un total de 56 años corridos. Había 
obtenido una de las chacras por herencia de sus padres y la otra se 
la había comprado a los herederos de Manuel Rodríguez y Agustina 
González, también pobladores destinados a Pando. La inexistencia 
de los documentos originales en el archivo no le dejó más opción 
a Melchor que recurrir a probar sus posesiones ininterrumpidas a 
través de la presencia de vecinos que actuasen como testigos: Ma- 
riano Cesín, Pedro Montero, Felipe Segovia, Félix Figueredo, Isidro 
Fernández, Pedro Bayarrí y Manuel Figueredo. Todos ellos fueron 
llamados a presentarse al Juzgado de Paz a declarar, a excepción de 
Manuel Figueredo, a quien se lo describe como anciano, por lo que 
debido a su avanzada edad —89 años— fue interrogado en su casa. 
Figueredo había sido comandante de la zona de Pando en 1800. 
Todos los testigos habían obtenido tierras en Pando, a excepción de 
Mariano Cesín, —quien no descartamos que tuviera— familiar del 
juez comisionado Francisco Cesín, que había ejercido su cargo en 
1783, 1784 y 1796.'% Ninguno de los testigos sabía cómo Francisco 


Meneses había obtenido su estancia, aunque todos lo habían cono- 


122.AGN, Esc. Gob. Hac. Caja 10, Doc. 37. 
123. Ver cuadro de Jueces comisionados, capítulo 5. 
124.Ídem. 
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cido siempre como su propietario. Tampoco sabían si Meneses tenía 
autoridad para repartir terrenos de chacras y de solar a los vecinos 
pobladores ni la competencia del alcalde Pedro Montero para su au- 
torización. Ni siquiera su hijo Pedro Montero supo o quiso contes- 
tar. En todo caso, afirmaron que los vecinos agraciados nunca habían 
sido incomodados por ninguna autoridad ni persona, que siempre 
habían sido reconocidos como sus donatarios y que se hallaban en 
tranquila posesión de sus terrenos. 

La costumbre de reconocer dichos terrenos era un argumento 
válido para justificar las chacras. Como plantea Fradkin y ya se co- 
mentó antes, la presencia de vecinos testigos suplía la ausencia de 
escribanos, fiscales y abogados. La información de testigos resultaba 
ser uno de los mecanismos fundamentales para probar un hecho 
determinado, pero también por este medio se precisaba la vigencia 
de las normas consuetudinarias todavía en momentos en que el Es- 
tado ya era independiente (Fradkin, 2009). Este modo de ejercer la 
justicia fue implementado por Melchor Meneses. 

No obstante, Melchor Meneses conocía la ley y sabía que en 
defecto de los títulos originales la propiedad de las tierras podía ser 
justificada por cualquiera de los medios que permitía el derecho, en- 
tre ellos, poseer por más de cuarenta años sin interrupción las tierras. 
En su defensa aludió a la ley promulgada por el Senado y la Cámara 
de Representantes el 27 de abril de 1835,'% más específicamente, 
a su artículo 11. El fiscal falló a su favor, mandando que se tomara 


razón de lo resuelto en la Comisión Topográfica. 


125.Registro Nacional de Leyes y Decretos de la República Oriental del 
Uruguay, 17 de noviembre de 1830-30 de mayo de 1838, Montevideo: Imprenta 
de la Caridad, 1833, p. 235. 
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Permanencia de los primeros propietarios en la villa 


de Pando, 1791-1876 


Más allá del continuo aumento de la población de Pando, iden- 
tificamos la permanencia de algunas familias propietarias de solares y 
chacras, quizá asociada a las relaciones agrarias y al afianzamiento de 
estos primeros propietarios en la villa, así como a haber desarrolla- 
do cierta red de solidaridad y reciprocidad común, que ocasionó su 
permanencia en la tierra. En este sentido, el espacio ocupado en los 
alrededores del pueblo hacia finales del siglo XIX nos da cuenta de la 
permanencia y sostenida presencia de algunos apellidos. 

La metodología aplicada para dar cuenta de la permanencia de 
las familias y sus relacionamientos consistió en cruzar determinadas 
fuentes: el plano de mensura de la sucesión de Meneses con los li- 
bros parroquiales. El plano fue levantado el 1.2 de octubre de 1876 
y corresponde a «la segunda suerte de estancia del reparto de tierras 
según el Libro Padrón que fue donado a Bernardo Gaytán hoy, de la 
sucesión Meneses medido judicialmente en los meses de septiembre 
octubre de 1876».!* En él se establecen los linderos de la estancia 
para la fecha, así como la planta del pueblo de Pando y se ubican 
la iglesia actual y la plaza principal. Por otra parte, los libros parro- 
quiales nos permiten identificar a las familias propietarias y sus vín- 
culos parentales y de compadrazgo. Ambas fuentes resultan piezas 
clave. En el plano se identifican algunos nombres del período co- 
lonial como propietarios, como Antonio Vales, José Quintana y los 
Segovia. Se incorporan otros nombres de propietarios más recientes, 


como Agustín Hernández y Agustín Careño. 


126.Dirección Nacional de Topografía, Plano de Mensura n.° 23765. 
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Plano 2 
Dirección General de Topografía, Plano n.° 23765. 
«Plano de la segunda suerte de estancia del reparto de tierras 
según el libro padrón que fue donado a Bernardo Gaytán 
hoy de la sucesión Meneses medidio judicialmente en los meses 


de septiembre y octubre de 1876 por el que firma, Isola Demetrio». 
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La familia de Antonio Vales González había arribado a Pando el 
31 de octubre de 1781. Él era natural de la feligresía de Santa María 
de Ocaravallo, del lugar de Gallegos, obispado de Lugo de Galicia, 
labrador, y tenía para ese entonces 21 años. Se lo describe con «esta- 
tura regular, blanco y encarnado de cara, barbilampiño, pelo y cejas 
castaño oscuro, ojos pardos con dos cicatrices en la frente y otra al 
lado izquierdo de la boca» (Apolant, 1999: 246). Su esposa María 
López arribó con 26 años y era natural del lugar de Cedrón en el 
mismo obispado. Para 1800 tenía siete hijos nacidos en Montevideo 
y Pando, entre ellos Juana Vales, que se casó con Melchor Meneses, 
y María Vales, que se casó con José Laureiro. Vales ejerció el cargo 
de juez comisionado en 1803.17 En el plano se menciona un terreno 
de la Sucesión Antonio Vales. Si bien desconocemos que se hayan 
acrecentado las tierras recibidas en donación a través de la compra, 
sabemos que para 1876 permanecen como propietarios. Quizá las 
tierras que figuran en el plano sean las que su yerno José Laureiro 
compró en 1793 a Francisco Meneses. Para esa fecha su hija María 
Vales, de aproximadamente quince años, figura bautizando con José 
Laureiro en Pando a un hijo, Juan José del Rosario. El matrimonio 
aparece posteriormente registrado en el libro de bautismo como ve- 
cino del Rincón de Pando, luego en 1803 como perteneciente a la 
feligresía de Las Piedras, y ya para 1808, como vecino de la villa de 
Pando. Entre 1793 y 1808 bautizaron siete hijos en Pando. 

En 1841, María Vales de Laureiro denunció «una pequeña isle- 
ta»!'2 que se halla «en medio del arroyo»'” de Pando de dos cuadras 
de largo por una de ancho aproximadamente. El documento está 


firmado por su hijo Juan Laureiro a nombre de su madre, quien ar- 


127. Ver cuadro Jueces comisionados, capítulo 5. 
128.AGN, Esc. Gob. Hac. Año 1841, Caja 193, Doc. 101. 
129 Ídem 
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gumentaba que la localidad de la isleta era inútil por su ubicación y 
que los vecinos «con el pretexto de cortar algunas ramas de los pocos 
sauces que allí se encuentran cruzan continuamente por mis terrenos 
y cortan palos de los sausales que tengo en la costa del arroyo».'* Sin 
embargo, la Comisión Topográfica rechazó su solicitud por conside- 
rar que «las islas que se hallan comprendidas dentro del curso de los 


131 En este 


dos arroyos estan destinadas para beneficio del pueblo». 
caso, las autoridades defendieron el uso de los recursos naturales en 
pro del vecindario frente al derecho de propiedad individual, que 


intentó utilizar Vales por medio del mecanismo de la denuncia. 


José Laureiro termina adquiriendo posteriormente las tierras 
linderas, de su concuñado Juan Conde, lo que vuelve más complejo 
el caso, dado que quizá las tierras mensuradas en 1876 también ha- 
gan referencia a las dos adquisiciones de Laureiro. Continuando en 
el terreno de las hipótesis, lo cierto es que también pudo haber ad- 
quirido las tierras a través de otro mecanismo. Antonio Vales ya no 
era igual de pobre a fines de 1801 que a su arribo al pueblo, sino que 
poseía un caudal de dinero importante al haber cobrado el real diario 
como vecino poblador sin destino fijo. Desde el 30 de setiembre de 
1797 hasta el 30 de enero de 1802 (con una familia de nueve inte- 
grantes) había recibido, según Apolant, en tres ocasiones distintas, 
un total de casi 1782 pesos, «cuyo valor de compra equivaldría al de 
casi dos millones y medio de pesos uruguayos actuales» (1999: 210). 

En el plano figura también un terreno Sucesión de José Quinta- 
na. José Marcos Quintana era titular de una pulpería en las tierras de 


132 


Domingo Albertos en el pago de Sauce. Estaba casado con María 


130.Ídem. 
131.Ídem. 
132.AGN, Ex AGA, Caja 84, Doc. 6. 
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de la Cruz Bayarrí, una de las hijas de Vicente Estevan Bayarrí. El 
matrimonio bautizó varios hijos en Pando, que supieron conservar 
sus tierras hasta por lo menos 1876. 

Entre los terrenos de Antonio Vales y José Quintana se halla- 
ban las tierras de José María Segovia. En el expediente iniciado por 
Melchor Meneses, Felipe Segovia es uno de los testigos, el único 
que no declara, por «las relaciones de parentesco que lo ligan con 
Don Melchor Meneses».'* Sabemos además que Melchor Meneses 
y Juana Vales fueron padrinos de algunos de los hijos de Segovia. 
Felipe Segovia había nacido en Buenos Aires en torno a 1766.'** 
Había contraído matrimonio con Ana Garrido, natural de la villa 
de Pando, quien era hija de los pobladores destinados a Pando José 
Garrido y Cayetana Vilar. En el transcurso de 1800 a 1812, el matri- 
monio Segovia-Garrido figura bautizando a varios hijos, entre ellos 
a José María del Pilar, nacido el 13 de octubre de 1805 y otro hijo 
cuyo nombre es ilegible en los libros de bautismo nacido el 2 de julio 
de 1811." Puede que uno de ellos sea el que figura en el plano de 
mensura, por lo cual es muy probable que estas tierras hayan sido 
transmitidas a los Segovia a través de la línea materna Garrido. 

Casi un siglo después de la llegada de los primeros pobladores 
destinados a Pando, encontramos aún la presencia de algunas de sus 
familias como propietarias que conservaron la tierra a través de dis- 


tintas estrategias y se vincularon a otras familias pobladoras. 


133.AGN, Esc. Gob. y Hacienda, Caja 185, Exp. 11. 

134.AP-PP, Libro 1 de Bautismos de la capilla de Pando correspondiente a 
la feligresía de Las Piedras, F. 44. 

135.AP-PP, Libro 1 de Bautismos de la capilla de Pando correspondiente a 
la feligresía de Las Piedras, E. 55v. 
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Consideraciones finales 


Este capítulo es un aporte a los estudios microrregionales, a 
partir de las de las distintas problemáticas que surgen desde los estu- 
dios historiográficos recientes vinculados al acceso legal de la tierra 
durante la etapa colonial. En un primer ítem se analizaron los meca- 
nismos legales de acceso a estas propiedades en el arroyo Pando entre 
1730 y comienzos del siglo XIX. El estudio se inicia con el primer 
reparto colectivo de suertes de estancia sobre dicho arroyo. Desde 
la perspectiva hispanocriolla, el otorgamiento en propiedad plena a 
particulares era un mecanismo legítimo para instaurar el poder de la 
corona en una zona de frontera. Dentro de esta perspectiva, en el ca- 
pítulo se analizan las distintas modalidades existentes en la zona para 
acceder legalmente a la tierra, así como las problemáticas surgidas en 
torno a las transferencias, su fraccionamiento e indivisibilidad. La 
investigación involucró el seguimiento individual de algunos casos, 
lo que permitió establecer un acercamiento al componente poblacio- 
nal de sus propietarios. 

A modo de síntesis podemos decir que la estructura de la pro- 
piedad desarrollada en el arroyo de Pando surgió a partir de los re- 
partos graciosos de estancia en 1730, que se conservaron como un 
área de suertes de estancia, o de terrenos no mayores a estas, hasta 
principios del siglo XIX. 

A su vez, el análisis permitió identificar (al igual que en otros 
pagos de la jurisdicción de Montevideo) la existencia de pequeños 
y medianos propietarios de estancia. Los estudios de caso nos per- 
mitieron establecer que en este microespacio, los derechos de pro- 


piedad no coincidieron necesariamente con la posesión de tierras y 
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convivieron varias y diversas unidades productivas en una misma 
suerte de estancia. 

En lo que respecta al acceso de la tierra se puede establecer que 
las modalidades registradas fueron: donación (un caso), remate pú- 
blico (en dos oportunidades), dote matrimonial (un caso), además 
de las ventas y herencias. 

Con respecto a la continuidad y permanencia de algunas fa- 
milias, se puede constatar en algunos casos una larga duración en la 
zona. Muchas de ellas figuran en los planos de mensura para media- 
dos del siglo XIX y el origen de sus propiedades corresponde a las 
liberalizaciones de principios de 1730. 

Una característica a destacar son los vínculos parentales entre 
los primeros propietarios. En algunos casos, las ventas se realizaron 
entre parientes, en otros casos el vínculo fue producto de la explota- 
ción económica de la propiedad. Tal como mencionan otros traba- 
jos, se registran casos de recomposición del patrimonio rural basada 
en la compra entre parientes, el usufructo compartido de la propie- 
dad por común acuerdo o la adjudicación de la herencia remplazada 
por otros bienes —o dinero— a los demás herederos a los que les 
hubiera correspondido en bienes rurales. Los procesos de recons- 
trucción de la unidad de estancia a través de la compra de parcelas 
a los miembros de la familia se produjo por una figura masculina 
incorporada a través del matrimonio. La inclusión de yernos prove- 
nientes de afuera de la región en la familia es un fenómeno que se 
repite en estos casos estudiados. 

Con respecto al análisis sobre la conformación de la villa Nues- 
tra Señora de la Concepción de Pando, el eje estuvo puesto en las 
primeras familias pobladoras propietarias y se analizaron las rela- 


ciones con la propiedad de la tierra y su permanencia. El propósi- 
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to exigió en primer lugar introducirnos en la compleja trama del 
proceso fundacional para contextualizar el análisis y comprender el 
microespacio en el que habitaron los primeros propietarios. Cómo 
accedieron a la tierra, cuáles fueron las transferencias de propiedad, 
qué dificultades atravesaron y cuál fue su permanencia —o no— en 
la villa, fueron algunas de las preguntas que nos planteamos. 

Si bien la participación de Francisco Meneses en el proceso fun- 
dacional de la villa desplazó el lugar protagónico de las autoridades 
reales en la política poblacional, más allá de los inconvenientes pro- 
pios de un impulso privado, finalmente a los pobladores del Ope- 
rativo Patagonia les terminó donando las tierras. Su rol de alguna 
manera apoyó el proceso fundacional, a la vez que desarrolló un in- 
cipiente negocio a través de la venta de parcelas. Uno de los princi- 
pales problemas encontrados fue lograr el mantenimiento del núcleo 
poblacional, lo que se debió en algunos casos al incumplimiento de 
las promesas de Francisco Meneses y a las precarias condiciones en 
las que se hallaron al llegar. Nadie se preocupó por el cumplimiento 
de los compromisos contraídos con Meneses, como ejemplifican con 
claridad los casos de Andrea Gómez o Teresa Gabín. 

La inexistencia de terrenos para el emplazamiento fundacional 
del pueblo complejizó y dificultó los problemas del universo rural 
colonial, como los litigios de límites, los pleitos en torno al uso de 
los recursos naturales, las dificultades para confirmar los títulos o las 
cuestiones en torno al trabajo en las estancias y chacras. Otra de las 
dificultades encontradas giró en torno al reconocimiento de los de- 
rechos de propiedad de los donatarios, como en el caso de Melchor 
Meneses. 

En total hemos registrado nueve solares en la villa de Pando, de 


25 varas de frente por cincuenta de fondo, ubicadas en los alrededo- 
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res de la plaza, donde suponemos que una de sus calles se destinaba 
a la capilla, y once unidades de chacra que involucran a catorce pro- 
pietarios. Las necesidades materiales y de emplazamiento para tierras 
de solares y chacras se fueron estableciendo de manera desordenada 
alrededor de dicha capilla. Algunos de los primeros propietarios de 
la villa, luego de haber adquirido la tierra —fuera por donación o 
por compra—, volvieron a venderla —ellos o sus herederos—. Fi- 
nalmente, casi un siglo después de la llegada de los primeros pobla- 
dores destinados a la fundación de Pando, percibimos la permanen- 
cia de algunas de estas familias propietarias, que conservaron la tierra 
a través de distintas estrategias, entre ellas la de vincularse con otras 


familias también pobladoras. 
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CAPÍTULO 5 
LA CRUZ, LA VARA Y LA ESPADA. 
DESPLIEGUE DE LAS ESTRUCTURAS 
DE PODER Y CONTROL SOBRE 
EL PARTIDO Y LA VILLA DE PANDO 
1730 - 1810 


Rodrigo Rampoldi González 


INTRODUCCIÓN 


El control de la corona española sobre sus dominios en Amé- 
rica se realizó a través de una serie de instituciones que, de forma 
simbólica, aseguraban la presencia del rey. La fuente de poder se 
encontraba en las instituciones centrales en la Península Ibérica y se 
trasladaba a través de una serie de entidades locales que aseguraban 
la explotación de recursos así como el dominio y control la socie- 
dad (elites locales y sectores subalternos) (Lynch, 2001). Nuestro 
período de estudio se enmarca dentro del proceso de las reformas 
borbónicas en las que, en términos generales, el poder real conside- 
raba que la sociedad podía ser moldeada y para ello establecía una 
serie de normativas procurando ordenar las relaciones. Se intentaba 
dar fin a una cultura barroca cargada de supersticiones para pasar 


a una sociedad más civilizada, urbanizada y con mayores controles 
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(Fradkin y Garavaglia, 2016). Esto se debía llevar adelante a través 
de la reorganización económica, social y militar entre la Península y 
sus dominios americanos. 

Para los historiadores argentinos María Elena Barral y Raúl Fra- 
dkin esto se hizo a través de tres instituciones: el carácter militar/ 
miliciano, el eclesiástico y el judicial/policial. Con objetivos, diná- 
micas, jerarquías, jurisdicciones, presencias, mecanismos y funcio- 
narios distintos y propios, el poder intentó bajo estas instituciones 
dominar, coaccionar, regular, vigilar, castigar y hasta digitar y trans- 
formar los hábitos y costumbres propios de la vida cotidiana de la 
sociedad colonial (Barral y Fradkin, 2005). 

En el presente capítulo se estudia el proceso de despliegue y 
construcción institucional en Pando (partido y villa) durante el pe- 
ríodo colonial así como la participación de los habitantes, vecinos y 
propietarios en dicho proceso. No obstante, debemos tener en cuen- 
ta una serie de variables que trazaran nuestras dimensiones analíticas. 
En primer lugar, que el tiempo que separa la fundación de Montevi- 
deo (1730) de la crisis revolucionaria (1810) tuvo como una de sus 
consecuencias más importante para nosotros el limitado desarrollo 
institucional. Por otro lado, pero en la misma línea, debemos tener 
en cuenta que la ciudad de Montevideo fue el centro desde donde 
se desplegaron las instituciones que nos proponemos abordar, por 
lo cual la centralidad que dicha ciudad implicó es sustancial en el 
presente problema . 

El objetivo principal es el estudio del despliegue de las estructu- 
ras de poder y gobierno colonial en Pando. Cuáles fueron las meto- 
dologías, bajo qué características se desplegaron y cómo participaron 
los habitantes, vecinos y propietarios son algunas de las preguntas 


que intentaremos responder. Partimos de la idea de que el despliegue 
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de estas instituciones permitió la implementación de un poder «des- 
pótico» por fuera de cualquier posibilidad de negociación permitién- 
dole a las mismas la penetración en la trama y las dinámicas sociales. 

Comenzaremos nuestro análisis con las estructuras eclesiásticas 
(fundamentalmente en torno a la capilla) y el abono de la población 
de Pando en el desarrollo de dicho proceso. Este será nuestro punto 
de partida por dos elementos centrales: la sociedad colonial era una 
sociedad profundamente católica y, en consecuencia, su presencia 
era mayor en la vida cotidiana. En segundo lugar, abordaremos la 
aplicación de las estructuras judiciales. Nos centraremos en un pri- 
mer momento en el Cabildo de Montevideo, entendido como el 
cuerpo máximo de administración de justicia local, para posterior- 
mente abordar, ya para mediados del siglo XVII, la subdivisión de 
la jurisdicción de Montevideo en partidos rurales, que trajo consigo 
el nombramiento de los jueces comisionados. También analizaremos 
algunos casos, fundamentalmente aquellos que nos permitan visua- 
lizar el funcionamiento de la Justicia. Finalmente, estudiaremos las 
estructuras militares centrados en el desligue de guardias y tratando 
de indagar sobre sus componentes sociales y las acciones vinculadas 


al espacio de estudio. 


DESPLIEGUE ECLESIÁSTICO EN PANDO 
Vivir bajo la campana en un mundo católico 
Antes de introducirnos en el despliegue de las instituciones 


eclesiásticas en el partido y la villa de Pando debemos marcar la im- 


portancia del catolicismo como expresión y de la Iglesia Católica 
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como institución en la sociedad colonial, ya que afectaron varios 
planos de la vida cotidiana. La Iglesia fue parte activa del marco 
administrativo, burocrático y judicial de las estructuras de gobierno 
institucional y civil. La religión representó un instrumento con fines 
políticos que implicó que los funcionarios religiosos jugaran un pa- 
pel relevante en el control social a través de las prácticas religiosas. 
Las fronteras entre la religión y la política eran difusas y permeables, 
no estaban del todo claras ni definidas. Lo cierto es que la concep- 
ción que emanaba desde una monarquía establecida como católica 
proponía que el «pueblo» tuviera derecho a un buen gobierno y esto 
se manifestaba en aquellas expresiones políticas acordes a la religión 
católica (Fradkin y Garavaglia, 2016). 

Las relaciones entre el Estado y la Iglesia estaban reguladas por 
el derecho de patronato. Esta fue la tutela que desde Roma se otorgó 
a los Estados para poder intervenir y regular la vida religiosa de las 
tierras de su dominio. Para la Iglesia representó la posibilidad de 
participación salvando los costos que implicaba su presencia en los 
dominios españoles y de esta forma asegurar su presencia.' 

El derecho de patronato contaba desde la órbita propiamente 
dicha del Estado con su propia jerarquía. El rey era el legítimo y 
supremo patrono de la Iglesia. Luego, al igual que en otras áreas del 
poder soberano de la monarquía, el patronato descendía por la jerar- 


quía gubernamental general. En este sentido, luego del rey venía el 


1.El derecho de patronato no fue otorgado únicamente a los reyes españo- 
les, sino que similares circunstancias y condiciones fueron extendidos a la corona 
portuguesa para sus dominios en América. Desde el inicio fue entendido como 
una concesión que el Papa ofreció a los monarcas. Estos últimos, en el devenir del 
tiempo histórico, interpretaron que les era propio y comenzaron un proceso de 
acumulación de potestades. Finalmente, en el siglo XVII, se presenta lo que se 
denominó el regalismo borbón, donde el poder de la monarquía adquirió un con- 
glomerado amplio de potestades sobre la Iglesia. 


258 


Consejo de Indias, seguido de los virreyes, gobernadores y cabildos 
que eran considerados, todos, vicepatronos de la Iglesia. También 
existieron patronos laicos sobre otras instituciones eclesiásticas, cues- 
tión que trabajaremos más adelante. 

La religiosidad que se manifestaba en el mundo colonial era ba- 
rroca. Esto quiere decir que poseía una serie de características parti- 
culares que hacían a una sociedad cargada de supersticiones, miedos 
y con un gran componente mágico que viabilizaba por un lado la 
intervención y manipulación del orden divino y, por otro, entendía 
posible la comunicación y el intercambio entre distintos planos: el de 
los vivos y el de los muertos (Barrán, 1998). Las manifestaciones de 
la sociedad colonial eran sacralizadas, es decir, no se limitaban a los 
parámetros de las expresiones dogmáticas y prácticas, sino —como 
sostenía Barrán— «era sobre todo una atmosfera cultural que teñía 
y/o contextualizaba a las formas jurídicas, las políticas, sociales, eco- 
nómicas y estéticas, las ideas, las concepciones y valores, los hábitos 
y las costumbres» (1998: 18). Es aquí que el clero, tanto el religioso 
regular como el secular, jugó papeles fundamentales en el desarrollo 
«civilizatorio» actuando como verdadero agente del orden público, 
de lo político y del gobierno y otorgándole legitimidad al Estado 
a través de distintas prácticas.? Poseía una función primordial más 
allá de las prácticas religiosas precisas: debía convertir a la población 
(sobre todo rural) en buenos feligresas para que pudieran ser buenos 


vasallos. En este sentido, el clero sobresalía en la sociedad y se colo- 


2.En este punto debemos aclarar las diferencias entre clero secular y clero 
regular. El primero es el que ejercía sus funciones dentro de las instituciones dio- 
cesanas, bajo la autoridad del obispo y sin pertenecer a ninguna orden religiosa, 
mientras tanto el segundo comprendía aquel que pertenecía a alguna orden reli- 
giosa y estaba bajo su autoridad. Para nuestro período de estudio tuvieron mayor 
presencia los frailes jesuitas, franciscanos, mercedarios y agustinos. 
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caba como interlocutor válido para garantizar el orden público y ser 
pieza importante en el funcionamiento burocrático del poder real de 
la corona y ser funcional a su sostén ideológico (Barral, 2007). 

Finalmente, debemos decir que para llevar adelante su obra so- 
cial, política, económica y espiritual, la Iglesia Católica se basó en 
una serie de instituciones de diferentes jerarquías, características y 
complejidades que se fueron desplegando desde un centro. En Amé- 
rica, y en forma descendente, se encontraban en la cima jerárquica 
secular las distintas arquidiócesis, las diócesis (con sus respectivos 
cabildos eclesiásticos), las parroquias, las viceparroquias, las capillas 
y los oratorios públicos y privados, todas ellas de distinta naturaleza, 
funciones, derechos, propiedades, que se desplegaban con el fin pre- 
ciso de obtener de la sociedad colonial buenos feligreses y vasallos, 
como ya se mencionó.’ 

Ahora bien, de todas las instituciones eclesiásticas que hemos 
enumerado hasta este punto hay una a la cual dirigiremos nuestra 
atención para resolver nuestro problema de estudio: las parroquias. 
Estas fueron las instituciones básicas destinadas a los oficios del cul- 
to. Para que existiera una parroquia se debía contar con tres elemen- 
tos esenciales: poseer un territorio, reunir a una feligresía y estar bajo 
la autoridad diocesana, que se reunían en un templo. Las parroquias 
o curatos, además, podían tener dentro de su territorio y bajo su 
autoridad otras instituciones, como por ejemplo viceparroquias, ca- 


pillas y oratorios, todos bajo el control eclesiástico del cura párroco 


3.Si bien las primeras instituciones eclesiásticas que se desplegaron en la 
banda oriental del río Uruguay fueron de órdenes religiosas regulares aplicadas 
a la reducción de población indígena, dentro de nuestro período de estudio en 
la jurisdicción de Montevideo esto no tuvo un impacto significativo. Es por este 
motivo que siempre que hablemos de /glesia haremos referencia casi exclusiva a las 
acciones del orden secular. Cuando no, lo marcaremos específicamente. 
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—que podía ser a su vez vicario y juez eclesiástico—, cabeza del 
curato, quien debía velar por el correcto funcionamiento de estas 


instituciones y asegurar que estuvieran provistas de capellanes. 
Pando en el mapa eclesiástico 


Con el fin del proceso fundacional de la ciudad de Montevideo, 
en 1730 se creó el curato de San Felipe de Montevideo (desde 1724 
administraba el pasto espiritual una modesta capilla regenteada por 
los jesuitas). Dicho curato, donde se instaló la iglesia matriz de la 
jurisdicción, estuvo encabezado por el doctor Nicolás Barrales, hasta 
su muerte en 1764, y bajo la autoridad diocesana del obispado de 
Buenos Aires, al igual que toda la jurisdicción rural de Montevideo, 
cuestión que permaneció inmutable durante todo nuestro período 
de estudio.“ 

El cura vicario no solamente se hizo cargo del espacio que com- 
prendía el amojonamiento de la naciente ciudad sino también de 
toda el área rural. Esta era un vasto territorio que por las propias 
delimitaciones del capitán Pedro Millán rondaba 33.400 km?. En 
este sentido, Pando —que para ese momento era, desde el punto de 
vista jurídico, un arroyo donde se vertebraban suertes de estancia— 
estaba dentro del territorio parroquial de San Felipe y Barrales era su 
párroco. No obstante, desde un inicio este territorio no representó 
grandes problemas para la cobertura religiosa, ya que la población 


se concentraba mayoritariamente en la ciudad. Esta realidad cam- 


4.Dentro del proceso de ocupación de las tierras americanas, cuando se 
avanzaba sobre un nuevo territorio despoblado y se fundaba un nuevo empla- 
zamiento urbano se debía levantar un curato. Dicha parroquia era considerada 
iglesia matriz y sería la iglesia mayor en caso de que posteriormente se fundaran 
otras dentro del mismo espacio político, que serían consideradas hijas. 
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bió desde mediados del siglo XVIII, ya que, por distintos motivos, 
la población creció y paulatinamente se fueron ocupando de forma 
más estable los distintos partidos rurales. La cobertura religiosa que 
el párroco montevideano pudo ofrecer comenzó a verse limitada por 
el factor espacial. 

Para inicios de la década del setenta del siglo XVIII la situación 
de la cobertura religiosa era profundamente deficiente. Entendien- 
do los mecanismos existentes para crear nuevos curatos, el cura de 
la matriz Felipe de Ortega y Ezquibel aprovechó la presencia en el 
territorio del obispo de Buenos Aires Manuel de la Torre, quien en- 
tre 1773 y 1774 estuvo en la ciudad en visita pastoral y propuso la 
creación de una nueva parroquia. El lugar adecuado que vieron para 
crearla fue la zona denominada de los Canelones, donde años atrás se 
había levantado una capilla en adoración a Nuestra Señora de Gua- 
dalupe, en tierras de Juan José de Arce.’ 

Entre 1774 y 1775 se realizaron las tareas necesarias para crear 
el nuevo curato en Guadalupe a través de la articulación entre fun- 
cionarios religiosos y políticos —en representación del patronato—. 
Este quedó oficializado el 28 de junio de 1775 y representó el primer 
curato creado en la jurisdicción de Montevideo con posterioridad a 
la creación de la iglesia matriz en 1730 e intentaría cubrir aquellos 
espacios que quedaban fuera del pastoreo espiritual por su lejanía 
y las características propias del territorio (deficiencia de caminos, 


grandes distancias, inundaciones periódicas de cursos de agua, etc.). 


5.Durante el período de la dominación hispánica en América, muchas pa- 
rroquias fueron levantadas sobre la existencia previa de capillas y oratorios, fueran 
públicos o privados. Esto fue observado por la historiografía argentina para las 
áreas rurales de las diócesis de Buenos Aires y Córdoba, entre otras más. También 
debemos mencionar que gran parte de las parroquias que se erigieron lo fueron 
durante o posteriormente a las visitas pastorales desarrolladas por los obispos. 
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De esta forma, y por los propios límites que se establecieron, la po- 
blación ya instalada de forma estable sobre las costas del arroyo Pan- 
do cambió de jurisdicción eclesiástica para pasar a ser feligresa del 
nuevo curato de los Canelones. Esto quiere decir que administrativa 
y espiritualmente, los habitantes de Pando debieron acudir a la pa- 
rroquia de Guadalupe para bautizar a sus hijos, casarse, enterrar a sus 
parientes y recibir la palabra sagrada así como cualquier oficio y rito 
religioso (Villegas, 1978). 

Si bien con esta medida se intentó dar solución a los problemas 
surgidos en torno a la cobertura religiosa, lo cierto es que para el 
curato de Montevideo representó una solución limitada. Mientras 
tanto, para el de Guadalupe se reprodujeron los problemas de la 
cobertura, ya que tuvo bajo su administración un vasto territorio. 

Otro recinto religioso existente para 1775 era la capilla de San 
Isidro Labrador, sobre las costas del arroyo de Las Piedras, que antes 
de la fecha indicada constituyó una ayuda importante para la parro- 
quia de Montevideo de la cual seguía dependiendo con este nuevo 
mapa eclesiástico. Si bien se desconoce cuándo fue levantada esta ca- 
pilla —probablemente en 1773—, lo cierto es que la propuesta del 
procurador general del Cabildo de Montevideo, José Mas de Ayala, 
deja en evidencia la importancia y la preocupación de las autorida- 
des civiles por la administración espiritual. Este regidor propuso en 
1775, cuando se llevaban adelante las tareas para erigir el curato de 
Guadalupe, que se tuviera en cuenta la capilla de Las Piedras para 
generar allí también un nuevo espacio parroquial (Barrios Pintos, 
2008). No obstante, no fue posible crear un nuevo curato sobre la 
base de la capilla y se tuvo que esperar hasta 1779 cuando, ante una 
nueva visita pastoral, los vecinos de Las Piedras hicieron llegar al 


nuevo obispo, fray Sebastián Malvar y Pinto, sus preocupaciones. El 
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prelado de Buenos Aires arribó a la capilla el 5 de enero y los vecinos 
le manifestaron, junto con el cura de Montevideo, la necesidad de 
fundar allí un nuevo curato, ya que veían limitada la capacidad de 
celebrar determinados ritos que su por su condición de capilla no 
podían encarar, además de las dificultades que representaba dejar 
sus negocios y haciendas solas para poder dirigirse a Montevideo. 
(Barrios Pintos, 2008). 

El obispo dio lugar a las solicitudes y en articulación con el 
gobernador de Montevideo, Joaquín del Pino, comenzaron las tareas 
de desmembramiento de los curatos de Montevideo y de Guadalupe 
para crear en Las Piedras uno nuevo. Una comisión integrada por 
representantes de ambas esferas, la cual integró entre otros el clérigo 
José Manuel Pérez Castellano, comenzó sus tareas demarcatorias el 8 


de junio de 1780 sobre las puntas del arroyo Las Brujas y estableció: 


...por principal deslinde un Arroyo, que está al Norte de ella 
del que tirando una línea al Arroyo del Sauce, corre dha línea 
Oeste-Sudoeste, Este-Nordeste, que va a pasar por donde el mismo 
tiene su Población con casa de piedra y teja los herederos del difunto 
Dr. Jaime Soler, de un acuerdo y conformidad venimos a declara en 
efecto esta línea, la que separe, y divide el Curato de Canelones del 
de las Piedras [...] de modo que dha línea así circunstanciada, se- 
ñalada por costado del Arroyo del Sauce hasta su desagúe en Pando, 
y este en el Río de la Plata, y por otra parte el Arroyo de las Brujas 
hasta su desagúe en Sta. Lucía y Sta. Lucía hasta el desagúe en el 
Río de la Plata, que son linderos los dos curatos de Canelones, y de 
San Isidro de las Piedras... (Barrios Pintos, 2008: 23) 
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Aprobada la demarcación por las autoridades competentes 
quedaba delimitado el territorio y, en consecuencia, la feligresía del 
curato de San Isidro Labrador de Las Piedras, oficializado el 2 de 
noviembre de 1780. Por otro lado, en tierras de Francisco Meneses 
y su madre Teresa Gaytán sobre las costas del arroyo Pando se estaba 
levantado una capilla en adoración a Nuestra Señora de la Concep- 
ción. Si apreciamos la demarcación citada vemos claramente cómo 
parte del arroyo Pando se presentó como límite entre el curato de 
San Isidro Labrador de Las Piedras y el de Nuestra Señora de Gua- 
dalupe de los Canelones. Desde las nacientes del arroyo Pando hasta 
el punto en que el Sauce desemboca en él, todos aquellos vecinos de 
Pando pertenecían a la feligresía de Guadalupe. Mientras tanto, des- 
de la desembocadura del Sauce hasta el mar, los vecinos de Pando se 
dividían entre dos jurisdicciones: los habitantes de la banda este del 
arroyo pertenecían a la jurisdicción de Guadalupe y los de la banda 
oeste a la de San Isidro. En consecuencia, la capilla y la posterior villa 
de Pando se encontraron bajo el espacio parroquial de Las Piedras. 
No obstante, por distintas circunstancias, la capilla de Pando actuó 
como ayuda de parroquia tanto de Las Piedras como de Guadalupe. 
En este sentido, los curas de Guadalupe habilitaron a los capellanes 
de Pando a administrar parte de su feligresía y les ofrecieron la mitad 


de los derechos cobrados. 
El despliegue institucional 

Como dijimos, la capilla de Nuestra Señora de la Concepción 
de Pando fue levantada en tierras del alférez de caballería Francisco 


Meneses y su madre Teresa Gaytán en el partido de Pando y encar- 


gada por ellos a los maestros de albañilería José Vicente Bage, Pedro 
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Llambí y Rafael de la Puente a través de la firma de un contrato ce- 
lebrado el 1.2 de noviembre de 1780. No obstante, no pareció haber 
sido bien construida, ya que poco menos de dos años después, el 2 
de marzo de 1782, el mismo Meneses presentó una demanda en el 
Cabildo de Montevideo (cuerpo encargado de la administración de 
la justicia ordinaria) contra los encargados de la construcción por- 
que esta presentaba vicios. El caso fue asumido por el alcalde de 
segundo voto Bernardo de la Torre, quien extendió en comisión a los 
maestros mayores de las reales obras de fortificación de Montevideo, 
José Benito Crespo y Pedro Arredondo, para que, como peritos, se 
dirigieran a la capilla y verificaran su estado.” Una vez arribados a su 
destino, determinaron que las paredes laterales —sur y norte—, de 
21 varas de largo por cuatro de alto, se «allaron desplomadas ame- 
nazando bastante ruina...» y recomendaron tirar cada una de ellas 
para levantarlas de nuevo.” Por otro lado, encontraron otros vicios 
y malas prácticas en la construcción en los arcos de las puertas y 
las aberturas de las ventanas, cuya construcción se recomendaba en 
ladrillo. También determinaron que muchos de los defectos presen- 
tados estaban determinados por la mala calidad de la piedra emplea- 
da. Finalmente, recomendaron «que no pase a mayor ruyna se aga 
levantar lo mas pronto que se pueda y concluyendo su enmaderado y 
techo p.a. su mayor seguridad de dicha obra».* Por su parte, Meneses 
decía en su escrito presentado luego de la certificación representar a 
los vecinos del partido de Pando que con tanto esfuerzo y produc- 


to de sus trabajos y limosnas había aportado a la construcción del 


6.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1782, Caja 
54, Doc. 7. 

7 Ídem. 

8.Ídem. 
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templo. De esta forma vemos ya no solo la iniciativa privada de una 
familia por el despliegue de las instituciones eclesiásticas en Pando, 
sino también la participación de los vecinos en tal proceso.’ 

Como marcaba la ley, se citó al juzgado a los acusados, quienes 
se presentaron ante el juez el 25 de abril de 1782. Luego de mani- 
festar su autoría en las obras de la capilla reconocieron que «salio 
algo algo fallida y poco segura [sic)», por lo cual los tres albañiles 
decidieron para dar fin al pleito al devolverle a Meneses cada uno 
veinte pesos además de pagar la mitad de los costos de la deman- 
da, que para ese momento era de 29 pesos. De esta forma, decía el 
acuerdo, terminaba cualquier tipo de vínculo entre los albañiles y 
Meneses por la fábrica de la capilla quedando comprometidos, bajo 
juramento y firma ante el alcalde de segundo voto y escribano del 
cuerpo capitular, la imposibilidad de presentar reclamos futuros por 
ninguna de las partes. ° 

La reconstrucción de la capilla correspondió a los vecinos, quie- 
nes el 20 de febrero de 1784 solicitaron al obispo de Buenos Aires 
Sebastián Malvar y Pinto las licencias para levantar un nuevo tem- 
plo (CNAA, 1950: 538). Según Barrios Pintos, fueron aprobadas 
y la reedificación de este templo a los vecinos sumó el gasto de una 
cifra superior a 1300 pesos (Barrios Pintos, 2008). No obstante, los 
procedimientos seguidos por el vecindario de Pando no fueron los 
adecuados, cuestión que con el devenir del tiempo les trajo graves 
problemas con el cura de Las Piedras, como veremos más adelante. 

Meneses y los propios vecinos que se beneficiaron con la exis- 
tencia y el funcionamiento de la capilla de Pando fueron los mismos 


responsables de proveerla y arreglarla de forma necesaria para los sa- 


9. Ídem. 
10. Ídem. 
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crificios religiosos. Un inventario general de los bienes que poseía la 
capilla en 1804 da cuenta de estar suficientemente provista y se des- 
tacan distintas alhajas de plata (como por ejemplo un cáliz, un cris- 
ma, «unas vírgenes» y dos coronas del «Niño Jesús»), seis imágenes 
para la adoración del culto que correspondían a Nuestra Señora de 
la Concepción, Nuestra Señora de los Dolores, Nuestra Señora del 
Rosario y Santo Domingo y dos crucifijos grandes. También había 
ornamentos en los que abundaban la seda, el tisú y la plata y entre 
los que se destacaba un estandarte de Nuestra Señora del Rosario. 
Finalmente, componían los bienes de la capilla su mobiliario, com- 
puesto, entre otras cosas, por tres altares de madera, un confesiona- 
rio también de madera, una pila bautismal, un féretro, tres misales, 
trece candelabros, una campanilla de bronce para llamar a misa, un 
púlpito y tres cruces de palo." 

En el trascurso de veinte años que van desde 1784 a 1804, apre- 
ciamos la acumulación material que, entre otras cosas, permitió el 
desarrollo de mayor cantidad de oficios. Aquí los vecinos jugaron un 
papel fundamental ya que les correspondió a ellos no solo mantener 
a su capellán, sino proveer a su capilla de los elementos necesarios 
para el culto. De esta forma vemos un profundo celo religioso de 
todos aquellos que se beneficiaron con la existencia de la capilla y su 
funcionamiento. En este punto se ven parte de los rasgos característi- 
cos de la religiosidad barroca, que otorgaba un lugar importante a la 
exteriorización material del culto religioso, en este caso a través de la 
acumulación de ornamentos. También, y no es menor, la imaginería 
sobre todo religiosa otorgaba prestigio social (Di Stefano y Zanatta, 
2009). En este sentido, se aprecia que los vecinos de este incipiente 


poblado intentaban elevar, a través del despliegue religioso, el estatus 


11.BN, ME, CBC, Es. 40-41. 
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social y político de la villa de Pando que hasta el momento no era 
más que un modesto caserío. Tener una capilla no era únicamente 
un acto de fe religiosa, sino un hecho político. 

Pero no todos los beneficiarios de la capilla de Pando eran res- 
petuosos con el templo sino que una serie de experiencias y ejemplos 
nos muestran distintas violaciones al espacio. En este punto nos 
interesa destacar uno: el 14 de agosto de 1805, Juan Ramírez se 
comunicó desde la guardia de Pando con el gobernador de Monte- 
video para que diera entrada a una queja presentada por el vecino de 
la villa de Pando Juan Conde contra Felipe Piris por mantener este 
«enel Pueblo majada de obejas, crias de Burros y rodeo de ganado» 
que afectaban las sementeras de esas inmediaciones.'? También se 
extendía esta queja hacia otros vecinos que mantenían igualmente 
sus animales en la villa sin custodia hasta el punto de haber «llegado 
ya al caso que los an echado adentro de la Iglesia, encontraron terne- 
ros dentro del Presviterario, mascado los manteles de la mesa, [d]el 
comulgatorio».'? Esta actitud de Piris (y de otros que ya han sido tra- 
tados en el capítulo 3) que bien podría ser considerada de profunda 
gravedad, no lo era para las referencias eclesiásticas. Piris junto con 
otros vecinos (como veremos más adelante) fue un verdadero defen- 
sor de la autonomía de la capilla de Pando en oposición al cura de 
Las Piedras. Integró la diputación de la fábrica de la capilla y otorgó 
importantes donativos para su construcción. Además, participó en 
varias instancias conflictivas como representante de los vecinos de la 
capilla de Pando para que el cura de Las Piedras mantuviera al ca- 
pellán. También se constituyó en uno de los principales promotores 


que en varias instancias intentaron elevar la categoría de la capilla de 


12.AGN, EGH, Caja 79, Exp. 105. 
13.Ídem. 
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Pando a curato. Tal era su importancia en el desarrollo eclesiástico 
en Pando que el 9 de noviembre de 1794 enterró en el cementerio 
de la capilla a un hijo suyo llamado Manuel. Fue un entierro mayor 
que podría haber costado no menos de veinte pesos y que llegado 
hasta los cuarenta pesos, a pesar de lo cual el capellán de aquella 
instancia, Pedro Fonte Curbelo, realizó los oficios gratuitamente, sin 
cobrar nada, por considerar a Piris «buen hechor de esta capilla».'* 
No obstante, a lo largo de los libros de entierros se puede observar 
que hasta el vecino más pobre debía pagar los derechos desprendidos 
de los oficios de sepultura, y que, en caso de no poder hacerlo, se 


recolectaba limosna entre los vecinos para hacer el pago. 
Los beneficiarios de la capilla de Pando 


Una capilla no es únicamente un templo desde la perspectiva 
estrictamente edilicia sino que como tal constituye un espacio de 
obras religiosas de diversas naturalezas donde confluye la población 
desde distintas zonas. Como ya hemos dicho, las capillas no poseían 
ni territorialidades ni feligresías propias sino que atendían espiri- 
tualmente a aquellas personas que se inscribían dentro del espacio 
parroquial al cual pertenecían. También sabemos que la capilla de 
Pando funcionaba como ayuda de Las Piedras y Canelones por lo 
que confluían dentro de sus muros los feligreses de ambos espacios. 

Para dar respuesta a la interrogante de quiénes hacían uso de 
ella nos basaremos documentalmente en el desarrollo de uno de los 
sacramentos más básicos del catolicismo de aquel momento que re- 


quería un flujo constante de la población: el bautismo. Al actuar so- 


14.AP PP Libro 1 de entierros perteneciente a la feligresía del curato de San 
Isidro Labrador de Las Piedras, E 9. 
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bre el espacio dos curatos, naturalmente los sacerdotes que oficiaron 
en la capilla de Pando llevaron a cabo dos libros de cada sacramento 
de bautismos y entierros." Es así que existen el Libro de Bautismos 
pertenecientes a la jurisdicción de Juan Miguel Laguna Cura y Vicario 
de la Villa Nuestra Señora de Guadalupe del Canelón hecho en el año 
1788 y, por otro lado, el Libro de Bautismos perteneciente a la ju- 
risdicción de Don Domingo [Castilla] Cura y Vicario de las Piedras. 
Hecho en el año de 1788.'* Como se aprecia, los libros sacramentales 
comenzaron ocho años después de construida la capilla y fueron ini- 
ciados por fray Estanislao de la Mata el 8 de febrero de 1788.'” 
Para analizar la concurrencia tomaremos las definiciones espa- 
ciales que los padres de los bautizados dieron al sacerdote y quedaron 
asentadas en cada una de las partidas. Para ello hay que tener en 
cuenta dos elementos fundamentales: primero, no todos los sacerdo- 
tes dejaron asentado el vecindario de los padres. En segundo lugar, 
estas declaraciones solían ser ambiguas: por ejemplo, se puede veri- 
ficar personas que en determinados bautismos dijeron ser vecinos 
de «Pando» y en otros de la «villa de Pando». Lo mismo ocurre con 
los que vivían fuera de la villa, que en ocasiones manifestaban ser 
avecinados en «las costas del arroyo Pando» y en otras en «Pando». 
Metodológicamente, optamos por agrupar las referencias a Pando 
por entenderlas nuestro espacio de estudio y las desagregaremos, se- 


gún las declaraciones, en análisis posteriores. 


15.Los tenientes de las capillas no podían realizar casamientos ya que debían 
poseer el título de vicario, que, según el Concilio de Trento, era adjudicado a los 
obispos y que estos podían extender a los curas párrocos que estuviesen al frente 
de una parroquia con su propia feligresía y espacio. 

16.AP, PP libro I de bautismos de la jurisdicción de Las Piedras; libro I de 
bautismo de la jurisdicción de Canelones 

17.Ídem. 
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En la capilla se registró entre los años 1788 y 1810 un total de 
851 bautismos, de los que 503 pertenecían a la feligresía de Guada- 
lupe de Canelones y 348, a la de San Isidro Labrador de Las Piedras. 
Como primera conclusión podemos decir que la capilla de Pando 
fue más utilizada, en líneas generales, por los feligreses de Canelones 
y que poseía un territorio mayor y disperso que la de Las Piedras. 
Del total de los bautismos posemos información espacial de 295 
familias, 109 correspondientes a Las Piedras y 186 a Canelones. El 
gráfico 1 muestra las principales zonas presentes en la capilla de Pan- 


do tomando ambas feligresías: 


Gráfico 1. 
Bautismos realizados en la capilla de Pando: feligresías de Las Piedras y Canelones 
Procedencia de los vecinos 


Fuente: INEA Bautismos. 
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Como podemos apreciar, la mayor cantidad de núcleos fami- 
liares declararon ser vecinos de Pando sin ofrecer mayores destalles. 
Un 38,5% estaba comprendido en definiciones espaciales tales como 
«Pando» propiamente dicho, sin identificar un espacio concreto, 
«Pando arriba», «villa de Pando, «Rincón de Pando», «arroyo Pan- 
do», «partido de Pando» y «capilla de Pando» —tal vez otra forma de 
denominar a la villa—. Estas ambigúedades nos permiten tener da- 
tos precisos únicamente en las definiciones de Pando arriba, la villa, 
el rincón y la capilla. El resto de los datos no ofrece una referencia 
espacial concreta sino general. En segundo lugar, encontramos a los 
vecinos comprendidos en el partido de Sauce. Este estudio reafirma 
lo que se sostiene a lo largo de los distintos capítulos de este libro 
y en investigaciones pasadas (Barreto, 2016): si bien desde la pers- 
pectiva judicial Sauce y Pando estaban dividíos en dos espacios di- 
ferenciados, lo cierto es que las dinámicas sociales propias de la vida 
cotidiana hicieron que, en los hechos, vecinos de ambos de partidos 
confluyeran en similares espacios de sociabilidad, que pudieron estar 
concentrados en Pando donde la capilla jugó un rol de articulación 
importante. En cierta medida, iguales consideraciones se podrían 
extender hacia los vecinos del Canelón (3,7%). Si bien nuevamente 
estamos ante una declaración de vecindad ambigua, resulta lícito 
pensar en forma de hipótesis que estos sean del Canelón Chico, es- 
pacio próximo a Sauce. Finalmente, también sobre los vecinos del 
arroyo Toledo (6,6%) podemos pensar en la existencia de las diná- 
micas anteriormente expresadas. 

La concurrencia de los vecinos de Solís Chico (8,6%) a la ca- 
pilla de Pando nos muestra claramente los problemas territoriales 
del curato de Guadalupe. Por otro lado llama la atención la presen- 
cia de habitantes de Tala (10,3%) y de Santa Lucía (3,7%) donde 


es importante remarcar la distancia que estos debieron recorrer. En 
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ambos casos, estos partidos poseían su centro parroquial a una dis- 
tancia apreciablemente menor que la villa de Pando. Algunos casos 
pueden explicarse por los lazos de compadrazgo, pero no todos. Sin 
dudas, por diversos motivos, los vecinos recorrieron estas distancias 
que, con el análisis de estas fuentes no podemos obtener sus causales. 
El resto de los datos comprendidos dentro de la categoría «otros» 
(15,6%) corresponde a espacios donde las familias concurrieron en 
menor medida. Para ofrecer un análisis más preciso, los iremos pre- 
sentando más adelante. 

El gráfico 2 muestra la vecindad de las familias que concurrie- 
ron a la capilla de Pando, desagregadas por feligresías, es decir, los 
pagos y partidos pertenecientes a la feligresía de Las Piedras por un 
lado y de Canelones por el otro: 


Grafico 2. 
Bautismo realizados en la capilla de Pando: feligresías de Las Piedras y Canelones desagregadas. 
Procedencia de los vecinos 


1788 -1810 
Fuente: AP-PP, Libros 1 de bautismos. 
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Claramente, la feligresía de aquellos espacios comprendidos en 
Pando pertenecientes a Las Piedras presentaron una concurrencia 
mayor. Esta lectura desagregada nos permite, además, identificar 
distintos espacios que conformaban Pando en su globalidad y ver 
a qué espacio parroquial pertenecían los vecinos. De esta forma, los 
vecinos ubicados en la villa de Pando como en el Rincón consti- 
tuían la feligresía de Las Piedras . Por otro lado, fueron feligreses de 
Canelones los comprendidos en Pando arriba (más cercanos a las 
nacientes del arroyo). Los vecinos de Sauce aparecen asentados en las 
dos feligresías. Esto se debe a que probablemente una parte menor 
del espacio estuviera dentro del espacio parroquial de Canelones. No 
obstante, si bien la mayoría de las familias sauceñas fueron anotadas 
en Las Piedras, los datos disponibles sobre Canelones dan cuenta de 
su significación. Por otro lado, existe la posibilidad de que algunos 
vecinos fueran considerados erróneamente en libros distintos. Por 
ejemplo vecinos de Tala y Solís Chico pertenecían legalmente a Ca- 
nelones pero aparecían también en Las Piedras. 

Otra de las cuestiones debemos destacar es la concurrencia a la 
capilla de Pando de grupos familiares avecinados en zonas bastante 
lejanas a nuestro espacio de estudio, como los vecinos del río Yí. 
Dentro del libro que corresponde a Las Piedras se registraron tres 
bautismos de vecinos de allí: uno en 1792 y dos en 1793.'* En el 
caso del libro de Guadalupe fueron cuatro (dos en 1793 y dos en 
1796). Estos siete bautismos representan a tres matrimonios com- 
puestos por José Pereira y María del Rosario, Luis Almada e Isabel 
Lemos, Victoriano da Silva y Cayetana y el de Juan Fernández y 


Paula Francisca González. Salvo en un bautismo, pudimos compro- 


18.AP, PP Libro 1 de bautismos de la capilla de Pando correspondiente a la 
feligresía de Las Piedras, Fs. 11, 20 y 21. 
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bar que los padrinos y madrinas eran vecinos de Pando: Francisco 
Meneses, José Garrido, Félix José de Mena, José Quintana, Santiago 
Mesa, Cayetana Vilar, María Josefa Machuca y Antonia da Silva. 
No obstante, era común que durante este período que los padres se 
trasladaran a bautizar a sus hijos en aquellos lugares donde vivían 
los padrinos y madrinas que habían elegido, pero ¿eran capaces de 
recorrer distancias tan largas? Lo cierto es que los datos disponibles 
nos dicen que estos niños fueron bautizados a pocos días de nacidos, 
lo cual nos inclina a pensar que nacieron en la zona en la que fueron 
bautizados. Además, no pudimos establecer ningún vínculo entre los 
padres con Pando (ni sus áreas cercanas). No obstante, otras familias 
recorrieron distancias mayores para bautizar a sus hijos en la capilla 
de Pando. Un ejemplo lo constituye el matrimonio compuesto por 
Benedicto Cardoso y María Pulchever, quienes eran vecinos del arro- 
yo Gutiérrez, jurisdicción de Cerro Largo. Ambos bautizaron dos 
hijos en Pando, el primero, llamado José Feliciano, el 10 de junio de 
1805, y la segunda, María Francisca del Rosario, el 1° de diciembre 
de 1806." Anotados como feligreses de Guadalupe, los vínculos con 
la capilla de Pando provenían, probablemente, de María, ya que en 
el mismo libro de bautismos aparecen personas con el mismo ape- 
llido —poco común, por cierto— como vecinos del Sauce, Solís 
Chico y Tala. 

Finalmente, entra la categoría «otros» que en el caso de Guada- 
lupe muestra cifras similares a las de Pando. En el caso de la feligresía 
de Las Piedras, ese otros estaba compuesto por familias de arroyo 
Cordobés, Aguada y Cañada Honda. De la feligresía de Canelo- 


nes completan los datos las familias pertenecientes a El Canelón, 


19. AP-PP, Libro 1 de bautismos de la capilla de Pando correspondiente a la 
feligresía Guadalupe, Fs. 66v y 73. 
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Los Canelones, Cardales, Pedrera, Solís Grande, Mosquitos, Cerro 
Largo, Cochengo, Pantanoso, La Cañada, Cañada Grande y arroyo 
Vejiga. En ambos libros fueron anotados bautismos de familias que 
definieron ser vecinos de Montevideo. De todos estos puntos con- 
currían a lo largo de nuestro marco temporal de estudio familias a 


bautizar en la capilla de Pando. 
Los que llevan sotana 


Al igual que con otras cuestiones, las capillas tampoco poseían 
a su propio clero. En el caso de Nuestra Señora de la Concepción 
de Pando, los que debieron administrarla eran religiosos contratados 
por el propio vecindario de Pando y habilitados por el cura de San 
Isidro Labrador de Las Piedras para realizar oficios a parte de su feli- 
gresía. En algunos casos, estos religiosos eran tenientes curas de Las 
Piedras. Los capellanes debían administrar los ministerios pastorales 
y dar funcionamiento a la capilla en aquellas actividades para las que 
el párroco la habilitara (bautizar, enterrar, celebrar misas, confesar, 
celebrar los ritos de los días festivos del calendario litúrgico, etc.). 
Ello dependía de las propias licencias que el mismo sacerdote pu- 
diera poseer como también de las que el párroco les asignara para 
ese espacio. Es decir, un sacerdote que podía confesar personas de 
ambos sexos estaba habilitado a realizarlo por las propias licencias 
emanadas del obispo. En el otro caso, para una capilla que pudiera 
administrar los sacramentos bautismales o de la extremaunción de- 
bían ser designados por el cura vicario a la que perteneciera: la capilla 
de Pando solamente se pudo bautizar y enterrar. 

De forma general, los capellanes debían responder a una serie 


de intereses y presiones que manaban de distintas fuentes de poder. 
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Por un lado, desde la Iglesia el Concilio de Trento había reservado 
de forma básica las funciones ministeriales de la eucaristía y el con- 
fesionario. Además, se sumaban las propias presiones emanadas del 
poder real que trataba de hacer del clero un funcionariado afín a 
sus propios intereses (Ayrolo, 2012). Dentro del medio rural, como 
consideramos a la capilla de Pando y a su población, la función que 
desde ambas esferas de poder se esperaba del clero era la difícil ta- 
rea de hacer de la población buenos feligreses para que ser buenos 
súbditos, tarea más que compleja en estos medios, ya que la pobla- 
ción tendía a estar dispersa y su control social era más complejo. 
En referencia a ello, pero centrado en la campaña de Buenos Aires, 
Barral sostiene que «Los párrocos fueron principales mediadores» del 
medio rural durante el período colonial, con un «papel fundamental 
en el control social a falta de un poder policial». Además, «frailes y 
sacerdotes seculares, a través de varias formas de intervención social, 
daban legitimidad al orden colonial». Se iban constituyendo, además 
de sus propias funciones eclesiásticas, «guardianes del orden público 
y moral» para ser considerados «piezas clave del funcionamiento de 
la monarquía y de su sostén ideológico» (2008: 151). 

Era responsabilidad del vecindario asegurar que la capilla es- 
tuviera provista de sacerdote más allá que esta se erigiera dentro del 
espacio parroquial de San Isidro Labrador de Las Piedras. Estaban 
obligados, por así decirlo, ya que ellos eran considerados sus patro- 
nos, el último eslabón del derecho de patronato. No obstante, las 
intenciones fueron, desde el inicio, en dirección de lograr que desde 
el curato de Las Pidras se hicieran cargo de la manutención del ca- 
pellán, interpretando que correspondía a su responsabilidad. En este 
sentido, cuando los beneficiarios de la capilla de Pando —represen- 


tados por Martín José y José Antonio Artigas, Felipe Piris, Domingo 
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Valdenegro, Baltasar de Aguirre y Pedro Montero— solicitaron li- 


cencias para levantar una nueva capilla, también manifestaron: 


Y considerando los suplicantes, que el curato de las Piedras 
(alg.e es depend.te dha Capilla), no podrá p.r aora costear el ten.te 
cura q.e aia de administrarla; se obligan desde ahora a mantenerlo 
p.r un año bajo la justa regulaz.n que sea del beneplácito de VS. Y, 
con concepto de que aunque aquel vecindario no es de tan corto 


número, es escaso de posibles... (CNAA, 1950: 538) 


Los que se beneficiaron con el funcionamiento de la capilla, 
además de haber costeado la vieja y la nueva capilla, se comprome- 
tían y obligaban a mantener por un año los haberes del capellán que 
oficiara como su cura. Sin embargo, no siempre pudieron cubrir 
estas necesidades, como dejó claro el doctor José Manuel Pérez Cas- 
tellano, quien en carta dirigida a su maestro de latinidad en 1787, 
Benito Rivas, ilustró parte de la vida y las prácticas de la jurisdicción 
de Montevideo. En relación con asuntos eclesiásticos y, en concreto, 


hacia el despliegue de sus instituciones, Pérez Castellano mencionó: 


Fuera de la Ciudad [de Montevideo] y su ejido, está La Pa- 
rroquia de Las Piedras en el paraje del mismo nombre, y mantiene 
en su jurisdicción dos Tenientes, el de la Capilla del Miguelete, 
un poco más arriba de lo del difunto Jorge Burgues, y el de la de 
Pando, que lo más del tiempo suele estar sin capellán (1968: 29). 


Esto da cuenta de que los vecinos de la capilla de Pando no 


siempre pudieron asegurar la permanencia de un sacerdote y que, 


por lo pronto, el cura de Las Piedras poco haría por ayudarlos. Es 
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más, los capellanes recurrieron en más de una ocasión a la Justicia, 
presentando demandas contra el vecindario por las deudas que man- 
tenían, en alguna ocasión por haberes laborales y en otras por oficios 
religiosas impagos (sobre este punto volveremos cuando estudiemos 
el despliegue del sistema judicial). Pero las intenciones de costear por 
sí solos al capellán duraron poco, ya que el 7 de diciembre de 1785, 
representado por Pedro Montero, Felipe Piris y Baltasar de Aguirre, 
el vecindario le manifestó al párroco de Las Piedras no poder seguir 


sosteniendo esta situación, ya que se veía en la 


... imposibilidad de continuar por [sí] solos la paga por más 
tiempo de Capellán para ella que el año próximo estipulado y ya 
cumplido exactamente (sobre las inmesas fatigas, considerables des- 
embolsos y adeudos con que concurrimos á su fábrica y adorno, 
como es constante) miramos mui cercano el frustramiento del gral. 


fin de tan piadosa fundación.” 


Solicitaron al párroco de Las Piedras que se hiciera cargo de los 
costos de mantener allí un sacerdote que administrara el pasto espiri- 
tual. En ese sentido le propusieron poder quedarse con los derechos 
cobrados en la administración sacramental. Es decir, los principales 
ingresos económicos de las parroquias constituían los derechos co- 
brados a pie de altar: misas, bautismos, entierros, etc. Evidentemen- 
te al ser la de Pando una capilla, los que se pudieron cobrar a pie de 
altar correspondían en propiedad al cura de Las Pierdas y, por ser 
ayuda también de Canelones, se le otorgaba lo correspondiente al 
párroco de aquella. Los vecinos de la capilla de Pando reclamaron 


que estos beneficios quedaran allí y fueran utilizados para el sos- 


20.BN, ME, CBC, F 34. 
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tén del capellán, siendo esta la forma económica que vieron como 
salvoconducto para que el titular de Las Piedras cumpliera esta ne- 
cesidad.? La respuesta recibida fue en gracia con la solicitud pero 
no sin marcar el grado jerárquico y de dependencia, ya que Castilla 


entendía que estos 


...no quieren pagar más al Capellán [...] bien q.e no ignoran 
q.e Vm.s de su propio motivo se metieron á hacer Capilla, aún sin 
saber si yo daría facultades al Cpp.n para administrales; éstas las di 
teniéndoles lástima q.e en adelante será otra cosa y por último Vms. 
hagan el recurso q.e quiera, q.e por su conveniencia no he de pedir 


limosna como se los haré ver.? 


Sin dudas que este fue un llamado de atención por parte del 
cura de Las Piedras a los vecinos que hicieron una capilla con pro- 
fundos sacrificios financieros y sin saber, como bien marcó, si la pa- 
rroquia de Las Piedras la proveería de capellán. Pero más allá de esta 
advertencia, hay que remarcar que Domingo Castilla era celoso con 
su propio templo parroquial y se oponía al despliegue eclesiástico 
dentro de su territorio. Por ejemplo, cuando en 1801 el vecino del 
partido de Toledo Juan Benito de Aguiar solicitó a la diócesis de 
Buenos Aires levantar en su chacra un oratorio público para el bene- 
ficio del vecindario, lo desestimó por creer que ya existían suficientes 
y por los males espirituales que causaría.” 

Podríamos sospechar que esta cuestión de no trasladar los dere- 


chos cobrados en Pando para Las Piedras no se respetó por parte de 


21.Ídem. 

22. Ídem. 

23.ACEAM, Época colonial, Carpeta Capillas y oratorios públicos y priva- 
dos, Uruguay-Argentina, 1797-1893, I, Legajo 77, n.° 550. 
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Castilla y que fue reclamado anualmente. Esto lo dejó ver el propio 
Francisco Meneses, quien el 8 de octubre de 1787, nuevamente, en 
representación de los vecinos de Pando y «sircunferencia y todos los 
demás de los otros partidos q.e igualmente han contribuido con sus 
limosnas á el beneficio de la fábrica de esta Capilla», se presentó para 
que les fueran concedidos los derechos cobrados allí o bien se man- 
tuviera al capellán,” además de insistir en que anualmente el cape- 
llán le representaba a la población la suma de trescientos pesos, que 
entendía una cantidad difícil de sostener (como veremos más ade- 
lante, está cifra fue exagerada por Meneses, ya que osciló entre 150 
y 200 pesos anuales). Ahora la respuesta de Castilla fue en contra de 
la solicitud del vecindario y por fuera de cualquier entendimiento ya 
que ellos obtuvieron las licencias de parte del obispo en 1784 para 
levantar esa capilla y costear al capellán sin haber tenido él consulta 
ni injerencia en dicho proceso.” 

Por otro lado, estos libros sacramentales permiten delinear en 
términos generales quiénes fueron los religiosos que actuaron en la 
capilla de Pando. El cuadro 1 muestra a los capellanes que actuaron 
entre 1780 y 1810 


24. Ibídem, E 36 
25.Ídem. 
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Cuadro 1. 


Capellanes de la capilla de Pando. 1788-1810 


Nombre Origen Orden Primera 
partida 
Fray José de la Aurora s/d Mercedario ¿1780? 
Pbtro. José Suárez s/d s/d ca. 1785 
Fray Juan Estanislao de la Mata s/d s/d 20/1/1788 
Fray Pedro Curbelo Fonte Islas Canarias s/d 22/7/1790 
Fray Juan Antonio del Toro s/d Mercedario | 26/6/1795 
Pbtro. Cristóbal Muñoz s/d - 22/2/1796 
Fray José Zambrana Cataluña Dominico 28/9/1796 
Pbtro. Manuel Antonio Gue- s/d - 24/12/1796 
rrero 
Pbtro. Pedro Antonio Ortuño s/d - 8/8/1797 
Fray José González s/d s/d 16/10/1797 
Fray Policarpo Lezcano s/d Franciscano | 12/8/1802 
Pbtro. Manuel Antonio Gue- s/d - 2/12/1803 
rrero 
Fray Antonio Herrera s/d Mercedario | 17/11/1804 
Fray Luis Aguilera s/d Franciscano 10/8/1807 
Pbtro. Santiago Figueredo Montevideo - 20/4/1808 
Fray Pantaleón Alegre s/d s/d 16/6/1808 
Pbtro. Francisco José Rodríguez | Montevideo - 20/10/1809 


Fuente: AP, PP, Libros sacramentales de la capilla de Pando 
Los datos de los dos primeros curas que actuaron en la capilla de Pando fueron 


extraídos de la obra ya citada de Barrios Pintos, quien no referencia fechas de 
inicio de ambos religiosos (2008: 102). 
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Esta fue la forma más o menos estructural y continua en la 
que actuaron estos religiosos en la capilla de Pando. No obstante, 
no se registró de forma tan lineal ya que en algunas ocasiones se 
combinaros acciones entre algunos religiosos. Como se aprecia, la 
mayoría de ellos eran frailes franciscanos, mercedarios y dominicos, 
lo que se debe a un proceso que se dio a finales del período colonial 
en América. Desde las últimas décadas del siglo XVIII, se comienza 
a percibir el aumento de la presencia en las parroquias rurales del 
clero regular de distintos Órdenes. Veían en estos nuevos espacios la 
posibilidad de seguir desarrollando sus propias carreras en el ámbito 
secular. En su despliegue, solían ser los religiosos seculares los que 
estaban al frente de las parroquias y los regulares bajo sus órdenes 
(Barral, 2015), pero también las reformas borbónicas habían hecho 
que tomaran mayor importancia las acciones seculares del clero y no 
tanto las enclaustradas, lo que también explica por qué estos frailes 
se inclinaron a la acción secular. 

Finalmente, debemos preguntarnos qué tan importante podía 
ser la capilla en cuestión para que el clero aceptara cumplir funcio- 
nes, aunque fuera a título de los vecinos que los contratasen. Sin 
dudas que desde este momento inicial, si bien mayoritariamente fue 
el clero regular quien aceptó cumplir funciones, la capilla no repre- 
sentaría un lugar codiciado para desempeñar la carrera eclesiástica. 
En primer lugar por su propia calidad de capilla, la cual, como ya sa- 
bemos, no poseía ni feligresía ni territorio propio. En segundo lugar, 
pero a colación de lo dicho, los derechos cobrados por los oficios que 
podían quedar para el capellán constituían una cantidad mínima, 
por lo cual quien oficiara de capellán debía poseer una buena renta 
personal. En tercer lugar, el patronato de la capilla dependía de par- 


ticulares por fuera de cualquier estructura gubernamental que, entre 
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otras cosas, quitaba prestigio al recinto. Por último, en Pando, si 
bien la capilla nucleaba a población de distintas zonas, como centro 
urbano su desarrollo era escaso y además la capilla era la principal 
institución desplegada. Pando era una villa y por ende no poseía los 
derechos de las ciudades, que contaban con un prestigio mayor. En 
conclusión, la capilla Nuestra Señora de la Concepción de Pando 
era un recinto poco apetecible para el clero con escasas posibilidades 
de ofrecer méritos considerables para los capellanes y con limitadas 
posibilidades de desarrollo. En consecuencia, los vecinos intentaron 
elevar el estatus de su recinto enfrentándose a duras dificultades, 


como veremos a continuación. 
Los intentos de fundar un curato 


Como hemos visto hasta el momento, los vecinos de la capilla 
de Pando fueron fundamentales para el despliegue institucional, pri- 
mero en lo que era la estancia de Francisco Meneses y Teresa Gaytán 
y luego en la villa de Pando. Las variables que los llevaron desa- 
rrollar estas actividades eran de distinta naturaleza, individuales o 
colectivas, pero en última instancia estaban arraigadas en su religio- 
sidad barroca de temores y miedos pero también en una actitud más 
de corte político. Para aquella sociedad colonial, el templo católico 
constituía un edificio que verdaderamente hacía confluir a la pobla- 
ción y se tornaba esencial en la vida cotidiana en una sociedad por 
demás católica. Representó el edificio público de mayor centralidad 
donde la población concurría en los momentos más importantes de 
su vida, ya fuera por cuestiones personales o colectivas, a través de 
las distintas festividades, en su gran mayoría religiosos. Barrán no 


exageraba al decir que la iglesia era «sentida como una necesidad 
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mayor que la cárcel» no por carecer de valores represivos sino porque 
«la vida diaria exigía la presencia de la iglesia» (1998: 84). Y es que 
en el templo se centraba la vida comunitaria, donde el atrio jugaba 
un papel fundamental. Al respecto, Barral sostiene que la «elección 
del lugar no era azarosa: el atrio era un espacio de congregación co- 
munal donde tenían lugar las explicaciones de doctrina cristiana de 
asistencia obligatoria». Además «era el espacio de reunión de la co- 
munidad más allá de las obligaciones como feligreses, para concretar 
negocios o para intercambiar información» (2015: 166-167). 

Todo ello representaba para la pequeña villa de Pando y sus 
alrededores la existencia de una capilla. Pero los vecinos intentaron 
llevar más allá la presencia institucional de la Iglesia en la zona tra- 
tando de concretar que su capilla se convirtiera en parroquia, es de- 
cir, en un curato. Ascender en el escalafón institucional les daría la 
posibilidad de entrar en otros circuitos de poder y prestigio que no 
solamente beneficiaría a la población (colectiva o individualmente) 
sino que posibilitaría también a la incipiente villa sus aspiraciones a 
proyectarse como centro urbano. Este último punto representaría la 
cara política del asunto. Los pondría en un circuito diocesano que 
los relacionaría directamente con su cabeza: el obispo (Barral, 2013: 
154). Finalmente, les daría autonomía administrativa, política, reli- 
giosa y económica del curato de Las Piedras, para ser beneficiarios 
de los propios derechos cobrados, de las obras piadosas y de las li- 
mosnas. 

Los primeros intentos de los vecinos de la capilla de Pando para 
instalar allí un curato datan del 18 de marzo de 1788 cuando Martín 
José Artigas y Pedro Montero (supliendo a los diputados de fábrica 
Felipe Piris y José Antonio Artigas) y Luis Antonio Gutiérrez como 


vecino de la zona, se dirigieron al obispo de Buenos Aires Manuel 
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Azamor y Ramírez. Los argumentos presentados en aquella ocasión 
poseían tres direcciones: los grandes sacrificios desarrollados por los 
vecinos de la capilla de Pando, las distancia entre los curatos de Las 
Piedras y Guadalupe y los problemas económicos para mantener al 
capellán y la capilla y los conflictos con el párroco de Las Piedras 
al respecto.” En relación con los sacrificios de la población se dio 
cuenta de ellos relatando los incesantes auspicios dados en mate- 
ria económica, fundamentalmente de las obras piadosas y limosnas 
allí recogidas, la manutención del capellán, la (re)construcción del 
templo y el aseguramiento de los ornamentos necesarios para los 
rituales. Se intentó demostrar el verdadero celo católico de aquella 
población «sacrificándose aun los más pobres para mantener hasta 
el dia adornada dicha Capilla y templo del Señor qual ninguna otra 
en la jurisdicción». En referencia a lo espacial, los representantes 
dieron cuenta de las distancias de la capilla de Pando a los curatos de 
San Felipe, San Isidro y Guadalupe.” Además daban cuenta de tener 
conocimiento de límites entre el de Las Piedras y Canelones comu- 
nicándole al obispo, de esta forma, que a media legua de distancia de 
la capilla, del otro lado del arroyo Pando siguiendo por el camino a 
Maldonado, ya se estaba en la feligresía de Guadalupe, la cual poseía 
un disperso territorio y su centro parroquial a más de quince leguas 
de distancia.” 

Sin dudas que la parte más aguda de la solicitud fue la que se 
dirigió a denunciar, por así decirlo, la actitud del cura de San Isidro. 
Se quejaron de las incertidumbres que este les generaba por el tema 


del otorgamiento de las licencias para que el capellán pudiera ofrecer 


26.BN, ME, CBC, Fs. 38-40. 
27 Ibídem, E 38. 

28.Ídem. 

29.Ibídem, E 39. 
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su asistencia. En más de una ocasión, Castilla no permitió al cape- 
llán de Pando bautizar y enterrar negando las licencias necesarias 
y, es más, en algunas ocasiones se negó a que los vecinos dieran sus 
limosnas a las benditas almas del purgatorio. Además, en la Semana 
Santa y Pascua de los años 1786 y 1787 se prohibieron las funciones 
religiosas.” Esta prohibición era un elemento fundamental dentro 
del calendario litúrgico del catolicismo colonial, ya que la Pascua re- 
presentaba el centro de las festividades. Con referencia a los derechos 
de pie de altar, los representantes manifestaron que el cura de Las 
Piedras se llevaba anualmente los derechos cobrados, cuestión que 
se presentaba desde los inicios. Reconocían, por su parte, que con 
Miguel Laguna, párroco de Guadalupe, el cual les permitió bautizar 
y enterrar a sus feligreses más próximos, los arreglos habían sido más 
beneficiosos ya aquel les brindaba la mitad de los derechos cobrados 
sobre su población a través de un acuerdo entre el vecindario y el 
titular de Guadalupe que sin dudas beneficiaba a ambas partes. Por 
estos motivos solicitaron al prelado de Buenos Aires la erección de 
un curato que debía tomar porciones de los territorios de Las Piedras 
y Guadalupe, a pesar de que mencionaban que no merecería grandes 
perjuicios para aquellos.’ 

El obispo de Buenos Aires, Azamor y Ramírez, no le dio cabida 
a la solicitud y esto lo sabemos porque el expediente que se formó 
en la curia porteña no tuvo la vista del prelado y quedó sin respuesta 
alguna. Este intento fallido de marzo de 1788 apagó, momentánea- 
mente, las intenciones del vecindario de erigir en Pando un curato. 
Recién para 1804 se volverán a presentar gestiones aprovechando 


una nueva circunstancia que podría ser crucial: la visita pastoral de 


30.Ídem. 
31.BN, ME, CBC, F 39. 
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un nuevo obispo, monseñor Benito Lué y Riega, quien emprendió 
una visita pastoral a lo largo y ancho de su vasto territorio diocesano 
que le llevaría largo tiempo (1803-1804). En la segunda mitad de 
1804 ingresó a la jurisdicción de Montevideo. En los inicios del mes 
de octubre, proveniente de la parroquia de San Fernando de Mal- 
donado y dirigiéndose a Montevideo por el camino real, pasó por la 
capilla de Nuestra Señora de la Concepción de Pando. Lo que anotó 


su secretario en el cuaderno de la visita en aquella ocasión fue: 


Capilla de Pando, Ayuda de Parroq.a de las Piedras y Ca- 
nelones / Teniente Cura Dn Manuel Antonio Guerrero / Partidas 
Parroquiales: se han aprobado; como así lascuentas presentadas por 
el Teniente / Mandato Generales: [...] Con consideración del cre- 
cido numero del Pueblo, mandó S.S.Y. de procurarse alargar la 


capilla.” 


Sin dudas que la presencia del obispo le dio la posibilidad a los 
vecinos de la capilla de Pando de tratar directamente con la autoridad 
diocesana los problemas surgidos con el cura de Las Piedras además 
de extender sus intereses a crear un nuevo curato con base en la villa 
de Pando. A esto debemos sumarles las propias determinaciones del 
obispo en su pasaje donde recomendó extender la capacidad edilicia 
por el «crecido numero del Pueblo». Por otro lado, también el obispo 
daba lugar a las actuaciones de cura de San Isidro Labrador en refe- 
rencia a los derechos que se presentaban en Pando, ya que el mismo 


prelado aprobó las cuentas presentadas por el capellán. Esta misma 


32.ACEASF (Argentina), Inspección de Parroquias: Cuaderno de la Santa y 
General Visita del Hustrísimo Señor Don Benito Lué y Riega Obispo de la Santa 
Trinidad Puerto de la Santísima Madre de Buenos Aires de su Majestad Católica, 
Cuaderno I: La Santa y Pastoral Visita, E. 67. 
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consideración se puede extender al acuerdo del vecindario con el 
cura de Guadalupe quien les otorgaba la mitad de los derechos. 
Rápidamente, el obispo comenzó tomar una serie de medidas 
a favor de los reclamos presentados desde 1785 por los vecinos de 
la capilla de Pando. Estando en la ciudad de Montevideo, el 1.2 de 
noviembre del mismo 1804 determinó que «quede libre aquel pobre 
vecindario desde ahora en delante de la pensión o contribución de 
doscientos pesos anuales que haze el dilatado tiempo de más de vein- 
te años que están pagado á aquel Capellán».* Recordemos, pues, 
que Meneses había mencionado que el mantenimiento del capellán 
le requería al vecindario una suma anual de trescientos pesos anua- 
les. Lo que debemos preguntarnos aquí es de dónde saldrían los dos- 
cientos pesos de la exoneración. No tenemos respuesta a esta interro- 
gante pero lo cierto es que casi veinte años después de iniciados sus 
reclamos, los vecinos de la capilla de Pando tuvieron una respuesta. 
Los trabajos hechos por los vecinos dan cuenta de sus profun- 
das intenciones de erigir allí un curato llevándolos a realizar obras 
de considerable importancia económica, además de la ya mencio- 
nada. A tales efectos no se limitaron únicamente realizar gestiones 
redactado solicitudes, sino que tuvieron una visión más amplia que 
demostró su verdadero e incansable compromiso. Con estos moti- 
vos nos encontramos en la elaboración de un importante padrón 
de las feligresías de Las Piedras y Canelones donde se da cuenta 
el número de almas, la principal actividad económica que desa- 
rrollaban y se adjuntó un plano que ubicaba a cada vecino dando 


cuenta de las distancias.*4 En este sentido, relevaron a un total de 


33.BN, ME, GBG, E 32. 

34.La fuente que estamos utilizando corresponde a una serie de documentos 
copiados en el Archivo de la Curia Eclesiástica del Arzobispado de Buenos Aires 
por Buenaventura Caviglia y que se conservan en la Biblioteca Nacional del Uru- 
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306 familias (se consideraron solo las cabezas de familia y no todo 
el núcleo).* 

Posteriormente a la elaboración del padrón se presentaron las 
delimitaciones necesarias que atendían para la creación del curato 
de Pando, que surgiría del desmembramiento de los de Las Pie- 
dras y Canelones. Del primero, los vecinos de la capilla de Pando 
proyectaban tener bajo su pasto espiritual al partido de Pando de 
esta banda del arroyo y la villa (26 familias), el partido de Sauce 
(18 familias) y los partidos de Toledo y de Manga (23 familias). 
Del curato de Guadalupe se pretendía tener bajo su autoridad 
eclesiástica a la población correspondiente al partido Pando de la 
otra banda del arroyo y a Cochengo (47 familias), partido de Solís 
Chico (34 familias), partido de Mosquitos (dieciséis familias), par- 
tido del Tala (29 familias), partido de Pantanoso (nueve familias) 
y partido de Solís Grande (ocho familias). Además se pretendía 
sumar a las poblaciones de dos partidos más que no correspondían 
a estos curatos sino que estaban en un espacio intermedio entre el 
de Guadalupe y el de San Fernando de Maldonado. Estos eran el 
partido de Sarandí (18 familias) y el de Sauce (nueve familias).* 
En consecuencia, se proyectaba un curato que tendría bajo su res- 


ponsabilidad espiritual a 237 familias, de las cuales 67 se desagre- 


guay. Al final del padrón Caviglia anotó «Sigue un mapa con ubicación de vecin- 
darios y demostración de distancias» (F. 45). En los documentos que custodia la 
Biblioteca Nacional correspondientes a Caviglia no se encuentra el referido plano 
y dudamos que hoy exista en el archivo de la Arquidiócesis de Buenos Aires, ya 
que en 1955 militantes peronistas lo prendieron fuego y se perdió gran parte de 
la documentación allí existente. Por otro lado, hay que destacar que esta iniciativa 
de redactar un padrón no fue original de los vecinos de la capilla de Pando: otros 
vecindarios con las mismas intenciones de elevar su capilla también realizaron 
padrones en 1804, como por ejemplo la población de San José. 

35.BN, ME, CBC, Es. 41-45. 

36.Ibídem, E 46. 
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garían de Las Piedras, 143 de Guadalupe y 27 de estos dos últimos 
partidos agregados. 

Estas eran las aspiraciones fundamentales de los vecinos de la 
capilla de Pando para la creación de su curato. Pero esta problemáti- 
ca debemos colocarla en un contexto mayor. En este sentido, dentro 
de la jurisdicción rural de Montevideo se habían erigido otras, a 
saber: la capilla de San Juan Bautista (1782), la de San José (1783), 
la de Pintado (1784) y la de Minas (1785). En algunos aspectos, 
este despliegue surgió en similares circunstancias que las vividas en 
Pando, ya que en cada una de ellas estaba presente la instalación de 
un emplazamiento urbano. Sabemos, además, que los vecinos cir- 
cundantes a estas capillas poseían las mismas aspiraciones que los de 
Pando, pretendían pues crear sobre ellas nuevas parroquias.” Estos 
también aprovecharon la visita del obispo Lué y Riega en 1804. 

Ante tales insistencias y entendiendo las necesidades que movían 
a los vecinos de Pando, el 11 de noviembre de 1804 el obispo solicitó 
desde la capilla de Peñarol a los curas de Las Piedras y Canelones que 
emitieran sus juicios sobre la idea de crear un curato en Pando.* El 
primero en hacerlo fue Castilla, quien el 14 de noviembre manifestó 
su más profundo rechazo a la solicitud, calificándola como injusta 
y abusiva. En primer lugar, dio cuenta de que los vecinos de Pando 
habían construido su capilla por fuera de cualquier procedimiento 
marcado por las leyes eclesiásticas, actuando por sí solos y alegando 
estar a cinco leguas del templo parroquial de Las Piedras. Tan solo se 
limitaron a extender en 1784 una solicitud al que era obispo en ese 
momento, Malvar y Pinto, por fuera de cualquier consideración y 


referencia que pudiera tener su cura de Las Piedras.” Además, consi- 


37 Ibídem, E 48. 
38.Ibídem, E 49. 
39.Ídem. 
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deró a los vecinos como irrespetuosos y desconsiderados, cuando es- 
tos en su solicitud de curato calificaron al de Las Piedras como prós- 
pero y a su párroco lo acusaron de intentar aparentar pobreza. En 
este sentido, Castilla enumeró las necesidades que poseía el templo 
parroquial reclamando el territorio donde se levantaba la capilla de 
Pando y los que se pretendían formen el nuevo curato, como parte 
de sus derechos parroquiales y cederlos aumentaría las necesidad ya 
sufridas.“ En referencia a las distancias que los vecinos de la capilla 
de Pando aludían no poder recorrer para sus ejercicios espirituales, 
cinco leguas hasta la parroquia de Las Piedras, Castilla dudaba seria- 
mente de este argumento preguntándole al obispo cómo pudieron 
desarrollar tantos sacrificios y desembolsar grandes sumas de dinero 
para levantar su capilla y costear su capellán pero no podían recorrer 
la distancia mencionada.* Finalmente, el cura dudaba de la riguro- 
sidad y de las verdaderas intenciones sobre la elaboración del padrón 


que según sus consideraciones 


...han procurado aumentar maliciosa.te el número de Feli- 
greses, poniendo algunos q.e en la realidad no lo son; otros, y no 
pocos, q.e ni residen, ni viven en mi Parrog.a; á otros los han puesto 
multiplicados; y á otros imaginariam.te con solo el objeto de au- 
mentar individuos [...] Demuestren, pues, los vezinos de Pando 
con la formalidad debida, si todos los presentados en su lista son 
en la realidad mis feligreses [...] pues así se podrá hacer un cálculo 
prudencial del producto y rentas de mi Curato.* 


40.Ibídem, E 51. 
41.Ibídem, E. 52. 
42.Ibídem, F 53. 
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En resumidas cuentas, Castilla aludía que únicamente los ve- 
cinos de Pando querían la instalación de un curato por no querer 
costear más a su capellán y por los profundos desafectos que siempre 
le mostraron, que de forma «egoísta» los llevó a construir su capilla.* 

Por su parte, el cura de Guadalupe, José Manuel de Roo tam- 
bién se negó a la creación de un curato en Pando, pero no presentó 
una exposición tan acusatoria y contundente como Castilla. Por un 
lado, entendió los problemas que presentaba su gran territorio pa- 
rroquial viendo necesario que los partidos correspondientes a su feli- 
gresía que los vecinos de Pando pretendían formaran parte del nuevo 
curato fueran separados de Guadalupe. A tales efectos mencionó en 
su respuesta que se veía privado de «socorrerlos con prontitud, en 
los casos de necesidad y por consiguiente carecerían todo el año del 
Pasto espiritual y de la Misa en los días festivos».** Sin embargo, esta 
problemática quedaba más o menos resuelta, entendía Roo, con la 
permanencia de un capellán en Pando que los vecinos costeaban y 
que el curato de Guadalupe auspiciaba otorgando la mitad de los 
derechos de piel de altar que cedía de su feligresía.“ 

Finalmente, el obispo concluyó su visita pastoral y ya de regreso 
en Buenos Aires, el 8 de febrero de 1805, creó cuatro nuevos curatos 
dentro de la jurisdicción de Montevideo. Las capillas que pasaron a 
tal categoría fueron la de San José, la de Nuestra Señora del Lujan 
del Pintado, la de Nuestra Señora de la Concepción de Minas y la 
de Porongos, todos estos sacados del territorio del curato de Guada- 
lupe. Por su parte, quedaron relegadas, dentro de la misma jurisdic- 
ción política, las capillas de San Juan Bautista y de Pando. De esta 


forma, los vecinos de Pando vieron truncadas por el momento sus 


43. Ídem. 
44. Ibídem, E 54. 
45.Ídem. 
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intenciones de erigir un nuevo curato. Debieron esperar hasta el 13 


de julio de 1845 para que sobre su capilla se fundara una parroquia. 
Vicios, poderes y conflictos 


Una posible respuesta que intenta dar luz a por qué las capillas 
de San Juan Bautista y de Pando no pasaron a constituirse en curatos 
puedo haber sido determinada por la poca distancia con sus centros 
parroquiales. Si comparamos a ambas con las que sí fueron elevadas, 
vemos claramente que San José, Pintado, Porongos y Minas se en- 
contraban a una distancia considerablemente mayor de sus centros, 
por lo cual podría parecer pertinente interpretar que Benito Lué y 
Riega priorizó las distancias por encima del crecido número de almas 
o bien del celo de sus promotores. Esto debe ser tomado como una 
actitud política del gobierno diocesano, ya que los parámetros de ac- 
ción legales, de orden civil o religioso, le permitían al obispo priori- 
zar los elementos poblacionales.“ En momentos en que Lué y Riega 
pasó por Pando pudo haber dado a entender su mayor preocupación 
por los argumentos locales, ya que mandó que se agrandara el tem- 
plo, pero en su veredicto final desde Buenos Aires vemos cómo en 
realidad su preocupación asistió a las consideraciones territoriales. 

El proceso de los vecinos de la capilla de Pando para crear su 
propio curato nos permite visualizar una serie de características par- 


ticulares que resulta interesante analizar. La primera de ellas corres- 


46.El marco legal que los obispos poseían para desmembrar un territorio 
parroquial les permitía accionar por dos necesidades: por un lado, podían dar 
cabida a los argumentos en torno al crecido número feligreses en un territorio 
parroquial o, por otro, por las distancias de las poblaciones a su centro parroquial. 
Estas disipaciones las aportaban tanto los acuerdos del Concilio de Trento como 


una real cédula de 1769 dada por Carlos II. 
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ponde a los vicios en la erección de la capilla misma, que condicio- 
naron el despliegue institucional de la Iglesia en Pando. Como ya 
sabemos, en noviembre de 1780 Francisco Meneses y su madre Te- 
resa Gaytán celebraron un contrato con tres maestros albañiles para 
la construcción de una capilla en el rincón de la estancia de su pro- 
piedad. Debemos tener presente que la construcción fue deficiente 
y que en 1784 los vecinos beneficiados con dicha capilla solicitaron 
al obispo de Buenos Aires las licencias necesarias para reconstruir 
el templo y financiar de sus propios esfuerzos al capellán que allí 
oficiaría, ya que el cura de Las Piedras no estaba en condiciones de 
hacerlo. Es más, el párroco Castilla reprochó en varias instancias que 
la iniciativa de los vecinos de Pando había sido particular sin haber 
tenido él injerencia en las decisiones que en definitiva hacían a las 
cuestiones de despliegue dentro de su espacio parroquial. También 
les reclamó sus derechos de pie de altar y los obligó a costear a su 
capellán por más de veinte años, cuestión que los hacía responsables, 
ya que llevaron adelante su fundación sin tener en cuenta si la parro- 
quia de Las Piedras daría los auspicios necesarios. Esta situación se 
provocó por la mala actuación de los vecinos de la capilla de Pando 
en la fundación particular de su templo. Veamos por qué. 

Es claro que a la Iglesia Católica le era beneficioso este tipo de 
fundación particular, ya que no le implicaba hacerse cargo de los 
costos iníciales. Ello puede explicar por qué el obispo de Buenos 
Aires, a sabiendas de que el procedimiento no era el adecuado, 
habilitó a los vecinos a levantar la capilla tan solo con una carta y 
sin presentar expediente. Para las autoridades civiles era también 
ventajoso en tanto evitaba gastos del erario público. Todo estaba a 
cargo de los fundadores que pasaban a ser el escalafón más bajo del 


patronato. Pero aunque estas cuestiones muestran claras ventajas 
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para el despliegue institucional, los interesados de embarcarse en 
tal empresa debían hacerlo de la forma debida, que no fue el caso 
de Francisco Meneses y Teresa Gaytán, como tampoco el de los 
vecinos de la capilla de Pando. Para ello había que desarrollar un 
extenso —aunque sencillo — y costoso expediente que burocráti- 
camente debía recorrer una serie de autoridades de poder y gobier- 
no civiles y eclesiásticas. 

A este procedimiento debido no lo llevaron ni Meneses y 
Gaytán, como tampoco los vecinos de la capilla de Pando. El cura 
de Las Piedras les advirtió de su mal proceder y de los costos que 
enfrentaban ante esta fundación. Lo hizo a través de su teniente, 
que por ese momento era capellán en Pando, fray José de la Aurora, 
quien el 17 de febrero, tres días antes de que se mandara la solicitud 


al obispo, le escribió una carta al cura de San Isidro, diciéndole que: 


En el día dies y siete de feb.o celebré la Junta del vecindario 
de Pando en la q.e como V.S. Tilma. me intimo, les expuse todas las 
circunstancias que podían causarles en adelante dificultades en las 


quales resolbieron según en el expuesto memorial declaran.£ 


Esto es, pues, la fuente de todos los conflictos, distancias y di- 
vergencias que surgieron entre el vecindario y Castilla, donde este 
último tenía a su favor un macro legal que lo respaldaba. En con- 
secuencia, lo que Castilla intentaba, de alguna manera u otra, era 
que la capilla de Pando se conformara como «ayuda de parroquia» 
en términos legales. De esta forma, el poder que el párroco ejercería 
sobre la capilla sería mayor y aseguraba al vecindario la permanencia 


de un capellán, ya que por las propias leyes eclesiásticas la parroquia 


47.BN, ME, CBC, E 34, también en CNAA, 1950: 539. 
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debía hacerse cargo de los tenientes cura de sus ayudas (Di Stefano 
y Zanatta, 2009). 

Ante esta realidad, ¿intentaron los vecinos de la capilla de Pan- 
do conformar un centro de poder o a través de la capilla se gestó un 
grupo que intentó controlar una de las instituciones? Resulta muy 
difícil arrojar una respuesta clara ante estas interrogantes. Los docu- 
mentos analizados muestran desde esta perspectiva a los vecinos de 
Pando como un grupo disidente al control parroquial. De hecho, 
intentaron actuar como un grupo de presión desde una perspectiva 
local. Además podemos afirmar que una vez embarcados en la erec- 
ción de su capilla se nuclearon en torno a ella para conformar un 
grupo de presión que intentó llevar a lo más alto posible el estatus de 
su espacio religioso. Presionaron por donde pudieron y por donde 
las circunstancias les permitieron, pero en ese embate que desarrolló 
varias batallas, salieron casi siempre duramente derrotados. Tuvieron 
que optar por hacer todos los esfuerzos posibles por mantener un 
capellán al frente de ella, que no siempre fueron suficientes. A las ya 
citadas palabras de Pérez Castellano que daban cuenta de las largas 
ausencias de capellanes al frente de la capilla, un estudio minucioso 
de los libros de bautismos y entierros nos permite ver largos tiempos 
(más de seis meses en algunos casos) donde no se registró una sola 
partida. 

Ese grupo de presión que pujó con las autoridades eclesiásticas 
no estuvo conformado ni por todos los vecinos de la villa ni mucho 
menos por todos los que se beneficiaron con su existencia, sino por un 
pequeño espectro de vecinos que si bien estaban lejos de pertenecer 
a los grupos más altos de la sociedad colonial, tenían vinculaciones 
con ella. También se posicionaban lentamente como representantes 


locales, conformando un pequeño grupo que se proyectaría como 
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elite local. De alguna u otra forma, los que representaron a los veci- 
nos de Pando en todas las gestiones analizadas estaban inmersos en 
redes de poder vinculadas a Montevideo. Veamos algunos ejemplos. 
Sin dudas debemos empezar con Meneses, quien, junto a su madre, 
fue pionero no solo de la construcción de la capilla sino también de 
la fundación de la villa de Pando. Podemos considerarlo inmerso en 
ámbitos de poder por dos cuestiones claras: primero, era alférez de 
caballería, lo cual nos da a entender su rango de oficial dentro de los 
cuerpos milicianos. A su vez ocupó cargos judiciales a nivel local, 
siendo designado por distintos gobernadores de Montevideo como 
juez comisionado del partido y la villa de Pando (al menos en 1780, 
1782, 1783, 1790, 1802 y 1804). Otros representantes ocuparon 
estos cargos judiciales a nivel local, como Baltasar de Aguirre (1798 
y 1799), Pedro Montero (también en 1799) y Felipe Piris (1800). 
Este último también ocupó cargos con responsabilidad judicial en el 
Cabido de Montevideo, como regidor, y desempeñó el cargo de al- 
calde de la Santa Hermandad en 1800. No obstante, el representante 
de los vecinos de la capilla de Pando que más inmerso estuvo dentro 
del Cabildo de Montevideo fue Martín José Artigas, quien ocupó los 
cargos de alcalde provincial en 1765, 1774, 1781 y 1792 y de alcalde 
de la Santa Hermandad en 1761. También fue oficial de la caballería 
miliciana. En las siguientes páginas indagaremos estas cuestiones a 
través del desarrollo del sistema judicial y de la participación de las 
familias y vecinos de Pando dentro de este proceso. 

Finalmente, debemos tener en cuenta la conformación de esta 
red local de poder. Si bien no podemos afirmar que estos vecinos 
construyeron una cofradía o hermandad en torno a la capilla, se 
comportaron acorde con determinadas características que estas po- 


seían. Estas constituían microcosmos donde la sociedad se jerarqui- 
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zaba tejiendo redes de solidaridad y ayuda mutua. Si bien sus funcio- 
nes poseían una base con fines devocionales bajo la jurisdicción de 
algún emplazamiento religioso, también se conformaba un grupo de 
exclusividad y pertenencia. Algunos de ellos eran familiares, como 
los hermanos Artigas, y otros habían conformado alianzas a través 
del padrinazgo, como Felipe Piris con Baltasar de Aguirre y José 


Antonio Artigas con Pedro Montero. 


DESPLIEGUE DEL SISTEMA JUDICIAL. 
ALCANCES Y LÍMITES EN UNA SOCIEDAD 
ASIMÉTRICA 


El sistema judicial durante la colonia 


El sistema judicial durante el período colonial fue uno de los 
elementos fundamentales y representó otro capítulo más del control 
y la vigilancia social. Su despliegue, al igual que el religioso, inten- 
taba llevar el poder real a los planos más profundos de la sociedad. 
Por su parte, existió una serie de instituciones con distintos grados 
de complejidad encargadas de impartir justicia amoldadas a la multi- 
plicidad de derechos. Por otro lado, desde las autoridades se intentó 
buscar mecanismos necesarios para intentar mantener, en el mayor 
grado posible, el orden en la sociedad (Angeli, 2010: 7). 

La administración de la justicia era uno de los poderes dele- 
gados del rey que descendía jerárquicamente a través de un con- 
glomerado de instituciones, cuerpos y figuras que intentaban dar 
orden en el amplio espectro de la vida y las actividades de aquella 


sociedad. Comparada con la religión, una primera diferencia era la 
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presencia más solida de la figura simbólica del rey. Es así que se per- 
cibía con mayor profundidad el ejercicio de la soberanía y del poder. 
En este sentido, Miriam Moricconi y Darío Barriera sostienen que 
«la administración de la justicia real requería de un cuerpo, ya que 
Su Majestad debía estar siempre presente en todos sus tribunales, 
aunque no pudiera hacerlo personalmente» (2015: 148). Es por ello 
que ante esta imposibilidad, la justicia tomaba vida en sus cuerpos e 
instituciones encargas de administrarla. 

Para poder introducirnos en el estudio del sistema judicial de- 
bemos tener en cuenta la composición social y las formas de dife- 
renciación de una sociedad dividida en clases o castas. Una de las 
principales características de aquella sociedad de Antiguo Régimen 
fue el basamento de la desigualdad entre sus miembros. Cada per- 
sona poseía su lugar, determinado por una serie de características 
difícilmente modificables. El color de la piel, la dependencia de tra- 
bajos manuales, la acumulación de propiedades, la pertenencia a una 
familia de renombre, etc., hacían a la diferenciación social. De esta 
forma se definieron los componentes sociales y se separaron los ex- 
tractos más altos de la «plebe» desarrollando un sistema de «etiqueta 
y honor» (Fradkin y Garavaglia, 2016: 158). Ello se expresó en lo 
jurídico, ya que el sistema desplegado en el período colonial fue, en 
términos de Barriera y Moricconi, «asimétrico» donde «el buen juez 
no buscaba lo justo como fin en sí [...] sino como el que daba a cada 
quien lo suyo de acuerdo con su posición...» (2015: 149). 

Tampoco cualquiera podía administrar la justicia, ya que solo 
era admitida la «parte más sana del vecindario». Esta expresión, co- 
mún en los documentos de la época, si bien remite al comporta- 
miento de los individuos en referencia a la ley y a las costumbres, 


también miraba bajo las coordenadas de la diferenciación social ex- 
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presadas en el párrafo anterior. En este sentido, la «pobreza» actuaba 
como una imposibilidad sustancial a la hora de adquirir un cargo 
judicial (al igual que otras funciones del Estado). Pertenecer a los 
sectores populares requería una serie de características difícilmente 
«indivisibles» que adjudicaban los «estigmas» de la peligrosidad so- 
cial y el vicio moral (Barrán, 1998: 134). 

Ahora bien, ¿quiénes quedaron fuera de la administración de 
la justicia y, en consecuencia, controlados y vigilados? Fueron los 
sectores populares determinados por dos factores fundamentales: 
socioétnicos y ocupacionales. Ambos grupos se ubicaban en lo más 
bajo de la pirámide social. Dentro de los étnicos ingresaban los per- 
tenecientes a las castas compuestas por los indios, negros —libres o 
esclavos—, zambos, pardos, mestizos y mulatos. No obstante, para 
profundizar aún más las diferencias sociales por parte de la elite, 
también los blancos podían ser considerados de los sectores subalter- 
nos, fundamentalmente los que dependían de su fuerza de trabajo 
(trabajadores manuales) y que no se restringen a la figura de asala- 
riado sino que también incluyen a la mayoría de los campesinos po- 
bres. De esta forma, las elites proyectaban las diferenciaciones so- 
ciales ante sectores que no sabía cómo controlar (Di Meglio, 2012). 
Finalmente, por fuera de esta segregación, quedaban excluidas de 
la administración de la justicia, las mujeres, al igual que lo estaban 
de cualquier función política. Identificar los sectores subalternos es 
fundamental, ya que constituyen el sector de población vigilada y 


castigada en la sociedad colonial. 


48.Peones, soldados, vendedores ambulantes, trabajadores de hornos de la- 
drillos, sastres, herreros, panaderos, saladeros, sirvientes y trabajadores de distintos 
talleres eran los oficios más frecuentes que ubicaban a una persona como perte- 
neciente a «las clases populares». Específicamente, las mujeres se ubicaban en el 
sector más bajo, porque desarrollaban alguno de estos oficios y especialmente eran 
amas de leche, prostitutas y vendedoras. 
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Si pensamos en la justicia no solo como un instrumento de 
control, sino que le agregamos la idea de instancia para enfrentar y 
solucionar los conflictos sociales, tratando, de esta forma, de matizar 
las relaciones, una primera consecuencia es que las distintas clases 
presentaron visiones diferentes sobre el sistema, fundamentalmen- 
te condicionadas por su realidad material. De forma muy general 
y gráfica podemos decir que para las clases populares, al decir de 
Fradkin, las relaciones sociales estaban mediadas por el habitus, la 
costumbre de una determinada zona, que conformaba verdaderas 
instituciones de relacionamiento (Fradkin, 2009). Esto no quiere 
decir, bajo ningún concepto, que las clases populares no creyeran 
en el sistema judicial y en sus funcionarios para solucionar distintos 
conflictos. Por momentos, la costumbre y las relaciones directas para 
solucionar los conflictos fueron preferidas, en primera instancia, al 
sistema judicial. Mientras tanto, por su parte, si bien para las clases 
dominantes la costumbre tenía su peso sus inclinaciones mayores 
estaban en la aplicación de la ley y de las funciones del Estado, tal 


como lo venimos expresando. 
El Cabildo de Montevideo 


La justicia debía tomar la forma de un cuerpo: durante el pe- 
ríodo colonial ese cuerpo era la ciudad, la cual requería el despliegue 
de un sistema institucional que le permitiera gobernarse. En este 
sentido, desde el Cabildo se ejecutaban el gobierno municipal y la 
administración de la justicia. Se hacía a través de una serie de regi- 


dores que atendían distintas jurisdicciones.“ Desde 1730, momento 


49.También las ciudades requerían la administración de la justicia militar y 
eclesiástica. Estas eran jurisdicciones distintas con fueros distintos a los que nos 
proponemos estudiar aquí. 
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en que el Cabildo Montevideo comenzó a funcionar, se administró 
la justicia ordinaria dentro de la ciudad como también en la juris- 
dicción rural. Cuando fueron surgiendo dentro de este espacio otras 
ciudades, algunas con sus cabildos, como el caso de Guadalupe, el 
órgano capitular de Montevideo siguió teniendo jurisdicción judi- 
cial sobre los poblados y partidos que se desarrollaron durante el 
período colonial (Ferrés, 1944). 

El Cabildo se conformó como una corporación de orden mu- 
nicipal donde sus miembros eran considerados regidores y cuyos 
cargos electivos eran o anuales o permanentes, como el de escriba- 
no. Solo cuatro cargos poseían la potestad de impartir justicia: el 
alcalde de primer voto y el de segundo voto, el alcalde de la Santa 
Hermandad y el alcalde provincial. Cada uno de ellos lo hacía en 
espacios y jurisdicciones distintas. Es así que cada vez que dentro de 
la jurisdicción de Montevideo se administró la justicia ordinaria, le 
correspondió a los alcaldes de primer y segundo voto su tratamiento 
(Ferrés, 1944). Por su parte, los alcaldes de la Santa Hermandad y 
los provinciales tuvieron su jurisdicción de acción en el medio ru- 
ral con funciones específicas de persecución y represión de delitos. 
Imposibilitados de dictar sentencia y sin una fuerza armada perma- 
nente a su disposición, la diferencia entre ambos era que el alcalde 
provincial poseía una jurisdicción de acción mayor que el de la Santa 
Hermandad que, en este caso, se limitaba a los propios parámetros 
de la jurisdicción rural de Montevideo (Ferrés, 1944). 

Los alcaldes eran los verdaderos baluartes de la justicia ordi- 


naria en el período colonial. Sin embargo, los vecinos designados 


50.El resto del Cabildo estaba compuesto por los siguientes regidores: al- 
férez real, alguacil mayor, fiel ejecutor y escribano, ya mencionado. Otros pues- 
tos eran de calidad subalterna y aseguraban el diario funcionamiento del cuerpo, 
como contadores, mayordomos, personal administrativo, etcétera. 
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para ocupar estos cargos desarrollaron una justicia lega, es decir, no 
eran letrados. Se escogía a los más adecuados por sus propias carac- 
terísticas, sin importar el conocimiento letrado hacia las leyes que 
organizaban la vida colonial (Barriera y Moricconi, 2015). Sus co- 
nocimientos provenían, básicamente, de la propia experiencia acu- 
mulada, donde la costumbre jugaba un rol fundamental. El cuadro 
2 muestra un mapeo general de aquellos propietarios y vecinos de 
Pando (y sus familiares) que ocuparon puestos como regidores con 
responsabilidad judicial en el cabildo de Montevideo. 


Cuadro 2. 
Pando en la administración judicial de Montevideo 
Nombre Alc. de 1.* | Alc.de | Alc.S. | Alc. Prov. 
voto 2." voto H. 
José Fernández Medina 1732,1738 y| 1730 - - 
1743 
Bernardo Gaytán - - - 1730, 1732 y 
1746 
Juan Antonio Artigas - - 1730 | 1735, 1742 y 
1743 
José Mitre - 1732 - 1734 y 1741 
Miguel Marcelo Medina - 1756 - 1748 y 1753 
Antonio Álvarez - - 1731 y - 
1732 
José González de Melo 1733,1736 y - - - 
1737 
Juan Toledo - - 1740 - 
Jorge Burgues - 1741 - - 
Ramón Ximeno 1771 1762 |1756 y 1759 
1766 
Antonio Santos de Almeida - - 1768 y - 
1780 
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Francisco Sierra 1788 1787 y | 1777 1780 
1797 

Antonio de la Torre - - 1773 - 

José Antonio Artigas - - 1775 - 

Juan Medina - - 1783 1793 

Felipe Piris - - 1800 - 

Fuente: Ferrés, 1944: 324-327 


De forma general, estos fueron los propietarios o vecinos de 
Pando que a lo largo del período colonial ocuparon cargos de regido- 
res con responsabilidad judicial dentro del Cabildo de Montevideo. 
Sobre las primeras décadas, cuando la ocupación permanente de la 
campaña era escasa, la relación con Pando se dio por la propiedad 
y explotación económica de las estancias. No obstante, es interesan- 
te ver el ingreso y desarrollo familiar que implicó la permanencia 
temporal en estas redes de poder no solo judicial, sino también de 
gobierno. Desde estos momentos iníciales se fueron conformando 
redes de poder a las que con el devenir del tiempo los vecinos de Pan- 
do no permanecieron ajenos. A modo de ejemplo tenemos la familia 
Artigas. Con la instalación del primer Cabildo el 1.2 de enero de 
1730, los cargos de regidores fueron designados de forma directa por 
el gobernador de Buenos Aires, Bruno Mauricio de Zabala, y desde 
esa ocasión Juan Antonio Artigas se desempeñó como alcalde de la 
Santa Hermandad. Junto con Bernardo Gaytán fueron los alcaldes 
encargados del control y la vigilancia del medio rural en la incipiente 
jurisdicción de Montevideo. Desde allí desempeñó una profusa ac- 
tividad como alcalde rural, fundamentalmente en lo provincial. No 
obstante, Artigas no estuvo únicamente inmerso en estas redes de 
poder judicial, sino que también ocupó distintos grados como ofi- 


cial dentro de las fuerzas milicianas. Sus dos hijos menores, Martín 
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José y José Antonio Artigas —a los que ya vimos como representan- 
tes de los vecinos de la capilla de Pando—, también desarrollaron 
funciones judiciales en Montevideo. Martín José fue el que mayor 
presencia tuvo al desempeñar los cargos, ya que fue electo alcalde de 
la Santa Hermandad en 1761 y provincial en 1765, 1774, 1781 y 
1792. Si bien Martín José vivió en la misma ciudad de Montevideo 
y posteriormente se afincó en una de sus estancias, en la del arroyo 
Sauce, su hermano José Antonio, que vivió en el partido de Pando y 
explotó la estancia de su padre desde antes de 1775 (año de muerte 
de Juan Antonio), únicamente ocupó el cargo de alcalde la Santa 
Hermandad en 1775.* Finalmente, un miembro de la tercera ge- 
neración de los Artigas también desarrolló, ya en el ocaso colonial, 
funciones judiciales como regidor: Manuel Artigas ocupó el cargo de 
alcalde de la Santa Hermandad en 1808 y fue reelecto en 1809. De 
esta forma se evidencia cómo la familia Artigas ocupó sus cargos de 
regidor con responsabilidad judicial únicamente en el medio rural. 
Otra de las familias que estuvieron inmersas en estas redes de 
poder fue la de José Fernández Medina. Zabala le confió para el 
primer Cabildo el cargo de alcalde de segundo voto. No obstante, el 
resto de los cargos ocupados con responsabilidad judicial los desarro- 
lló como alcalde de primer voto. Dos generaciones posteriores a él 
también estuvieron inmersas en esas redes de poder. Su hijo, Miguel 
Marcelo Medina fue alcalde provincial en 1748 y 1753 y de segundo 
voto en 1756. Si bien su padre había recibido una estancia en Pan- 
do en 1730, Miguel Marcelo recibió la suya en 1752. En el padrón 
Aldecoa (1772-1773) su esposa Petrona Pajón y sus hijos figuran vi- 


51.José Antonio Artigas figura en el padrón Aldecoa (1772-1773) viviendo 
en la estancia de su padre en el partido de Pando. No obstante, para 1801 ocupaba 
otra estancia heredada de su padre en el partido de Casupá (véase Apolant, 1975: 
1279). 
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viendo en dicha estancia en Pando (Miguel había fallecido en 1763). 
Uno de esos hijos, Juan Medina, también desempeñó cargos como 
regidor con responsabilidad judicial en el Cabildo como alcalde de 
la Santa Hermandad en 1783 y provincial en 1793. 

De esta etapa inicial nos queda resaltar el caso de José Mitre, 
quien ocupó los cargos de alcalde de segundo voto en 1732 y de 
alcalde provincial en 1734 y 1741, a pesar de que resultó no ser de 
las personas más idóneas para estas funciones. Su perfil muestra la 
vida de una persona violenta donde algunos de sus compañeros lo 
definieron, en alguna ocasión con «facultades mentales alteradas» 
(Apolant, 1975: 338).En su prontuario aparecen hechos significati- 
vos: agresiones, provocaciones, dos intentos de homicidio, un homi- 
cidio y su suicidio, uno de los cuales sucedió en cumplimiento de sus 
funciones como miliciano del cuerpo de caballería de Montevideo. 
En una de las primeras salidas a recorrer la campaña tuvo proble- 
mas con varios de sus compañeros. En algunas instancias intentó 
agredirlos desafiándolos a duelo y llegando incluso a apoyar en el 
pecho de Juan Antonio Artigas (comandante de la partida) una pis- 
tola que intentó disparar pero que nunca se activó (Apolant, 1975: 
1279). El otro hecho se desarrolló en la misma ciudad de Montevi- 
deo el 7 de enero de 1748 y finalizó con su vida y la de su esposa. 
La partida de defunción de ambos, asentada por el cura Barrales de 
Montevideo del 8 de enero, decía «se enterraron José de Mitre y su 
mujer Josefa Martínez la cual la degolló su marido y él después de 
haberle muerto se destripó a sí mismo, él alcanzó confesión y ella 
no, porque quedó muerta sin poder confesar». Mitre asesinó a su 
esposa por «malas sospechas que de ella ha tenido». Mitre no solo 
no murió en el momento y pudo confesarse, sino que también en 


su casa esa jornada se hizo presente el alcalde de segundo voto José 
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Más de Ayala, quien abrió expediente y tomó su declaración. Vale 
remarcar que en esta situación Mitre se negó varias veces a declarar 
y recién en la tercera indagatoria pudieron obtenerse los motivos del 
asesinato. Finalmente, se negó a firmar su declaración aludiendo su 
imposibilidad por «tener todas las tripas afuera». En esa instancia 
también hirió de arma blanca a José de Silva Reyes, quien acudió a la 
casa del matrimonio por los gritos dados por Martínez. Declaró que 
cuando llegó encontró a Mitre apuñalando a su esposa por la espalda 
y que él se la apartó de una patada recibiendo, posteriormente, varias 
puñaladas. Una vez muertos Mitre y Martínez, el expediente siguió 
su curso y fueron interrogados otros vecinos. En tal instancia lo fue 
Manuel Durán, sargento de milicias, quien dijo que Mitre «ha hecho 
distintas demostraciones en el campo de estar loco y sin juicio» y 
que había desafiado a varios efectivos a batirse a duelo y manifestado 
intenciones de querer matarlos, por tal motivo «el comandante de 
la partida, Dn. Juan Antonio Artigas le hizo desarmar en su rancho, 
ocasión en la cual descerrajó una pistola que no dio fuego». Artigas 
lo había remitido a la ciudad custodiado por dos efectivos. 

En etapas más tardías en el tiempo y ya con vecinos propiamen- 
te dichos afincados en Pando, también miembros del Cabildo con 
responsabilidad judicial pusieron en cuestión el respeto a la legalidad. 
Es el caso de Felipe Piris, quien fue alcalde de la Santa Hermandad 
en 1800. Como ya hemos mencionado, Piris también ocupó cargos 
judiciales en Pando. A las ya mencionadas denuncias de Juan Conde 
que acusaban a Piris (y a otros) de tener rodeo de animales en la villa 
se suman dos causas judiciales en su contra por contrabando. Un 
familiar suyo también tuvo responsabilidad judicial en el Cabildo: 
su cuñado Manuel Larrañaga (padre de Dámaso Antonio Larrañaga) 


ocupó el cargo de alcalde de primer voto de forma interina en 1771. 
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No obstante, Larrañaga estuvo implicado judicialmente en 1791 en 


el robo de una pulpería en Santa Lucía (Rampoldi, 2016: 273). 
El despliegue judicial en Pando 


A medida que trascurrió el tiempo, el desarrollo poblacional 
de Montevideo y toda su campaña fue evolucionando y volviéndose 
más complejo. Las mismas instituciones debían controlar más can- 
tidad de personas que ya no vivían casi exclusivamente en la ciu- 
dad, sino que fueron ocupando progresivamente la campaña. Entre 
ambas, esta realidad se presentó en similares circunstancias en otras 
zonas del Río de la Plata. También los delitos se fueron complejizan- 
do y las formas de evadir a la justicia se hicieron más eficaces a me- 
dida que descendían las posibilidades de control y represión, dando 
cuenta a la ineficiencia judicial. 

En este sentido, el gobernador de Montevideo, Joaquín de Via- 
na, le propuso al Cabildo el 20 de febrero de 1771 subdividir la 
jurisdicción de Montevideo para crear partidos rurales y colocar al 
frente de estos a jueces comisionados. Actuarían de forma perma- 
nente debiendo poseer su domicilio fijo en la zona de actuación. 
Aprobado en acuerdo, se crearon los ocho primeros partidos que 
fueron el de Miguelete, el de Las Piedras y Colorado (la misma ju- 
risdicción), el de Canelones, que comprendía además el lado este de 
Santa Lucía Grande, el de Pintado, que abarcaba hasta el arroyo de 
la Virgen y Santa Lucía Chico, el de San José, cuya jurisdicción in- 
cluía el arroyo Carreta Quemada y Chamizo, el de Toledo, el de Tala 
y Santa Lucía arriba y el partido de Pando, bajo cuya jurisdicción 
se encontraban los arroyos Sauce y Solís (Rampoldi, 2016). Como 


vemos, los partidos creados se vertebrarían sobre los cursos de agua 
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más importantes y que eran de referencia para los vecindarios. La ju- 
risdicción del partido de Pando excedía al propio curso de agua, por 
lo que el juez comisionado que allí actuara tendría una zona mucho 
más extensa. 

Estas determinaciones judiciales, a medida que la población se- 
guía creciendo y complejizándose, se fueron subdividiendo al mismo 
tiempo que se crearon otros partidos. Es así que hacia 1787 había 
en nuestra zona de estudio dos partidos distintos con dos jueces co- 
misionados diferentes: el de Pando y el de la Concepción de Pando 
(Rampoldi, 2016). Las hipótesis que podemos manejar en estos mo- 
mentos es que el partido de Pando actuaba sobre el arroyo Pando al 
norte de la incipiente villa y sobre el arroyo Sauce. En consecuencia, 
el juez comisionado de Concepción de Pando actuaría sobre la villa 
propiamente dicha además del arroyo Pando desde la misma villa 
hasta el mar. Por otro lado, el juez comisionado del partido de Pando 
actuaba sobre el espacio comprendido al norte de la villa hasta «Pan- 
do arriba», que contaba con su propio juez. Finalmente, entre 1787 
y 1791, el arroyo Sauce fue elevado a la consideración de partido con 
su propio juez comisionado, desprendiéndose del de Pando. 

Como se dijo, estos partidos poseían un juez comisionado que 
allí debía tener su residencia. Si bien dependían del gobernador, sus 
funciones primordiales eran en auxilio de los jueces del Cabildo en 
la tarea de control y represión de delitos. Podían actuar de oficio, por 
lo cual no necesitaban orden expresa, pero no dictaban sentencia ni 
poseían una fuerza armada a su disposición. En muchos casos, los 
jueces comisionados podían solicitar el apoyo del vecindario como, 
por ejemplo, lo hizo Francisco Cesin en 1797, cuando desapareció 


un vecino de la villa, Manuel Cabezas, y conformó una comisión 
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con algunos vecinos para salir en su búsqueda.* En otros casos, se 
acudía a los efectivos militares apostados en la guardia de Pando. 
También hacían las primeras actuaciones de los procesos judiciales 
ante los delitos cometidos, detenían al sospechoso o acusados, re- 
dactaban el auto de procesamiento (cabeza del expediente judicial), 
conseguían a los testigos, velaban porque fueran a declarar al Ca- 
bildo si era necesario y, en caso de penas menores, podían asegurar 
que se cumplieran. Por otro lado, además de las responsabilidades 
de estos funcionarios, debieron enfrentar como brazos del juzgado 
determinados hechos climáticos. Por ejemplo, en los meses de julio, 
agosto y noviembre de 1794 se sucedieron en torno a la villa impor- 
tantes inundaciones: en las tres situaciones el juez comisionado llevó 
a la capilla de Pando cadáveres de personas, todas ellas forasteras, a 
que se les diera cristiana sepultura.* 

Vale aclarar que, al igual que muchos de los jueces que actuaron 
en el Cabildo, estos eran legos, es decir, no letrados. Eran meros ve- 
cinos de los partidos de su jurisdicción pero considerados, claro está, 
la parte más sana del vecindario. 

El juez comisionado era electo por acuerdo entre el gobernador 
y el Cabildo, por lo general cada año, por lo cual las personas de- 
signadas estaban inmersas en estas redes de poder en las que se ges- 
taban elites rurales locales fundamentales para períodos posteriores. 
Posiblemente fueron personas «decentes», campesinos o pequeños 
comerciantes que, sin poder económico, lograron destacarse a través 
de sus vínculos del común de los vecinos y formaron situaciones 


intermedias particulares. Al definir a estos sectores intermedios, Di 


52.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1797, Caja 
126, Doc. 2. 

53.AP, PP, Libro 1 de sepulturas de la capilla de Pando correspondiente a la 
jurisdicción de la parroquia de Las Piedras, Fs. 8v-9. 
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Meglio sostiene que «ser decente no dependía solo de cuestiones ma- 
teriales, sino que estaba profundamente ligado con la respetabilidad 
en la comunidad, lo cual se señalaba con el uso del don y doña antes 
de su nombre» (2012: 145-146). En este sentido, todos los que eran 
designados como jueces comisionados anteponían a su nombre el 
don pero no estaban en la cúspide de la pirámide social. 

Poder determinar quiénes fueron los jueces comisionados de 
Pando entre 1771 y 1813 ha constituido todo un desafío. Algunos 
de sus nombres fueron extraídos de distintas listas elaboradas por 
algunos gobernadores, quienes las enviaban al Cabildo, pero este 
tipo documental no fue sistemático o al menos así nos han llegado a 
nosotros. La gran mayoría de los datos fueron sacados de documen- 
tación de diversa naturaleza donde se exponía dicha información y 
muchos de ellos son los propios casos judiciales analizados. A conti- 


nuación, el cuadro 3 expresa los datos disponibles para 1771-1813: 


Cuadro 3. 
Jueces comisionados de Pando (1771-1813) 
Vecino Año Villa y Pando 
partido arriba 
Antonio de la Torre 1771 x - 
Francisco Meneses 1780 x - 
Juan Domingo Rebollo 1782 x - 
Francisco Meneses 1782 x - 
Francisco Meneses 1783 x 3 
Juan Mesa 1785 x - 
José Antonio Meneses 1787 x - 
Francisco Meneses 1789 x 3 
Baltasar de Aguirre 1789 x - 
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Francisco Meneses 1790 x - 
Pedro Montero 1791 x - 
Francisco Cesin 1783 x - 
Francisco Cesin 1794 x - 
Francisco Cesin 1796 x - 
Benito Piris 1796 x - 
Ignacio Blanco 1797 x - 
Baltasar de Aguirre 1798 x - 
Baltasar de Aguirre 1799 xX - 
Alejandro Medina 1799 - xX 
Pedro Montero 1799 x 

Melchor Meneses 1799 x - 
Felipe Piris 1800 x - 
Melchor Meneses 1802 x - 
Antonio Vales 1802 x - 
Antonio Vales 1803 x > 
José Antonio Meneses 1804 x - 
Ignacio Blanco 1809 x 
José Piris 1810 X - 
Juan Conde 1811 x > 
Manuel Figueredo 1813 x E 


Fuentes: AGN, ex AGA, Caja 235, Carpeta 3, Doc. 52; Caja 283, Carpeta 3, Doc. 5; 
Caja 338, Carpeta 6, Doc. 5. AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.” turno, 
Año 1785, Caja 70, Doc. 74; Año 1789, Caja 91, Doc. 42; Año 1793, Caja 110, Doc. 
28; Año 1793, Caja 109, Doc. 3 bis; Año 1796, Caja 124, Doc. 58; Año 1797, Caja 
126, Doc. 2; Año 1803, Caja 151, Doc. 72. AGN, AJ, Protocolos, Año 1797, Fs. 528- 
531. AGN, EGH, Caja 45, Leg. 1800, Exp. 78; Caja 50, Leg. 1802, Exp. 27. AP, Libro 
1 de bautismos perteneciente a la parroquia de Las Piedras, E 4. CNAA, 1950: 160, 
161, 259, 407 y 565; Apolant, 1975: 538 


En la gran mayoría de los casos judiciales analizados, ocurridos 
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en Pando (ya sea en la villa o en la propia área rural del partido) 
vemos a los mismos jueces comisionados. Por ello surge la hipótesis 
de que la misma designación se hacía para los dos espacios, es decir, 
el juez de la villa y el partido. Por otro lado, en la nómina que el 
gobernador de Montevideo José Bustamante y Guerra propuso al 
Cabildo de Montevideo en 1799 para la designación de los jueces 
comisionados aparecen Santiago Mesa para la capilla de Pando hasta 
el mar y Alejandro Medina para Pando arriba.* Si bien finalmente 
Santiago Mesa no fue aprobado por el Cabildo ya que el cargo re- 
cayó en la figura de Melchor Meneses, lo cierto es que el manejo de 
las nóminas da cuenta de que la jurisdicción el juez comisionado de 
la villa de Pando abarcaba parte del partido hasta Pando arriba, es 
decir, más cercano a las nacientes. En consecuencia, hablamos de los 
mismos jueces comisionados. 

A groso modo este fue despliegue de las instituciones de la Jus- 
ticia en la ciudad de Montevideo y su jurisdicción rural. El Cabildo, 
por su parte permitió a los vecinos introducirse en redes de poder 
de elite local. Pero la invención de los jueces comisionados también 
requirió la participación del vecindario rural dentro de estas redes, 
pero analizar el sistema judicial no implica únicamente el estudio de 
sus instituciones sino también el desarrollo de la justicia como un 
elemento más del conflicto social. Por ello a continuación presenta- 
mos el análisis de una serie de casos judiciales acaecidos en Pando 
que nos permiten, por un lado tener un mayor conocimiento sobre 
el espacio y, por otro, exponer una serie de variantes dentro del sis- 
tema judicial con ejemplos de la zona para tener un mayor conoci- 


miento del desarrollo y aplicación de la justicia colonial. 


54. AGN, Ex AGA, Caja 208, Carpeta 1, Doc. 60. 
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Actuaciones judiciales en un espacio de frontera 


Como bien se expuso en el capítulo 1, las estancias ubicadas 
desde principios de 1730 sobre las márgenes del arroyo Pando fue- 
ron implementadas en un espacio de frontera, donde la sociedad 
hispanocriolla se proponía disputar con las poblaciones indígenas y 
portuguesas ya presentes la propiedad de la tierra. Esta característica 
resultó fundamental para las autoridades, que desde estos momentos 
iniciales debieron demostrar su capacidad de controlar e instaurar 
un nuevo orden. Correspondió a Juan Antonio Artigas y a Bernardo 
Gaytán desarrollar la vigilancia y el control del medio rural en Mon- 
tevideo en la conformación del primer Cabildo de 1730. Los hechos 
que ambos debieron enfrentar mostraron las dificultades vividas por 
estos primeros pobladores y sus estancias en Pando. 

En su calidad de alcalde provincial, en la sesión del Cabildo 
de Montevideo del 19 de abril de 1730, Gaytán denunció ante los 
regidores, y en presencia del capitán comandante Manuel Pellicer y 
Bustamante, la existencia de dos tropas de faeneros. Una de ellas era 
de un «fulano» llamado Timote, portugués avecindado en Colonia 
del Sacramento. La otra era comandada por otro portugués del para- 
je «dela Costa» (jurisdicción de Colonia) llamado Carnero (CNAA, 
1950: 60). Estas tropas realizaban corambre ilegal en la zona del río 
Yí y según Gaytán conducían veinte carros hacia un destino que 
se ignoraba. A tales efectos, solicitó al comandante de la plaza allí 
presente que acudiera con los recursos necesarios. El comandante 
manifestó estar en condiciones de poner a disposición de Gaytán 
las armas de fuego y municiones necesarias para armar al vecindario 
—específicamente a aquellos que estaban en la milicia—, pero no 


poder ofrecer efectivos, ya que estos se habían sublevado y le im- 
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posibilitaban dar seguridad y resguardo a la ciudad de Montevideo 
(CNAA, 1950: 61). En consecuencia, el Cabildo en su conjunto 
aceptó la propuesta del comandante de armar al vecindario agregan- 
do que la partida que acompañaría a Gaytán estaría comandada por 
el alcalde de la Santa Hermandad, Juan Antonio Artigas (CNAA, 
1950: 61). 

Estos primeros inconvenientes y actuaciones de Gaytán como 
alcalde provincial dan cuenta de una problemática que se extendió 
en el tiempo y es que Montevideo ocupó una zona de frontera con 
Portugal y se constituyó como un espacio de disputa que la corona 
española aspiraba a controlar, pero también fue un espacio de fronte- 
ra con la población indígena y ello lo muestran los sucesos acaecidos 
en noviembre de 1730. 

El día 2 de noviembre un malón de indios minuanes invadió 
algunas estancias en Pando —la de Gaytán, la de Mitre y la de Ar- 
tigas—. Las denuncias establecieron que los indios saquearon estas 
propiedades llevándose consigo caballos y ganado vacuno que allí 
se concentraban (CNAA, 1950: 64). Además, dejaron un saldo de 
veinte peones muertos. En consecuencia, ese mismo día se publicó 
un bando que dio orden a los vecinos alistados en la milicia de ar- 
marse y salir hacia las costas del arroyo Pando a dar auxilio en las 
estancias. La misma partida estuvo comandada por el alcalde pro- 
vincial Gaytán, quien estuvo ausente en la sesión del Cabildo del 
4 de noviembre «por hallarse enla Campaña [dando] socorro alas 
Estancias» (CNAA, 1950: 64). 

Estos hechos dan cuenta de las dificultades vividas en un espa- 
cio de frontera. En más de una ocasión quedaron en evidencia las 
limitantes represivas ejercidas por los ámbitos de gobierno hispano 


como también la capacidad de imponer un nuevo orden. La situa- 


317 


ción con los minuanes tuvo una primera resolución que fue la firma 
de un tratado de paz en 1732 que permitió a los vecinos ocupar nue- 
vamente las estancias. No obstante, en 1751 las estancias del arroyo 
Pando volvieron a ser amenazadas por los indígenas. En respuesta 
salieron desde la ciudad de Montevideo varias partidas de militares 
regulares y milicianos. Se exhortó a los vecinos resistir y, en el caso 
de Pando, concentrarse en la estancia del oficial de milicias Juan 
Antonio Artigas. 

Por otro lado, y paralelamente, se presentaron las amenazas de 
las partidas portuguesas que avanzaban desde Colonia del Sacramen- 
to. Se agrega la circulación de delincuentes que trajinaban el espacio. 
La disputa y la incapacidad para imponer un nuevo orden llevaron a 
algunos propietarios de estancias a tomar medidas drásticas. Armar- 
se era una opción pero además algunos propietarios reclamaron a las 
autoridades capitulares y de gobierno en Buenos Aires soluciones 
radicales. Por ejemplo, Mateo Barreda recibió en el reparto de 1730 
una estancia en las costas del arroyo Pando a la cual abandonó en 
1743 por los constantes hurtos de ganado que sufría (Apolant, 1975: 
188-189). A tales efectos, el gobernador de Buenos Aires le concedió 
otra estancia sobre las costas del arroyo Colorado en reemplazo de 
la anterior. También Antonio Figueredo abandonó su estancia adju- 
dicada en 1730 en Pando. En octubre de 1749 Figueredo le solicitó 
al Cabildo de Montevideo que le adjudicara otra estancia en Pando 
ya que la que él poseía «estaba muy expuesta a peligros» (Apolant, 
1975: 200). El Cabildo le concedió rápidamente otra suerte en Pan- 
do, lindera a la de Jacinto Zerpa, a la cual un mes después, en no- 


viembre de 1749, Figueredo compró (Apolant, 1975: 200). 
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El peso de la ley sobre un negro esclavo 


Sin dudas la base más segregada de la sociedad colonial eran 
los esclavos. Si bien poseían derechos (incluso podían acudir a la 
Justicia para denunciar a sus amos cuando creían vivir una injusticia 
desmedida), Arturo Bentancur y Fernando Aparicio establecen que 
la violencia era el modo tradicional de relacionamiento entre amos 
y eslavos (2006: 184-185). A continuación analizaremos un caso 
particular que tuvo consecuencias poco comunes para la sociedad 
colonial. 

Sebastián Rivero era de origen portugués, poblador de Mon- 
tevideo y casado con Águeda Gaytán —hija de Bernardo y María 
Josefa Enríquez—. Desde 1730 era propietario de una estancia sobre 
las costas del arroyo Pando en la cual sabemos que, en 1745, poseía 
al menos un esclavo, quien el 16 de enero del mismo año terminó 
con la vida de su amo de un hachazo por la espalda. Si bien en el 
período colonial existía la pena de muerte, distintos estudios dan 
cuenta de su escasa utilización y, cuando se sentenciaba a muerte, 
la metodología aplicada era la de la horca. Sin embargo, con este 
caso había que dar un claro castigo ejemplarizante no solo a los es- 
clavos sino a la sociedad en su conjunto. Sin dudas estos hechos no 
se podían dejar pasar, ya que si bien no cualquiera podía poseer un 
esclavo, su existencia en estancias, chacras y hogares era extendido. 
El juez actuante de la causa fue el alcalde ordinario de primer voto 
Luis de Sosa Mascareño, quien dictó sentencia el día 19 del mismo 
mes. Apolant expuso la cara más cruel de la sentencia que dio en 


suerte del esclavizado en Pando: 
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...4 ser arrastrado por las calles públicas de la ciudad, atado a 
la cola de un caballo; con la misma hacha con que mató a su amo 
le sean cortadas las 2 manos que se clavarán en la horca, arroján- 
dose el hacha al mar; después será ahorcado en la Plaza pública, 
donde quedará colgado por 24 horas y luego será puesta su cabeza 
sobre un palo en el camino Real de las estancias. para que todos lo 
vean (Apolant, 1975: 183-184). 


La publicidad de la sentencia reafirma claramente la idea de 
ofrecer un castigo ejemplarizante por demás brutal. Probablemente, 
ese camino real al cual se hace mención sea el que conducía a las 
estancias sobre el arroyo Pando, donde el esclavo vivía y había come- 
tido el crimen. Por otro lado, la sentencia de mutilación (como se la 
consideraba) admitía variantes menos duras, ya que se podía aplicar 
una vez el sentenciado hubiera perdido la vida. No obstante, el alcal- 
de de primer voto vio necesario que esta fuera aplicada en vida. Fue 


el único caso en el que desde el juzgado de Montevideo se aplicó esta 


pena (Ferrés, 1944: 249-250). 
El valor de la palabra dada: una promesa de casamiento 


El matrimonio era una de las formas de control social de los 
intercambios sexuales y de los parentescos. Su valor tuvo varios sig- 
nificados y variantes, pero lo que resulta más importante de resaltar 
es que el matrimonio católico fue visto como la forma organizacio- 
nal básica, con sentido sacralizado y contractual, que correspondía 
a una obligación según las propias leyes y normas. En este sentido, 
Bentancur asegura que «se trata básicamente de un instrumento de 


reproducción familiar [...] y sustenta un derecho que reglamenta la 
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sexualidad» (2011: 71). En este sentido, el matrimonio fue vigilado 
no solo por las autoridades religiosas, sino también por las civiles y 
judiciales. 

El primer paso que se daba en el procedimiento para contraer 
nupcias, aunque no obligatorio, era la promesa, que si bien era vo- 
luntaria —y así se entendía aunque el matrimonio fuese arreglado 
por distintas circunstancias—, determinaba la intencionalidad de 
mantener dicho contrato comenzando a generar obligaciones. Por 
ejemplo, ninguno de los dos pretendientes podía relacionarse amo- 
rosamente, por así decirlo, con un tercero y mucho menos contraer 
otras promesas ni nupcias. Las formas de contraerlo podían ser dis- 
tintas —escrita o verbal, de forma pública, reservada o secreta— 
(Bentancur, 2011), pero en cualquiera de ellas tomaba el mismo 
valor. Bajo este marco fue que el 13 de marzo de 1773 el alcalde 
de la Santa Hermandad, el vecino del partido de Pando Antonio de 
la Torre, condujo a otro vecino, Pedro Juan Ximénez, por incum- 
plimiento de promesa de casamiento extendida a la india minuana 
Juana Arnero, que se afincaba en el mismo partido.” 

El juez que recibió la causa fue el alcalde ordinario de segundo 
voto Miguel Ignacio de la Quadra, quien no dio entrada al reclamo 
de Arnero y tomó un dictamen que poco iba en solucionar el conflic- 
to planteado. Si bien la promesa de casamiento podría habilitarlos a 
convivir, no era lo esperado. Tanto el alcalde de la Santa Hermandad 
como el de segundo voto entendieron el hecho como «escandaloso», 
por lo que de la Quadra determinó que Ximénez fuera desterrado 
por el término de cuatro años de la jurisdicción de Montevideo con 


indicación de dirigirse directamente hacia Buenos Aires bajo la ad- 


55.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1.* turno, Año 1773, Caja 
28, Doc. 31. 
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vertencia, además, de sufrir severos castigos en caso de regresar antes 
del plazo estipulado.* Otro de los argumentos que dio de la Quadra 
fue que el acusado vivía en la pobreza sin poseer más que su fuerza 
de trabajo. En su defensa, Ximénez solicitó que no se lo excluyera, 
ya que en Pando existían personas que le debían por sus trabajos ade- 
más de asegurar que poseía animales vacunos que pretendía vender. 
En este sentido, solicitó al menos un mes de permanencia para saldar 
sus deudas además de comprometerse a pagar una fianza por dicho 
beneficio. El juez de la causa aceptó la solicitud. Un mes después, 
el alguacil mayor del Cabildo de Montevideo condujo a Ximénez al 
muelle de la ciudad para que fuera desterrado a Buenos Aires.” 
Más allá de las circunstancias Ximénez terminó siendo depor- 
tado y, evidentemente, sin contraer nupcias con Juan Arnero, nos 
interesa destacar un elemento de este caso y es la utilización de la 
Justicia por parte de ambos para lograr sus cometidos. De esta for- 
ma, si bien Ximénez terminó ante el juez contra su voluntad, luego 
de encontrarse en la situación de deportación decidió simplemente 
cobrar sus deudas y vender su ganado para escapar así a la promesa 
de casamiento. Por su parte, si bien Arnero salió perjudicada por no 
encontrar en la Justicia la resolución a su conflicto, por el solo hecho 
de haber acudido a ella da cuenta de su confianza en estos mecanis- 
mos además de poseer conocimientos sobre la propia aplicación de 


la justicia. 


56.Ídem. 
57. Ídem. 
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Domingo Valdenegro: el poder del arrepentimiento 


Sin dudas existía la necesidad de controlar con mayor eficiencia 
a la población rural, sobre todo aquella con perfiles que, en distintas 
circunstancias, alteraban el orden, y fundamentalmente aquella que 
vivía al margen de la ley, sin trabajo estable y errante por el espacio. 
No solo era importante el miedo a los sectores subalternos sino que 
en la represión de estos sujetos también iban las intenciones de tener 
población estable, asentada, que se ofreciera como mano de obra 
en las estancias y chacras. Si bien Domingo Valdengro no coincide 
estrictamente con este perfil (poseía estancia y era productor de tri- 
go), lo cierto es que para los habitantes de Pando y sus jueces comi- 
sionados representó un problema social.* Su pasaje por la Justicia, 
siempre como acusado y culpable, nos da cuenta de su conducta 
desajustada. Por otro lado, es importante remarcar los mecanismos 
que él utilizó para no afrontar penas restrictivas hacia su libertad. 

El primero de los casos donde Valdenegro terminó acusado por 
la Justicia sucedió en los primeros días de enero de 1785 —y ya 
fue abordado en investigaciones pasadas —” y fue cuando Valdengro 
agredió física y verbalmente a quien hacía por aquel año de capellán 
en la capilla de Pando, el presbítero José Suárez, en la pulpería de 
Ignacio Pereira en Pando. En aquella instancia, según detalles más 
o menos dados por los distintos testigos, Valdenegro se dirigió al 
capellán en términos que no eran acordes a su estado, diciéndole 
«ven aquí pícaro español, eres tú el Christo de la Tierra, ya lo verás» 


(Rampoldi, 2016: 286). Además, intentó agredirlo con el bastón que 


58.Sobre su propiedad, véase el capítulo 4 y sobre su producción económi- 
ca, el capítulo 3 de este libro. 

59.Para mayor conocimiento y detalles del caso véase Rampoldi, 2016: 285- 
288. 
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llevaba el clérigo y con un cuchillo. El dueño de la pulpería mani- 
festó durante el interrogatorio que, momentos antes de la agresión, 
Vadelengro se hizo presente con otro «fulano» en su negocio y que 
él no pudo ver lo sucedido, ya que, al igual que otras personas que 
allí se encontraban, al ver la llegada Valdenegro decidieron retirarse, 
porque era bien conocido por sus desmanes fundamentalmente en 
las pulperías. 

El otro hecho suscitado fue en marzo de 1789 en la pulpería de 
Miguel de la Anca en la villa de Pando. Según denunció este, una 
tarde llegó Valdenegro con mucho escándalo a su negocio, que en 
ese momento tenía variado público atendido por su esposa Josefa Ri- 
bote. Los desmanes comenzaron casi de inmediato cuando solicitó 
«bebida con palabras descompuestas».** Tanto su esposa como los 
que allí asistían —que eran José Antonio Meneses, Antonio Rosado, 
Santiago Mesa, José Quintana y José Antonio Artigas— llamaron al 
juez comisionado Francisco Meneses y entre todos pudieron redu- 
cirlo y ponerlo preso. Pero la denuncia de Miguel de la Anca no iba 
dirigida hacia la propia violencia en su negocio sino hacia la forma en 
la que Valdenegro se había expresado —con palabras impropias— a 
su esposa como (al parecer la había tratado de «ramera»).? Agravaba 
el cuadro la publicidad de la agresión. Y es que Valdenegro, al referir- 
se inapropiadamente hacia una mujer casada, ciertamente atentaba 
contra el honor de su esposo, quien debía ofrecerle protección. Por 
ello, más allá de denunciar el alboroto, Miguel de la Anca defendía 
su propio honor y el de su esposa. La documentación da cuenta de 


que los interrogatorios a los testigos versaron más sobre los imprope- 


60.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1789, Caja 
91, Doc. 42. 

61.Ídem. 

62.Ídem. 
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rios hacia la esposa de Miguel de la Anca que al hecho en sí mismo. 
Era una sociedad patriarcal en la cual el tema del honor constituía 
un elemento central para todos los sectores sociales. 

Dentro de la cultura de las clases populares el tema del honor 
era central, como ocurría en otros sectores según la tradición hispa- 
na. En este sentido Di Meglio sostiene que «entre las clases populares 
[...] existía un fuerte sentido del honor masculino que implicaba 
actuar frente a un insulto u otra afrenta, a menudo con violencia, a 
riesgo de quedar desacreditado o feminizado» (2012: 159). Es evi- 
dente que de la Anca no quiso correr este riesgo y actuó en forma 
similar a como lo hacían las clases dominantes ante una falta a su 
honor, recurriendo a la Justicia. 

Al igual que en el primer caso, algunos de los testigos dieron 
conocimientos de la fama de Valdenegro por los problemas que ge- 
neraba en las pulperías, pero en este caso quien expresó definicio- 
nes y adjetivos más duros fue el propio juez comisionado de Pando 
Francisco Meneses, quien lo trató de vago y agregó que todos los días 
domingos y festivos se dirigía a la villa sin que hubiera «bes q.e benga 
q.e no insulte algun Becino, con palabras injuriosas y asta las mismas 
Mugeres casadas ultrrajandoles de Ynjuriosas palabras».* Sin dudas 
que adjetivarlo de vago no proponía otra cosa que profundizar la 
mala visión que se tenía de Valdenegro. El concepto en sí mismo im- 
plicaba una carga de valores negativos que la historiografía regional 
ha estudiado: el vago era alguien que vivía en extrema libertad, sin 
ley, sin normas y sin residencia ni trabajo fijo. 

En relación con la necesidad de los gobiernos de reprimir a esta 
población como forma de asegurar mano de obra para las estancias 


y chacras, Fradkin sostiene que la del vago «era una figura jurídica 


63.Ídem. 
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ambigua que podía ser empleada por las autoridades para descargar 
su poder represivo sobre la población joven, soltera y generalmente 
migrante» (2009: 89). Sin embargo, Valdenegro no era vago, soltero 
o migrante, sino que poseía sus propias tierras donde desarrollaba 
su producción económica. Tal vez, y surge como hipótesis, el juez 
comisionado quiso resumir el problema que generaba Valdenegro 
asociándolo a la vagancia. 

Como podemos ver aquí el valor de la palabra dada —o em- 
peñada— tanto en la agresión al capellán como a la Josefa Ribote 
—y en el caso de promesa de casamiento ya analizado— muestran 
el verdadero peso que esta tenía como una de las características de 
una sociedad de Antiguo Régimen. Paradójicamente, a través del 
mismo mecanismo Valdenegro solucionó sus problemas judiciales. 
En ambos casos y luego de quedar preso en Montevideo manifestó 
a los querellantes estar arrepentido de sus actos. En el primero, y 
como clérigo, José Suárez le extendió su perdón y por su parte Val- 
denegro se comprometió a cambiar su estilo de vida. En el segundo, 
manifestó nuevamente su arrepentimiento pero tuvo que pedirles 
disculpas a de la Anca y a Ribote en público, en la misma pulpería 
y ante las mismas personas que se encontraban aquel día. En los 
dos casos tuvo que pagar los costos monetarios de los procesos. Sin 
dudas que la vara de la justicia midió dos casos con distintas medi- 
das. Para el de promesa de casamiento, Ximénez pagó su pena con 
el destierro, mientras que Valdenegro logró enfrentar su castigo con 
su patrimonio acompañado de su promesa de cambio. Si bien no se 
trata de delitos similares, visualizamos aquí la importancia y el peso 


de la palabra dada o empeñada en el sistema judicial. 
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Demandas laborales: el caso de los capellanes 


También por medio de las palabras se podían hacer contratos 
laborales. Es decir, durante mucho tiempo la papeleta de conchabo 
no fue excluyente para poder establecer un contrato laboral. Como 
hemos visto, el valor de la palabra empeñada fue fundamental en la 
sociedad de Antiguo Régimen donde, una vez otorgada, generaba 
automáticamente derechos y obligaciones. Es más, la palabra en un 
contrato laboral podía determinar las condiciones de los trabajos, de 
los tiempos y los salarios. La falta a la palabra daba origen a todo tipo 
de conflictos —bajo la forma de demandas laborales—, que han sido 
estudiados por la historiografía para el caso de la campaña de Bue- 
nos Aires (Perri, 2009). Dentro estos parámetros se presentó ante el 
gobernador de Montevideo el 27 de noviembre de 1790 el religioso 
Juan Estanislao de la Mata, quien había sido capellán de Pando des- 
de enero de 1788 hasta julio de 1790, para reclamar el pago de deu- 
das los vecinos de Pando en conceptos de oficios religiosos y salarios 
impagos (recordemos, pues, que los vecinos de la capilla de Pando se 
habían comprometido ante el obispo en 1784 a costear la presencia 
de los religiosos que administrarían su pasto espiritual).% 

Los datos aportados en la querella nos brindan mayor informa- 
ción sobre las condiciones de los contratos. En primera instancia, el 
capellán manifestó que las condiciones laborales habían sido arregla- 
das con Felipe Piris y Baltasar de Aguirre, quienes, como diputados 
de la fábrica de la capilla, se habían comprometido, en nombre de 
todo el vecindario, a pagarle la suma anual de $150 y a darle aloja- 


miento, comida y ropa limpia.” Sin embargo, algunos vecinos no 


64.AGN, EGH, Caja 9, Leg. 1790, Exp. 17. 
65.Ídem. 
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solo no cumplieron con dicho contrato, sino que obligaron incluso 
al religioso a pagar su propia comida y a conseguir ropa limpia. En 
este sentido, él denunció haber abonado de su propio bolsillo $30 
a la esposa de José Garrido por conceptos de la comida que esta le 
había brindado en su pulpería. Además, había tenido que gastar $18 
por ropa limpia, de los cuales $6 había pagado a la esposa de Pedro 
Montero y el resto a Teresa Gaytán. 

Las deudas mantenidas por los vecinos de la capilla de Pando 
no implicaban únicamente salario, comida y ropa, sino que tam- 
bién incluían los oficios religiosos impagos —en su mayoría misas 
y entierros—, que ascendían a la suma de $339. De ellos debemos 
destacar la deuda de Felipe Piris por 24 misas que mandó a decir y 
nunca pagó, además de cuatro entierros, de los cuales él era el alba- 
cea testamentaria, que tampoco abonó. También debemos destacar, 
y sumar a la deuda, cuatro novillos que Pedro Juan Gómez, vecino 
del partido de Tala, se había comprometido a pagar a cambio de 
ocho misas. Vale remarcar que la mayoría de los pagos, ya fuera de 
los salarios en general o de la contratación de oficios— se hacía en 
metálico. No obstante, si se acordaba previamente, el pago se podía 
hacer por medio de bienes o productos, como en este último caso 
(Perri, 2009). El expediente no tiene resolución, es decir que en él no 
se da cuenta de que se hubiera hecho intimación sobre los vecinos de 
Pando para saldar estas deudas. 

Este no fue el único religioso que vio en los canales judiciales 
los mecanismos válidos para cobrar las deudas a los vecinos de Pan- 
do. En este sentido, en febrero de 1796 se presentó ante la Justicia 
ordinaria fray Pedro Curbelo Fonte demandando al vecindario por 


motivos exclusivamente salariales. Recordemos que este religioso 


66.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1796, Caja 
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ofició de capellán de Pando entre 1790 y 1794. Los datos aportados 
por él dan cuenta de que también su contrato se realizó por medio 
de la palabra empeñada por los diputados de la capilla pero con 
algunos vecinos reunidos todos en el domicilio de alguno de ellos 
dos (no se especifica de quién). Allí, cada uno ofreció lo que estaba 
a su alcance, dice la querella, sin obligación de montos mínimos ni 
tipos de pago (en metálico o productos). Lo cierto es que, según su 
demanda, la gran mayoría de los vecinos cumplió con lo acordado, 
pero, algunos de forma parcial y otros de forma total, habían falta- 
do a su palabra. En consecuencia, solicitaba justicia al Cabildo para 
que de la forma más rápida pudieran saldar las deudas, ya que se 
encontraba próximo a embarcarse a las Islas Canarias, de donde era 
originario. El juez que recibió la causa, el alcalde de segundo voto 
Francisco Ruiz, le ordenó al juez comisionado de Pando que fuera 
casa por casa intimando a los deudores pacíficamente para que pro- 
cedieran al pago de las deudas y, en caso de negarse, los remitiera al 
Cabildo ante su presencia. Este expediente tampoco tiene resolu- 
ción, es decir no sabemos cómo se arregló el asunto.” 

La capilla de Pando representó para los vecinos de los distintos 
partidos que se beneficiaron de su existencia un verdadero proble- 
ma, además de los ya trabajados: no solo se les dificultó costear al 
religioso que la administraba sino que, como queda en evidencia, no 
pudieron cumplir con el pago de los oficios religiosos que allí se de- 
sarrollaban. Además, resultó una contrariedad para algunos religio- 
sos, como estos dos, que se presentaron ante la Justicia para intimar 
el pago de deudas. Este templo religioso, que no representó un lugar 
atractivo para el clero, se sumaba las dificultades financieras con la 


población. 


67. Ídem. 
329 


Amorosas crueldades 


Una mañana del mes de enero de 1797, el vecino de la villa de 
Pando José Francisco Arancibia se encontraba próximo a la guardia 
arreando su ganado. En un determinado momento vio aproximarse 
a un caballo bayo ensangrentado que galopaba en soledad. Perte- 
necía a Manuel Cabezas, quien la noche anterior había salido de la 
estancia de Felipe Piris rumbo a su hogar, luego de de curar a un en- 
fermo y de quien nada más se había sabido. En consecuencia, se for- 
mó en el juzgado de Montevideo el expediente caratulado «Criminal 
sobre averiguar el paradero ó destino de Dn. Ma.l Cabezas vecino de 
la villa de Pando, de donde se ha desaparecido en el mes de Enero del 
año corriente».% Tras este caso se escondía una historia cargada de 
defensa del honor además de un posible adulterio y violencia. Todo 
ello en torno a tres personas fundamentales: el propio Cabezas, su 
esposa Juana González y otro vecino de la villa de Pando, Santiago 
Mesa. 

Tratar de reconstruir el perfil social de Cabezas a partir de las 
fuentes documentales genera resultados ambiguos. Por un lado, las 
causas judiciales en las que estuvo involucrado lo definen como una 
persona pacífica, mientras que en otras aparece con un perfil proble- 
mático y escandaloso. Por ejemplo, en un caso de 1793, cuando Ca- 
bezas denunció al juez comisionado Cesin por entender que lo había 
puesto preso injustamente, él mismo justificó con posterioridad que 
el motivo de su detención había sido porque el comandante de la 
guardia de Pando, cuyo nombre desconocemos, dio testimonios de 


su peligrosidad y de ser conocido por alborotador.” Lo cierto es que 
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Cabezas no fue preso únicamente en esa ocasión, sino que en el mis- 
mo año 1793 terminó en la cárcel por agredir físicamente a su esposa 
en su casa y dentro de la capilla de Pando. En aquel caso, Cesin y 
el capellán solicitaron apoyo a los dragones apostados en la guardia 
para su detención, que determinó la resistencia de Cabezas a pedra- 
das.” Los motivos por los que Cabezas arremetió contra su esposa se 
desconocen, pero algunos testigos dieron cuenta de lo repentino del 
acto. Cabezas se encontraba desde la noche anterior en la casa de Fe- 
lipe Piris junto con Benito Piris, Santiago Mesa y la esposa del dueño 
de casa, Luisa López, velando a un párvulo. Al día siguiente partió el 
cortejo rumbo a la villa, donde hicieron una parada en una pulpería 
próxima a la capilla. Cabezas, luego de sociabilizar en el espacio, se 
dirigió a su casa y ahí se suscitaron los hechos. Cabezas llegó a lasti- 
mar a su esposa, quien se refugió en el dormitorio del capellán, den- 
tro de la capilla, mientras era perseguida con un cuchillo.” Durante 
los meses que Cabezas estuvo preso, su esposa Juana le solicitó al juez 
de la causa que lo dejara en libertad esgrimiendo como argumento 
que al ser ella mujer y tener varios hijos necesitaba de la presencia de 
su marido para poder subsistir. En este caso, las propias necesidades 
materiales hicieron que ella decidiera «perdonarlo» y así figura en la 
fuente.” 

En 1797, cuando se denunció la desaparición de Cabezas, las 
actuaciones de Cesin no parecen haber sido del todo exhaustivas. 
Los primeros testigos que declararon en la causa dieron cuenta de 


que Cesin conformó una comisión de vecinos que salió en su bús- 


110, Doc. 28. 
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queda, trillando distintos espacios entre el casco de la estancia de 
Piris y la villa de Pando. Solo encontraron unas pocas prendas en- 
sangrentadas del desaparecido. Los integrantes de la comisión dieron 
cuenta de determinadas expresiones de Cesin sobre sus intenciones 
de encontrar al matador y no el cuerpo.” Estas palabras fueron inter- 
pretadas con dudas por parte de las autoridades judiciales de Mon- 
tevideo, ya que en realidad se estaba indagando una desaparición y 
no un homicidio. Los mismos vecinos también sospecharon de estas 
afirmaciones, lo que le hicieron saber a las autoridades. A estas dudas 
debemos sumarle las sistemáticas desobediencias de Cesin a las órde- 
nes dadas desde el Cabildo para que profundizara la investigación, 
cosa que nunca hizo.”* ¿A quién protegía el juez comisionado? ¿Sabía 
algo sobre el paradero de Cabezas? 

En enero de 1798 se registraron cambios de autoridades, tanto 
del Cabildo como de juez comisionado, que pasó a ser Baltasar de 
Aguirre, quien tomó el caso en sus manos y sin demoras comenzó 
las averiguaciones pertinentes. Identificó y ubicó a todos los inte- 
grantes de la comisión, los interrogó en la villa de Pando, redactó 
un informe y lo mandó al juzgado. Los integrantes de la comisión 
habían sido Antonio Balestra, José Marcos Quintana, Juan Benítez, 
José Francisco Arancibia, Tomás Benítez, Andrés del Villar, Pedro 
Montero, Melchor Meneses y Antonio Vales.” El alcalde Luis Anto- 
nio Gutiérrez los citó al juzgado en Montevideo para ser nuevamen- 
te interrogados, y allí se presentaron el 31 de enero de 1798. Todos 
ellos aportaron elementos fundamentales en torno a la desaparición, 
y, por primera vez, en el expediente figuran las circunstancias en que 


despareció Cabezas: hacía ya unos días que estaba asistiendo a un 
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enfermo (dos veces al día) en la estancia de Felipe Piris. En una de 
las noches, salió en el entorno a las 9 de la noche rumbo a la villa de 
Pando con un frasco que el mismo Piris le entregó para llevar al otro 
día más medicinas y eso fue lo último que se supo de él.?* 

Los testigos ofrecieron un dato revelador tanto en las declara- 
ciones en Pando ante el juez comisionado como ante el alcalde en el 
juzgado, que fue la «extraña» y «escandalosa» amistad entre Juana 
González y Santiago Mesa. Todos los testigos tenían conocimiento 
de esta relación, que tras la desaparición de Cabezas aún seguían 
manteniendo. Es más, Balestra mencionó en sus declaraciones que 
en más de una ocasión Cabezas le había manifestado las distintas 
solicitudes realizadas a distintos jueces comisionados para que fuera 
desterrado de Pando Santiago Mesa. Los motivos y detalles que mo- 
vían estas solicitudes eran desconocidas por el declarante. Es más, 
ambos habían tenido algún altercado público pero tampoco se brin- 
daron los detalles de esta circunstancia. En consecuencia, muchos 
de los testigos también dieron conocimiento de que Cabezas solía 
andar armado con una pistola. En su declaración Benítez expresó 
que Cabezas tenía temor que algo le podría pasar. En este sentido, 
las autoridades encargadas del caso comenzaron a dirigir su atención 
a un posible adulterio y posterior asesinato. 

Ya como sospechosos, aunque no habían sido encarcelados, 
tanto González como Mesa debieron comparecer en el juzgado en 
febrero de 1798. Ambos manifestaron que Mesa y Cabezas eran 
amigos y que las visitas constantes del primero hacia la casa eran de 
la más sincera amistad y estaban acordadas con Cabezas, y que aún 
se mantenían porque la amistad perduraba. Descartaron tener algún 


tipo de afecto amoroso y desconocían el paradero de Cabezas sin 
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poder aportar más conocimiento que lo que ya habían manifestado 
los testigos. En esa instancia, el juez de la causa les prohibió mante- 
ner contacto a ambos y encomendó al comisionado para que hiciera 
valer esta orden a riesgo de marchar presos en caso de desconocerla. 

Si bien el caso cambió por momentos de sospechoso, ya que 
interrogado Piris acusó a un indio paraguayo (que además no había 
cumplido con un contrato laboral) de ser el homicida de Cabezas, 
cuestión que con testigos se pudo rebatir, lo cierto es que en se- 
tiembre de 1798 el caso dio un giro de consideración. Juan Tabares, 
vecino del arroyo Sauce, salió una tarde con otro vecino y uno de 
sus hijos a recoger leña a una isla sobre las costas del arroyo Pando. 
En determinado momento su hijo de tan solo nueve años encontró 
restos humanos, fundamentalmente un cráneo y algunos huesos de 
las extremidades inferiores. Avisado, el juez comisionado de Pando 
acudió con una comisión de vecinos, quienes identificaron el lu- 
gar, rastrillaron la zona circundante y encontraron otros huesos y un 
frasco que luego se comprobó que era el mismo que le había dado 
Piris a Cabezas en la noche de su desaparición. No se tardó mucho 
en pensar que esos restos óseos pertenecían al desaparecido, que ya 
llevaba 18 meses ausente. 

Las actuaciones de Aguirre como juez comisionado para poder 
comprobar que esos hallazgos podrían echar luz sobre el asunto dan 
cuenta del ingenio de un funcionario judicial para resolver el caso.” 
Sin más herramientas que su imaginación, estudió las heridas y fi- 
suras que poseía el cráneo y trazó una línea recta entre el punto de 
los hallazgos de los restos óseos, el de las prendas y el de la casa de 


Cabezas. Esta línea recta entre la casa y los hallazgos le dieron cuenta 


77.Tal es de estas actuaciones que el mismo Carlos Ferrés reprodujo el infor- 
me elevado por Baltasar de Aguirre tras concluir las pericias y actuaciones realiza- 
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al juez comisionado de que Manuel Cabezas había sido asesinado en 
su propia casa. Pero al hacerse presente en el domicilio y comparar 
la orientación de la puerta con las heridas del cráneo, determinó que 
fue asesinado al ingresar en la noche de la desaparición. Al respecto 


dijo en su informe: 


Y así claro esta aber executado el atros muerte en su casa. al 
entrar de la puerta. se be claro que debía estar el executor tras la 
puerta. quando descargo el golpe de la anuca: y el segundo en el 
suelo que le dio en la cien= y al rrigor de la Acha le quebro todo el 
casco como esta patente= 

Y así no puede menos ser su mujer compllice en la muerte 
alevosa de su marido= 

Pero Sr.A Alcalde —si esto se quiere mas claro acudir a Dios 
que todo lo sabe.” 


El juez de la causa ordenó tras el informe de Aguirre dos cosas: 
primero, que el cráneo y el resto de los huesos fueran enterrados en 
cristiana sepultura en la iglesia matriz de Montevideo. En segunda 
instancia, los entregó a un perito, el cirujano Cristóbal Martín de 
Montufar, médico del regimiento de infantería de la ciudad de Bue- 
nos Aires, quien analizó detalladamente las heridas. Su dictamen, sin 
tanto detalle sobre los sitios de los hallazgos, indicaba que la persona 
había fallecido de dos golpes fuertes en la cabeza, uno que le había 
sido dado estando de pie o sentado y el otro en el piso, posiblemente 
con un hacha. 

Rápidamente se extendió orden de captura sobre Santiago Mesa 


y Juana González, quienes fueron encarcelados de inmediato. No 
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obstante, un alegato fue fundamental en el caso. Tras más interroga- 
torios a los acusados, quienes negaban rotundamente ser los autores 
del hecho, el juez de la causa tomó una decisión en diciembre de 
1798 que resultó fundamental: no había elementos suficientes para 
interpretar que los restos óseos pertenecieran a Manuel Cabezas. Si 
bien por las propias pericias del cirujano se sabía que pertenecían a 
una persona asesinada, evidentemente nada comprobaba que perte- 
necieran a Cabezas. Así, los acusados fueron y, en particular Santia- 
go Mesa debió pagar una multa de ocho pesos para poder obtener 
su libertad, ya que cuando se estaban velando los restos óseos en 
la capilla de Pando y solicitando limosna para los oficios —hecho 
del que se encargó Juan Conde—, Mesa había faltado el respeto 
diciendo que era inútil tal actividad por desconocerse la identidad 
del condenado. Allí quedó el caso y nada más se averiguó ni avanzó: 
nunca se supo el destino de Manuel Cabezas. 

¿Tenían una relación Santiago Mesa y Juana González? No lo 
sabemos con exactitud para los momentos que estamos analizando. 
Desconocemos si existió adulterio y si algo tuvieron que ver la des- 
aparición. No obstante, con el paso del tiempo ambos establecieron 
una relación y tuvieron hijos. Para diciembre de 1811 figuran en el 
padrón del éxodo de los pueblos orientales hacia el Ayuí al mando de 
José Artigas. Casi al final del documento figura el núcleo familiar en- 
cabezado por Mesa y González, circulando sin carruajes ni esclavos, 
pero con un hijo menor, otro mayor y dos hijas mujeres (CNAA, 


1954: 153). 
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MILICIANOS Y MILITARES ENTRE 
LA COLONIA Y LA REVOLUCIÓN. 
PANDO Y LOS VECINOS EN LA 
DISPUTA TERRITORIAL 


La defensa y el control territorial 


Las fuerzas de acción bélica, fueran cuerpos milicianos o fuerzas 
veteranas —así se denominaba a los militares regulares en el período 
colonial—, eran otro de los eslabones institucionales desplegados 
para el control territorial y también como otra de las formas de ejer- 
cicio del poder soberano y de gobierno. A través de estas dos cues- 
tiones fundamentales se intentó dar control espacial a los distintos 
territorios americanos, algunas de forma estable y otras coyuntura- 
les. En este sentido, el siglo XVIII fue de suma importancia, ya que 
estas estructuras sufrieron importantes cambios reorganizativos en el 
marco de las reformas borbónicas. 

Hasta los momentos previos de la fundación de Montevideo, 
tanto las organizaciones milicianas como militares jugaron papeles 
secundarios en la estructuración del orden colonial. Para el siglo 
XVIII, dice Fradkin, «la vida política se militarizó» (2009b: 74-126). 
Es así que muchos de los altos mandos de gobierno habían desarro- 
llado, previamente, funciones militares como virreyes y gobernado- 
res. Por otro lado, la milicia dieciochesca también se trasformó en 
un elemento fundamental en la estructuración colonial, aunque no 
con la importancia que tuvieron las fuerzas regulares. Es más, los 
cuerpos milicianos se visualizaban como auxiliares de los ejércitos 


permanentes y como parte de ellos. 
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El desarrollo militar en el Río de la Plata fue bastante limitado. 
No se hallaban centros académicos de alta especialización (profesiona- 
lización) y la formación militar de la oficialidad se desarrollaba dentro 
de los mismos regimientos. En estos, los aspirantes se presentaban en 
forma voluntaria y era frecuente que primaba el favoritismo, por afini- 
dad o por otros vínculos. Sin embargo, también se sucedían mecanis- 
mos de alistamiento forzoso, sobre todo aplicados a los sectores más 
populares (Fradkin, 2009b). En definitiva, las estructuras militares 
constituían también un espacio de segregación social. 

Las milicias, por su parte, estaban conformadas por cuerpos de 
vecinos, integrados de forma obligatoria. Durante el siglo XVIII, 
todos los hombres de entre dieciséis y sesenta años con residencia 
fija integraban las milicias. Estas se estructuraron de dos formas: las 
provinciales y las urbanas. Fradkin sostiene que «las milicias eran 
entendidas como parte indispensable de los derechos y obligaciones 
de la estructura corporativa-territorial del antiguo régimen» (2009b: 
12). Sin embargo, la obligatoriedad era un tema álgido para las auto- 
ridades, ya que los vecinos más pudientes se negaban con frecuencia 


a integrarlas 
Vecinos de Pando en la defensa de Montevideo 


Como dijimos, las fuerzas milicianas poseían un carácter fun- 
damental en la defensa local. En este sentido, la ciudad de Montevi- 
deo en tanto centro urbano fue la centralidad. Dicha defensa estaba 
dirigida a su vez a toda su jurisdicción rural y se percibía, como ya se 
ha visto tanto en el capítulo 1 como en el presente, como un espacio 
de frontera en disputa con la corona portuguesa y con las poblacio- 


nes indígenas no sometidas. Por esta condición, y en consecuencia, 
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fue fundamental el desarrollo de la «compañía suelta de frontera» 
en la que los milicianos presentaban servicios rotativos cada cierto 
tiempo en las guarniciones fronterizas (Fradkin, 2009a: 104). En 
este sentido no resulta extraño encontrarse con fuerzas milicianas 
de Montevideo que se dirijían a la fortaleza de Santa Teresa a cum- 
plir funciones defensivas y de control. Con el paso del tiempo, las 
milicias vieron extendidos sus espacios de acción y sus dependencias 
hacia las estructuras propiamente militares se profundizaron. 

Si bien la integración a las milicias por momentos fue dura- 
mente resistida por las elites sociales, lo cierto es que la pertenencia a 
los altos mandos de los cuerpos milicianos otorgaba prestigio social 
(Fradkin, 2009b). La milicia fue un espacio de integración donde 
confluían distintos sectores sociales. Al mismo tiempo fue un espa- 
cio de segregación social, tal cual estaban planteadas estructuralmen- 
te. Esta se desarrollaba, más que nada ya hacia finales del período, en 
los distintos cuerpos, regimientos o tercios donde se diferenciaban 
los de pardos y morenos, de patricios, de forasteros — integrados 
mayoritariamente por portugueses— y los de distintas regiones de la 
España peninsular. 

Hemos podido documentar la participación de varios vecinos 
de Pando en el cuerpo miliciano de la caballería de Montevideo. La 
gran mayoría de ellos como subalternos y otros, los menos, como 
oficiales. La participación de los primeros era coyuntural, ya que se 
citaban cuando las circunstancias lo requirieron o durante los rele- 
vos rotativos. Por su lado, la oficialidad representaba una acción y 
permanencia mayor que daba cuenta del desarrollo de una carrera 
dentro del cuerpo. El cuadro 4 muestra aquellos vecinos de Pando 
que hemos podido documentar su actuación como milicianos en 


determinadas circunstancias. 
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Cuadro 4. 


Vecinos de Pando el cuerpo miliciano de caballería 


Vecino Calidad Primer registro 
Juan Antonio Artigas Oficial refor- 1730 
mado 

Bernardo Gaytán Oficial 1730 
Manuel González de Soldado 1730 
Almeida 

Pedro Almeida Soldado 1730 
Juan Toledo Soldado 1734 
Lorenzo Figueredo Soldado/oficial 1749 
Roque Sierra Soldado 1761 
Juan Francisco Figueredo Soldado 1761 
Pedro Valdenegro Soldado 1761 
Bernardo Valdenegro Soldado 1761 
José Antonio Pulchaver Soldado 1761 
Antonio Santos de Almeida | Soldado 1761 
Santiago Chiribao Soldado 1761 
Ramón Ximeno Soldado 1761 
José Antonio Artigas Soldado 1761 
Francisco Sierra Soldado 1761 
Xavier Figueredo Soldado 1761 
Sebastián Rivero Soldado 1761 
Manuel Tabares Soldado 1761 
Francisco Meneses y Mata | Soldado 1761 
Juan Medina Oficial 1772 
Juan Antonio de la Torre Soldado 1775 
Ventura Morales Oficial 1776 
Bernardo González Oficial 1776 
Alejandro Saavedra Oficial 1776 


Fuente: CNAA, tomo I, pp.1950: 116-118, 121-123, 131-135, 137-139, 
304-306, 331-335, 356-361 y 365-366 


Como apreciamos en el cuadro 4, la mayoría de los vecinos de 
Pando que cumplieron funciones milicianas lo hicieron como subal- 
ternos, es decir, sin desarrollar carrera dentro del cuerpo de caballería 
de Montevideo. A muchos los vemos en funciones de represión de 
delitos en la campaña (con carácter de defensa regional, fuera de la 
jurisdicción de Montevideo) y en enfrentamientos con los indígenas y 
con los portugueses. Por ejemplo, los efectivos subalternos y la oficia- 
lidad que apreciamos entre los años 1775 y 1776 aparecen en docu- 
mentación que da cuenta de su marcha hacia Santa Tecla, frontera con 
los territorios de Portugal en América. No obstante, debemos aclarar 
una vez más que los que figuran en el cuadro 4 fueron los que hemos 
podido comprobar en acción dentro de las milicias. Por ello, sin dudas 
que otros vecinos también desarrollaron actividad dentro de la milicia. 

Dentro de la oficialidad existieron personas que a lo largo de la 
dominación colonial se destacaron conformándose como parte de 
las elites milicianas. Sin dudas uno que los de mayor incidencia fue 
Juan Antonio Artigas, quien llegó al grado de capitán de milicias. 
Al mismo se lo puede ver en varios documentos entre las décadas 
del treinta y del cincuenta del siglo XVIII comandando distintas 
partidas en luchas contra los indígenas y los portugueses. Fue tal 
el prestigio que obtuvo en su carrera como miliciano que en 1751, 
por intermedio del gobernador de Montevideo Joaquín de Viana, 
se dirigió al rey español para solicitar un asenso. Además, Viana re- 
dactó un informe sobre él y otros milicianos y militares en el que 
destacaba los servicios prestados y que muchas de las acciones habían 
corrido por sus medios, ya que había costeado caballadas, armas y 
municiones (Apolant, 1975, I: 338-339). Para 1753 finalizaron sus 
funciones dentro de la milicia por su avanzada edad y los problemas 


de salud que lo aquejaban (CNAA, 1950: 128-129). 
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Por otro lado, dos de sus hijos también cumplieron funciones 
en la milicia: José Antonio Artigas, el más vinculado a la estancia 
en Pando y posteriormente a la villa homónima solo se desempeñó 
como subalterno cumpliendo con las obligaciones impuestas por el 
sistema, mientras que Martín José Artigas desarrolló, al igual que su 
padre, una profusa carrera dentro de la oficialidad miliciana. 

También debemos destacar el caso de Lorenzo Figueredo, 
quien desarrolló una larga carrera dentro del cuerpo de caballería. 
Ingresó como subalterno en octubre de 1749 y ascendió a sargen- 
to en junio de 1761, a teniente en 1771 y a capitán en agosto de 
1780. A él también lo veremos marchar en varias ocasiones a cum- 
plir funciones al frente de partidas de hombres hacia Santa Tecla y 
otros destinos. En una de esas marchas, en 1775 más precisamente, 
redactó un diario que se tituló «Noticias delo q.e en su marcha 
supo, y observo en ten.e de milis.s de cavallada de Mont.o D.n. 
Lorenzo de Figueredo q.e. salio de dha ciu.d el dia 20 de enero de 
1775 p.a su destino de Sta. Tecla» y que fue publicado en el Bole- 
tín del Estado Mayor del Ejercito? así como otro documento que 
da cuenta de los arroyos y aguadas que desembocan sobre el Río 
Negro en su parte sur.” Ambos constituyen fuentes importantes 
para entender varios aspectos del medio rural de la banda norte del 
Río de la Plata, principalmente desde lo geográfico. En el primero 
de ellos da cuenta de que la ruta que comunicaba Montevideo con 


Santa Tecla cruzaba el arroyo Pando. 


79. Figueredo, Lorenzo. «Noticias delo q.e en su marcha supo, y observo 
en ten.e de milis.s de cavallada de Mont.o D.n. Lorenzo de Figueredo q.e. salio 
de dha ciu.d el dia 20 de enero de 1775 p.a su destino de Sta. Tecla». Boletín del 
Estado Mayor del Ejercito de la República Oriental del Uruguay, , n.° 80-83, 1959 
pp. 14-19. 

80.Ídem. 
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En este sentido, Figueredo estuvo varado con su partida de sie- 
te hombres en la estancia de Manuel González sobre las costas del 
Pando desde el 21 al 30 de enero de 1775, imposibilitado de mar- 
char por las lluvias. Allí también dejó asentado que desertó el primer 
hombre de aquella partida.** Las funciones milicianas de Figueredo 
finalizaron en 1793, cuando solicitó su retiro con fueros militares 
por estar «Achacoso y enteram.te Sordo; ha serv.do 45 años [dice el 
informe] con aplicas.on y celo» (CNAA, 1950: 365). 

Uno de sus hijos también desarrolló importante funciones mi- 
licianas pero más vinculadas a la villa de Pando. Manuel Figueredo 
fue una figura de relevancia en la villa y guardia de Pando durante el 
período artiguista. Lo vemos en varias ocasiones actuando como juez 
comisionado de la villa y comandante de la guardia. 

Quien también desarrolló importantes puestos en la milicia 
dentro del cuerpo de caballería de Montevideo fue Francisco Mene- 
ses a pesar de que su actuación ha resultado difícil de documentar. 
Sabemos que ocupó distintos grados dentro de la oficialidad milicia- 
na: soldado, cabo y sargento. Para 1784 figura dentro de la revista 
de la plana mayor con el grado de alférez (CNAA, 1950: 363) y en 
1796 figura en la lista de oficiales que se ven imposibilitados de con- 
tinuar sus funciones dentro del cuerpo miliciano de caballería, según 
dice el informe sobre él: «Imposibilitado de servir por sus cortos 
medios y le considero acreedor ásu retiro con fuero militar» (CNAA, 


1950: 364). 


81.Ídem. 
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La guardia de Pando 


Como se ha visto en el capítulo 1, la guardia de Pando se erigió 
en un espacio de frontera abierta. Esto quiere decir, entre otras co- 
sas, que fue un territorio de disputa con las poblaciones indígenas, 
los «vagamundos» y los portugueses. La instalación de la guardia en 
Pando respondió a una política de ocupación y despliegue de control 
territorial. Debemos tener presente, pues, que la instalación de la 
sociedad hispanocriolla en la zona fue sobre un espacio ya ocupado 
previamente y de circulación. 

La primera guardia en Pando se instaló en 1763 por orden del 
gobernador y capitán general del Río de la Plata Pedro Ceballos en 
los mismos momentos en que se instaló la guardia de Solís Gran- 
de. Sus funciones fueron tener un establecimiento que ofreciera el 
control territorial y atacara incursiones de «vagamundos» y «mal- 
hechores», portugueses e indígenas (CNAA, 1950: 139). Como 
también se desprende del capítulo 1 del presente libro, ese mismo 
año las guardias de Pando y de Solís Grande fueron levantadas, 
cuestión que preocupó a las autoridades capitulares de Montevi- 
deo. Para el control territorial de esas circunstancias se determinó 
la defensa por medio de milicianos, quienes debían dar cuidado a 
las haciendas. 

En 1772 ambas guardias fueron restablecidas. Si bien las fun- 
ciones eran similares, como veremos más adelante algunas cuestio- 
nes fueron cambiando, sobre todo en el relacionamiento más estre- 
cho con la población próxima. Más allá de esto, desconocemos si 
la guardia de Pando fue instalada en el mismo lugar que ocupó en 
1763. En esta nueva etapa, fue erigida sobre las tierras de Bárbara 


Barreda que luego adquirió Felipe Piris, lindantes al norte con las de 
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Francisco Meneses. Esto quiere decir, pues, que la guardia se ubicó al 
norte de donde posteriormente se levantó la villa de Pando. 

Su construcción fue encomendada por el gobernador de Mon- 
tevideo Joaquín de Viana a Joaquín Pérez de Villafranca, quien era 
militar regular, habría arribado al Río de la Plata en enero de 1765 
como sargento de 2.2 de la 4.2 compañía del Batallón de Voluntarios 
de Cataluña y desde 1767 ocupaba el grado de alférez (Apolant, 
1975: 1522). Sus tareas fueron el establecimiento y construcción 
de elementos necesarios para el funcionamiento del emplazamiento. 
Para ello se le destinaron dos soldados, uno de apellido Arriola y el 
otro llamado Juan de las Ánimas. Además, por orden del gobernador 
de Montevideo se contó para las tareas iniciales con el auxilio de un 
vecino de Pando, Bartolomé Quiroga. Así lo dejó ver Pérez de Villa- 
franca en comunicación con el gobernador el 12 de junio de 1772, 
donde se daba cuenta de la incorporación de Quiroga a los trabajos 
de «corte de paja» para la construcción del techo de los ranchos que 
se estaban levantando.*? En esos mismos momentos también se le re- 
clamó al gobernador la provisión de cueros necesarios para «guascas» 
y «mojinetes». En caso de que no llegaran a tiempo, la oposición de 
Pérez de Villafranca era solicitar los auxilios a Manuel Durán, quien, 
por el conocimiento que manifestó poseer, estaría en actividades ru- 
rales en la zona. 

Vemos también la participación de Bartolomé Quiroga en otros 
aspectos de la construcción de la guardia, aunque ya no como mano 
de obra sino como proveedor. Al cuidado de los recursos financieros 
de la real hacienda, Pérez de Villafranca se comunicó con el gober- 
nador Joaquín de Viana el 9 de julio diciéndole que para la cons- 


trucción del corral para la caballada se requerían demasiados gastos 


82.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 21. 
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y esfuerzos que le costarían al erario público al menos diez pesos. 
Por su parte, Quiroga poseía un admisible corral en sus tierras —di- 
visable desde la propia guardia— el cual estaría dispuesto a vender. 
Quiroga pidió por él seis pesos, mientras que Pérez de Villafranca 
ofreció cinco. En este sentido, el gobernador contestó que se man- 
tuviera la oferta de cinco pesos y que si era aceptada se accediera a 
la compra para incorporar el corral a la guardia. Desconocemos si 
el negocio se pudo concretar, pero lo cierto es que en las posteriores 
comunicaciones no se hace alusión a este tema. 

Los trabajos de construcción de la guardia de Pando finaliza- 
ron el 30 de julio de 1772, momentos en que Pérez de Villafranca 
entregó el emplazamiento al oficial que se hizo cargo, el alférez del 
cuerpo de dragones José Gabriel Martínez. Este último, el 3 de agos- 
to inventarió las construcciones que recibió y dio cuenta de qué ele- 
mentos poseía aquella guardia instalada en 1772, que se componía 
de tres ranchos, uno de ellos destinado al oficial (u oficiales) que se 
establecieran y comandaran el emplazamiento. Una de las caracte- 
rísticas de este primer rancho era que sus puertas estaban hechas 
de cuero.** Un segundo rancho fue destinado a la tropa, es decir, a 
los efectivos subalternos. El tercero ofició de cocina. Además, en su 
frente se ubicó un palenque de siete postes sin cinta para los caballos. 
Finalmente, «a la retaguardia» de los ranchos, se halló el corral de 59 
postes (palo a pique) con tres cintas para la caballada de la guardia,* 
todo construido en poco menos de dos meses por cuatro personas: 
Pérez de Villafranca, dos soldados y Bartolomé Quiroga. Sobre este 
último debemos decir que nuevamente en el despliegue institucional 


vemos a un vecino de Pando participando activamente. En este mis- 


83.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 38. 
84.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 46. 
85.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 52. 
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mo sentido, debemos tener en cuenta la propiedad (estancia) sobre 
la cuale fue instalada la guardia. 

Otras de las preocupaciones de Pérez de Villafranca fueron las 
referidas a la caballada destinada a la guardia. La insistencia que ma- 
nifestó en sucesivas comunicaciones con el gobernador de Monte- 
video da cuenta de su verdadera preocupación. Desde los primeros 
momentos de su labor, hizo decididos esfuerzos para obtener una ca- 
ballada estable destinada a la propia guardia. Por otro lado, reclamó, 
cuando las circunstancias lo ameritaban, el recambio por «caballos 
frescos». Entendió, además, que si bien los caballos eran propiedad 
del rey, estaban destinados a los efectivos de la guardia y no a los 
soldados. En los recambios de efectivos que se dieron entre junio y 
agosto de 1772 (al menos tres), Pérez de Villafranca les prohibió a 
los salientes que se quedasen con los caballos. Para ello mandaba a 
algunos de los soldados destinados a la construcción a escoltar a los 
soldados recambiados para que, una vez arribados estos últimos a su 
nuevo destino, condujeran los caballos de vuelta. Por ejemplo, el 23 
de junio se recibió la orden de que el soldado Díaz debía pasar desde 
la guardia de Pando hacia la de Solís Grande: Pérez de Villafranca le 
negó el pase aludiendo que este quería llevarse consigo un caballo.** 

De forma general podemos aproximarnos a establecer que la 
guardia de Pando contó para sus tareas con 51 caballos, 41 de ellos 
sacados de la estancia del rey el 20 de junio de 1772, de los cuales 
cuarenta, ya que uno se escapó en la misma noche.” Otros once fue- 
ron dados por el cuerpo de dragones el 29 de junio, cuando pasaron 
por Pando comandados por el alférez José Gabriel Martínez rumbo 


a Maldonado a cumplir funciones.** 


86.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 30. 
87.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 27. 
88.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 34. 
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Funciones de control y vigilancia 


El establecimiento de la guardia de Pando puede adjudicarse 
a la necesidad de control territorial sobre un espacio de frontera 
abierta. En este sentido, debe considerarse toda una política de de- 
sarrollo militar y de control encarado por las reformas borbónicas 
desde mediados del siglo XVIIL como se ha dicho. En estos mo- 
mentos, la Corona adoptó la concepción de defensa total, que a la 
consideración de Fradkin, incluyó el desarrollo y despliegue de em- 
plazamientos militares, el aumento de dotaciones permanentes y la 
«mayor atención y coordinación de la defensa de las fronteras con 
los indios» entre otras características más (2009b: 6-7). Es desde es- 
tos momentos y a través de esta política que se irá profundizando 
con los años —con algunos altibajos— el desarrollo militar estable y 
regular en los dominios americanos de España. La combinación de 
estos dos elementos sumada a la materialización propiamente dicha 
de la guardia sobre nuestro espacio de estudio nos dice claramente (y 
reafirma) que el arroyo Pando constituye un espacio de frontera que 
es necesario controlar. 

Esta aseveración no debe, por otro lado, confundirnos. La pos- 
terior fundación de la villa de Pando nada tiene que ver con la exis- 
tencia de la guardia. Ambos procesos no están conectados ni tienen 
correlación, son independientes uno del otro más aun en el enten- 
dido de que la villa correspondió a una iniciativa exclusivamente 


particular y privada.*? Lo que podemos afirmar —complementando 


89.Para estos elementos, véase fundamentalmente el capítulo 4, donde Ma- 
risol López, a través de la problematización en torno a la donación y venta de sola- 
res y chacras, entre otras cosas, demuestra fehacientemente cómo la villa de Pando 
fue una iniciativa privada. A su vez, dentro del presente capítulo tener en cuenta 
todo lo desarrollado en torno al despliegue eclesiástico en la zona de estudio. 
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lo que se ha visto en el capítulo 1— es que la villa de Pando se erigió 
en un espacio de frontera que la guardia intentaba controlar desde 
antes. 

Desde la perspectiva militar, Fradkin habla de determinados 
elementos que componían los espacios de frontera abierta a media- 
dos del siglo XVIII, que entendemos se aplican a nuestro espacio de 
estudio. El control del espacio fronterizo se debía aplicar sobre una 
población «móvil sobre la que se ejercían muy limitadas autoridad 
y que estaba atravesado por una gama de circuitos clandestinos de 
comercialización y transito de desertores, esclavos fugados, partidas 
de bandidos, cuatreros y changadores» (Fradkin, 2009b: 16). En este 
sentido, desde 1763 estas funciones fueron prioritarias al igual que 
en 1772. 

Desde los momentos iniciales, el control territorial era ejercido 
desde la guardia de Pando algunas veces en combinación con la de 
Solís. En plenos trabajos de construcción, más precisamente el 28 
de junio de 1772, la instalación de ambas guardias comenzó a mos- 
trar por un lado la necesidad de sus (re)instalaciones y también los 
primeros resultados en la vigilancia y control. El 29 de dicho mes, 
Pérez de Villafranca se comunicó con el gobernador de Montevideo 
para darle aviso de que el día referido anteriormente efectivos de la 
guardia de Solís habían avistado desde la costa dos embarcaciones 
desconocidas.” Esto nos da a entender que el control no era única- 
mente sobre tierra adentro, por así decirlo, sino que se extendía hacia 
la costa. El patrullaje que derivó en este resultado da la impresión de 
haber sido una operación frecuente. Ambas guardias se complemen- 


taban en esta tarea patrullando por momentos los mismos espacios.” 


90. AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 34. 
91. Ídem. 
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En estos casos de gravedad, y como veremos más adelante, las estra- 
tegias de defensa que desde Montevideo se esgrimieron introducían 
fuerzas de otros espacios de control como la guardia del Cordón. 
En este caso concreto, el gobernador Joaquín de Viana determinó 
que salieran partidas desde Montevideo y recorrieran la zona costera 
como refuerzos.” 

La combinación de acciones es un elemento importante, ya que 
nos ayuda a visualizar la importancia que toman estos emplazamien- 
tos dentro de una concepción espacial mayor. Es hacia la frontera 
donde se apunta controlar y vigilar mirando el resguardo del inte- 
rior, donde Montevideo constituyó el centro, la ciudad baluarte del 
norte del Río de la Plata. 

Los patrullajes costeros se intensificaron por orden del goberna- 
dor de Montevideo desarrollándose tres veces al día, uno por la ma- 
ñana, otro por la tarde y finalmente el último por la noche. Las ope- 
raciones eran similares: salía un cabo acompañado con dos soldados 
y se dirigía hacia la zona conocida como Piedra del Toro; desde allí se 
dirigían hacia la costa, donde extendían el patrullaje (desconocemos 
los puntos).? Esta intensificación comenzó a dar nuevos resultados, 
aunque ya no sobre la costa. Siguiendo estos mecanismos, el 18 de 
julio de 1772 efectivos de la guardia de Solís hallaron sobre un curso 
de agua que no se especifica (¿el arroyo Solís Grande?) una canoa les 
resultó sospechosa: si bien no encontraron individuo alguno, esta se 
encontraba tapada con pajas, ramas y cueros. Además contenía tres 
remos.” El cabo y los dos soldados la trasladaron hacia la guardia 
para esperar órdenes del gobernador, quien determinó que la peque- 


ña embarcación no poseía ninguna utilidad así que les recomendó 


92. Ídem. 
93.AGN, Ex AGA, Caja 25, Carp. 4, Doc. 43. 
94. Ídem. 
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que la desarmasen y la utilizaran como leña no sin antes remitir los 
remos a Montevideo.” 

A estas funciones de control y vigilancia territorial desde un 
espacio de frontera, se les sumaron otros tipos de actividad. Aunque 
se mantenía la idea de control y vigilancia, los efectivos apostados en 
la guardia de Pando dieron auxilio, fundamentalmente como brazo 
armado, a distintas instancias judiciales. Recordemos pues, que los 
funcionarios judiciales que se desarrollaron en el interior de la juris- 
dicción de Montevideo fueron los jueces comisionados, que no tu- 
vieron a su disposición fuerza armada alguna. En este sentido, vemos 
a distintos jueces comisionados en diversas circunstancias solicitar 
apoyo a la guardia de Pando. Por ejemplo, las dos detenciones sufri- 
das por Domingo Valdenegro en enero de 1785, el juez comisionado 
acudió a los dragones apostados en la guardia de Pando.” Años más 
tarde, en 1793, cuando Manuel Cabezas agredió a su esposa en su 
casa y la persiguió hasta la capilla, a donde ingresó con un cuchillo 
en la mano y se escondió e, fue detenido también por dos soldados 
del cuerpo de dragones.” 

A partir de los dos breves ejemplos podemos decir que para la 
población concreta de la villa de Pando la existencia de la guardia 
representó un elemento más de control, vigilancia y represión. En 
este sentido, para el sistema judicial desplegado en la zona, la guardia 
permitía el uso de la fuerza, la cual los jueces comisionados, meros 
vecinos, no pudieron ejercer. Es importante marcar este punto, por- 


que tiempo después de la crisis colonial de 1810 y ya con la domi- 


95. Ídem. 

96.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1785, Caja 
69, Doc. 59. 

97.AGN, AJ, Cabildo de Montevideo, Civil de 1." turno, Año 1793, Caja 
109, Doc. 3 bis. 
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nación revolucionaria en la zona, estos factores se combinaron para 


generar nuevas estructuras de represión. 
Los efectivos y sus perfiles 


En su momento inicial, en la guardia de Pando se de estable- 
cieron entre 6 y 8 efectivos (Barrios Pintos, 2008: 343); no obstan- 
te, establecer cuáles fueron los cuerpos militares o milicianos que 
se apostaron en la guardia de Pando durante la colonia resulta una 
tarea por demás dificultosa. Primeramente instancia es escasa la in- 
formación que poseemos sobre las guardias de Pando y Solís Grande 
(Barrios Pintos, 2008). Por otra parte, el relevamiento realizado de 
las listas de revistas de los distintos cuerpos militares y milicianos, no 
ofrece buena información. Muchos de ellos no mencionan datos so- 
bre el destino de los efectivos. Más allá de esto algunos lineamientos 
generales podemos esbozar. 

Luego de finalizados los trabajos de construcción de la guardia 
de Pando, en los primeros días del mes de agosto de 1772 Joaquín 
Pérez de Villafranca le entregó su comandancia, por orden del gober- 
nador, al alférez José Gabriel Martínez, oficial del cuerpo de drago- 
nes. Al poco tiempo, estos fueron relevados por milicianos pertene- 
cientes al cuerpo de caballería de Montevideo (Barrios Pintos, 2008: 
343). Sobre estos puntos surgen dudas: ¿cuánto tiempo se hicieron 
cargo los milicianos de la guardia de Pando? No lo sabemos. En los 
ejemplos citados de 1785 y 1793 no vemos la actuación de mili- 
cianos sino de efectivos del cuerpo de dragones. Tal vez los jueces 
comisionados acudieran únicamente a las fuerzas veteranas, lo cual 
nos daría cuenta de la permanencia de dos cuerpos distintos dentro 


del mismo emplazamiento. Por otro lado, algunas listas de revista 
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de distintas compañías del cuerpo de Blandengues de la frontera de 
Montevideo dan cuenta de su presencia en la guardia de Pando en- 
tre los años 1808 y 1809. Cadetes, cabos y sargentos de la primera, 
cuarta, quinta y séptima compañía de Blandengues de Montevideo 
fueron destinados a la guardia de Pando (CNAA, 1952b: 234, 237, 
243, 252, 258, 260, 265, 267, 272, 274, 276, 282, 285, 294, 302, 
306, 327, 330, 334, 325, 334, 335 y 337). 

En conclusión, podemos determinar que durante el período 
de dominación colonial la guardia de Pando estuvo ocupada al me- 
nos por dos cuerpos militares regulares: Dragones y Blandengues, y 
por un cuerpo de milicianos, la fuerza de caballería de Montevideo. 
¿Qué representaban estos cuerpos durante nuestro período de estu- 
dio? Dar respuesta a esta interrogante nos permitirá comprender el 
perfil de control de la guardia de Pando. 

En primer lugar, debemos destacar la presencia del cuerpo mi- 
liciano de caballería. En Montevideo existía además el cuerpo mili- 
ciano de infantería (Fradkin, 2009b: 35). Como señala Fradkin, el 
cuerpo de caballería poseía una distinción superior al de infantería, 
ya que estaba integrado por los «vecinos españoles» (2009b: 30). 
Esto significa que no podían integrarla los grupos pertenecientes a 
castas y los forasteros (especialmente los portugueses). A ellos se les 
reservaba la infantería, que tenía un menor prestigio. Sin embargo, 
seguían siendo milicianos, es decir, vecinos con escaso y desajusta- 
do entrenamiento y preparación, deficientemente armados y uni- 
formados. Son muchos los problemas que se pueden citar sobre las 
milicias, pero excederían los objetivos de este capítulo. Por otro lado 
encontramos la presencia de los Dragones, que, a diferencia de los 
milicianos, eran fuerzas militares regulares y estables, es decir, sol- 


dados y oficiales del ejército real propiamente dicho. Por su propia 
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naturaleza, los Dragones requerían de preparación, entrenamiento 
y armamento especial. El Diccionario de la Real Academia Española 
de 1780 definía al dragón como «clase de soldados, que aunque van 
montados tienen obligación de desmontarse y pelear a pie como la 
infantería cuando se les mandare, por lo cual no calzan botas fuertes 
como la de los soldados a caballo» (en Fradkin, 2009b: 24). Se puede 
decir que el dragón se ubicaba en una posición intermedia entre la 
infantería y la caballería. Su naturaleza era distinta, más completa, 
más preparada y estaban mejor entrenados, por lo que eran más efi- 
caces. Finalmente, encontramos a los Blandengues de la frontera de 
Montevideo. Estos efectivos militares que mediante la lanza utiliza- 
ban la fuerza y la violencia poseían la funciones importantes (de con- 
trol, vigilancia y represión) en la atención de los espacios fronterizos 
(Fradkin, 2009b). Para ello requerían movilidad y especialización. 
Los Blandengues surgieron en Santa Fe en 1752 como forma de dar 
respuesta a los problemas fronterizos. Se constituyeron unicialmente 
como una fuerza miliciana que, luego, con el devenir del tiempo, 
pasó a ser regular. La experiencia de Santa Fe fue traslada a Buenos 
Aires y posteriormente a Montevideo en 1797 (Fradkin y Garava- 
glia, 2016). Mientras los Dragones constituían un cuerpo militar 
con características europeas, los Blandengues surgieron como una 
fuerza americana producto de sus necesidades particulares (Fradkin, 
2009b: 24). 

La existencia de la guardia de Pando y la presencia de los Blan- 
dengues nos muestran la concepción sobre la zona de un espacio 
de frontera abierta. Este cuerpo militar se instaló en la banda norte 
del Río de la Plata por la creciente preocupación de las autoridades 
virreinales por controlar ya no solo la frontera con los indígenas o 


los circuitos clandestinos de mercancías, sino también un espacio 
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de disputa con Portugal. Este cuerpo se desplegó en la frontera por 
un sistema de «precarias guardias» y pequeñas poblaciones que iban 
surgiendo (Fradkin, 2009b: 109). La guardia de Pando fue una más 
de esas. 

Es solo sobre la Caballería de milicias, los Dragones y los Blan- 
dengues que hemos podido documentar su presencia en nuestra 
zona de estudio. Esto no quiere decir que no existieran otros que 
hayan sido designados para ocupar e intentar controlar desde este 
espacio (junto con otros, muchos de ellos más significativos) los pro- 


blemas de la frontera. 
La guardia de Pando y la invasión inglesa de 1806 


Los giros y cambios del mapa geopolítico europeo de alian- 
zas y enfrentamientos con Napoleón devinieron en la alianza de la 
Corona española con Francia. Esto derivó en el enfrenamiento con 
Gran Bretaña, principal enemigo de Napoleón. En este derrotero y 
trasfondo, tropas británicas invadieron dos veces el Río de la Plata 
(1806-1807). Esta incursión no respondió a una orden expresa de la 
Corona británica de invadir esta zona de América sino que fue una 
osadía personal de almirante inglés Home Popham. Este, al volver 
de atacar emplazamientos holandeses en el cabo de Buena Esperan- 
za, con once naves y mil seiscientos soldados, atacó y ocupó la capi- 
tal del virreinato, Buenos Aires, en junio de 1806. 

Las principales actuaciones para reconquistar la capital virrei- 
nal se organizaron desde Montevideo, fundamentalmente a partir 
de las actuaciones del gobernador Pascual Ruiz Huidobro. Al man- 
do de Santiago Liniers salieron de Montevideo militares y milicia- 


nos que vencieron a los británicos en la ciudad de Buenos Aires el 
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12 de agosto de 1806. No obstante, los ingleses permanecieron en 
el Río de la Plata y en octubre de ese mismo año ocuparon la ciu- 
dad de Maldonado. Esta situación generó gran alarma y alerta en 
Montevideo y su campaña, fundamentalmente por el temor de una 
incursión británica hacia la ciudad o Buenos Aires. En este sentido, 
le correspondió a los efectivos de la guardia de Pando en noviem- 
bre de 1806 visualizar y comunicar la noticia del despliegue de las 
fuerzas británicas hacia el oeste. Desde Montevideo, el virrey del 
Río de la Plata, el Marqués de Sobremonte, le escribió al coronel 


Santiago Allende: 


Ahora q.e son las nueve dela noche avisan dela Guardia de 
Pando q.e de dos Buq.s estan desembarcando Tropa enemiga en Su 
Barra, y haviendo dispuesto q.e de los 200 homb.s del Ayud.te m.or 
José Artigas marche con la mitad de observacion, quedando en la 
Costa la otra p.a celarla, interin Se embian mayores fuerzas dis- 
pondrá V.S. que esta noche marche y Salgan 400 homb.s de Drag.s 
y de voluntarios deCordova... (CNAA, 1952b: 116) 


Fue desde la guardia de Pando, y tal vez producto de su patru- 
llaje costero, que se dio aviso de la existencia de dos buques de los 
cuales desembarcaban tropas inglesas. Las primeras medidas consis- 
tieron en reforzar la escasa tropa, para lo que se mandó al ayudante 
mayor de Blandengues José Artigas con cien hombres y se pidieron 
refuerzos de milicianos y Dragones. Para estos momentos, José Ar- 
tigas comandaba la guardia del Cordón. La idea fundamental del 
virrey era concentrar un número suficiente de efectivos para superar 
cualquier tropa enemiga que desembarcara. En esta primera instan- 


cia se debía vigilar la costa. El 25 de noviembre, Artigas le escribió al 
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virrey que se había dirigido «con los cien hombres a la Barra de Pan- 
do en donde amanecí yno he encontrado Jente alguna en tierra solo 
sinco homres q.e fueron los q.e se desembarcaron del Buq.e estaba 
barado del q.e estaban los Ingleses» (CNAA, 1952b: 118). Una de 
las naves estaba varada, de la cual los ingleses desembarcaron la carga 
y luego incendiaron. Esos cinco hombres a los que se hace referencia 
abordaron el otro buque, que se retiró de la costa. No obstante, se 
mantenía la alarma por lo sucedido. 

El virrey, junto con altos mandos militares, entendió necesariao 
la constante vigilancia de la costa. Para ello determinó un sistema 
de señales con fuego que se ubicaron en el cerro Piedras de Afilar y 
en el Buceo. Estas guardias debían encender una fogata en caso de 
avistar naves enemigas. Desde la guardia de Solís Grande el coronel 
Allende verificó las falencias de este sistema por la gran distancia 
entre un punto y otro. El mismo coronel le propuso al virrey que 
se agregara una señal más, que se debía ubicar en la playa de Santa 
Rosa (frente a la embarcación varada) o en la barra de Pando. De esta 
nueva señal debía estar al frente el ayudante mayor Artigas, quien 
tuvo la potestad de seleccionar el punto más adecuado en esta zona 
(CNAA, 1952b: 124). De esta forma, partió el 10 de diciembre de 
1806 desde la guardia de Cordón hacia la desembocadura del arro- 
yo Pando para sumarse con algunos efectivos al sistema de señales 
(CNAA, 1952b: 125). El control se estableció «en el Medano mas 
alto» al día siguiente y quedaron quedando al frente dos hombres. 
No obstante, José Artigas le solicitó al sargento encargado de la guar- 
dia de Pando que enviase dos hombres más (CNAA, 1952b: 127). 
Posteriormente se determinó que pasaran cuatro efectivos más de la 
guardia de Pando para tener una mejor rotación en la vigilancia que 


se debía llevar a toda hora. En este sentido, casi todos los efectivos 
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apostados en la guardia de Pando se encontraban en la costa dando 
apoyo a la vigilancia. 

De forma general, estos fueron los acontecimientos circundan- 
tes a la guardia de Pando que se focalizaron en la vigilancia costera en 
la playa de Santa Rosa y la desembocadura del arroyo. Como vimos, 
los Blandengues apostados en el Cordón comandados por José Arti- 
gas fueron los que se desplegaron por la zona. 

La presencia de estos dos buques en el mes de noviembre fue la 
antesala de la invasión inglesa en el mes de enero de 1807, que fina- 
lizó con la ocupación de la ciudad de Montevideo en los primeros 
días de febrero. 

Los británicos permanecieron con el control de la ciudad amu- 
rallada desde febrero hasta el 31 de julio de 1807. No hemos hallado 
documentación que nos dé cuenta de si la guardia de Pando jugó 
algún papel en la resistencia a las fuerzas invasoras. Sin embargo, un 
memorial de 1806 da cuenta de la gran movilización que se produjo 
en las distintas jurisdicciones de la banda oriental del Uruguay. Esta 
trata de poner en conocimiento los servicios presentados por los ha- 
bitantes durante la ocupación británica de Buenos Aires. De esta 
forma se leen expresiones tales como «De modo q.e laCampaña que- 
do poco mas que desierta, abandonadas las familias y las Haciendas, 
expesuestas alos atentados de los Ladrones» (CNAA, 1952b: 146). 
Ahora bien, ¿esta situación se representó en el partido y la villa de 
Pando? Podríamos pensar que sí. El mismo memorial recoge que en 
los partidos de Pando y Solís se movilizaron 84 personas de un nue- 
vo cuerpo miliciano (CNAA, 1952b: 146). Sin dudas este número 


de personas desplegadas era importante para la época. 
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El cuerpo miliciano de Pando de 1806 


Como ya hemos analizado, en la defensa local del territorio las 
fuerzas milicianas tuvieron un rol fundamental. La condición de es- 
pacio de frontera obligó a consolidar la llamada Compañía Suelta de 
la Frontera, de la que los milicianos participaban en forma rotativa 
cada cierto tiempo, en las guarniciones fronterizas. En el período de 
estudio, encontramos varios vecinos y propietarios de Pando cuya 
participación en el cuerpo miliciano de caballería de Montevideo, 
hemos podido documentar. Debemos tener en cuenta que la inte- 
gración de este cuerpo era obligatoria para los varones de dieciséis a 
sesenta años de edad. 

En 1806 surgió, bajo parámetros que desconocemos, el cuerpo 
de milicianos voluntarios de caballería de Pando. ¿Un nuevo cuerpo 
o una compañía de la caballería de Montevideo con base en Pan- 
do? No lo sabemos, pero podemos plantear la hipótesis de que su 
surgimiento estuvo relacionado con la primera invasión británica a 
Buenos Aires.* 

Es importante remarcar que esta nueva milicia estaba integrada 
por vecinos de la zona, es decir, al menos por vecinos de Sauce, Pan- 
do y Solís Grande. Su constitución generó un nuevo espacio para el 
desarrollo de carreras de oficiales con un carácter más arraigado en la 
zona, que, con el devenir del tiempo —y ante otros procesos histó- 
ricos— se fueron proyectando como espacios de poder y elite local. 
En aquella instancia la plana mayor estuvo encabezada por el capitán 
Manuel Figueredo —quien ya era oficial de milicias e hijo de Loren- 
zo Figueredo—, el teniente Francisco Suárez, el alférez Adrian Men- 


doza, los sargentos Juan Bautista Correa, Eusebio Almeida y Ma- 


98.AGN, Ex AGA, Libro 874, Fs. 237-238. 
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nuel Tiburcio Figueredo —también hijo de Lorenzo— y los cabos 
Isidro Fernández, Diego Muñoz, Esteban Gómez, Antonio Deira, 
Eugenio Burgueño y Silvestre Vega.” La totalidad del cuerpo era de 
84 plazas, la misma cifra que se mencionó en el memorial de 1806 
anteriormente analizado. Por lo general, esta milicia poseía, además 
de la plana mayor, entre dieciocho y veinte efectivos de guardia o en 
distintas actividades. Mayoritariamente ocuparon puestos tanto en 
la guardia de Pando como en la de Solís Grande.'% 

Sobre esta etapa inicial no sabemos mucho más que lo expues- 
to. No obstante, ante otros procesos históricos como la revolución 
oriental que determinó la politización de lo militar, este cuerpo 
miliciano fue el enclave político en la zona. Durante este proceso 
continuó siendo encabezado por Manuel Figueredo además de que 
fueron surgiendo otros oficiales de la zona. Controlaron no solo la 
guardia sino también la administración de la justicia. Con la derrota 
del artiguismo y el control de las fuerzas portuguesas de la Provincia 
Oriental (posteriormente Cisplatina), el cuerpo miliciano de Pando 
permanecía vigente. También Manuel Figueredo seguía siendo su 
capitán, lo cual representa un giro político de consideración. En este 
mismo sentido podemos pensar que Figueredo ingresó en nuevos 
espacios de poder, ya que en 1820, además de ser el comandante 
del cuerpo miliciano desarrolló el cargo de encargado de todas las 
fuerzas milicianas del departamento de Canelones, como lo dejó ver 
Juan José Durán el 11 de mayo.'” Apreciamos, de esta forma, cómo 
también la milicia de Pando tuvo su participación política en los 
procesos de ruptura con el orden colonial y durante la ocupación 


lusobrasileña. En 1821 Figueredo continuaba en el mismo mando. 


99. Ídem. 
100.Ídem. 
101.AGN, Ex AGA, Libro 879, E 13. 
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EPÍLOGO 


Finalizando el presente capítulo entendemos que no lo pode- 
mos cerrar con conclusiones por la propia naturaleza teórica de la 
que hemos partido y sobre los problemas que nos hemos planteado 
analizar y exponer en estas páginas. Hemos realizado nuestros es- 
fuerzo para acercarnos al conocimiento de cómo se desplegaron las 
instituciones de poder y control del sistema colonial en el partido 
y la villa de Pando. También indagamos sobre la participación de 
los propietarios, vecinos y habitantes que hemos podido identificar. 
Pero este proceso no finaliza dentro de nuestro marco cronológico 
sino que constituye tan solo su etapa inicial más temprana. Es decir, 
estas estructuras e instituciones de poder y control que perduraron 
en el tiempo no finalizaron su despliegue en el período colonial. Con 
el estallido de la crisis revolucionaria en 1810 y el derrotero político 
posterior, muchos aspectos de estas instituciones cambiaron, varia- 
ron o mutaron. Sobre todo en el relacionamiento con las fuentes de 
poder donde el orden establecido fue disputado por nuevas concep- 
ciones. El orden colonial fue vitalmente cuestionado y con ello a las 
personas que allí cumplieron funciones. 

Durante el período colonial las estructuras e instituciones estu- 
diadas se desplegaron no siempre bajo los parámetros esperados por 
las órbitas gubernamentales. El punto discrepante fue, sin lugar a 
dudas, la capilla Nuestra Señora de la Concepción de Pando. Surgi- 
da como una iniciativa privada con el beneplácito del obispo de Bue- 
nos Aires pero por fuera de los procedimientos legales, los vecinos 
allí nucleados crearon un espacio de disputa y poder de orden po- 
lítico-religioso contra el párroco de Las Piedras, Domingo Castilla. 


Defender su legitimidad representó el principal cometido de los que 
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se concentraron en la capilla y coartarlos defendiendo la legalidad el 
del párroco. La capilla representó para la incipiente villa un símbolo 
de prestigio social y político. Por ello, elevarla a la categoría de cura- 
to fue por momentos una posibilidad interesada entre los vecinos y 
por demás perseguida. Haber logrado el curato sin dudas les hubiera 
permitido elevar el prestigio de la villa e introducirse en un circuito 
de poder diocesano, además de independizarse del espacio parro- 
quial de Las Piedras y su cura. Estas problemáticas fueron incluso 
atendidas por el obispo Benito Lué y Riega durante su visita pastoral 
que recorrió la jurisdicción de Montevideo en la segunda mitad de 
1804. Meses después, luego de varias tratativas e idas y vueltas, el 
obispo determinó la no inclusión de la capilla de Pando en aquellas 
que fueron elevadas a curatos. Además, la capilla constituyó durante 
nuestro período de estudio un espacio de confluencia de poblacio- 
nes de distintos partidos circundantes a la villa de Pando. Esto pudo 
profundizar los relacionamientos sociales, económicos y políticos. 

El despliegue de la justicia se presentó en la villa y el partido 
de Pando bajo los parámetros esperables para la época. Si bien en 
algunos momentos se presentaron situaciones complejas, como en 
el conflicto de agricultores y ganaderos desarrollado en el capítulo 
3, lo cierto es que la justicia desplegada en Pando y los funcionarios 
que allí se desempeñaron no tuvo nada de espectacular. No obstante, 
esta indistinción nos permitió navegar sobre varios aspectos del siste- 
ma judicial colonial aplicado a una pequeña porción de jurisdicción 
rural. 

Con respecto al desarrollo de la órbita miliciana y militar apre- 
ciamos las características más profundas de Pando como un espacio 
de frontera abierta (algunas características de la justicia nos permitie- 


ron ver lo mismo). La necesidad de controlar un territorio fronterizo 
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donde no se puede resumir a la somera interpretación de concebirla 
una línea divisoria con indígenas o portugueses ni tampoco como un 
espacio donde simplemente circula el contrabando o se desarrollan 
corambres clandestinas. Debemos percibir todos estos factores en su 
conjunto tratando de entender su complejidad y heterogeneidad del 
espacio que hemos estudiado. La presencia de la guardia dentro de 
este marco es significativa. Si bien estuvo al margen, por así decirlo, 
de los vecinos del partido y la villa de Pando durante el período co- 
lonial, es decir, que no participaron como efectivos, lo cierto es que 
a partir de 1810 tuvieron mayor significancia (más aun que la que 
tuvo durante el período de noviembre a diciembre de 1806). A su 
vez, la existencia de la guardia en 1763 y desde 1772 en adelante nos 
está mostrando la necesidad de controlar dicho espacio. 

En síntesis, la presencia de estas instrucciones en el partido y 
la villa de Pando dan cuenta de ser un espacio considerado para el 
orden colonial de la jurisdicción de Montevideo para desplegarse. 
Estos desarrollados por el orden colonial, nos indican que en el en- 
torno del partido y villa de Pando, el poder político vio un espacio 
en el cual intervenir y hacerse presente. Consecuentemente, se nos 
presenta una población que de alguna u otra forma, con fortalezas 
y debilidades propias del momento, estaba siendo controlada más 
allá de las instituciones apostadas en la ciudad de Montevideo. Esto 
destaca sin dudas la discreta importancia que significó el espacio de 
Pando durante el período colonial. 

Por lo dicho, estas instituciones deben seguir siendo estudiadas 
desde el período colonial, ya que por su importancia y por ser las 
únicas presentes en la zona fueron un espacio de disputa desde 1811. 
Podríamos pensar, también, que el partido y la villa de Pando fueron 


disputados en el marco del enfrentamiento político, militar y social 
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que se encaró desde la crisis revolucionaria. Esto llevó, por ejemplo, 
a que los propios vecinos debieran tomar posturas políticas: algunos 
se inclinaron por el nuevo orden, ya que al menos doce familias 
(sesenta personas en total) identificadas como vecinas de la zona de 


Pando marcharon en el éxodo en 1811 hacia el Ayuí.'” 


Mientras 
tanto, otros se inclinaron por la opción política leal al Consejo de 
Regencia y las Cortes de Cádiz. Por ejemplo, el 16 de setiembre de 
1812 ingresaron por orden del Gobierno de la ciudad de Montevi- 
deo personas pertenecientes dieciocho pueblos de la banda oriental 
del Uruguay, que incluía a vecinos de Pando (CNAA, 1975: 240). 

El proceso revolucionario fue un espacio y un momento para 
formar nuevas elites locales como también para la participación po- 
lítica, donde nuevos personajes ejercerán el poder y control desde la 
institucionalidad. En este marco, los vecinos de Pando se acercaron 
a la soberanía particular de los pueblos. Por ejemplo, en el acta del 
Congreso de capilla Maciel en el partido del Miguelete en diciembre 
de 1813, aparece Benito García como diputado representante de la 
población de Pando (CNAA, 1974a: 228). En otras instancias, Otros 
vecinos también accederán ámbitos de gobierno revolucionario. Es 
así que el Cabildo de Guadalupe de 1816 fue integrado por Juan del 
Pino como representante de la población de Pando (CNAA, 1990: 
255). 

En lo que respecta a las instituciones y más allá de ser Pan- 
do un espacio de disputa, algunas de ellas presentaron variantes. 
En materia judicial hemos obtenido datos de la actuación de jue- 
ces comisionados en 1810 (José Piris), 1811 (Juan Conde) y 1813 
(Manuel Figueredo) (CNAA, 1975: 161, 259 y 407). No obstante, 


apreciamos cómo las funciones judiciales fueron, por momentos, 


102. Ver padrón del éxodo de diciembre de 1811 en CNAA, 1954: 98-154. 
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resumidas por el comandante de la guardia de Pando. Para el año 
1813 encontramos a Manuel Figueredo como juez comisionado de 
Pando y también como comandante de la campaña al frente de la 
guardia (CNAA, 1974b: 240). En otra nómina de ese mismo año se 
establece que los comandantes de la campaña actúan como jueces 
comisionados. De esta forma, Figueredo se perfiló más que como 
elite judicial y militar dentro de Pando como dirigente revoluciona- 
rio referente en la zona. En consecuencia, resumió potestades que le 
permitieron desarrollar la justicia más inmediata así como aplicar la 
violencia y la fuerza. Es recién para este momento que el sistema ju- 
dicial desplegado en Pando tuvo a su disposición un brazo armado. 
En este ámbito el control y la vigilancia espacial se concentraron en 
una sola persona. Claro está que en este nuevo escenario, más allá de 
las propias facultades que Figueredo podría poseer para desarrollar la 
justicia delegada y la comandancia de la guardia, también entraban 
elementos de participación política. 

En este escenario, la guardia tomó mayor relevancia, no sola- 
mente por ser un espacio de congruencia política, sino también por 
el rol que el espacio entendido como Pando pasó a representar. Más 
allá de las características como un espacio de frontera abierta ya vis- 
tas, Pando constituyó un espacio de disputa en el marco bélico de los 
distintos conflictos políticos de la década del diez del siglo XIX. Esta 
cualidad no se resume a la dicotomía revolucionarios y leales, sino 
dentro de las luchas internas del movimiento revolucionario entre 
orientales y el gobierno central de las Provincias Unidas con sede en 
Buenos Aires. Por ejemplo, las autoridades de las Provincias Unidas 
daban cuenta el 23 de setiembre de 1814 de que Fernando Otorgués 
controlaba con sus fuerzas la ciudad de Maldonado y proyectaba 


partidas de hombres armados a controlar Pando (CNAA, 1974b: 
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26). Si para esa época el dominio españolista leal a la Corte de Cá- 
diz ya no se encontraba en la Provincia Oriental desde junio, que 
Otorgués se proyectara a controlar Pando quiere decir que el espacio 
estaba bajo el poder de las Provincias Unidas del Río de la Plata, 
que además controlaban la ciudad de Montevideo. Sin embargo, las 
fuerzas de las Provincias Unidas no estaban dispuestas a perder el 
control de la villa de Pando y en consecuencia mandaron desde la 
ciudad de Montevideo una partida volante de granaderos (doscien- 
tos hombres) que debían establecerse en la zona. Además, debían 
asegurar la permanencia de las comunicaciones entre Montevideo 
y Pando, así como el control y dominio sobre la zona. En caso de 
que Otorgués quisiera atacarlos, el sargento mayor Marcelino Bal- 
vastro comandante de la partida—, de entender que la situación era 
favorable debía batirlos (CNAA, 1974b: 27-28). Dos días después, 
las fuerzas comandadas por Otorgués lograron controlar la villa de 
Pando e incluso interceptaron el ganado que los granaderos arreaban 
hacia la ciudad de Montevideo para su abasto. 

Por otro lado, la Iglesia sufrió sus embates ante el nuevo esce- 
nario que el marco de la movilidad política del clero y la sociedad en 
su conjunto. Es escasa la información que poseemos sobre la capilla 
de Pando para este período. Sin embargo, los libros parroquiales dan 
cuenta de la interrupción de su funcionamiento. En torno al mes 
de setiembre de 1812, la capilla dejó de administrar sacramentos. 
En el caso de los bautismos, el último registro correspondió al de 
Ramona de Taxjas, hija de Juan y de Francisca Donadeo, el 1.2 de 
dichos mes y año. La partida siguiente —es decir, el bautismo próxi- 
mo siguiente—, corresponde al de Marcelino Estanislao Soria, hijo 
de los vecinos de Sauce Cayetano Soria y Eugenia Castro, y es del 


24 de abril de 1815. Durante casi tres años la capilla de Pando no 
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administró bautismos. Con el caso de los entierros la cuestión es más 
grave: el último entierro, de un negro esclavo propiedad de Pedro 
González llamado Eufrasio José, se realizó el 31 de mayo de 1812 y 
recién se retomaron las sepulturas eclesiásticas en mayo de 1820, con 
el entierro de Pedro Gómez. 

Estas interrupciones en el funcionamiento de la capilla estu- 
vieron determinadas por el propio escenario de disputa política y 
bélica, ya fuera por la significación del espacio, por el choque de 
bandos entre los vecinos de Pando o por las propias posturas políti- 
cas adoptadas por los funcionarios, en este caso, el clero. 

El estallido de la crisis revolucionaria encontró al frente de la 
capilla de Pando al franciscano Baltasar Vivas de Mesa. Si bien es 
poco lo que sabemos de este religioso, varias circunstancias nos ha- 
cen pensar que integró desde el inicio el bando revolucionario. En 
primera instancia, por sus actuaciones al frente de la capilla, que se 
desarrollaron hasta noviembre de 1811, es decir, tras la firma del 
armisticio de octubre de 1811 entre el gobierno de la Junta de Mayo 
de Buenos Aires y el gobierno leal al Consejo de Regencia en Monte- 
video, que determinó el cese de hostilidades, la invasión portuguesa 
al territorio y el inicio del éxodo del pueblo oriental hacia el Ayuí. 
En este sentido, Vivas de Mesa se retiró de la capilla de Pando, que se 
había transformado, desde su perspectiva política, en territorio ene- 
migo. Por otro lado, en 1814, por conflictos con el cura de Minas, 
José Artigas determinó en primera instancia la suspensión de funcio- 
nes y luego la separación del cargo del cura Juan José Ximénez. En la 
primera circunstancia, la de la suspensión, Artigas hizo que ocupara 
el cargo de forma interina al frente del curato de Minas el propio 
fray Baltasar Vivas de Mesa (Astigarraga, 1985: 58). Esto reafirma 


que este sacerdote, más allá de pertenecer al bando revolucionario, 
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fue un religioso de confianza para la dirigencia revolucionaria en la 
Provincia Oriental. 

Tras salida de fray Vivas de Mesa de Pando se hizo cargo de su 
tenencia fray Ramón Mesa entre febrero y abril de 1812. No obstan- 
te, cuando Vivas de Mesa abandonó la capilla en noviembre de 1811 
los vecinos de Pando, aquellos leales al gobierno de Montevideo, co- 
menzaron a quejarse ante dichas autoridades por la falta de sacerdote 
en la capilla.” Esto nos podría estar mostrando el predominio de 
leales en la zona al menos en 1811, además de las comunicaciones 
directas entre los vecinos de Pando y el gobierno en Montevideo 
(recordemos que sesenta personas abandonaron el partido y la villa 
y marcharon en el éxodo). Es más, ante estas solicitudes se deter- 
minó el arribo de fray Ramón Mesa a la capilla de Pando, ya que el 
gobernador de la plaza, Gaspar de Vigodet, le solicitó al cura vicario 
de Montevideo Juan José Ortiz que extendiera las licencias a dicho 
religioso para acudir al auxilio de los vecinos de aquella población." 
Los problemas vistos antes sobre el cese de administración sacra- 
mental fue durante el tiempo que Mesa estuvo al frente de la capilla. 
Estas circunstancias se pudieron haber determinado en setiembre 
de 1812 por el (re)ingreso de las fuerzas revolucionarias al territorio 
oriental con el objeto de poner sitio a la ciudad de Montevideo. 
Nada sabemos sobre este sacerdote desde esa fecha hasta mediados 
de 1814, cuando aparece cumpliendo funciones en el Hospital de la 
Caridad de la ciudad de Montevideo. En 1815, cuando el gobier- 
no de la Provincia Oriental logró el control territorial por completo, 
fray Mesa regresó a la capilla de Pando. Esto lo sabemos porque el 


restablecimiento de la administración en los bautismos en 1815 está 


103.Ibídem, p. 121. 
104. Ídem. 
105.Ídem. 
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bajo su firma. Durante 1816, además, continuó administrando los 
bautismos. ¿Cómo puede ser que un clérigo adepto al gobierno de 
España cumpliera funciones en una capilla aparentemente contro- 
lada por el gobierno de Purificación? La respuesta puede estar en 
un marco mucho mayor: durante 1815 se presentaron duros con- 
flictos entre José Artigas y Dámaso Antonio Larrañaga —máxima 
autoridad religiosa de la Provincia Oriental—. Uno de los puntos 
en esta disputa estaba determinados porque Larrañaga permitía las 
funciones de «sacerdotes europeos», mientras que Artigas reclamaba 
sus desafueros y su sometimiento a un tribunal de justicia en Purifi- 
cación. Posiblemente fray Mesa estuviera actuando dentro de estos 
parámetros. 

No obstante, el mismo año de 1815 el Cabildo le ordenó desde 
el Montevideo al comandante de la guardia de Pando y juez comi- 
sionado Manuel Figueredo el 14 de noviembre que 

Debiendo reputarse p.r propiedad.s Extrañas las fincas del prófugo 
[d.n Jose N] Cura q.e fue del Pueblo de Pando, y q.e [tiene en el] dicho 
Pueblo, mandarán V.S.S. q.e el Juez ó Comand. te del D.n Man.l Figue- 
redo, proceda a vn inventario formal, y se tomen [en] aquellas prov.s q.e 
VS.S. juezguen convenientes (CNAA, 1990: 495). 

No sabemos quién ese clérigo llamado «Jose N», ya que no he- 
mos documentado a ninguno actuando en la capilla de Pando,'% 
pero más allá de esto, apreciamos en esta cita cómo el propio posi- 
cionamiento político fue clave para la institucionalidad y en conse- 


cuencia las variaciones sufridas desde este período. 


106.Con los nombres de José fueron de la Aurora, Suárez, Zambrana y 
González. Ninguno de ellos llevaba un apellido que empezara con la letra n. La 
posibilidad que queda es que hubiera actuado un capellán con esas características 
y que dicha actuación no quedara registrada en los libros sacramentales, cuestión 
que resultaría por demás extraña. 
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No solo la investigación sobre estos temas debe continuar para 
el proceso revolucionario, sino que deben avanzar en el devenir del 
tiempo histórico ya que seguirán cambiando. Un ejemplo claro será 
para la década del veinte del siglo XIX la eliminación de la figura del 


juez comisionado y la creación de los juzgados de paz. 
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